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Prefacio

El Diccionario de derecho constitucional, a pesar del desarrollo detallado de 
algunas voces, queda circunscrito a esa categoría; se detiene en el momento en 
que da una visión general, positiva y más o menos exacta de cada una de las 
materias desarrolladas.

El tratamiento de las voces se hace con vista al derecho constitucional 
mexicano; las referencias al derecho comparado son escasas; las más de ellas 
son al derecho estadounidense y al español. Se consideran en el contexto en 
que son usadas, no importa que tengan un significado diferente o primario, 
tanto en los diccionarios de la lengua como en el habla común y corriente.

Algunos términos, como facultades implícitas, intervención reconstructiva 
y otros, no aparecen en la constitución, pero se desprenden de ella en forma 
directa; se trata de creaciones de la doctrina y la jurisprudencia que han termi-
nado por imponerse. Todos ellos tienen un lugar en esta obra. También se halló 
lugar a otros que son poco usuales en la actualidad y que, por ello mismo, no 
encuentran acomodo en los diccionarios o vocabularios jurídicos, como paten-
te de corso, estafeta, paisano, papel sellado, palos, bagajes, etcétera.

Se encontrará que algunas voces fundamentales como congreso de la unión, 
federalismo, estados, municipios y otras, tienen un desarrollo bastante modesto y 
que, en cambio, términos como jefe político, interrelación de funciones, refrendo, 
tienen un desarrollo detallado; hay una explicación, ella es simple: respecto de 
las primeras voces existe una abundante bibliografía que es asequible a cual-
quiera que se interese en saber de ellas; caso distinto se da por lo que toca a las 
segundas, la bibliografía es escasa y especializada. Se trató de colmar vacíos.

Para acceder a una definición ordinaria de un término se recurrió al Dic-
cionario de uso del español de la señora María Moliner. En lo relativo a eti-
mologías se consultó preferentemente la obra de Guido Gómez de Silva, Breve 
diccionario etimológico de la lengua española. En lo que pudiera considerarse 
como arcaísmos se abrevó en la obra de Joaquín Escriche.

Para no tener que reproducir al final de cada voz todos los datos de la 
bibliografía correspondiente a los diccionarios, ella se enumera e identifica al 
principio. Dado el carácter sumario de las obras, no se proporcionan páginas 
o capítulos. Cuando a lo largo de la obra se hace referencia a un precepto, sin 
mencionar a qué ley pertenece, debe entenderse que corresponde a la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos en su texto vigente.

Este diccionario se ha adecuado al texto constitucional vigente a 2011. Al-
gunas instituciones han desaparecido, como la contaduría mayor de la cámara 
de diputados, la asamblea de representantes, los alcaides o el departamento de 
salud; las voces se han conservado con el fin de que quienes se inicien en el 
estudio de la ciencia jurídica, estén en posibilidad de aclarar las dudas que 
pudieran llegar a tener.

EL AUTOR
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abogado. Del latín aduoctus, de ad, ha-
cia; y uocare, llamar. Persona que cur-
só la carrera de derecho y que aconse-
ja en negocios relativos a su profesión 
o interviene en los juicios y procesos 
patrocinando a alguna de las partes. 
La ley ordena que para ejercer la pro-
fesión de abogado se requiere título 
de tal o de licenciado en derecho, de-
bidamente expedido por una institu-
ción autorizada por ley para ello. La 
cédula profesional sustituye al título 
ante los tribunales y demás autorida-
des en que esos profesionistas se pre-
sentan a ejercer su profesión. En ma-
teria penal, de conformidad con el art. 
20 constitucional, no eran necesarios 
ni una ni otro para poder patrocinar 
a un acusado; era suf iciente con que 
el defensor gozara de la conf ianza de 
éste para poder comparecer a juicio. 
A partir de la reforma constitucional 
hecha en junio de 2008, se requiere 
que sea abogado (art. 20, apartado B, 
fracc. VIII).

La de abogado es una profesión 
considerada liberal; en las leyes de 
profesiones se exige título para su ejer-
cicio. De acuerdo con el art. 95 cons-
titucional, fracc. III, ahora reformado, 
para ser elegido ministro de la suprema 

corte de justicia se requería: “Poseer el 
día de la elección, con antigüedad mí-
nima de cinco años, título profesional 
de abogado, expedido por la autoridad 
o institución legalmente facultada pa-
ra ello.”

Por reforma a la fracc. III del art. 
95 de la constitución, efectuada en di-
ciembre de 1994, el término abogado 
desapareció y fue sustituido por el de 
licenciado en derecho; a pesar de ello 
se reitera el uso del término abogado 
en el párrafo segundo del art. 101.

abolir. Declarar en forma solemne la desa -
parición definitiva, permanente, de 
una institución jurídica o política, una 
costumbre o práctica, una ley, por 
parte de quien tiene autoridad para 
hacerlo. La declaración trae aparejada 
la nulidad o extinción de alguna de 
ellas. Miguel Hidalgo, en su bando 
de 6 de diciembre de 1810, abolió la 
esclavitud (declaración 1ª); expresa-
mente abolió el papel sellado (decla-
ración 3ª); el constituyente de 1857 
declaró abolidas las alcabalas desde 
el año de 1858 (art. 124); los auto-
res del programa del partido liberal de 
1906 se pronunciaron por la abolición 
de la pena de muerte (art. 6º).

A
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abrir sesiones. Se toma como sinónimo 
de apertura de sesiones. Con ello se 
alude al inicio de un periodo de sesio-
nes por parte del congreso de la unión 
(art. 63). Para el caso no importa que 
el periodo sea ordinario o extraordina-
rio. Con esa fórmula también se alu-
de al inicio de una sesión. Es válido 
abrir el periodo o una sesión cuando 
se cuenta con la asistencia de más de 
la mitad de los miembros que integran 
cada cámara. 

En el supuesto de que se inicie un 
periodo de sesiones y no se cuente 
con quórum, los legisladores presen-
tes, sin importar su número, pueden 
abrir la sesión y acordar lo relativo a 
la integración de su cámara; compeler 
a los ausentes; para el caso de que no 
se presenten dentro del plazo conce-
dido, llamar a los suplentes; si éstos 
no se presentan, declarar vacante el 
puesto. 

Cuando, en los términos de los arts. 
84 y 85, el congreso de la unión se 
constituye en colegio electoral con el 
fin de nombrar un presidente interino 
o sustituto, para abrir la sesión, se re-
quiere la presencia de las dos terceras 
partes del número total de diputados 
y senadores.

abrogar. Del latín abrogare, de ab-, 
quitar; y rogare, preguntar, anular. 
Supresión total de un cuerpo legis-
lativo: constitución, ley, reglamento, 
bando de policía y buen gobierno, 
etc., por parte de quien es compe-
tente para hacerlo. Según Capitant la 

abrogación puede ser expresa, cuan-
do el texto que abroga la pronuncia; 
o tácita, cuando resulta de incorpo-
rar a un texto nuevo una prescrip-
ción incompatible con la consagrada 
en un texto anterior.

Se diferencia de la derogación en 
que ésta es la anulación parcial de 
una ley. La naturaleza de ambas ya 
había sido definida por el derecho 
romano: abrogatur legi cum prorsus 
tollitur, derogatur legi cum pars de-
trahitur.

La palabra abrogar no es de uso 
común en la terminología constitu-
cional mexicana; aunque la consti-
tución de 1836 sustituyó totalmente 
a la de 1824, en ningún momento 
se hizo uso del término; tampoco se 
hizo en las constituciones posterio-
res, incluida la de 1857. La de 1917 
no abrogó a la de 1857, sólo la refor-
mó, según se reconoce expresamente 
en el preámbulo de aquélla. 

Esta circunstancia es importante 
debido a que por virtud de ella si-
guen en vigor, como una superviven-
cia constitucional, las normas de las 
constituciones anteriores mientras 
no se opongan a la actualmente en 
vigor. 

El código civil vigente en el Distri-
to Federal, al momento de ser emitido, 
derogó las disposiciones en vigor que 
se le opusieren, por lo que por dispo-
sición expresa (arts. 7º y 9º transito-
rios) continuaron vigentes las normas 
del anterior código y de la legislación 
especial federal.

abrir sesiones



3

Bibliografía
Capitant, Henry, Vocabulario jurídico.
Escriche, Joaquín, Diccionario razonado de 
legislación y jurisprudencia.

 

absolver de la instancia. De absol-
ver, del latín absoluere, desatar; y de 
instancia, del latín instantia, suplicar, 
pedir. Joaquín Escriche definía el tér-
mino como:

Absolver o dar por quito y libre al reo, 
no precisamente del delito que se le 
imputa o de la cosa que se le pide, 
sino solo del juicio que se ha segui-
do, esto es, de los autos hechos; lo 
cual suele verificarse cuando no hay 
méritos para declararle libre abso-
lutamente ni para condenarle; y en 
semejante caso, sobreviniendo nue-
vos méritos, podrá volvérsele a de-
mandar sobre la misma cosa o acusar 
sobre el mismo delito, bien que no 
valdrán los autos pasados, sino solo 
los instrumentos y probanzas, repro-
duciéndolos de nuevo.

Es importante esa definición pues-
to que, según asienta Francisco Zarco 
en su Historia, su lectura dio lugar 
a que se modificara el proyecto de 
art. 25 presentado por la comisión y 
se adicionara la prohibición de ab-
solver de la instancia por el consti-
tuyente de 1856-1857 (sesión de 19 
de agosto de 1856). Prohibición que 
ratificó el constituyente de 1917.

El contexto histórico y constitucio-
nal (art. 23) indica que la prohibición 
está limitada a la materia penal; busca 
garantizar el principio de seguridad ju-
rídica de los individuos; el ministerio 
público, cuando acusa y ejerce la ac-
ción penal, lo hace debido a que cuen-
ta con los elementos necesarios para 
acreditar la responsabilidad del acusa-
do, en el entendido de que, al hacerlo, 
agota en forma definitiva su facultad 
y obligación de acusar. El reo, por lo 
mismo, en un proceso, sólo puede 
resultar absuelto o condenado; en el 
caso no importa que por pruebas so-
brevinientes se desprenda un punto 
de vista diferente. La prohibición es 
oponible tanto en primera como en 
segunda instancia y vale en todo tipo 
de proceso penal, ya sea federal, local, 
ante el jurado de sentencia o del fuero 
militar.

La suprema corte de justicia, en 
la revisión fiscal 449/70 (145/65), me-
diante resolución de fecha 11 de diciem-
bre de 1972, por unanimidad de votos, 
consideró en cuanto a la prohibición de 
absolver de la instancia que es aplicable 
en los procedimientos administrativos.

abuso. Del latín abusus, participio pa-
sivo de abuti, consumir; y ab-, com-
pletamente. La constitución lo utiliza 
en su sentido de exceso de parte de 
una autoridad al margen de la ley: 
“Todo maltratamiento en la aprehen-
sión o en las prisiones; toda molestia 
que se infiera sin motivo legal; toda 
gabela o contribución en las cárceles, 

abuso
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son abusos que serán corregidos”, dis-
pone el art. 19.

Los abusos han estado prohibidos 
desde la constitución de Cádiz (art. 
297); la prohibición fue reiterada por 
la constitución de 1857 (art. 19).

abuso de poder. El fraude a la ley es 
a menudo concebido como una es-
pecie del abuso de poder y del abuso 
del derecho. Aunque aparecen como 
figuras de características distintas, y 
son diferenciables por sus elementos, 
tanto en uno como en el otro caso, 
hay ocasiones en que el fraude queda 
englobado, subsumido en estas figu-
ras más generales. Esto sucede en los 
casos en que tanto el abuso de poder, 
como el de derecho están eficazmente 
sancionados. No tiene objeto recurrir 
al fraude a la ley, cuando sus efectos 
se pueden lograr por vías directas.

El abuso de poder se presenta en 
el ejercicio de lo que la doctrina de-
nomina derechos-función. Éstos no se 
otorgan a su titular en interés propio 
sino como medio para cumplir una 
función en interés de otro, sea un in-
dividuo o un grupo. No pueden ser 
utilizados por su titular más que en 
vista del fin para el que fueron ins-
tituidos: si se ponen al servicio de 
un fin diferente pierden su legitimi-
dad. La actividad realizada en abuso 
de poder carece de fundamento legal 
porque contraría el espíritu del dere-
cho, tal como lo concibió el legisla-
dor. No es necesario el dolo, el fraude 
o la intención culposa. Esta noción se 

aplica tanto en el ámbito del derecho 
administrativo como en diversas ra-
mas del derecho privado.

Respecto del abuso de derecho, es 
un concepto que se ha delineado so-
bre todo en materia procesal; como la 
noción anteriormente descrita de es-
caso manejo por el legislador.

Bibliografía
Arteaga Nava, Elisur, Derecho constitucional 
estatal, Porrúa, México, 1988.

 

acaparamiento. De acaparar, éste del 
italiano, a través del francés, accapa-
rrare, del latín caput, cabeza; y arra, 
arra, prenda, seguridad. Capitant de-
fine el término acaparamiento como:

Acumulación artificial o fraudulenta 
en manos de una sola persona, o de 
varias que actúan en reunión o coa-
lición, de cantidades importantes de 
artículos de primera necesidad, mer-
caderías o títulos públicos o privados 
de la misma especie, con el fin de que 
los objetos acaparados puedan ser 
vendidos a un precio diferente del 
normal, en alza o en baja, es decir, a un 
precio distinto del que fijaría el jue-
go natural de la oferta y la demanda, 
en la libre competencia.

La carta magna define el término 
como concentración en una o pocas 
manos de artículos de consumo nece-
sario y que tengan por objeto obtener 
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el alza de los precios; por tanto, no 
será acaparamiento prohibido la acu-
mulación de bienes que no sean de 
consumo necesario.

En la fracc. XVIII del art. 27 se de-
claran revisables los contratos y con-
cesiones hechos entre 1876 y 1917 
que hubieren tenido por consecuencia 
el acaparamiento de tierras, aguas y 
riquezas naturales de la nación.

En la constitución de 1857 no se 
aludió a los acaparamientos; sus au-
tores fueron congruentes con su ideo-
logía liberal; apareció en 1917, con 
su inserción se buscaba no tanto ga-
rantizar el libre mercado, más bien se 
procuraba impedir prácticas que per-
judicaran al público en general o a 
una clase social.

Bibliografía
Capitant, Henry, Vocabulario jurídico.

 

acción de inconstitucionalidad. Pro-
ceso por virtud del cual se persigue la 
anulación de una norma, por consi-
derar que es contraria a la constitu-
ción, estimar que se presentaron al-
gunos vicios en su aprobación o por 
presumir que quien la emitió no tiene 
facultades para hacerlo. En el derecho 
comparado, en su forma inicial, fue 
un instrumento que se confirió a las 
minorías de un cuerpo parlamenta-
rio o legislativo respecto de una ley; 
esa minoría, aun cuando consideraba 
que un proyecto de ley era contrario 

a la constitución, así lo pudo haber 
hecho notar al pleno en la tribuna y 
a través de su voto en contrario, fue 
superada por la mayoría. Eso explica 
que los senadores, quienes ratifican 
los tratados internacionales, y no los 
diputados, puedan recurrir a la acción 
para cuestionarlos. Así se adoptó en 
México, con la variante de que a las 
minorías parlamentarias se agregaron 
otros titulares de la acción y diversos 
actos cuya autoría no era atribuible a 
un cuerpo legislativo, como los tra-
tados que celebra el presidente de la 
república. 

Lo ordenado por la fracc. II del 
art. 105 y el hecho de que la acción 
surgiera como un instrumento a dis-
posición de una minoría parlamenta-
ria, ha llevado a suponer que ella no 
es procedente tratándose de normas 
emanadas del presidente de la repú-
blica, los gobernadores de los estados 
y el jefe de gobierno del Distrito Fe-
deral. Cuando esas autoridades emiten 
reglamentos, que tienen generalidad 
y abstracción, que son violatorios de 
derechos y libertades, no pueden ser 
cuestionados por las comisiones de 
derechos humanos.

Es un instrumento por virtud del 
cual, quienes son titulares de la ac-
ción, recurren ante la suprema corte 
de justicia de la nación a plantear 
vi cios de constitucionalidad de una 
norma general: todo un cuerpo nor-
mativo o una norma determinada. A 
través de ella no pueden plantear-
se vicios de legalidad. Es un proceso 
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lineal encaminado a buscar una de-
finición de naturaleza fundamental 
al que deben coadyuvar las partes e, 
incluso, el ministro instructor, por su 
función de suplir la deficiencia de los 
conceptos de invalidez planteados en 
la demanda. El ministro instructor 
pue de solicitar a las partes o a quien 
juzgue conveniente, aquellos elemen-
tos que, a su juicio, sean necesarios 
para la solución del proceso (art. 68, 
LR105C) y el pleno de la corte, para 
fundar su declaración de inconstitu-
cionalidad, puede fundar su determi-
nación en disposiciones no invocadas 
en la demanda (art. 71, LR105C).

Es una vía que se introdujo en la 
carta magna por la reforma de 1994; 
la regula el título III de la Ley Regla-
mentaria de las fracciones I y II del 
artículo 105 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexica-
nos. En cuanto a lo no previsto por el 
mencionado título, en lo conducente, 
se aplica la normatividad relativa a la 
controversia constitucional (art. 59, 
LR105C).

La acción de inconstitucionalidad 
se tramita por los principios generales 
siguientes:

Autoridad competente 
para conocer

Conoce de ella, en única instancia, la 
suprema corte de justicia de la nación. 
La demanda mediante la cual se in-
tenta, debe dirigirse al presidente de 
la corte, quien la turna a un ministro, 
al que se da el carácter de instructor; 

éste se encarga de admitirla o recha-
zarla, sigue el trámite y elabora el 
proyecto de sentencia que somete a la 
consideración del pleno que resuelve 
en forma definitiva.

Titulares de la acción 
de inconstitucionalidad

La fracc. II del art. 105 señala, en for-
ma limitativa, a los servidores públi-
cos que pueden presentar una acción 
de inconstitucionalidad. Contra toda 
clase de leyes generales emitidas por 
el poder al que pertenecen, están el 
33 por ciento de los diputados al con-
greso de la unión, respecto de leyes 
federales o relativas al Distrito Fede-
ral expedidas por ese poder; el 33 por 
ciento de los senadores, respecto de 
los mismos rubros y, además, respecto 
de tratados internacionales; el 33 por 
ciento de los diputados a las legislatu-
ras locales y a la asamblea legislativa 
del Distrito Federal. También puede 
recurrir a ellas, en forma amplia, el 
pro  curador general de la república; 
en forma restringida, la comisión na-
cional de derechos humanos, contra 
leyes federales, estatales y del Distri-
to Federal y tratados internacionales; 
las comisiones de derechos humanos 
locales, contra leyes emitidas en las 
entidades que, a su juicio, vulneren 
los derechos humanos consagrados en 
la constitución, así como los parti-
dos políticos, nacionales y locales, en 
contra de leyes electorales. De los po-
deres y autoridades locales, nadie más 
puede recurrir a la acción de inconsti-
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tucionalidad. El legislador ordinario y 
la corte no pueden ampliar el número 
de titulares.

El precepto tiene algunas deficien-
cias. Siendo los tratados internacio-
nales, según criterio de la corte, de 
jerarquía superior y reconociéndose 
en ellos libertades y derechos, se limita 
la procedencia de la acción por parte 
de las comisiones de derechos huma-
nos a plantear la violación de ellos 
por una ley, limitando su procedencia 
a que aparezcan en la constitución, 
pero no en los tratados. En el primer 
párrafo de la fracc. II del art. 105 se 
alude a norma de carácter general, en 
cambio en los incisos se alude a leyes. 
Un tratado no siempre goza de gene-
ralidad y abstracción; no las tiene uno 
relativo a límites. En el precepto no se 
alude a tratados generales o normas 
generales de ellos.

Responsables de la emisión 
de la ley y parte demandada

Puede estar referida a cuestionar nor-
mas emanadas del congreso de la 
unión, del presidente de la república, 
de la cámara de senadores, de las le-
gislaturas de los estados y de la asam-
blea legislativa del Distrito Federal. El 
presidente de la república, aun cuan-
do hubiere sido el responsable de la 
presentación de la iniciativa de ley 
impugnada en la demanda de acción, 
únicamente puede ser señalado como 
responsable del decreto promulgato-
rio. Al rendir su informe, por respeto 
al autor de la norma y al demandante, 

debería limitarse a defender la consti-
tucionalidad de la promulgación, sin 
pronunciarse respecto de materias que 
le son ajenas.

Por ser la enumeración contenida 
en la fracc. II del art. 105 limitativa 
y por el hecho de que se señale en 
forma específica los poderes y auto-
ridades de manera precisa, a través de 
ella no se pueden cuestionar las dis-
posiciones generales que el presidente 
de la república emita en ejercicio de 
las facultades que le conceda el con-
greso de la unión, según el art. 131 
constitucional. Tampoco se pueden 
cuestionar las leyes que el propio pre-
sidente emita en ejercicio de las fa-
cultades que le confiera el congreso de 
la unión, en los términos del art. 29. 
Por ser particulares y concretos, no son 
impugnables por esa vía los decretos 
que expidan el congreso de la unión 
o las cámaras que lo conforman, entre 
ellos el bando solemne por el que se da 
a conocer la declaración del presidente 
electo, la certificación de haber desa-
parecido todos los poderes de un estado 
o la resolución que emita el senado en 
el arreglo de los confl ictos políticos 
entre los poderes de los estados (arts. 
74, fracc. I y 76, fraccs. V y VI).

En relación con los tratados la ac-
ción de inconstitucionalidad procede, 
en principio, en contra del tratado en 
sí, pero no respecto del decreto que 
emite el senado ratificándolo, a pe-
sar de que su adopción pudiera estar 
viciada. Éste es particular y concre-
to. Habrá que hacer una excepción: a 
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pesar de que la constitución y la ley 
reglamentaria no establecen salveda-
des, la acción anulatoria de un trata-
do, como se ha dicho, debe proceder 
únicamente cuando contiene normas 
generales, pero no cuando está referi-
do a un objeto concreto.

Para hacer operante el principio de 
supremacía constitucional, aunque en 
la constitución se establece una dis-
tinción entre tratados, convenciones 
y convenios internacionales (arts. 15 y 
76, fracc. I), en la fracc. II del art. 105 
sólo se hace mención de los tratados; 
a pesar de ello y para dar plena vigen-
cia al control de la constitucionalidad, 
debe entenderse que a través de la ac-
ción son revisables todos aquéllos.

Interés jurídico

El art. 105, por lo que toca al interés 
jurídico, para recurrir a la acción pre-
sume que por ser miembros del cuerpo 
colegiado que adoptó la norma gene-
ral, en el mínimo que se establece, o 
por estar mencionado en el precepto, 
gozan de interés jurídico para recurrir 
a cuestionarla. Es suficiente que los 
promoventes manifiesten ser uno de 
los mencionados en el art. 105 para 
que se presuma el interés jurídico.

En cuanto a los restantes titulares 
del derecho a recurrir a la acción, está 
el procurador general de la repúbli-
ca; se entiende que él, por ser perito 
en derecho y servidor público que ha 
protestado guardar la constitución, 
está interesado en que no se expidan 
normas contrarias a la constitución. 

Lo puede hacer respecto de toda clase 
de leyes, federales y locales.

Con un derecho limitado están los 
partidos políticos, a ellos se les recono-
ce el derecho de hacerlo, por estimarse 
que están interesados en la regularidad 
de las normas que rigen los procesos 
electorales; con vista a darles firmeza, 
se les concede la posibilidad de recu-
rrir a la acción.

También pueden recurrir a ella las 
comisiones de derechos humanos; se 
les confiere el derecho por ser res-
ponsables de cuidar que las autorida-
des respeten los derechos y libertades 
cuando, a juicio de sus encargados, las 
leyes los vulneren.

Generalidad y abstracción

La fracc. II del art. 105 establece como 
requisito para el ejercicio de la acción 
que ella se enderece a plantear la po-
sible contradicción entre una norma 
general y la constitución. Ese mismo 
concepto aparece en el párrafo segun-
do del art. 14 de la ley reglamentaria. 
Ese imperativo implica:

Si el constituyente fue cuidadoso 
en el manejo de la terminología jurí-
dica, consideró que hay normas gene-
rales y normas que no lo son. Pudiera 
tener razón. En la constitución existen 
normas generales; lo son por diferen-
tes conceptos: por una declaración ex-
presa de su texto: “todas las personas 
gozarán” (art. 1º), “A ninguna persona” 
(art. 5º), “Toda persona” (art. 11), “Na-
die puede ser molestado” (art. 16), 
“Los habitantes […] tienen derecho” 
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(art. 10); “Todos los reglamentos” (art. 
92); “Corresponde a los tribunales de 
la Federación conocer: I. De todas las 
controversias” (art. 104, fracc. I). Hay 
otras normas que son generales por 
desprenderse esa característica de su 
normatividad: “Son mexicanos por 
nacimiento” (art. 30, A).

En la propia constitución política 
hay normas que, a pesar de gozar de 
abstracción, no son generales, como la 
contenida en el art. 87: “El Presidente, 
al tomar posesión de su cargo, pres-
tará ante el Congreso de la Unión o 
ante la Comisión permanente, […] la 
siguiente protesta:...” Otra norma que 
no es general es la contenida en los 
últimos párrafos del art. 97.

Si el legislador distinguió, la corte, 
tratándose de acciones de inconstitu-
cionalidad, también debía distinguir, 
y no admitir demandas en las que se 
cuestionen normas que no sean ge-
nerales.

De conformidad con el art. 14 an-
tes invocado, es de suponerse que en 
controversias constitucionales proce-
dería la suspensión cuando esté de por 
medio una norma que no sea general. 
Extremo que la corte ha rechazado.

En esta materia es preciso distin-
guir. No es lo mismo generalidad que 
abstracción. Por regla general las nor-
mas son abstractas, pero no genera-
les. El art. 87 antes invocado goza de 
abstracción, pues quien sea presidente 
de la república debe rendir la protesta 
repitiendo su texto. Pero ese precepto 
está referido a un sujeto determinado, 

a un motivo específico y a un hecho 
concreto, no goza de generalidad.

La acción de inconstitucionalidad 
no es idónea para cuestionar decretos 
que emanen de los poderes legisla-
tivos federal y locales; éstos, por ser 
particulares y concretos, no gozan de 
generalidad. No están comprendidos 
dentro de la fracc. II del art. 105.

Dentro del concepto norma de ca-
rácter general que aparece en el pre-
cepto, se comprenden tanto una ley 
en general como una norma específi-
ca. Es de suponerse que cuando se im-
pugna una ley en sí, los vicios por los 
que se cuestiona están referidos a la 
falta de facultades de parte de su au-
tor para emitirla o de vicios observa-
dos en el proceso legislativo, siempre 
que ellos estén previstos en la consti-
tución, como sucede con el art. 72. En 
ambos casos quien incurre en irregu-
laridades actúa en contradicción de la 
constitución.

Cuando se trata de una norma en 
particular y no de toda una ley, la 
acción debe enderezarse en el sentido 
de poner en evidencia la contradic-
ción entre ella y algún precepto de la 
constitución.

Principios procesales

En cuanto al proceso, a la acción de in-
constitucionalidad le son aplicables los 
principios que regulan la controversia 
constitucional. Hay excepciones; ellas 
responden a la naturaleza propia de la 
institución (art. 59, LR105C): no proce-
de la suspensión; el plazo para inter-
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ponerla es de 30 días naturales; que la 
parte demandada rinde un informe, no 
contesta la demanda; que el plazo para 
rendir el informe no es equitativo, es 
de 15 días, y que en materia electoral 
el plazo para rendir el informe se redu-
ce a seis días.

Elementos de la demanda

El art. 61 de la ley reglamentaria se-
ñala los elementos que debe contener 
la demanda:

1.  Nombre y firma de los promoventes. 
En el caso concreto de los legislado-
res, se exige proporcionar los nombres 
y las firmas en el mínimo requerido; 
no se requiere se acredite el carácter 
de diputado o senador. Se parte del 
supuesto de que hay buena fe de parte 
de sus autores y de que la demanda, 
por derivar de un número crecido de 
legisladores, es un acto público y no-
torio. El procurador, el comisionado y 
los partidos políticos deberán acredi-
tar su carácter de tales.

2.  El poder u órgano que hubiere emiti-
do y promulgado la norma general. El 
autor de la ley reglamentaria se con-
dujo con impropiedad. La constitu-
ción da al congreso de la unión y las 
legislaturas de los estados el carácter 
de poder; órganos son entes inferiores, 
como lo son la comisión permanente 
o la entidad de fiscalización superior 
de la federación.

3.  Es preciso identificar el cuerpo norma-
tivo cuestionado, en general, cuando 
el concepto va enderezado a poner en 

evidencia los vicios en la emisión del 
cuerpo normativo; la norma particular, 
cuando la acción se encamina a anu-
lar una norma por estimarla contraria 
a la constitución. En lo relativo al me-
dio ofi cial en que se hubiere publicado, 
tiene como particularidades notables la 
de proporcionar el nombre de la publi-
cación, determinar la fecha, número, lu-
gar de emisión y, en su caso, la fecha en 
que se hubiere publicado la fe de erra-
tas correspondiente; la exhibición de un 
ejemplar del periódico o diario oficial 
en que apareció publicada la ley cues-
tionada, hace prueba de la existencia a 
favor del autor de la demanda.

4.  El autor de la ley reglamentaria toma 
como sinónimos los términos promul-
gación y publicación; en estricto dere-
cho no lo son.

5.  Los preceptos constitucionales que se 
consideren violados; la violación pue-
de estar referida a vicios observados 
en el proceso de presentación de la 
iniciativa, estudio, dictamen, discu-
sión, aprobación y promulgación de la 
ley; en este caso estaría de por medio 
la violación del primer párrafo del art. 
16. Cuando una norma en particular 
sea contraria a algún precepto de la 
carta magna, habrá que identificarlo.

6.  Al igual que en la controversia cons-
titucional, en las acciones sus autores 
tienen que formular conceptos de in-
validez. Éstos son los razonamientos 
lógicos de los que se desprende que 
una ley, por los vicios observados en 
su emisión, o un precepto, por contra-
venir la constitución, no es válida.
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Plazo para interponerla 

La fracc. II del art. 105 establece que 
el plazo para interponer una demanda 
de acción de inconstitucionalidad es 
de 30 días naturales. La ley reglamen-
taria precisa que el plazo comienza a 
correr al día siguiente en que la ley 
o tratado sean publicados (art. 60, 
LR105C).

Informe y plazo para rendirlo

En acciones de inconstitucionalidad 
no hay contestación de demanda. 
Quien es autor de la norma debe ren-
dir un informe. Lo debe hacer en un 
plazo de 15 días; en materia electoral 
el plazo es de seis días; en él deben 
expresarse los fundamentos que vali-
den su actuación, las razones que la 
hagan acorde con la carta magna y, 
en su caso, sostengan la improceden-
cia de la acción (art. 64, LR105C); las 
causales de improcedencia son limi-
tadas, son las previstas en el art. 19 
de esa misma ley. La falta de informe 
presume la inconstitucionalidad de la 
norma y la procedencia de la vía (art. 
30, LR105C). En el informe se debe de-
fender la constitucionalidad de la nor-
ma impugnada.

Suspensión

En un proceso de acción de incons-
titucionalidad, no procede solicitar la 
suspensión ni que se conceda. 

No es procedente ni por lo que toca 
al decreto de la autoridad ejecutiva 
por virtud de la cual se ordena su pu-
blicación.

Sentencia

Agotada que sea la instrucción, el 
minis tro instructor debe someter a la 
consideración del pleno de la corte su 
proyecto de sentencia. Para que una 
sentencia declaratoria de invalidez de 
una norma tenga efectos generales, 
se requiere que sea aprobada cuando 
menos por ocho votos. De no reunirse 
esa mayoría, se desestimará la acción 
(art. 72, LR105C).

Absurdos de la institución

La regulación de la institución es de-
fectuosa; en algunas materias llega al 
absurdo: se exige un número crecido 
de legisladores que suscriban la ac-
ción: el 33 por ciento de los miembros 
que integran los cuerpos colegiados. 
El número no debe ser excesivo, como 
lo prevé el texto constitucional, ni tan 
reducido que cualquier grupo, por mí-
nimo que sea, pueda promoverla.

Dado el corto plazo que se concede 
para promover la acción, es una for-
ma de dar presunción de constitucio-
nalidad a actos contrarios a la carta 
magna o que no tienen apoyo en ella. 
Una inconstitucionalidad es difícil de 
detectar. Frecuentemente se requiere 
un estudio minucioso para detectar 
ese vicio. Es relativamente fácil de-
tectar una norma anticonstitucional.

Otro es el aplazamiento de la reso-
lución de amparos los cuales se tra-
mitan en la corte, en tanto se resuel-
va la acción (art. 37, LR105C). Si bien 
la prevención se explica en función 
del principio de economía procesal, 
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ante la posibilidad que hay de que la 
demanda de acción de inconstitucio-
nalidad sea omisa o defectuosa en de-
trimento de amparos bien fundados, 
para no obrar injustamente; una vez 
acordado el aplazamiento, el ministro 
instructor debe tomar en considera-
ción los argumentos y fundamentos 
invocados en las demandas de ampa-
ro pendientes de ser resueltas.

acción penal. Institución procesal por 
virtud de la cual se da inicio a un pro-
ceso judicial, con el objeto de deter-
minar la responsabilidad de uno o va-
rios sujetos. Provoca su nacimiento la 
comisión de un delito. Los titulares de 
la función jurisdiccional, entre ellos los 
jueces, por sí carecen de iniciativa; la 
función que tienen confiada inicia a 
partir del momento en el que uno de 
los titulares de la acción penal la ejer-
ce. Concluye cuando dicta sentencia. 
Su titular es el ministerio público; su 
ejercicio es un deber. En algunos ca-
sos también lo pueden ser el pleno de 
la suprema corte de justicia (art. 107, 
fracc. XVI) y los particulares; cuando 
lo hacen, ejercen un derecho (arts. 
21 y 109, último párrafo). La acción 
penal tiene por objeto pedir la apli-
cación de las sanciones establecidas 
en las leyes penales, la libertad de los 
procesados y la reparación del daño 
(art. 2º, CPCDF). El ejercicio de la ac-
ción penal está sujeto al principio de 
oportunidad, en los términos en que 
lo legisle el congreso de la unión o las 
legislaturas de los estados. Tratándose 

de ciertos delitos, como los de delin-
cuencia organizada, la acción penal es 
irrevocable; es revocable cuando está 
de por medio un delito para el que se 
requiera querella; también es pública 
y autónoma. Se puede ejercer ante los 
jueces, ante el senado o congresos lo-
cales, constituidos en jurados de sen-
tencia (art. 110). 

aceptar el laudo. En materia laboral 
alude al hecho de que las partes o una 
de ellas, acate o cumpla lo resuelto por 
un tribunal de arbitraje. El no acata-
miento por parte del patrono, tiene 
como resultado que se dé por termi-
nado el contrato de trabajo y que se 
vea obligado a indemnizar al obrero; si 
quien no acepta el laudo es éste, deriva 
en la terminación del contrato de tra-
bajo (art. 123, apartado A, fracc. XXI).

acopio. Acción de acopiar, almacenar, 
guardar o concentrar algo. El art 117, 
fracc. XI, prohíbe a los estados gra-
var el acopio de tabaco. El acopio será 
legal mientras no se convierta en un 
estanco o derive en un monopolio.

acto público. Término genérico que en-
globa la actuación de las autoridades, 
federales, estatales o municipales. No 
importa que sean poderes u órganos; 
es lo actuado o resuelto por servidores 
públicos, cuando lo hacen en ejercicio 
de las facultades que tienen conferidas 
o en uso de atribuciones que derivan a 
su favor de la ley. Por seguridad jurídi-
ca, se presume su constitucionalidad y 

acción penal
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legalidad; esta calidad se pierde cuan-
do el acto público es declarado inválido 
por una autoridad competente.

El término acto público, que apa-
rece en el art. 121, no alude sólo al 
concepto de ley escrita, como lo pre-
tenden Eduardo Trigueros Saravia y 
seguidores; tiene una connotación am-
plia. Debe ser tomado con vista a la 
tradición jurídica en que está inscrito 
el país: una tradición romana, con in-
fl uencia de la legislación, doctrina y 
jurisprudencia francesas; en ésta, acto 
jurídico es una manifestación de vo-
luntades con el fin de producir efectos 
de derecho. Acto público es una de las 
formas en que se manifiesta el poder. 
Esto es así aun en el sistema norte-
americano que sirvió de modelo para 
los constituyentes mexicanos.
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acto reclamado. Para los efectos del 
juicio de amparo, se entiende la ac-
ción o inacción de parte de una auto-
ridad y que un quejoso atribuye a una 
autoridad.

Actos que una autoridad 
de derecho realiza 

Los actos que una autoridad de dere-
cho realiza y que pueden motivar una 
demanda de amparo, pueden ser:

En cuanto a la actuación de la au-
toridad:

• Exceder su competencia o carecer de 
ella.

• Actuar en contradicción o violación 
a las normas que regulan su compe-
tencia o fijan sus facultades o atribu-
ciones.

• Actuar con exceso o defecto.

Sin existir razón legal, recurrir a los 
particulares para lograr el acatamiento 
de sus órdenes y prescindir de la fuerza 
pública que la ley pone a su disposi-
ción o no reclamar el apoyo que un 
poder u autoridad debe prestarle. 

También lo son las omisiones en 
que incurre una autoridad cuando, por 
mandamiento de la ley, está obligada 
a actuar y no lo hace sin existir razón 
jurídica fundada.

En cuanto a su naturaleza: el acto 
reclamado, tomado el término en una 
acepción genérica, puede manifestar-
se a través de dos formas principales: 
leyes y actos, en un sentido propio.

1.  Leyes. De conformidad con el art. 166, 
fracc. IV, de la ley, para los efectos del 
amparo, el término ley es genérico, 
comprende: 

• Reformas a la constitución, cuando en 
su adopción no se observan los prin-
cipios que regulan el proceso que la 
carta magna establece en cada caso.

• Leyes, tanto federales como locales 
de los estados y del Distrito Federal; 
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cuando son contrarias a la constitu-
ción política o cuando en su adopción 
no se observó el proceso legislativo; 
dentro de este rubro están las refor-
mas a las constituciones de los es-
tados y al estatuto de gobierno del 
Distrito Federal.

• Tratados internacionales, dentro de 
este rubro están comprendidos los 
tratados propiamente dichos, como 
las convenciones o acuerdos interna-
cionales, por estimar que son contra-
rios a la constitución política o por no 
haber sido celebrados y aprobados en 
los términos que marcan los arts. 76, 
fracc. I, 89, fracc. X y la Ley sobre 
la Celebración de Tratados; o por ser 
contrarios a la constitución políti-
ca y, concretamente, a los arts. 15 y 
133.

• Reglamentos a las leyes, ellos pueden 
provenir de todos los poderes y órga-
nos, no sólo de las autoridades ejecu-
tivas, como lo son el presidente de la 
república, los gobernadores y el jefe 
de gobierno del Distrito Federal.

• Otros, dentro del rubro leyes, están 
comprendidos todos aquellos cuerpos 
normativos a los que no puede califi-
carse como tales, pero que tienen ge-
neralidad y abstracción, como lo son 
el presupuesto de egresos y la con-
vocatoria a elecciones que en los tér-
minos de los arts. 63 y 77, fracc. IV, 
expiden las cámaras que integran el 
congreso de la unión; según lo dis-
ponga el orden normativo local, las 
que expidan las legislaturas de los es-
tados; los acuerdos generales, circula-

res y bandos de policía y buen gobier-
no que expiden los ayuntamientos o 
concejos municipales.

2. Actos de autoridad:

• Promulgación y publicación de una ley, 
decreto, tratado, convención interna-
cional, reglamento o cualquier acto 
emanado de una autoridad que goce 
de facultades o atribuciones para emi-
tir actos que gocen de generalidad y 
abstracción.

• Toda orden proveniente de un poder o 
de una autoridad pública, sea federal 
o local, tenga o no fundamento y esté 
emitida o no dentro de su órbita com-
petencial.

• Todo acto de autoridad por virtud del 
cual se ejecuta, o se trata de ejecutar 
una ley, en su sentido genérico, o una 
orden, sea o no competente para ha-
cerlo o intentarlo.

En cuanto al tiempo: para los efec-
tos del juicio de amparo, los actos de 
autoridad pueden ser: pasados, pre-
sentes, inminentes y futuros.

• Pasados, lo son consumados; algunos 
son reparables, otros no.

• Presentes o instantáneos, son aque-
llos actos cuya ejecución subsiste al 
momento de presentarse la demanda 
de amparo. Pueden ser o no de tracto 
sucesivo.

• Inminentes, son aquellos actos de pró-
xima y segura ejecución, a juicio del 
quejoso.

acto reclamado
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• Futuros, que son de realización in-
cierta. Por lo general no procede el 
amparo respecto de ellos.

En relación con sus características 
los actos reclamados pueden ser los 
siguientes:

• Positivos, por tales se entiende las 
normas o las órdenes provenientes de 
una autoridad, que mandan a un par-
ticular la realización de una acción 
determinada que, a juicio del mismo, 
contiene vicios de constitucionalidad 
o legalidad.

• Prohibitivos, lo son las normas o los 
actos que inhiben a un particular la 
realización de una acción. Se pueden 
presentar dos supuestos: uno que, a 
juicio de un particular, la acción prohi-
bida es lícita; el otro, cuando estima 
que la ley o el acto que prohíbe, fue 
emitido en contravención a la consti-
tución política o a la ley que regula su 
emisión.

• Negativos, son aquellas normas o man-
datos de una autoridad que niegan a 
un particular un derecho o una liber-
tad, a pesar de que, a su juicio, tie-
ne derecho a que le sea reconocido u 
otorgado. En este caso una autoridad 
se rehúsa a hacer aquello que está 
obligada a realizar. La negativa puede 
ser expresa; lo es cuando la autori-
dad, de manera escrita o verbal, de 
forma clara niega a un particular re-
conocer un derecho o una libertad; o 
cuando ella, de la misma manera, se 
rehúsa a hacer algo que un particu-

lar le solicita y estima que ella está 
obligada a realizar, a pesar de mediar 
una solicitud debidamente fundada. 
Es tácita cuando no da respuesta a 
una petición, debidamente formulada, 
dentro del término que marca la ley 
o establece la jurisprudencia. En una 
demanda de amparo es importante 
distinguir entre actos que prohíben y 
los que niegan.

• Declarativos, son las normas o man-
datos de una autoridad que por sí, por 
su simple emisión, afectan un derecho 
o una libertad que un particular con-
sidera le corresponde.

Actos de autoridad consentidos 
y no consentidos

La interposición de una demanda de 
amparo presupone que existe oposi-
ción de parte del particular a aceptar 
el acto reclamado por cuanto a que 
considera que lo agravia. No obstante, 
de la demanda o del desarrollo del 
proceso pudiera desprenderse que el que-
joso, de manera expresa o tácita, se 
ha conformado con los actos de auto-
ridad. La conformidad puede ser total o 
parcial. Cuando esto sucede el amparo 
es, según el caso, improcedente total o 
parcialmente (art. 73, fraccs. XI y XII, 
LA).

Actos consentidos expresamente

Los actos de autoridad pueden haber 
sido consentidos expresamente, en los 
casos en que existe una anuencia, ver-
bal o por escrito, a aceptarlos. Tam-
bién se presupone existe una anuencia 
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expresa, en los supuestos en que el 
particular les ha dado cumplimiento 
o, como dice la ley, hay de por me-
dio manifestaciones de voluntad que 
entrañen consentimiento (art. 73, 
fracc. XI, LA).

Actos consentidos tácitamente

La ley (art. 73, fracc. XII) entiende con-
sentidos tácitamente aquellos actos de 
autoridad contra los que no se pro-
mueve el juicio de amparo dentro de 
los términos que establecen los arts. 
21, 22 y 218 de la ley. 

Ese mismo precepto, en sus párra-
fos segundo y tercero, establece sal-
vedades. 

Una, cuando se emite una ley que 
es impugnable por la vía del amparo 
desde la iniciación de su vigencia, 
no se hace; en estos supuestos la im-
pugnación puede plantearse, sin que 
se presuma un consentimiento táci-
to, contra el primer acto de aplica-
ción.

La norma se explica en función 
de evitar la interposición de deman-
das de amparo innecesarias, por cuan -
to que pudieran no darse actos de 
aplicación en relación con todos los 
gobernados; el neutralizar, en parte, 
los efectos nocivos que derivan de 
la presunción, por demás irreal, 
de ser conocida una ley, por su sim-
ple publicación en el Diario Oficial 
de la Federación, que deriva del art. 
3º del CCF; y para no privar a un 
particular de la esperanza de que no 
le será aplicada una ley.

En el párrafo segundo se prevé 
otro supuesto en que no se presume 
un consentimiento tácito: cuando con-
tra el primer acto de aplicación de una 
ley se establece algún recurso o de-
fensa y, en forma paralela, el mismo 
puede ser cuestionado por la vía del 
amparo. Si el gobernado interpone 
el recurso ordinario, no hay motivo 
para presumir una anuencia tácita. 
Lo habrá para el caso de que, habiendo 
recaído una resolución desfavorable a 
su recurso, no la impugne por la vía 
del amparo.

La interposición del recurso, hace 
presumir inconformidad y previsión 
de parte de un particular.

De la jurisprudencia se derivan 
principios que neutralizan la genera-
lidad que deriva de la ley.

Actos de autoridad que derivan 
de otros consentidos

Este supuesto se presenta cuando: 

• la autoridad responsable repite el mis-
mo acto; 

• en los casos en que de parte de la au-
toridad se emiten actos que son con-
secuencia lógica, necesaria o legal de 
otro que debe ser considerado como 
consentido y

• el acto de que es consecuencia el 
segundo, lleva comprendido a este 
último.

En estos supuestos, según lo han re-
suelto los tribunales, procede dictar el 
sobreseimiento en el juicio de amparo.

acto reclamado
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Los actos de autoridad en cuanto 
a su reparación

Los actos de autoridad, en cuanto a su 
reparación o no, pueden ser:

a) Consumados de manera irreparable. 
Son aquellos en los que no es posible 
restablecer las cosas al estado en que 
se encontraban antes de cometerse la 
violación. Cuando del trámite del jui-
cio de amparo se llega a la conclusión 
de que el acto reclamado está consu-
mado de manera irreparable, por ser 
improcedente, se debe dictar senten-
cia de sobreseimiento (arts. 73, fracc. 
IX y 74, fracc. III, LA).

b) Consumados de manera reparable. Son 
aquellos en los que, a través del juicio 
de amparo, las cosas pueden volver al 
estado que tenían antes de cometerse 
la violación reclamada.

Pueden presentarse actos que sean 
parcialmente reparables a través del 
juicio de amparo y parcialmente irre-
parables.

Características del acto 
reclamado

El acto reclamado para los efectos del 
amparo debe contener las característi-
cas siguientes:

• Unilateral, por cuanto a que deriva o es 
emitido en virtud del ejercicio del im-
perio de que goza una autoridad; es 
válido por derivar de ésta, medie o no 
la anuencia del particular que se con-
sidera afectado.

• Imperativo, para ser cuestionado por 
la vía de amparo, el acto requiere ser 
obligatorio para los particulares.

• Coercitivo, por cuanto a que la autori-
dad, para el caso de no lograr un aca-
tamiento voluntario de un particular a 
su orden, puede recurrir a las vías de 
apremio que la ley pone a su disposi-
ción.

acuerdo. Lo decidido o resuelto por dos 
o más servidores públicos, conformen 
un cuerpo colegiado o no, después de 
haber deliberado y hacerlo en ejerci-
cio de las facultades o atribuciones 
que tienen conferidas. 

Cuando el presidente de la repúbli-
ca emite un acuerdo (art. 92), aunque 
el acto le es atribuible a él, se entiende 
que lo hizo oyendo el sentir de los se-
cretarios a que el asunto corresponde. 
En ese sentido es utilizado el término 
en el art. 29. 

El acuerdo que emite la comisión 
permanente, por virtud del cual se 
convoca al congreso de la unión o a 
alguna de las cámaras a un periodo 
extraordinario de sesiones, deriva de 
un consenso al que se llega después 
de agotar los requisitos que estable-
ce la ley y cubrir las etapas que con-
forman el proceso legisla tivo propio 
(arts. 78, fracc. IV y 89, fracc. XI). 

Los acuerdos pueden ser generales 
(arts. 94, párr. 7, 100, párr. 8 y 107, 
fracc. IX). 

En otro sentido, el término signi-
fica conformidad con la ley (art. 25, 
párr. 5).

acuerdo
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acuñación de moneda. Fabricar mone-
das. El término deriva de cuño, que es 
el troquel con el que se imprimen las 
monedas. Desde la antigüedad es una 
función propia de la autoridad; es ella 
la que garantiza la autenticidad y ca-
lidad de las monedas. Los particulares 
tienen prohibido emitirlas. En la Grecia 
del siglo IV antes de la era actual, el 
padre de Diógenes el Cínico fue perse-
guido por fabricar monedas adultera-
das. Por mandamiento constitucional 
(art. 28), el estado mexicano, a través 
de un monopolio, fabrica monedas que 
son de curso legal. En el siglo XIX y 
principios del XX, algunos estados, 
sobre todo aquellos que producían oro 
y plata, acuñaron monedas y emitie-
ron billetes. Lo hicieron a pesar de la 
prohi bición que existía (art. 111, fracc. 
III, constitución de 1857). Subsiste la 
prohibición (art. 117, fracc. III).

adelantado. En el derecho de la colo-
nia, era un servidor público respon-
sable del gobierno de un territorio 
recién poblado. El título era conferi-
do por las autoridades del virreinato, 
en concreto por los gobernadores, era 
vitalicio, heredable y oneroso. Podía 
nombrar alguaciles; tenía jurisdicción 
civil y criminal.
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adición. Del latín additus, participio pa-
sivo de addere, agregar, añadir. Acción 
de añadir o agregar una parte a algo 
ya existente. En materia jurídica es la 
acción de agregar algo a una ley, un 
reglamento o a un acto de autoridad. 
En el plano constitucional es una de 
las tres vías que hay para reformar la 
constitución (véase), las otras son la 
supresión y la sustitución de un texto 
por otro. Por virtud de una adición se 
agrega una parte a un texto ya vigen-
te. Las leyes también son susceptibles 
de ser reformadas mediante una adi-
ción. No existe límite a esta facultad 
adicionadora, más que aquella que 
deriva del ejercicio normal de la fun-
ción legislativa.

administración pública federal pa-
raestatal. Es una parte de la admi-
nistración pública federal; es una 
forma de organización que la cons-
titución prevé para auxiliar al poder 
ejecutivo (art. 90). De acuerdo con la 
Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal (LOAPF), ella se inte-
gra por organismos descentralizados, 
empresas de participación estatal, 
instituciones nacionales de crédito, 
organizaciones auxiliares naciona-
les de crédito e instituciones nacio-
nales de seguros y de fianzas y fidei-
comisos (art. 30). De conformidad con 
la ley, los organismos son creados 
por ley o decreto del congreso de la 
unión o por un decreto del ejecutivo 
federal, tienen personalidad jurídica 
y patrimonio propios (art. 45, LOAPF); 
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por tratarse de personas morales cuen-
tan, además, con representantes, do-
micilio, denominación, objeto y fina-
lidad.

A pesar de lo que dispone la ley, es 
de dudosa constitucionalidad el que 
se faculte al presidente de la república 
para crearlos. La constitución otorga 
la facultad de hacerlo al congreso 
de la unión (art. 73, fracc. XI); éste, 
a través de la LOAPF, no puede dele-
gar su función de crear y suprimir 
empleos. Tampoco lo puede hacer a 
través de una ley o un decreto. Las 
facultades que le han sido conferidas 
son indelegables. En algunos casos el 
congreso de la unión, de las dos fa-
cultades que tiene: las de crear y su-
primir, ha delegado al presidente la 
de crear. Esta delegación es violato-
ria de la constitución y, en particular, 
de los principios que regulan la divi-
sión de poderes; ellos parten del su-
puesto de que si una facultad se 
con  fiere a un poder, es por razón 
de la estructura que se le ha dado; en 
esa virtud, por regla general, las fa-
cultades que se confieren a un poder 
son intransferibles, salvo autorización 
expresa, como las contenidas en los 
arts. 29 y 131, en los demás casos está 
prohibido hacerlo.

El presidente de la república mexi-
cana, con base en la facultad de crear 
organismos que, en violación de la 
consti tución, le delega el congreso 
de la unión, no puede suprimirlos. 
Debe entenderse que el poder legis-
lativo sólo le delegó la de crear, pero 

se reservó para sí la de suprimir. Ha-
biendo distinguido el constituyente 
en la fracc. XI del art. 73, entre crear 
y suprimir, cuando se delega la de 
crear, no puede estar comprendida la 
de suprimir. En todo caso se requiere 
una autorización expresa para que lo 
haga.

De acuerdo con la constitución son 
las leyes las que deben regular las 
relaciones entre las entidades paraes-
tatales y el presidente de la república 
y las secretarías de estado (art. 90). 
Cualquiera de las cámaras puede ci-
tar a los directores o administradores 
de los organismos descentralizados 
o de las empresas de participación es-
tatal mayoritaria para que informen 
cuando se discuta una ley o se estu-
die un negocio que concierna a sus 
actividades. A pedido de una cuarta 
parte de los diputados y la mitad de 
los senadores, pueden las cámaras in-
tegrar comisiones que investiguen el 
funcionamiento de los entes aludidos 
(art. 93).

El art. 110 dispone que los directores 
generales o sus equivalentes de los or-
ganismos descentralizados, empresas 
de participación estatal mayoritaria, 
sociedades y asociaciones asimiladas 
a éstas y fideicomisos públicos pue-
den ser objeto de juicio político por 
actos u omisiones de ellos cuando re-
dunden en perjuicio de los intereses 
públicos fundamentales o de su buen 
despacho de acuerdo con el art. 6º de 
la Ley Federal de Responsabilidades 
de los Servidores Públicos.

administración pública federal paraestatal
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administración pública municipal. 
Con junto de autoridades y servidores 
públicos, de elección popular o de de-
signación, responsables del gobierno 
de un municipio, que ejercen sus atri-
buciones con base en la ley orgáni-
ca municipal y los bandos de policía 
y gobierno, reglamentos, circulares y 
disposiciones administrativas de ob-
servancia general que expiden los 
ayuntamientos o concejos municipa-
les (art. 115, fracc. II). 

Por carecer esos cuerpos colegia-
dos de facultades legislativas, la nor-
matividad que expiden sólo rige du-
rante el tiempo que dure su mandato. 
No existe inconveniente para que los 
integrantes del nuevo ayuntamiento 
ratifiquen su vigencia y obligatorie-
dad.

admisión de nuevos estados. De con-
formidad con el art. 73, fracc. I, el con-
greso de la unión está facultado para 
admitir nuevos estados a la unión fe-
deral; desde 1824 ha existido esa po-
sibilidad; de alguna forma, con la in-
corporación del estado de Chiapas a la 
federación mexicana en 1824, se reali-
zó por primera y única vez el supuesto 
previsto en la norma.

Toda nueva entidad ingresa en igual -
dad de condiciones; se trata de una 
entidad idéntica a las que ya forman 
parte de la federación, no tendrá dere-
chos u obligaciones adicionales; no es 
factible que se le impongan condicio-
nes diferentes a las que existen para 
los restantes estados.

Quien ingresa a la federación mexi-
cana lo hace en calidad de estado; no 
es factible que lo haga como territorio; 
el congreso de la unión carece de fa-
cultades para hacerlo; si se llegara a 
admitir, no sería factible convertirlo en 
estado una vez que reúna los requisitos 
constitucionales, por cuanto a que en 
la actualidad ha desaparecido la norma 
que facultaba al congreso para conver-
tir a los territorios en estados.

adolescente. Persona que se halla en el 
tránsito de la niñez a la edad adulta. 
La constitución política sitúa la ado-
lescencia entre los 12 y 18 años y es-
tablece un sistema de justicia especial 
para aquellos que, encontrándose en 
esa etapa de su vida, delincan. Los me-
nores de 12 años únicamente pueden 
ser sujetos de rehabilitación y de asis-
tencia social (art. 18).

aduanas. Dependencia destinada al co-
bro de impuestos por la introducción 
de artículos y mercancías. La constitu-
ción faculta al presidente de la repúbli-
ca para establecer aduanas marítimas 
y fronterizas y para señalar su ubica-
ción (art. 89, fracc. XIII). El precepto 
contiene un anacronismo, no com-
prende la posibilidad de establecer 
aduanas en aeropuertos. Para justifi-
carlas se ha dado una interpretación 
progresista al precepto. 

aduanas locales. Durante el siglo XIX 
los estados, para hacer frente a la falta 
de recursos, recurrieron al expediente 
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de establecer aduanas para gravar la 
introducción a su territorio o paso a 
través de él, de mercancías. Esa prác-
tica fue prohibida a los estados por re-
forma a la constitución hecha en 1896 
(art. 111, fracc. VI). En la constitución 
de 1917 se reiteró la prohibición. El 
Distrito Federal no las puede estable-
cer en respeto a la disposición H del 
art. 122.

aerodrómo. En la constitución se uti-
liza ese término para referirse a los 
aeropuertos, que son los sitios desti-
nados a la llegada y salida de avio-
nes y otros aparatos aptos para volar. 
Para ser comandante de un aeródro-
mo se requiere ser mexicano por na-
cimiento (art. 32). En la constitución 
no se faculta, de manera expresa, a 
los poderes federales para intervenir 
en lo relativo a su instalación y ad-
ministración.

afectar. En la acepción que se usa en 
el léxico de la constitución, implica 
causar un daño o un perjuicio a al-
guien en su persona o en su patri-
monio; puede ser por acción o por 
omisión; estar referida a la hacienda 
pública (art. 79, fracc. IV) o a los par-
ticulares (art. 107, fracc. II). Se toma 
como sinónimo de agraviar. También 
se usa en su acepción de alterar algo, 
una situación jurídica (art. 107, fracc. 
XIII).

agente del ministerio público (véase 
ministerio público).

agraviado. En un sentido amplio, agra-
viado es toda persona, física o moral, 
que considera haber sido perjudicada 
o dañada por alguien. En un sentido 
restringido es quien ocurre ante una 
autoridad jurisdiccional por estimar 
haber sido perjudicado. En un juicio 
de garantías, es quien ocurre ante una 
autoridad jurisdiccional a demandar 
se le conceda el amparo y la protec-
ción de la justicia federal, por haber 
sufrido un perjuicio en su persona, 
familia o patrimonio, atribuible a un 
acto de autoridad. Se trata de quien 
intenta esa acción constitucional, ten-
ga o no derecho a hacerlo.

Para los efectos de la interposición 
del amparo, es suficiente que quien 
lo intente estime, considere o juzgue 
que una ley o un acto de autoridad 
le causa agravio, independientemente 
de que ello sea o no cierto, que esté o 
no esté fundada su apreciación. Para 
el caso, carece de importancia que no 
exista agravio, la demanda sea extem-
poránea, infundada, se presente ante 
una autoridad jurisdiccional que no 
sea competente o que quien lo hace 
carezca de personalidad.

En un sentido propio, lo es toda 
persona que habiendo sufrido un agra-
vio, por virtud de una ley o de un acto 
de una autoridad, con la debida opor-
tunidad y forma, ocurre ante la auto-
ridad jurisdiccional competente a de-
mandar el amparo y la protección de la 
justicia y que, por esa acción, provoca 
el inicio de una relación procesal entre 
quienes pueden ser partes o intervenir 
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válidamente en el juicio. En este sen-
tido se trata del titular de la acción de 
amparo.

También se conoce como quejoso, 
parte agra viada, demandante, sujeto 
activo del amparo, a quien ejerce la 
acción de amparo, titular de la acción 
de amparo o solicitante.

Quiénes pueden ser agraviados

El art. 5º de la ley de amparo establece 
como regla general que todos pueden 
ser agraviados, para el caso no impor-
ta que sean personas físicas o mora-
les y dentro de éstas, autoridades. Por 
virtud del contexto legal es necesario 
hacer algunas precisiones.

Personas físicas

a)  Mayores de edad. Lo pueden hacer to-
dos, hombres y mujeres, sin distinción 
social, religión o preferencias, en todo 
momento, por sí o por conducto de 
quienes los representan en los térmi-
nos de ley.

Por no existir normatividad espe-
cífica en la ley de amparo y de con-
formidad con el derecho común, a los 
incapacitados los representan, por re-
gla general, los tutores. 

Respecto de ellos no existe la sal-
vedad que hay con relación a los me-
nores de edad.

b) Menores de edad. Respecto de los 
menores de edad, existe el principio 
general de que por sí y directamente, 
no gozan de la capacidad para ocurrir 
ante las autoridades; lo deben hacer 
por conducto de sus padres, tutores o 

representantes legales (art. 23, CCF). 
Hay excepciones.

Los padres, tutores y representan-
tes legales deben acreditar esa condi-
ción a través de exhibir los elementos 
que, de conformidad con el derecho 
común, son idóneos para probar esos 
extremos.

La ley de amparo (art. 6º) esta-
blece un sistema especial de repre-
sentación para los menores de edad. 
Es una excepción a los principios que 
establece el derecho común, local y 
federal, respecto de esa materia y una 
salvedad a la rigidez procesal. Se les 
permite recurrir directamente al am-
paro. La excepción existe para faci-
litar, no complicar, a los menores el 
acceso a esa jurisdicción; permitir que 
la defensa de la persona y patrimonio 
de alguien que se halla en estado de 
indefensión sea oportuna; y disminuir 
el costo de la etapa previa a la presen-
tación de demanda de amparo. Es una 
de las muchas materias respecto de las 
cuales la ley establece salvedades. El 
sistema sólo está referido al juicio de 
amparo; no deroga la normatividad 
común relacionada con el estado civil 
de las personas; ella es de índole local 
(art. 121, fracc. IV). El congreso de la 
unión, en ejercicio de la facultad que 
le corresponde para regular el juicio de 
amparo (arts. 103 y 107), puede esta-
blecer los requisitos particulares para 
que los interesados ocurran ante las 
instancias federales.

No se establece una protección 
simi lar respecto de las personas que, 
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siendo mayores de edad, se hallan 
en estado de interdicción. Cuando un 
interdicto recurre al amparo, procede 
dar curso a su demanda, independien-
temente de que el juez que conoce de 
ella le designe un tutor. Debe sobrepo-
nerse el valor justicia y defensa de los 
derechos y libertades del incapacitado, 
sobre el principio general que sólo 
permite el acceso a la justicia a quie-
nes están en pleno uso de sus faculta-
des mentales.

La institución protectora de los 
me nores se complementa con la obli-
gación que la ley de amparo en su art. 
76 bis, fracc. V, impone a las autori-
dades judiciales que conocen de los 
juicios de garantías, de suplir la de-
ficiencia de la queja. En ese sentido 
debe ser interpretada la norma. La ley, 
a la vez que establece principios gene-
rales, hace distinciones:

Principios generales

Los menores de edad pueden ser par-
te en un juicio de amparo; lo deben 
hacer por medio de su legítimo repre-
sentante; por lo general los represen-
tantes son sus padres, a falta de ellos, 
sus abuelos paternos o maternos se-
gún lo disponga la autoridad judicial 
(art. 414, CCF); en su caso, por quienes 
lo han adoptado, o por sus tutores o 
representantes legales. Los principios 
que regulan la representación de los 
menores, los establece la ley común 
de los estados.

El art. 6º de la ley de amparo es 
de interpretación estricta, lo es por 

establecer excepciones a tres princi-
pios generales: uno, los menores, por 
sí no pueden actuar ante una autori-
dad; otro, cuando por existir una nor-
ma expresa, se les permite actuar, ello 
sólo opera respecto de una materia 
específica; y un tercero, la represen-
tación de los menores la regulan las 
leyes locales.

Para los efectos de que el juez que 
conoce del amparo esté en posibilidad 
de nombrar el representante especial, 
el menor, al presentar su demanda, de-
berá manifestar su condición de mino-
ría de edad. La intervención que se le 
permite está referida a la presentación 
de la demanda de amparo; la fórmula 
“le nombrará un representante espe-
cial para que intervenga en el juicio”, 
que aparece en el art. 6º, es restrictiva; 
impide que el menor intervenga en el 
proceso, también limita la actuación 
del representante especial; no puede 
ac tuar en materias diversas.

No obstante lo anterior, dado que 
los términos son fatales, mientras no 
se haga el nombramiento de un re-
presentante especial, dentro de esos 
límites, el menor puede solicitar la 
suspensión, ampliar su demanda y, 
llegado el caso, de ser necesario, re-
currir el auto que no la admita o que 
niegue la suspensión.

De los términos en que está redac-
tado el art. 6º, “para que intervenga 
en el juicio” pudiera concluirse que el 
juez que conozca del amparo puede 
nombrar un representante especial, 
sólo a condición de que admita la de-
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manda, que es la admisión con la que 
se inicia propiamente el juicio y es 
ella la que le da competencia para ha-
cer el nombramiento. Ello es inexacto. 
Con esa interpretación no se alcanza-
ría el fin perseguido por el legislador, 
de evitar que un menor no quede en 
estado de indefensión.

El representante especial, una vez 
que ha asumido el cargo, puede ofre-
cer pruebas, alegar e interponer recur-
sos. Lo podrá hacer mientras dure el 
proceso o la autoridad competente 
del orden común no designe el tutor o 
representante legal.

Con base en el art. 6º, un menor de 
edad, por sí, no puede actuar ante otro 
tipo de autoridades. De requerirse que 
la autoridad responsable expida una 
copia certificada de algunas cons-
tancias que obran en sus archivos, el 
menor de edad, por medio del repre-
sentante especial, deberá recurrir ante 
el juez o tribunal que conozca del am-
paro para que sean ellos quienes for-
mulen el requerimiento.

En el precepto, aparentemente, se 
parte del supuesto, infundado, por 
cierto, de que existe diligencia de par-
te del menor en la defensa de su per-
sona y patrimonio. Los supuestos de 
los que partió el legislador son otros; 
el primero, que el legítimo represen-
tante se vea obligado a ausentarse del 
lugar en donde se encuentra el menor 
pero, actuando como buen padre de 
familia, conociendo los negocios del 
menor, adopta las precauciones para 
que no quede indefenso; el otro, ese 

mismo representante, por existir con-
fl icto de intereses, se halla impedido 
para desempeñar sus funciones. 

En el caso no se adoptó el mismo 
principio que regula la materia penal, 
de dejar abierta la posibilidad para 
que los menores y los incapacitados 
puedan recurrir al amparo sin que 
opere la pérdida del derecho por el 
transcurso del tiempo. 

Distinciones

Respecto de menores de edad, la ley 
contempla dos supuestos: uno, que el 
menor de edad carezca de tutor o de 
legítimo representante; el otro, cuando 
teniendo representante, éste se halle 
ausente o se encuentre impedido para 
hacerlo, por razón de existir confl ic-
to de intereses. En ambos supuestos el 
menor de edad, por sí, directamente, 
puede demandar se le ampare. La au-
toridad jurisdiccional, juez de distrito 
o tribunal, debe dictar las providen-
cias que sean urgentes, entre otras, 
nombrarle un representante especial 
para los efectos del juicio de ampa-
ro. La representación que deriva del 
mandato de la autoridad judicial es 
específica, no general.

Las providencias urgentes que pue-
den dictar quienes conocen de la de-
manda de amparo, están referidas a 
impedir que un menor de edad quede 
en estado de indefensión. No pueden 
sustituir la actuación de los jueces del 
orden común, cuando emiten reso-
luciones con el objeto de proteger la 
persona o el patrimonio de un menor.
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Los mayores de 14 años pueden 
hacer la designación de representante 
en la propia demanda de amparo. La 
actuación del representante está refe-
rida al amparo específico en que obre 
la designación. Se requerirán nuevas 
designaciones en función del núme-
ro de demandas de amparos que se 
presenten.

Cuando un menor de edad deja de 
serlo, pierden razón de ser la patria po-
testad, la tutela y la representación es-
pecial; en este supuesto, por ser mayor 
de edad y obrar esa circunstancia en 
el expediente o con la presentación de 
la constancia oficial de la que se des-
prenda esa circunstancia, puede asu-
mir directamente la conducción de sus 
asuntos, sin que el juez que conoce 
del amparo tenga necesidad de abrir 
un incidente especial para acreditar 
tal circunstancia y su legitimación en 
el proceso y para que se le permita in-
tervenir en el proceso.

Los no nacidos

“La capacidad jurídica de las personas 
físicas se adquiere por el nacimiento 
y se pierde por la muerte.” Dispone el 
art. 22 del CCF. Los no nacidos, por 
ser parte del cuerpo de una embaraza-
da, no pueden intervenir en un juicio 
de amparo; nadie, que no sea aquélla, 
lo puede hacer en su lugar; de tener 
que hacerlo, lo hará, en defensa de su 
cuerpo y no como representante del 
feto. 

Lo anterior no implica que estén 
desprotegidos. El propio art. 22 citado 

protege al producto de la concepción. 
La figura delictiva que, en ciertos ca-
sos o en todos, sanciona a quienes 
intervienen en un aborto, va encami-
nada a salvaguardar el producto de la 
gestación.

Los mexicanos y los extranjeros

Por razón de lo dispuesto por los arts. 
1º y 103, fracc. I, en cuanto a leyes, 
tratados y actos emanados de auto-
ridades mexicanas, la titularidad del 
derecho para recurrir al amparo corres-
ponde a los mexicanos y a los extranje-
ros, se encuentren o no dentro del terri-
torio nacional. 

De la constitución derivan salve-
dades: si bien todos pueden recurrir 
al amparo, algunos de los derechos 
o libertades, a pesar de lo señalado 
por el art. 1º, no son universales; un 
caso, los que consigna el art. 2º sólo 
benefician a quienes son miembros 
de las comunidades indígenas; están 
excluidos los mexicanos que no lo 
sean. Otro, la acción para demandar 
la satisfacción de sus necesidades sólo 
corresponde a los niños (art. 4º). En el 
supuesto previsto en el art. 33 los ex-
tranjeros no pueden recurrir al juicio 
de amparo. 

Los mexicanos

Los derechos, libertades y garantías 
son comunes a todos los mexicanos. 
Lo son por el hecho de pertenecer a la 
especie humana. La evolución del pen-
samiento no ha llegado a hacer partí-
cipe de parte de ellos a los animales, 
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a pesar de que algunos tienen inteli-
gencia y conciencia; tampoco al me-
dio ambiente en general, a pesar de 
que la vida de todos depende de su 
conservación.

Por mexicanos debe entenderse to-
das las personas físicas o morales, 
para el caso no importa que cuenten 
con capacidad, física o mental.

Los extranjeros

De conformidad con el art. 1º los de-
rechos y libertades corresponden a 
todos, sin importar que sean mexi-
canos o extranjeros; ello implica que 
también son titulares de la acción de 
amparo los extranjeros, independien-
temente de que se encuentren o no en 
el territorio nacional.

Cuando alguien se halla en el ex-
tranjero, sea o no mexicano, el amparo 
deberá estar referido a actos emanados 
de autoridades mexicanas; cuando no 
afecten directamente la persona del 
quejoso, deberá estar relacionado con 
bienes que se encuentran en el terri-
torio nacional; si se encuentran en 
el extranjero, si son ejecutables fuera 
del territorio nacional, deberán ema-
nar de una autoridad mexicana.

Será procedente el amparo sin im-
portar dónde se halle su domicilio. 
Respecto de la defensa de diversos de-
rechos, no importa que la estancia en 
el territorio nacional de un extranjero 
sea legal o ilegal, definitiva o temporal.

Todas las demandas de amparo, in-
cluidas las que presenten los extran-
jeros, deberán estar redactadas en 

lengua española (art. 271, CFPC). De 
conformidad con este precepto, las 
que se presenten en un idioma ex-
tranjero se acompañarán de la co-
rrespondiente traducción al español. 
No se trata de la demanda, son los 
documentos que durante el juicio pre-
sentan u ofrecen las partes.

De los derechos que reconoce el 
art. 2º de la constitución a favor de los 
miembros de las comunidades indí-
genas, no alcanzan a los extranjeros, 
aunque desconozcan el idioma espa-
ñol y los usos y costumbres.

Excepciones

Existen ciertos casos en que los ex-
tranjeros no pueden ocurrir al juicio 
de amparo (art. 33). Cuando un ex-
tranjero presente una demanda de 
amparo por afectaciones que sufra 
en su patrimonio, respecto de bienes 
inmuebles, aguas y sus accesorios y 
faltare al convenio a que hace refe-
rencia el art. 27, fracc. I, en cuanto a 
invocar la protección de su gobierno, 
será una causal para que se le niegue 
el amparo, pero no impedirá que se le 
dé curso.

Otro caso parecido al anterior es 
el previsto en el art. 9º. Si un extranjero 
pretendiera ejercer el derecho de asocia-
ción respecto de asuntos de naturaleza 
política, deberá negársele el amparo.

Amparo: entes sin personalidad 
jurídica

Por mandamiento constitucional al-
gunas organizaciones sociales tienen 
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existencia para los efectos del amparo. 
Entre ellas están los pueblos y comu-
nidades indígenas. Está comprendida 
dentro de este mismo rubro la familia.

Amparo: comunidades indígenas 
y de quienes pertenecen a ellas

Los derechos que la constitución con-
fiere a los pueblos, a las comunida-
des indígenas y a los individuos que 
forman parte de ellos, concretamente 
los reconocidos en el art. 2º, pueden 
ser ejercidos en forma colectiva o in-
dividual. Cuando lo hacen en forma 
colectiva, por mandamiento constitu-
cional, debe entenderse que gozan de 
personalidad y que ella es diferen te 
de la que tienen los miembros que la 
componen y de la que reconocen el 
derecho público y el privado.

Por razón del mandamiento cons-
titucional, esa forma de organización, 
que es política y social, tiene existen-
cia legal para los efectos de la titula-
ridad de los derechos, en el momento 
en que las personas físicas indígenas 
se unen y se asientan en un territorio; 
para que los pueblos y comunidades 
indígenas gocen de personalidad, no 
se requiere que sus miembros recurran 
a alguna de las formas que de confor-
midad con la ley llevan a la constitu-
ción de las personas morales.

Debido a los términos en que está 
redactado el art. 2º, debe partirse del 
supuesto de que todo pueblo o comu-
nidad existe, en el momento en que 
los individuos que los componen ma-
nifiesten el sentir de estar actuando 

como colectividad. En caso de duda y 
mejor defensa de sus intereses, debe 
presumirse que gozan de personali-
dad. Para los efectos del amparo las 
autoridades jurisdiccionales deberán 
presumir su existencia legal.

La familia 

Los arts. 3º, 4º, 123, A, fraccs. XXIV 
y XXVIII de la constitución establecen 
derechos a favor de la institución de-
nominada familia, que sólo pueden 
ser ejercidos en forma colectiva: el de 
que toda familia disfrute de una vi-
vienda digna y decorosa, el de que los 
bienes que constituyan el patrimonio 
familiar son inalienables, están exen-
tos de embargos y no están sujetos a 
gravámenes. 

Para los efectos de hacer efectivos 
esos derechos, tiene que considerarse 
que ella goza de personalidad, sin que 
se pueda exigir se cubran las formas 
previstas por el derecho privado para 
constituir a las personas morales.

De acuerdo con el párrafo primero 
del art. 4º, debe tenerse como repre-
sentante legal de ese núcleo social al 
varón o a la mujer que sean los padres 
de la familia. A falta de ellos aquel 
miembro de la familia que sea mayor 
de edad y que concurra a reclamar el 
derecho por la vía del amparo.

Las personas morales

La constitución política, las leyes, fede-
rales y locales, prevén la existencia de 
personas morales. Las hay de derecho 
público y privado.
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a) Las personas morales privadas. La 
ley dispone la existencia de personas 
morales que gocen de personalidad 
diferente de la de los socios que la 
componen y que cuenten con un pa-
trimonio propio; ello ha derivado en 
reconocerles en forma expresa la po-
sibilidad de recurrir a la vía de ampa-
ro, cuando por virtud de una ley o un 
acto de autoridad se les pueda afec-
tar. Una cosa es que a un ente diverso 
de una persona física se le reconozca 
personalidad y otra lo relativo a su re-
presentación.

El art. 8º de la ley de amparo, en 
forma expresa, prevé la posibilidad 
de que las personas morales privadas 
puedan recurrir al juicio de amparo. 
Las violaciones que pueden reclamar 
por esa vía deben estar de acuerdo 
con su naturaleza. No les sería dable 
alegar una violación a la libertad de 
conciencia o culto.

Las personas morales se pueden 
constituir con base en las leyes civiles, 
federales y locales. Dentro de ese ru-
bro genérico están comprendidas tan-
to las sociedades civiles, propiamente 
dichas, como las mercantiles. Las so-
ciedades que se constituyen en los es-
tados, en observancia de la legislación 
local, deben ser reconocidas en las 
otras entidades federativas (art. 121) y
también en el ámbito federal (art. 124). 
Una sociedad que con base en la ley 
cambia su naturaleza, sigue tenien-
do existencia legal. Las sociedades 
mercantiles, las cooperativas y los 
sindicatos se constituyen de acuer-

do con las leyes que emite el con-
greso de la unión (arts. 73, fraccs. X 
y XXIX N y 123, A, fracc. XVI). Los 
sindicatos pueden ser de trabajadores 
o de empresarios. Tienen personalidad 
y pueden recurrir al amparo, indepen-
dientemente de que hayan sido o no 
registrados (art. 374, fracc. III, LFT). 
Una sucesión es representada por el 
albacea (art. 1706, fracc. VIII, CCF).

Hay sociedades irregulares. Tam-
bién pueden recurrir al amparo. Están 
en posibilidad de hacerlo mientras no 
se demuestre que, por virtud de una 
ilegalidad, carecen de personalidad. 
Los miembros de las sociedades de 
hecho son quienes pueden intentar 
la acción. No tendrán existencia le-
gal aquellas sociedades cuyo plazo de 
existencia ha concluido.

Las sociedades constituidas en el 
extranjero, que actúan en el territorio 
nacional, tienen existencia sólo entre 
quienes son sus accionistas. Para que 
la tengan frente a tercero y puedan 
recurrir al juicio de amparo, se necesi-
ta su inscripción en el registro público 
del comercio.

b)  Las personas morales oficiales y de 
derecho público. El art. 9º de la ley 
de amparo prevé la posibilidad de que 
las personas morales oficiales puedan 
ocurrir al amparo. Esta posibilidad, 
aunque es admisible, va contra la na-
turaleza de la institución, que fue crea-
da para la protección de los particula-
res frente a actos de la autoridad. La 
acción que se les concede es limitada.
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La constitución da por supuesta la 
existencia de la nación, los estados, 
los municipios, los poderes y auto-
ridades; parte del supuesto de que 
gozan de personalidad, son perso-
nas morales. También crea y dota de 
personalidad a otros entes, como: el 
banco de México (art. 28), los parti-
dos políticos (art. 41), la entidad de 
fiscalización superior de la federación 
(art. 79), las comisiones de derechos 
humanos (art. 102, B). Las leyes, fede-
rales y locales, prevén la existencia de 
otros entes de naturaleza pública (art. 
25, fracc. II, CCF). Tienen personalidad 
y cuentan con un patrimonio.

Respecto de los actos de los entes 
públicos, para los efectos del amparo, 
es preciso distinguir entre las funcio-
nes de derecho público y las de derecho 
privado. Cuando actúa con imperio o 
cuando lo hace como persona moral, 
a través de alguna de las figuras que 
establece el derecho privado, adquiere 
derechos y obligaciones.

Las funciones que ciertas personas 
morales de derecho público pueden 
realizar, como son la nación, la fede-
ración, las entidades federativas y los 
ayuntamientos, por autorizarlo la ley, 
tienen una doble manifestación: una, 
cuando actúan como autoridades, y 
den tro del ámbito de su competencia, 
en ejercicio de facultades o atribucio-
nes, mediante la expedición de leyes, 
decretos, reglamentos, acuerdos, ór-
denes o actos en general; a través de 
ellos mandan, prohíben o limitan la 
actuación de los particulares, afec-

tan su persona o su patrimonio; to-
dos ellos quedan comprendidos en la 
fórmula ejercicio imperio de parte de 
una autoridad. En estas materias, por 
estar de por medio el elemento impe-
rio, la defensa de sus actos y hechos no 
se puede realizar a través del amparo.

Los titulares o representantes de 
esos entes, poderes y órganos, actuan-
do en su nombre, pueden realizar ac-
tos de naturaleza privada o convenir 
con los particulares, sometiéndose a 
lo que disponen las leyes civiles y 
mercantiles. En estos supuestos, se 
sostiene, no actúan como autoridad, 
lo hacen como pudiera hacerlo cual-
quier particular. A parte de ellos hace 
referencia el art. 134 constitucional. 

En esos supuestos el que se afir-
me que una autoridad actúa como lo 
haría un particular, es un decir. Los 
entes públicos contratan con un par-
ticular por virtud de una convocato-
ria pública, según bases de licitación 
previstas en las leyes o que ellas im-
ponen. En ese tipo de relaciones no 
existe igualdad entre las partes. Para 
el caso de incumplimiento, de la ley 
derivan sistemas de fincamiento de 
responsabilidad para el particular, que 
son diferentes a las previstas en el de-
recho privado.

Las autoridades, en sus relaciones 
de derecho civil con los particulares, 
no abandonan en términos absolutos 
su imperio; nunca están en igualdad 
de condiciones en que lo están los 
particulares cuando contratan o con-
vienen entre sí.
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Cuando una autoridad comparece 
a juicio como parte en un proceso, en 
principio, su presencia pudiera supo-
nerse que es en igualdad de condicio-
nes en que lo hace un particular. No 
hay tal igualdad. Existen prevencio-
nes que la ponen en una situación de 
privilegio: no están obligadas a otor-
gar fianzas o cauciones; sus bienes 
son inembargables; el cumplimiento 
forzado de una determinación judicial 
no es efectivo; existe cierta laxitud 
por lo que toca a la acreditación de 
personalidad; en los juicios en que la 
federación es parte, existe la posibili-
dad de que el pleno de la corte atraiga 
el conocimiento de una apelación y 
que, por ello, al no poder el particular 
recurrir al amparo, quede en estado de 
indefensión; existen otras.

Es en la impugnación de resolu-
ciones y sentencias de las autorida-
des jurisdiccionales, entendidas en su 
sentido amplio, cuando, en forma más 
frecuente, un ente oficial puede ocu-
rrir a la vía de amparo, en el supuesto 
de que ellas le afecten o causen algún 
agravio. Se establece como condición 
que afecten sus intereses particulares. 
La condicionante es ilusoria; por las 
muchas ventajas que se le conceden, 
termina por romperse el equilibrio que 
debe existir entre las partes.

El concepto intereses patrimonia-
les es genérico, por serlo, se torna 
vago e impreciso; ello deriva en una 
actuación discrecional de la autoridad 
judicial. Dentro de ese rubro general 
pudieran estar comprendidos los actos 

de un poder que, estando facultados 
para emitir, son ajenos a la naturaleza 
de la función que tiene encomendada, 
como cuando el congreso, que es un 
órgano colegiado al que se le encarga 
emitir leyes, hace un nombramiento, 
fija su emolumento, cambia de ads-
cripción o destituye; en el supuesto de 
que adquiere bienes de los particulares 
sin licitación. Hay otros casos, como 
el cobro coercitivo de un impuesto, el 
uso indebido de bienes públicos desti-
nados al uso oficial, como los bienes 
públicos destinados a un fin privado, 
distinto a los de su objeto público. 
La reclamación de los daños que un 
particular hace a los bienes que son 
propiedad pública. Hasta ahora, en al-
gunos de esos supuestos se ha negado 
la procedencia del amparo.

Estando de por medio una ley, el 
hecho de que se haya incorporado 
en el sistema judicial la figura de la 
controversia constitucional, puede ge-
nerar una ventaja para las autoridades 
y, eventualmente, confusión. Si por 
virtud de una ley de la federación se 
afectan los intereses patrimoniales de 
una entidad federativa, la parte afec-
tada, en defensa de ellos, puede, como 
autoridad, recurrir a la controver-
sia constitucional y, como particu lar, 
al amparo. En el caso un elemento 
determinante para definir la vía, será 
el relativo a la suspensión. Estando 
de por medio una ley, no procede 
concederla (art. 14, párr. 2, LR105C). 
En cambio sí es admisible por la vía 
de amparo.
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No es algo teórico. Existiendo la 
controversia constitucional, el supues-
to válido para los efectos del art. 9º, se 
puede presentar en los casos en que 
se pretenda gravar los bienes de domi-
nio público pertenecientes a la federa-
ción, una entidad federativa o un mu-
nicipio que se destinen a fines distintos 
de su objeto público (art. 115, fracc. IV, 
inc. c, párr. 2).

Por la forma en que está regula-
da, esta posibilidad se presenta como 
excepcional. En las fraccs. III y V del 
art. 104 se alude a alguno de los su-
puestos en que la federación y los 
estados, por ser partes en un juicio, 
pudieran recurrir a la vía del amparo.

Por definición los entes, poderes y 
órganos públicos realizan, preferente-
mente, actos de imperio; es de supo-
nerse que, por regla general, realizan 
actos de autoridad. Por ello, para no 
desvirtuar el juicio de amparo, creado 
para proteger a los particulares, el juez 
que conoce de la demanda, en cada 
caso, debe analizar la naturaleza de 
la actuación o participación del ente 
público, poder u órgano en la reali-
zación del acto que es antecedente o 
causa del reclamado y determinar si 
la ley o acto impugnado implica una 
afectación a los intereses patrimonia-
les de la quejosa.

Vista la naturaleza de las personas 
morales de derecho público, en caso de 
duda, debe presumirse que se está fren-
te a un acto de autoridad, por lo que la 
demanda no es admisible o declararse 
que el amparo es improcedente.

Una ley o un acto de autoridad 
que implique una invasión a la com-
petencia de un poder u órgano o un 
desconocimiento a su imperio, no son 
recurribles a través del amparo. La 
vía es la controversia constitucional. 
Tampoco lo son las leyes, cuando una 
parte de los miembros del poder le-
gislativo que la emitió consideren que 
ellas o parte de ellas, son contrarias 
a la constitución. Para esta clase de 
cuestionamientos está la acción de in-
constitucionalidad.

Como se comenta en el apartado 
correspondiente, las personas morales 
oficiales no están obligadas a prestar 
garantías.

Régimen especial

Son personas morales por virtud de 
la constitución y las leyes, federales y 
locales, a pesar de no estar constitui-
das de acuerdo con la ley de socieda-
des mercantiles y los códigos civiles, 
los partidos políticos, las iglesias, agru-
paciones religiosas, como asociaciones 
religiosas, comunidades indígenas y 
los pueblos.

Por mandamiento de la ley (art. 25, 
CCF), gozan de personalidad jurídica, 
además de los mencionados anterior-
mente, los sindicatos, las asociaciones 
de profesionales y científicas, mutua-
listas, cooperativas y otros.

La familia, los pueblos y las comu-
nidades indígenas también pueden ser 
titulares de derechos y acciones. Debe 
entenderse que, como tales, gozan de 
personalidad; las leyes deben dar por 
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supuesta su existencia y establecer las 
vías para que ellos los hagan efectivos 
o los ejerzan. Tienen expedita la vía 
del amparo.

agravio. En la constitución el término es 
usado en una doble acepción; una, la 
violación de las normas que regulan 
un proceso, por aplicación indebida o 
por haberse dejado de aplicar, en per-
juicio de una de las partes, vicio que 
es enmendable a través del recurso de 
apelación (art. 107, fracc. III, inc. a). 
La segunda acepción, relacionada con 
el juicio de amparo, que consiste en la 
transgresión o violación de un dere-
cho o de una libertad reconocido le-
galmente, por parte de una autoridad, 
en perjuicio de una persona; para el 
caso no importa que sea física o mo-
ral. Se trata de una molestia pasada, 
presente o inminente, cuando existan 
elementos que lleven a suponer que 
tendrá lugar. La violación puede pro-
venir de una ley, un tratado, un re-
glamento o de cualquier otro acto de 
autoridad (art. 4º, LA).

agrupaciones religiosas. Se prevé su 
existencia en el art. 130 constitucio-
nal. Son las asociaciones con fines 
re ligiosos. Todas son iguales ante la 
ley. Las autoridades no pueden inter-
venir en la vida interna de ellas. Es 
el congreso de la unión el facultado 
para legislar respecto de ellas. Tienen 
personalidad jurídica aquellas que ob-
tengan su registro de la secretaría de 
gobernación. Deben contar con sus 

estatutos en los que se contienen las 
bases fundamentales de sus doctrinas 
o cuerpo de creencias religiosas, la 
determinación de sus representantes 
y las entidades y divisiones internas 
que pertenecen a ellas de acuerdo con 
el art. 6º de la Ley de Asociaciones Re-
ligiosas y Culto Público.

alcabala. Del árabe al-qabãlah, el im-
puesto. Impuesto sobre la venta. Fue 
heredado del sistema impositivo espa-
ñol. Durante los primeros años de vida 
independiente se dio el nombre de al-
cabala a los impuestos que gravaban 
las mercancías por el hecho de pasar 
de un estado a otro o de los límites de 
una población a otra. Las alcabalas se 
convirtieron en un obstáculo que difi-
cultaba y encarecía el comercio. En el 
plan de Ayutla de 1854 (art. 7º) ya se 
hablaba de proteger la libertad de co-
mercio. El constituyente de 1857 dis-
puso la abolición de las alcabalas para 
el año de 1858; la administración de 
Juárez prorrogó el plazo; lo mismo 
se hizo durante las administraciones 
de Díaz (1884 y 1896), finalmente, fue-
ron suprimidas jurídicamente en 1896 
por reforma hecha al art. 111. Periódi-
camente los estados emiten impuestos 
alcabalatorios que son combatidos por 
el gobierno federal, funda su acción 
en el art. 12 de la Ley de Coordinación 
Fiscal; retiene temporalmente las par-
tidas que les corresponden como parti-
cipaciones federales, hasta en tanto el 
estado afectado no ocurra en acción de 
nulidad ante la suprema corte.
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alcaide. En la constitución de 1857 
(art. 19) y en el texto original de la 
de 1917 (art. 19), era el funcionario 
público que tenía a su cargo una pri-
sión. Con relación a un detenido a 
su cargo, tenía como responsabilidad 
constitucional la de ponerlo en liber-
tad, si no le era notificado el auto 
de formal prisión dentro del plazo de 
tres días. Tenía como sinónimo el 
de carcelero.

alcalde. En la terminología municipal 
era el funcionario público que presi-
día un ayuntamiento y primero entre 
sus pares los concejales, de confor-
midad con el art. 108 de la constitu-
ción de Michoacán de 4 de octubre 
de 1857. El uso del término casi ha 
desaparecido; en la práctica se ha im-
puesto el uso del término presidente 
municipal.

alcoholismo. Cuando se reunió el cons-
tituyente de 1917, en Estados Unidos 
de América se daba un movimiento 
que se conoció como prohibicionis-
ta o antialcohólico; por su acción se 
logró la aprobación de la enmienda 
decimoctava en 1919, que prohibía 
la fabricación, venta o transporte de 
bebidas alcohólicas. Los legisladores 
mexicanos, a iniciativa de Francisco 
J. Mújica, aprobaron igualmente una 
norma antialcohólica, por virtud de 
ella se facultó al congreso de la unión 
y a las legislaturas de los estados para 
dictar leyes encaminadas a combatir 
el alcoholismo (arts. 73, fracc. XVI y 

117, último párrafo); por razón del 
texto constitucional, en la actualidad 
la lucha en contra del alcoholismo es 
una facultad coincidente. De llevarse 
a su aplicación estricta, pudiera im-
plicar la posibilidad de que alguien 
sea juzgado dos veces por el mismo 
delito. La enmienda antialcohólica en 
México nació muerta. No tiene apli-
cación; eso explica que aún subsista 
como parte de la constitución.

ámbito de competencia. Espacio te-
rritorial, cúmulo de materias o lapso de 
tiempo, dentro de los cuales pueden 
actuar válidamente los poderes o las 
autoridades públicas (art. 2º, B, fracc. 
IX). Los límites los determinan: las 
normas que regulan la distribución de 
competencias entre la federación, los 
estados (art. 124); aquéllos y el Dis-
trito Federal (art. 122), el principio de 
división de poderes (arts. 48 y 116) y 
las que norman la emisión de los actos 
públicos (arts. 16, 18, 115, fraccs. IV, 
inc. c, V, inc. d y VI).

ámbito territorial. Por lo que respecta 
a los estados que son miembros de la 
unión, es el espacio geográfico dentro 
del cual pueden actuar válidamente los 
poderes y autoridades de ellos y son 
obligatorias sus leyes (art. 121, fracc. I). 
En un sentido similar se emplea por lo 
que toca a las autoridades municipales. 
En este caso, es el espacio geográfico 
den   tro del cual son obligatorias sus 
ordenanzas y acatables las determi-
naciones de sus autoridades (art. 115, 
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fracc. V). Los poderes y autoridades fe-
derales tienen como ámbito de acción 
todo el territorio nacional.

amnistía. Del latín amnestia, y éste del 
griego amnestia, olvido. Acto de natu-
raleza legislativa que pueden emitir el 
congreso de la unión y las legislaturas 
de los estados, dentro del ámbito de 
sus competencias, por virtud del cual 
se dispensa a un número indetermina-
do de personas del cumplimiento de 
las penas que, por la violación de la 
ley, merecen o les han sido impuestas 
por las autoridades judiciales.

La amnistía, en el ámbito federal, 
sólo la puede conceder el congreso de 
la unión (art. 73, fracc. XXII); en los 
estados se reconoce la facultad de ha-
cerlo a las legislaturas; el presidente 
de la república lo puede hacer en for-
ma excepcional en uso de facultades 
extraordinarias. La asamblea legisla-
tiva goza de ellas, ya que puede le-
gislar en materia penal (art. 122, base 
primera, fracc. V, inciso h). Beneficia 
a un número indeterminado de perso-
nas que se encuentran en el supues-
to previsto en la ley respectiva y sólo 
con relación a los delitos previstos ex-
presamente en ella. Puede beneficiar 
a prófugos de la justicia, procesados 
y reos condenados por sentencia fir-
me. Quien es competente para crear 
delitos, también lo es para dispensar, 
por razones de índole preferentemen-
te política, de las sanciones que su co-
misión trae aparejadas. Por virtud de 
una amnistía, en forma excepcional, 

no hay delito que perseguir ni acción 
que castigar; ella trae como conse-
cuencia el que desaparezca la verdad 
legal que se desprende de una sen-
tencia y que, por lo mismo, el benefi-
ciado sea inocente y sin antecedentes 
penales. Dado a que beneficia, puede 
tener efectos retroactivos.

La amnistía persigue atemperar las 
asperezas de la justicia cuando par-
ticulares circunstancias políticas y 
sociales vuelven aquel rigor aberran-
te e inicuo. Cuando un estado es in-
capaz de castigar a un grupo crecido 
de personas que han delinquido, par-
ticularmente por razones de índole 
política, lo aconsejable, para conser-
var la tranquilidad social, es olvidar, 
esto se logra mediante la figura de la 
amnistía; quien se acoge a ella acepta 
la legitimidad y legalidad de quien la 
concede. Tiene un costo político para 
quien la da y para quien la recibe; 
para el primero, de una u otra forma, 
reconoce su imposibilidad de castigar; 
para el segundo, significa tener que 
aceptar un perdón de aquél a quien ha 
combatido o cuestionado.

La amnistía, que es discrecional, 
puede comprender toda clase de actos 
o hechos delictuosos ya consumados o 
de tracto sucesivo que se suspendan al 
momento de emitirse o conocerse; no 
puede estar referida a actos futuros. Por 
tratarse de una gracia, es irrevocable 
y de interpretación estricta; no dispen-
sa del resarcimiento de los daños su-
fridos por terceros por virtud de los 
delitos perdonados, aunque sí puede 
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hacerlo respecto de la multa. Es impro-
cedente en los casos de delitos compe-
tencia del gran jurado, cuando se ha 
dictado resolución condenatoria.
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amparo. El amparo es una de las muchas 
controversias previstas en la cons-
titución; está estructurado, preferen-
temente, con el fin de anular actos de 
autoridad violatorios de derechos y 
libertades individuales; también pro-
tege los derechos sociales. 

El amparo es una controversia que 
se endereza a anular actos bajo el ex-
pediente de que, por afectar dere-
chos o libertades, son violatorios de 
la constitución; por disponerlo así el 
art. 107, también debe ser proceden-
te cuando se den violaciones a las 
normas fundamentales que regulan 
la competencia de las autoridades y 
por dos rubros genéricos más: haberse 
emitido sin fundamentación o por ca-
recer de motivación.

El juicio de amparo es un proceso 
por virtud del cual el quejoso deman-
da la anulación de una ley, un trata-
do o convención internacional o de 
un acto de autoridad, por estimarlo 

violato rio de derechos o libertades 
previstos en la constitución. Es una 
defensa directa de los derechos y li-
bertades e indirecta de la constitución.

Los derechos y libertades que se 
salvaguardan a través del amparo, 
en principio, son aquellos que apare-
cen en la constitución o en los trata-
dos. Para el caso no importa la parte 
de ella en que se encuentren.

Con base en los arts. 1° y 133 y de 
su interpretación por parte de la corte, 
debe entenderse que mediante el am-
paro también se protegen los derechos 
y las libertades que aparecen consigna-
dos en los tratados y las convenciones 
internacionales suscritos por México.

Respecto del origen o fuente de los 
derechos y libertades existen varias 
teorías. Independientemente de cual-
quier consideración, para los efectos 
de su protección a través del ampa-
ro, carece de importancia el que ellos 
sean concedidos, reconocidos, consa-
grados o aceptados por la constitu-
ción, los tratados o las convenciones.

La naturaleza, regulación, desarro-
llo del juicio de amparo lo han hecho 
y hacen las leyes, la doctrina y la ju-
risprudencia.

Mediante el amparo no se puede 
cuestionar la propia constitución; en 
teoría es procedente respecto de vicios 
que se observen en el proceso de re-
formas a ella. No está encaminado a 
cuestionar la legitimidad de la autori-
dad responsable. Existiendo tribunales 
electorales que juzgan y califican 
las elecciones y vías para impugnar 
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actos contrarios a la carta magna, como 
la controversia constitucional, median-
te el amparo no se puede plantear lo 
que en la historia mexicana se conoce 
como la incompetencia de origen. 

amparo por invasión de competen-
cias. Las fraccs. II y III del art. 103 cons-
titucional plantean algunos problemas 
de interpretación. Seccionar su texto 
facilita su comprensión, permite distin-
guir los diferentes supuestos y determi-
nar el alcance de cada uno de ellos.

La fracc. II alude a dos rubros ge-
néricos:

1. Normas generales o actos de la autori-
dad federal que vulneren o restrinjan 
la soberanía de los estados.

2. Normas generales o actos de la autori-
dad federal que vulneren o restrinjan 
la esfera de competencia del Distrito 
Federal.

La fracc. III alude a dos rubros:

1. Norma generales o actos de las auto-
ridades de los estados que invadan la 
esfera de competencia de la autoridad 
federal.

2. Normas generales o actos de las autori-
dades del Distrito Federal que invadan 
la competencia de la autoridad federal.

Fracción II del artículo 103 
constitucional

Primer supuesto. Normas generales o ac-
tos de la autoridad federal que vulneren 
o restrinjan la soberanía de los estados.

Para los efectos de la fracc. II del 
art. 103, por normas generales deben 
entenderse los cuerpos normativos que 
expiden: el congreso de la unión; el 
presidente de la república en ejercicio 
de las facultades que para él derivan de 
los arts. 29 y 131 constitucionales; los 
reglamentos que expiden el congreso de 
la unión y el presidente de la república.

Por actos de una autoridad federal 
debe entenderse todo acuerdo, decre-
to, disposición, orden e, incluso, ac-
ción emanada de ella. Para el caso no 
importa que esté facultada o exista 
fundamento para hacerlo.

Por autoridad federal debe enten-
derse el congreso de la unión, el pre-
sidente de la república y todos aquellos 
órganos que gozan de atribuciones 
por medio de los cuales sea factible 
vulnerar o restringir la “soberanía” de 
los estados. Todos los órganos públi-
cos federales están comprendidos, por 
cuanto a que en el precepto se tuvo la 
precaución de hacer referencia a au-
toridades, que es un término genérico, 
y no poderes, que es restringido.

En la fracción se alude a la sobe-
ranía de los estados y no a los po-
deres y autoridades locales; hacerlo, 
en cierto sentido, es un acierto; con 
ello se dio mayor alcance a la inter-
vención de los tribunales federales y 
efectividad a las vías de impugnación 
de los actos federales, cuando vulne-
ran y restringen. En principio, dentro 
de la fórmula están comprendidas las 
facultades y atribuciones de los pode-
res y autoridades locales; también se 
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pone a salvaguarda de violaciones a 
todo aquello que, por mandamiento 
constitucional, es esencial y acciden-
tal de un estado como parte integran-
te de una federación.

El término soberanía sólo puede 
estar referido a entes públicos que 
go zan de facultades; los particulares, 
por más infl uencia y poder que ten-
gan, no son autoridades; simplemente 
gozan de derechos y libertades. Éstos 
son acotados. 

En la citada fracc. II del art. 103 el 
término soberanía está usado en su 
acepción de ámbito de actuación de 
autoridades, en el caso, las de los es-
tados: poderes locales, ayuntamientos 
y concejos municipales. El ámbito de 
actuación deriva del título quinto de 
la constitución y, por exclusión, del 
art. 124, con las restricciones, limita-
ciones, prohibiciones e inhibiciones 
que se desprenden de los textos fun-
damentales. Comprende facultades le-
gislativas, ejecutivas y jurisdiccionales.

Esa soberanía, referida a la auto-
nomía, entendida como la posibilidad 
de darse leyes, puede ser vulnerada, 
es decir dañada, violada, afectada o 
lesionada por leyes o actos emanados 
del congreso de la unión o del presi-
dente de la república. 

Como se ha dicho, el término so-
beranía, relacionado con los estados, 
también comprende facultades no le-
gislativas, como lo son las ejecutivas 
y jurisdiccionales; en esa acepción es 
factible que sean afectadas por la au-
toridad federal; cuando ello sucede, se 

dice que se restringen. Si la actuación 
de las autoridades locales se limita 
por parte de la federal, se produce 
una restricción no permitida. Ello es 
inadmisible, lo es por cuanto a que la 
autoridad federal, por ser constituida 
y no constituyente, no puede alterar 
la distribución de competencias que 
deriva de la constitución, que es de 
naturaleza suprema.

De los estados, se vulnera la facul-
tad legislativa y se restringen las fun-
ciones ejecutivas y jurisdiccionales.

Cuando las autoridades federales 
vulneran o restringen la soberanía de 
los estados y afectan a los particulares 
en su persona o patrimonio, pueden 
ser demandados mediante el juicio de 
amparo y, de ser fundados los agra-
vios, anulados sus normas generales 
o actos. Los estados, en defensa de su 
soberanía, si consideran que existen 
conceptos de validez fundados, cuen-
tan con la posibilidad de ocurrir a la 
controversia constitucional.

La rama judicial, a pesar de ser una 
autoridad federal, cuando ejerce las 
facultades jurisdiccionales que en ma-
teria de amparo le confiere la cons-
titución, no está comprendida dentro 
del rubro genérico autoridad federal, 
para los efectos de su impugnación a 
través del amparo (art. 73, fraccs. I y 
II, LA) o de la controversia constitu-
cional (art. 19, fracc. I, LR105C).

El pleno de la suprema corte goza 
de la atribución de emitir reglamentos 
y acuerdos generales (art. 11, fracc. 
XXI, LOPJF); también emite actos; 
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aquéllos, aunque no son leyes en el 
sentido formal, gozan de generalidad 
y abstracción, a pesar de ello no son 
impugnables a través del amparo o la 
controversia constitucional con base 
en las disposiciones invocadas ante-
riormente.

El consejo de la judicatura fede-
ral puede emitir reglamentos interio-
res (art. 81, fracc. II, LOPJF), a través 
de ello pudiera vulnerar o restringir 
la soberanía de los estados. En teoría 
esos actos debieran ser susceptibles de 
ser impugnados, cuando menos, a tra-
vés del amparo.

Segundo supuesto de la fracc. II del 
art. 103 constitucional. Normas gene-
rales o actos de la autoridad federal 
que vulneren o restrinjan la esfera de 
competencia del Distrito Federal.

Tratándose del Distrito Federal, la 
constitución no utilizó el término so-
beranía, alude a esfera de competen-
cia. Visto el contenido del art. 122, 
cabe concluir que es lo correcto. Lo es 
por las razones siguientes:

• La creación del Distrito Federal de-
rivó de un mandamiento de la carta 
fundamental; ésta, en cambio, por lo 
que toca a los estados, parte del su-
puesto de que son preexistentes a la 
federación.

• El Distrito Federal tiene autoridades 
(art. 122, párrs. 2 y 6), no poderes, 
como los estados.

• Respecto del Distrito Federal la cons-
titución opta por una fórmula inversa 

a la contenida en el art. 124; las auto-
ridades del Distrito Federal gozan de 
facultades enumeradas, por lo mismo, 
limitadas; las genéricas y amplias co-
rresponden a los poderes federales.

• El Distrito Federal no goza de facul-
tades residuales, no puede suplir la 
inactividad de los poderes federales.

Cuando las autoridades federales 
vulneren o restrinjan la competencia 
del Distrito Federal y la de sus autori-
dades, también son procedentes las 
controversias previstas en el art. 105 
y el juicio de amparo.

Fracción III del artículo 103 
constitucional

Primer supuesto. Normas generales o 
actos de las autoridades de los estados 
que invadan la esfera de competencia 
de la autoridad federal.

Con toda propiedad, en la fracc. III 
se alude a competencia y no a sobe-
ranía. Tratándose de autoridades con 
facultades y atribuciones enumeradas 
y, por lo mismo, limitadas, que sólo 
pueden actuar válidamente en ejerci-
cio de aquellas que tienen atribuidas 
en forma expresa (art. 124) o implíci-
ta (art. 73, fracc. XXX), era incorrecto 
utilizar el término soberanía. Visto el 
contexto constitucional, el califica-
tivo de supremo que se les da ya es 
excesivo. Técnicamente lo son todas 
las autoridades cuando actúan den-
tro del ámbito de su competencia. Lo 
supremo se reduce a una presunción 
de constitucionalidad a favor de los 
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actos de los poderes federales respecto 
de los actos de los estados (art. 133); 
esa presunción puede desaparecer o 
ser destruida por las determinaciones 
de los tribunales federales.

La fórmula es limitada, no com-
prende infracciones a la constitución 
que no impliquen una violación a 
la competencia de las autoridades 
federales.

En el precepto, con el fin de hacer 
amplia y efectiva la defensa, se utili-
za el término genérico de autoridades 
de los estados y no el específico de 
poderes.

La prevención se quedó corta. Se 
limita a permitir la intervención de 
los tribunales cuando se produce una 
invasión, pero no cuando se produzca 
una infracción.

A falta de un representante de-
signado expresamente, la represen-
tación de las autoridades federales 
recae en el procurador general de la 
república (art. 102, A). La prevención 
es necesaria. Los tribunales que con-
forman el poder judicial de la federa-
ción carecen de iniciativa y ésta no 
puede estar condicionada a la acción 
o inacción de los particulares por la 
vía del amparo.

Segundo supuesto de la fracc. III del 
art. 103. Normas generales o actos 
de las autoridades del Distrito Fede-
ral que invadan la competencia de la 
autoridad federal.

Si bien en este rubro son aplica-
bles las consideraciones antes formu-

ladas, en este apartado se debe tomar 
en consideración que las facultades 
de las autoridades del Distrito Federal 
son enumeradas y que no gozan de 
las residuales.

La invasión de parte de las autori-
dades del Distrito Federal puede estar 
referida a actos realizados respecto de 
materias cuya regulación o aplicación 
corresponda a las federales por virtud 
del principio general que deriva del 
art. 124 y del específico previsto en 
el art. 122.

amparo soberanía. En la constitución 
se prevé la posibilidad de que los ac-
tos violatorios de la competencia de 
los poderes sean cuestionados y, como 
consecuencia, anulados. Cuando la 
impugnación proviene de los particu-
lares, se formula a través del juicio de 
garantías, mediante la expresión de los 
agravios que provoca la invasión; a la 
vía se le ha llamado amparo soberanía; 
la resolución anulatoria tiene efectos 
limitados, para que tenga efectos ge-
nerales requiere la reiteración del cri-
terio las veces que sea necesario para 
conformar jurisprudencia.

El amparo no está expedito para la 
autoridad invadida. Una competencia 
no afecta los intereses patrimoniales.

Cuando ella proviene de la autoridad 
que estima invadida su competencia, la 
vía para formular el cuestionamiento 
es la controversia constitucional; si se 
reúne el número de ocho votos, en al-
gunos casos, puede tener efectos anu-
latorios generales.

amparo soberanía
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En la fórmula amparo soberanía 
hay un equívoco; éste, si bien es ex-
plicable, por cuanto a que tiene cier-
to apoyo en la defectuosa redacción 
del precepto y en otros de idéntica 
jerarquía, no tiene razón de ser en un 
sistema federal, como el mexicano, 
cuyos estados miembros gozan de 
autonomía, pero no de soberanía. Si 
bien el legislador, por ignorancia, se 
puede equivocar, los doctrinarios no 
están obligados a secundar sus ab-
surdos.

En los supuestos previstos en las 
fraccs. II y III del art. 103, se está fren-
te a algo muy simple: una invasión 
de competencias. Lo dispuesto en esas 
fracciones y mucho más, pudo haber 
estado comprendido en un enunciado 
como el siguiente: Por normas gene-
rales o actos de una autoridad que in-
vadan la competencia de otra. Con esa 
fórmula, que es general, pues compren-
de a entes, poderes y órganos de auto-
ridad, no hubiera habido necesidad de 
enumerar y se habría evitado el riesgo 
de dejar a alguien fuera, como sucede 
en la actua lidad, en que las fracciones 
no comprenden las invasiones que se 
dan entre los poderes federales entre sí, 
las de los estados también entre sí y las 
de los ayuntamientos.

En la actualidad, aunque las fraccs. 
II y III del art. 103 no lo prevean, es 
factible impugnar ese tipo de viola-
ciones bajo el expediente de que se 
trata de una autoridad incompetente.

Al amparo que se enderece contra 
actos violatorios de ese rubro debe 

denominarse amparo competencia 
o amparo por violación de compe-
tencia; se rige por los mismos princi-
pios aplicables a los otros juicios de 
garantías que establecen el art. 107 
constitucional y la ley de amparo, 
específi camente por la fracc. VI del 
art. 114 y la Ley Orgánica del Po-
der Judicial de la Federación, art. 10, 
fracc. II, inc. a). Pueden hacer uso de 
él aquellos que, de conformidad con 
las leyes, pueden acceder al juicio de 
amparo; las normas que regulan el 
proceso son las mismas y las sen-
tencias tendrán los efectos limitados 
que ellas establecen.

Tratándose de amparos por in-
vasión de competencias, en estricta 
técnica jurídica, el agravio debe estar 
referido a demostrar una invasión; 
de ello deriva una violación genéri-
ca: un atentado contra el estado de 
derecho; éste, aunque no aparezca 
mencionado en forma expresa, es el 
trasfondo de los derechos y liberta-
des, de las normas que establecen el 
principio de división de poderes, de 
las que regulan el sistema federal y 
que circunscriben la actuación de 
las autoridades a únicamente aque-
llo que tienen atribuido. No debería 
existir el imperativo de relacionarlo 
con el desconocimiento de un dere-
cho individual concreto. En la prác-
tica, para no correr riesgos, se invoca 
la violación del art. 16, en la parte 
que exige que un acto de autoridad 
deba emanar de una autoridad com-
petente, que esté fundado y motivado.

amparo soberanía



41

Aunque no lo diga, también es pro-
cedente este tipo de amparo respecto: 

• de violaciones a las normas que re-
gulan la competencia de los poderes 
federales entre sí;

• de poderes de los estados entre sí, y 
entre ellos y los ayuntamientos y 

• de invasiones de los poderes de un es-
tado a otro o del Distrito Federal.

Todas esas materias están compren-
didas dentro del rubro genérico de in-
vasión de competencias.

El amparo por invasión de com-
petencias ha perdido la importancia 
teórica que se le reconocía, por la in-
corporación de la figura de la contro-
versia constitucional. 

El art. 1º de la constitución política 
establece como regla general la de que 
todas las personas gozarán de los de-
rechos humanos que ella y los tratados 
reconocen; ello implica: derechos, li-
bertades y vías para hacerlos exigibles, 
alcanzar su respeto y fincar respon-
sabilidad a quienes los violan. Están 
protegidos los derechos humanos y las 
garantías que reconocen la constitución 
y los tratados, para el caso no importa 
que sean individuales, sociales o colec-
tivos, que aparezcan en los primeros 29 
artículos de la constitución o fuera de 
ellos o en otro apartado de ella.

A través del juicio de amparo tam-
bién se puede impugnar o debería ser 
admisible hacerlo, respecto de:

• supuestas reformas a la constitución, 
por vicios observables en la iniciativa, 

estudio, dictamen, votación, aproba-
ción y publicación por el congreso de 
la unión, las legislaturas de los esta-
dos o del presidente de la república;

• leyes, federales, locales, comprendien-
do dentro de éstas las constituciones y 
estatuto de gobierno;

• tratados internacionales, convencio-
nes y convenios internacionales, por 
vicios en su negociación, aprobación 
por el senado y de ratificación o por 
ser contrarios a la constitución o com-
prender materias que no son suscepti-
bles de ser negociadas (art. 15); y

• actos de autoridad, federales, locales 
o municipales, sin importar cuál sea 
su naturaleza: legislativa, ejecutiva o 
jurisdiccional.

analogía. Relación que se da entre cosas 
o situaciones parecidas, que son seme-
jantes en algún aspecto. En materia 
procesal, cuando, a falta de una norma 
exactamente aplicable al caso, a fin 
de no dejar sin resolver un proceso, el 
juez que conoce de él, puede recurrir a 
aplicar otra que regula una situación 
semejante. En los juicios penales está 
prohibido a los jueces imponer penas 
recurriendo a la analogía (art. 14). 

anticonstitucionalidad. Acto de un 
ente público, poder o autoridad que 
es contrario a lo que dispone la cons-
titución política de la república. Los 
términos anticonstitucional e incons-
titucional (véase) aunque afines, pues 
ambos aluden a vicios, son diferentes. 
En el primer caso se trata de un acto 
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que contraviene lo dispuesto por un 
texto fundamental. Con el segundo se 
alude a un vicio que sólo es detectable 
a través de realizar un ejercicio de ló-
gica jurídica complicado. Una ley que 
permitiera la compraventa de esclavos 
sería anticonstitucional. Poner en evi-
dencia el vicio sería algo sencillo. No 
lo es cuando se está frente a un acto 
para el cual quien lo realiza carece de 
facultades para hacerlo. Una ley del 
congreso de la unión que fuera dada 
sin contar con facultades para emitir-
la, sería inconstitucional.

 La anticonstitucionalidad puede 
estar referida a las constituciones es-
tatales. Cuando se trata de actos con-
trarios al estatuto de gobierno del 
Distrito Federal, se trata de actos an-
tiestatuto.

 Todo acto de autoridad es consti-
tucional salvo que una au toridad com-
petente declare lo contrario. La decla-
ración de ser anticonstitucional puede 
provenir de un superior o de los tribu-
nales competentes, a través de alguna 
de las vías de impugnación que la ley 
establece. 

 Los particulares, en estricta técni-
ca jurídica, no pueden realizar actos 
anticonstitucionales. Cuando los rea-
lizan están comprendidos dentro del 
rubro genérico de ilegales o antilega-
les y por ellos pueden incurrir en in-
fracciones o delitos.

antilegalidad. Lo que es contrario a la 
ley. El vicio puede derivar de la ac-
tuación de una autoridad o de un par-

ticular. Pueden incurrir en ella toda 
clase de autoridades.

Cuando menos por lo que toca a 
las leyes federales y los tratados, cuan-
do están en contradicción con las le-
yes locales, existe la presunción de 
constitucionalidad a favor de aqué-
llos. Por virtud del art. 133, debería 
suponerse que esa presunción sólo es 
imponible a los jueces de los estados, 
pero no a las restantes autoridades 
locales.

apertura de sesiones. Acto por virtud 
del cual un órgano colegiado inicia 
legalmente sus sesiones para tratar 
los negocios que son de su competen-
cia. Ceremonia con que comienza un 
periodo, ordinario o extraordinario, 
de sesiones. Es una institución co-
mún a entes colectivos: congreso de 
la unión, suprema corte de justicia, 
legislaturas de los estados o asam-
blea legislativa del Distrito Federal.

En el sistema jurídico mexicano las 
constituciones, general y particulares, 
y las leyes determinan cuándo el con-
greso de la unión, las legislaturas de los 
estados y la suprema corte de justicia 
deben iniciar formalmente sus activi-
dades. Se hace con vista a garanti-
zar la observancia de ciertos princi-
pios: división de poderes, seguridad 
jurídica, libertad, eficacia y regula-
ridad del funcionamiento de ciertos 
órganos y el ejercicio adecuado de 
las funciones a ellos encomenda-
das. Existen fechas ciertas, exactas, 
firmes y obligatorias para que inicien 
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sus periodos de sesiones. No se ha 
dejado a criterio de un poder, en el 
caso del ejecutivo, lo relacionado con 
el tiempo de reunión para iniciar un 
periodo ordinario. El presidente de la 
república, por sí, carece de faculta-
des de convocatoria. El congreso de 
la unión debe comenzar sus periodos 
de sesiones en una fecha determi-
nada, medie o no convocatoria. Por 
seguridad jurídica, no las puede ini-
ciar antes ni después. Se trata de una 
sesión conjunta; los diputados y los 
senadores se reúnen en el domicilio 
de la cámara de diputados.

La apertura del primer periodo de 
sesiones debe tener verificativo el día 
primero de septiembre de cada año; 
la del segundo, el día primero de fe-
brero (art. 65); la suprema corte de jus-
ticia debe iniciar su primer periodo el 
primer día hábil del mes de enero y 
el segundo, el primer día hábil de 
agosto de cada año (art. 3º, LOPJF). 

Las constituciones locales deter-
minan la fecha de inicio de los pe-
riodos ordinarios de sesiones de sus 
legislaturas. Las sesiones de apertura 
de los periodos extraordinarios se ce-
lebran en las fechas señaladas por la 
comisión permanente o diputaciones 
permanentes.
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armada nacional. Con este término, en 
la terminología castrense y en el ha-
bla común, se alude al conjunto de las 
fuerzas de mar de la nación; la cons-
titución la denomina armada nacional 
(arts. 76, fracc. II; 79, fracc. VII y 89, 
fraccs. IV y V), también le llama mari-
na de guerra (art. 73, fracc. XIV).

Es un instituto armado que se le-
vanta, organiza y reglamenta por 
una ley que debe emitir el congreso 
de la unión (art. 73, fracc. XIV); se 
sostiene con partidas presupuesta-
les que propone el ejecutivo federal 
y aprueba la cámara de diputados 
(art. 74, fracc. IV); está bajo las ór-
denes del presidente de la república 
(art. 89, fracc. VI); ese mismo fun-
cionario nombra, conforme a la ley, 
a sus oficiales y con aprobación del 
senado o de la comisión permanente, 
también nombra a los oficiales supe-
riores (arts. 79, fracc. VII y 89, fraccs. 
IV y V).

arraigo. Acción de arraigar. En la ter-
minología constitucional, el término 
arraigo implica una excepción al dere-
cho de tránsito previsto por el art. 11. 
Por virtud de una orden judicial, que se 
emite a petición del ministerio público, 
se dispone la radicación de una perso-
na en un sitio determinado, con vista 
a impedir que un inculpado se sustrai-
ga a la acción de la justicia; también 
cuando se requiera para la realización 
de una investigación, la protección de 
una persona o de bienes jurídicos. 
Sólo procede tratándose de delitos de 
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delincuencia organizada. La autori-
dad judicial debe fijar las modalidades 
de lugar y tiempo; no puede exceder de 
40 días, salvo que medie solicitud del 
ministerio público en la que se acredite 
que subsisten las razones que le dieron 
origen, en cuyo caso podrá ampliarse, 
pero nunca podrá excederse del térmi-
no de 80 días (art. 16). 

arreglo de límites entre los estados. 
En la constitución existen dos vías para 
arreglar definitivamente los proble-
mas de límites que se presentan o pu-
dieran presentarse entre los estados; 
una, mediante un convenio que cele-
bren las entidades federativas; otra, la 
contenciosa.

La primera se concreta mediante 
un convenio que celebran los estados 
interesados con las siguientes alterna-
tivas: en algunos casos la legislatura 
local, como acto previo, autoriza al 
gobernador a proceder a un arreglo 
de límites, éste, con vista a esa autori-
zación y a lo que dispone la constitu-
ción local, nombra a un comisionado 
para que, con un equipo de asesores, 
haga los levantamientos topográficos 
respectivos, en unión del comisiona-
do del otro estado interesado; una vez 
que se han hecho los estudios respec-
tivos, el documento correspondiente 
es entregado a los gobernadores y és-
tos, a su vez, lo hacen llegar al con-
greso local para su aprobación; una 
vez realizado esto, los ejecutivos de 
ambos estados o, en su caso, los pro-
pios legislativos locales, lo envían a la 

cámara de senadores para su aproba-
ción (art. 46); la aprobación del con-
venio debe ser por el voto de las dos 
terceras partes de los senadores pre-
sentes en la sesión (art. 76, fracc. X). 
Una vez que ésta se ha dado, los lími-
tes quedan fijados en forma definitiva 
y solucionados los problemas que so-
bre ellos existían.

De no existir convenio o de no ha-
ber sido aprobado por la cámara de 
senadores el celebrado, los estados en 
confl icto, por conducto de sus gober-
nadores, deben reiniciar sus gestiones 
ante esa cámara (art. 76, fracc. XI); 
ella interviene únicamente a solicitud 
de los gobernadores de algunos de los 
estados en confl icto. Una vez que una 
entidad decide recurrir al senado, la 
otra no puede dejar de comparecer. 
Por ser una cuestión de orden público, 
es improcedente el desistimiento. No 
se trata de una demanda; no está de 
por medio una controversia. A pesar 
de ello, las partes deben hacer valer 
sus pretensiones y ofrecer pruebas. La 
resolución debe ser aprobada por el 
voto de las dos terceras partes de los 
individuos presentes. Este requisito, 
que si bien pudiera ser explicable con 
vista a preservar la integridad territo-
rial de los estados, podría impedir un 
arreglo y derivar en que los confl ictos 
se tornen eternos. No existe una ley 
que establezca el proceso a seguir. La 
ley orgánica del congreso general y el 
reglamento para el gobierno interior 
del congreso general, no establecen 
las previsiones necesarias para que el 
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senado ejerza su facultad. La resolu-
ción que emita es definitiva e inata-
cable. En caso de incumplimiento de 
parte de alguno de los estados en con-
fl icto, la ejecución de la resolución se 
debe demandar ante la suprema corte 
por vía de la controversia constitucio-
nal (art. 46).

La intervención que se concede al 
senado persigue varios objetivos: im-
pedir que, por ignorancia, negligencia 
o mala fe de parte de las autoridades 
de un estado, se lesione gravemente 
su integridad territorial; no permitir 
coalición de estados, con peligro para 
la unión; dado que, cuando se arre-
glan los límites de un estado, de al-
guna forma se está afectando el art. 
45 constitucional, que dispone que los 
estados conservan la extensión y lí-
mites que hasta 1917 habían tenido, 
es necesaria la intervención del sena-
do a fin de tomar razón de los nuevos 
límites, para todos los efectos jurídi-
cos y electorales a que haya lugar.

La primera vía, en la práctica, pre-
senta variantes; en algunos estados 
no se requiere la autorización expresa 
y previa de la legislatura para que el 
gobernador nombre al comisionado 
y sus colaboradores; por otra parte, 
es frecuente que se prescinda de los 
comisionados y los interesados con-
vengan en nombrar un árbitro, éste 
recibe pruebas y alegatos y emite un 
laudo, mismo que aceptan. Por virtud 
de un acuerdo previo entre los inte-
resados, en su oportunidad, se hace 
llegar el laudo en forma de conve-

nio a la cámara de senadores para su 
aprobación.

Los estados interesados, cuando han 
recurrido a la vía convencional y no 
han logrado la aprobación de parte 
del senado, pueden recurrir ante esa 
cámara; uno de ellos puede formular 
su solicitud en los términos fijados en 
el convenio rechazado; admitida la 
solicitud y hecho el emplazamiento, 
el otro estado pudiera allanarse a sus 
términos, con lo que, en teoría, podría 
obligar al senado a resolver de con-
formidad con la solicitud.

No obstante haberse arreglado por 
una u otra vía los problemas de lími-
tes, no por ello se puede confiar que 
en lo sucesivo ya no surjan problemas 
al respecto; es factible que las mojo-
neras se destruyan por la acción del 
hombre o de la naturaleza, que cuan-
do se ha tomado como límite un río, 
éste cambie de curso en forma natural 
o artificial, en estos casos puede vol-
ver a surgir un problema de límites.

asamblea de representantes. Órgano 
colegiado de representación ciudada-
na; estaba integrado por 66 miembros, 
40 de los cuales son de mayoría rela-
tiva y 26 de representación proporcio-
nal, cada uno de los cuales contaba 
con un suplente; duraban en su encar-
go tres años (art. 73, fracc. VI); no po-
dían ser reelegidos para el periodo in-
mediato. Gozaban de las inmunidades 
del juicio político y la declaración de 
procedencia (arts. 110 y 111). La asam-
blea de representantes sólo tenía las 
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facultades que le confería expresamen-
te la constitución. En la actualidad ha 
sido sustituida por la asamblea legisla-
tiva (véase). 

asamblea legislativa del Distrito Fe-
deral. Cuerpo colegiado al que ha sido 
confiada la facultad legislativa en el 
asiento de los poderes federales. Está 
integrado por 66 miembros, 40 de los 
cuales son de mayoría relativa y 26 de 
representación proporcional; duran 
en su encargo tres años y no pueden 
ser reelegidos para el periodo inme-
diato; gozan de las inmunidades del 
juicio político y de la declaración de 
procedencia. La constitución da a la 
asamblea legislativa el carácter de au-
toridad; es un cuerpo con facultades 
enumeradas, por lo mismo son limi-
tadas. Cuenta con un órgano interno 
de gobierno que actúa en sus recesos. 
En el Distrito Federal las facultades 
genéricas para legislar corresponden 
al congreso de la unión, por ello, la 
asamblea legislativa sólo puede le-
gislar respecto de los rubros que en 
forma expresa se enumeran en la base 
primera de la disposición C del art. 
122 constitucional. También las tiene 
para aprobar nombramientos de ma-
gistrados al tribunal superior de justi-
cia del Distrito Federal que haga el jefe 
de gobierno, para formular iniciativas 
ante el congreso de la unión respecto 
de las materias relativas al asiento de 
los poderes federales y otras. Se reúne 
del 17 de septiembre al 31 de diciem-
bre, en un primer periodo ordinario 

y del 5 de marzo al 30 de abril, en 
un segundo periodo. Puede ser con-
vocada a periodos extraordinarios de 
sesiones por el órgano interno de go-
bierno, a petición de la mayoría de sus 
integrantes o del jefe de gobierno. Su 
recinto es inviolable. 

asilo. Del latín asylum, éste del griego 
ásylon, a = a no, y sýlon: derecho de 
captura o de despojar. Lugar de refu-
gio. Desde la antigüedad, en medio 
oriente, en Grecia y Roma existieron 
ciertos sitios considerados sagrados 
en los que podían encontrar refugio 
seguro aquéllos que fueran perse-
guidos; de esos lugares no podían 
ser extraídos sin cometer sacrilegio. 
Con el tiempo la inmunidad pasó o 
se reconoció a los templos y edificios 
destinados al servicio de la religión 
católica; se reguló el derecho de asi-
lo, disponiéndose qué reos podían ser 
acogidos y las circunstancias en que 
ello se haría.

En México, siguiendo la práctica 
antes mencionada, los templos, con-
ventos y algunos edificios dedicados 
al culto católico sirvieron de asilo 
durante el tiempo de la colonia y los 
primeros años de la vida indepen-
diente del país. En la Ley sobre Admi-
nistración de Justicia y Orgánica de 
los Tribunales de la Nación, de 23 
de noviembre de 1855, conocida como 
ley Juárez, se reiteró la institución del 
asilo en los indicados sitios: “Artícu-
lo 50. La declaración de inmunidad 
siempre que un reo se acoja al asilo, 
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corresponde al superior inmediato”; 
y la existencia del fuero eclesiástico 
(art. 42).

La constitución de 1857 suprimió 
el fuero eclesiástico (art. 13), pero no 
dispuso nada respecto del asilo en 
los templos. Fue el presidente Juárez 
quien, por medio de la Ley sobre la Li-
bertad de Cultos de 4 de diciembre de 
1860, lo eliminó: “Cesa el derecho 
de asilo en los templos y se podrá y 
deberá emplear la fuerza que se esti-
me necesaria para aprehender y sacar 
de ellos a los reos declarados ó pre-
suntos, con arreglo a las leyes; sin 
que en esta calificación pueda tener 
intervención la autoridad eclesiásti-
ca” (art. 8º).

La institución del asilo, en la cons-
titución, es mencionada indirecta-
mente en el art. 15: quienes son reos 
políticos o ex esclavos y se hallen en 
el país no pueden ser extraditados. 
En el art. 27 el término asilo se usaba 
en plural, con ello se aludía a un esta-
blecimiento de beneficencia donde se 
acogen personas pobres o desvalidas; 
ha desaparecido esa mención al tér-
mino por virtud de la reforma que se 
hizo al artículo en 1992.

La inviolabilidad de los recintos 
parlamentarios a que alude el art. 61 
no significa que ellos sean lugares de 
asilo; ciertamente el ministerio públi-
co y la policía judicial que de él de-
pende, no pueden penetrar, como au-
toridad, en ellos; para que lo puedan 
hacer se requiere el consentimiento 
del presidente de la cámara respectiva 

o de la comisión permanente; en este 
caso la policía judicial queda, mo-
mentáneamente, bajo las órdenes de 
dichos funcionarios del poder legisla-
tivo (art. 12, LOCGEUM).

asociaciones religiosas (véase agru-
paciones religiosas).

atribuciones. Autorización que se con -
fiere a un poder u órgano para reali-
zar de manera válida actos y hechos, 
preferentemente, de índole adminis-
trativa. 

En la constitución es un término 
técnico; tratándose de poderes, con 
él se alude a acciones que puede rea-
lizar un poder y que no correspon-
den a la naturaleza ordinaria de su 
actividad. Así, el pleno de la suprema 
corte de justicia de la nación goza 
de facultades jurisdiccionales, por 
ser la cabeza de un poder que tiene 
encomendada esa función (arts. 103 
a 107, CPEUM y 10, LOPJF). Cuando 
ese pleno realiza acciones ajenas a la 
función jurisdiccional, como la de dar 
reglamentos, que es una actividad 
materialmente legislativa o hace un 
nombramiento, realiza actos de ín-
dole administrativa, ellos quedan en-
marcados dentro del rubro de atribu-
ciones (art. 11, LOPJF).

Los órganos públicos de autoridad 
que no son poderes, como lo son la 
comisión permanente y las entidades 
de fiscalización, federal y local (arts. 
79 y 116, fracc. II, párr. 6), gozan de 
atribuciones y no de facultades.
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auto de vinculación a proceso. Re-
solución judicial mediante la cual se 
inicia un proceso penal y una perso-
na queda sujeta a la jurisdicción del 
juez que la emite. 

Debe dictarse dentro de un plazo 
de 72 horas, salvo que el indiciado 
solicite una prórroga. 

Las autoridades responsables de 
los reclusorios que no reciban una 
copia autorizada del auto de vincu-
lación a proceso y del que decrete la 
prisión preventiva, o de la solicitud 
de prórroga, al concluir el plazo, de-
berá llamar la atención del juez que 
conoce de la acusación; si no reci-
be la copia autorizada dentro del un 
plazo de tres horas, debe poner en li-
bertad al indiciado (art. 19). 

Según se desprende de la expo-
sición de motivos que precedió a la 
reforma a la constitución de fecha 18 
de junio de 2008, esa resolución ju-
dicial no pone fin a la etapa de in-
vestigación, se limita a formalizar la 
imputación, con lo que se permite que 
el imputado conozca los elementos 
probatorios con que cuenta el minis-
terio público para incriminarlo y, con 
ello, permitirle preparar su defensa. 
Su emisión por parte del juez no pre-
supone la prisión preventiva. 

El proceso deberá seguirse única-
mente respecto del hecho o los hechos 
delictivos señalados en el auto de 
vinculación a proceso. Debe dictarse 
dentro de un plazo que no exceda de 
72 horas; puede prorrogarse sólo a 
petición del indiciado (art. 19).
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autoridad responsable. El art. 11 de la 
ley de amparo determina: “Es autori-
dad responsable la que dicta, promul-
ga, publica, ordena, ejecuta o trata de 
ejecutar la Ley o el acto reclamado.”

Autoridad responsable, para los 
efec tos del amparo, es aquella que, con 
imperio:

• Es la autora de la norma general o 
del acto por virtud del cual se or-
dena, manda o prohíbe una acción, 
o que es omisa en el cumplimiento 
de una obligación a su cargo y que 
deriva en el desconocimiento de un 
derecho o violación de una libertad 
reconocidos por la constitución; está 
de por medio el elemento responsa-
bilidad en la emisión, ejecución y de-
fensa de un acto.

• La que los ejecuta, hace cumplir o 
trata de ejecutar, ya sea como titular 
del poder o función, representante del 
ente u órgano, auxiliar, instrumento 
de ejecución.

• La que, dentro del juicio de amparo, es 
responsable de defender la constitu-
cionalidad de su actuación en cuanto 
a motivación, fundamentación, fondo 
y forma.

• La que, tratándose de obligaciones de 
hacer, por su inacción causa un agravio.

• Finalmente, se trata del ente contra el 
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cual se demanda la protección de la 
justicia federal.

Puede ser autoridad responsable 
cuan do actúa en ejercicio de las facul-
tades que tiene conferidas, como cuan-
do lo hace contra ellas y aun sin ellas; 
también lo es la autoridad que es remi-
sa u omite actuar cuando legalmente 
está obligada a hacerlo (art. 4º). 

En el juicio de amparo, es autori-
dad responsable la que, de buena fe, 
defiende, como autora, la constitucio-
nalidad o legalidad del acto reclama-
do; ella es parte, pero no demandada.

La demanda de amparo puede ser 
omisa en el señalamiento de la autori-
dad responsable; también puede haber 
defecto en cuanto a su nomenclatura 
oficial. En algunas materias procede 
suplir la deficiencia. Los defectos pu-
dieran repercutir en que no se oiga, 
por vía de informe, a la autoridad o 
que la protección no opere respecto de 
la que es la verdadera responsable.

La autoridad responsable es parte 
en los procesos de amparo; es quien, a 
juicio del quejoso, es el autor o coau-
tor del acto reclamado. Es su dicho, 
no la realidad, el que prevalece en la 
etapa inicial del trámite.

El que, en muchos casos, alguien 
ignore quién es el autor de un acto 
que le afecta, desconozca la natura-
leza del acto que le provoca la sensa-
ción de inseguridad, no sepa el alcan-
ce de las facultades y atribuciones de 
la autoridad que lo ha emitido, expli-
can la permisibilidad de la ley en esta 

materia. Es el sentimiento de indefen-
sión ante la autoridad, el que justifica 
la laxitud en la materia y que se haga 
sin responsabilidad para el quejoso.

La autoridad es parte en los juicios 
de amparo por mandamiento de la ley 
(art. 107, fraccs. XI y XII, constitucio-
nales y arts. 5º, fracc. II, 116, fracc. III 
y 166, fracc. III, LA) y por haberlo re-
suelto así la jurisprudencia, indepen-
dientemente de:

• que se trate de amparos directos o in-
directos (art. 107, fracc. XII);

• que el acto reclamado haya derivado 
de un proceso judicial y ella sea la au-
tora de la sentencia definitiva;

• que dentro del proceso, defienda o no 
la constitucionalidad o legalidad del 
acto reclamado; 

• que alegue o no razones por virtud de 
las cuales invoque causales de impro-
cedencia, con base en ellas y en otras, 
pida a la autoridad que conozca del 
amparo el sobreseimiento, lo declare 
improcedente o niegue la protección 
solicitada; 

• que le sea atribuible o no la autoría 
del acto reclamado o parte de la res-
ponsabilidad en él y

• que, al rendir su informe, se limite a re-
conocer la responsabilidad total o par-
cial en la emisión del acto reclamado.

Para los efectos del amparo, el tér-
mino autoridad debe ser tomado en 
una acepción amplia, en su connota-
ción política, referida a todo lo que 
comprende el imperio del estado; 
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también a la específica, la que alude 
a la titularidad de cualquiera de las 
funciones que conforman las facul-
tades y atribuciones de los poderes y 
órganos de autoridad: legislar, man-
dar, prohibir, prestar auxilio, juzgar o 
imponer, directamente o por medio de 
los agentes de los otros titulares, en 
forma forzada el cumplimiento de sus 
mandatos o determinaciones.

Todo representante de un ente pú-
blico: federación, estado, Distrito Fe-
deral o municipios; todo titular o par-
te de un poder, congreso, las cámaras 
que lo componen, comisión perma-
nente, poderes y autoridades locales 
u órganos públicos, como lo son los 
ayuntamientos y concejos municipa-
les, como entes y servidores públicos 
que son, están dotados de imperio o 
autoridad; con base en la ley pueden 
mandar, prohibir o no hacer y, por 
ello, afectar la persona de los gober-
nados o incidir negativamente en sus 
patrimonios.

Si bien en algunos amparos, por la 
premura o por el desconocimiento de 
quién lo formula, se puede atribuir, en 
términos genéricos y abstractos, una 
acción u omisión a una autoridad a 
la que se señala como responsable, 
en una demanda en la que su autor 
pretenda hacer un planteamiento ri-
guroso, habrá de hacer distingos y 
salvedades:

Cuando se trata de actos u omisio-
nes atribuibles al congreso de la unión, 
habrá que distinguir entre los que son 
de naturaleza legislativa o ejecutiva.

Tratándose de actos atribuibles a 
las cámaras del congreso de la unión, 
habrá que distinguir entre actos de 
naturaleza ejecutiva, como pudieran 
ser la ratificación de nombramientos, 
elección de un ministro de la corte 
dentro de una terna y los jurisdic-
cionales, como en los casos en que el 
senado se constituye en jurado de 
sentencia.

En este último supuesto, dado que 
por mandamiento constitucional la 
resolución del senado es definitiva e 
inatacable, él no puede ser señalado 
como autoridad responsable, salvo en 
los casos en que existan vicios en el 
procedimiento.

Las cámaras también realizan actos 
de colaboración, como lo son la ratifi-
cación de nombramientos, aprobación 
de tratados, elección en una terna que 
recibe del presidente de la república.

Respecto de actos u omisiones del 
poder ejecutivo, habrá que distinguir 
si se trata de actos de naturaleza le-
gislativa, como lo son los reglamentos 
y las modificaciones que hace a los 
aranceles con base en el art. 131.

Los actos ejecutivos que emite, en 
ejercicio de facultades que tiene atri-
buidas o en auxilio de los otros pode-
res. En estos supuestos habrá que ha-
cer referencia al tipo de intervención 
que le corresponde.

Los jurisdiccionales, que ejerce me-
diante tribunales y juntas que formal-
mente están dentro de su sector pú-
blico. En estos casos el presidente no 
puede ser señalado como autoridad 
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responsable, lo debe ser sólo el tribu-
nal que emitió el laudo, sentencia o 
resolución.

Poder judicial federal, emite actos 
de naturaleza legislativa, ejecutiva y 
jurisdiccional. El amparo será proce-
dente respecto de las tres clases, pero 
habrá que distinguir. Cabrá amparo en 
contra de la actuación de los jueces de 
distrito y tribunales unitarios cuando 
ejercen su función jurisdiccional ordi-
naria y no de amparo.

En todo caso habrá que distinguir 
y atribuir a cada autoridad la autoría 
que en cada caso le corresponde.

Son susceptibles de ser señaladas 
como autoridades responsables las in-
dicadas en la constitución política, los 
entes, como lo son la federación, un 
estado o el Distrito Federal; respecto 
de los poderes para el caso no importa 
su jerarquía, que sea temporal o defi-
nitiva, sean federales o locales, mili-
tares o civiles. De esa manera, se han 
admitido amparos, incluso, respecto de 
reformas a la constitución derivadas de 
la actuación de la combinación de po-
deres que el art. 135 señala como com-
petente para realizarlas.

Para los efectos de la titularidad 
del imperio, no importa que esos ser-
vidores públicos cuenten o no con los 
elementos para hacerse obedecer. Así, 
los jueces, si bien cuentan con ele-
mentos humanos, los actuarios, para 
hacer acatables sus determinaciones 
en casos importantes o peligrosos, re-
curren a las autoridades ejecutivas 
(art. 89, fracc. XII). Hay otros.

En un estado con división de pode-
res, autoridad es la persona o personas 
que gozan de poder, oficial o público, 
y que de conformidad con la ley están 
facultadas para emitir leyes o actos de 
observancia obligatoria; también lo 
son las que están facultadas para exi-
gir su cumplimiento y cuentan con los 
elementos oficiales para hacerlo.

Dentro de la administración públi-
ca existen jerarquías; pero cuando está 
de por medio un acto de autoridad que 
causa agravios, aunque el servidor pú-
blico sea inferior, en el ámbito de su 
competencia, goza de imperio. 

Hay personas morales de derecho 
público, órganos administrativos des-
concentrados (art. 17, LOAPF) que, 
como el instituto mexicano del segu-
ro social, prestan un servicio público, 
pero que debido a la naturaleza fiscal 
de las cuotas obrero-patronales, de la 
posibilidad de que sean recabadas en 
forma coactiva, son autoridades para 
los efectos del amparo. En forma uni-
lateral crean, modifican o extinguen 
situaciones jurídicas; de la misma for-
ma prohíben.

Son considerados como autori-
dades, para los efectos del amparo, 
todos aquellos entes públicos que im-
ponen sus determinaciones de manera 
unilateral a los particulares. Existen 
criterios que han considerado a las 
universidades públicas como autori-
dades. En el caso, para determinar si 
se está frente a una autoridad y de un 
acto de autoridad, habrá que conside-
rar la naturaleza del órgano, la de los 
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recursos que maneja y la del acto que 
emite.

Hay personas de derecho público 
que prestan un servicio público pero, 
no por ello, pueden ser consideradas 
como autoridades.

Para fines prácticos, en cuanto a 
la interposición de una demanda de 
amparo, un litigante debe partir del 
supuesto de que todo órgano que es 
creado por una ley, que goza de auto-
nomía y que maneja fondos públicos, 
es una autoridad que puede emitir 
actos violatorios de derechos y liber-
tades. Debe hacerlo aun en los casos 
en que exista jurisprudencia que le 
niegue tal carácter. Siempre existe la 
posibilidad de que los tribunales cam-
bien de criterio.

Hay otras personas que siendo ser-
vidores públicos, como lo son los di-
rectores y profesores de las escuelas 
oficiales, que gozan de autoridad den-
tro de sus planteles sobre alumnos o 
personal docente y que manejan fon-
dos y recursos públicos, hasta la fecha 
se considera que no gozan de imperio, 
por lo que no pueden ser señaladas 
como autoridades responsables.

En la constitución tambien se tiene 
como autoridad responsable a quien 
es director, jefe o alcaide de los esta-
blecimientos en donde se halle reclui-
do un indiciado (art. 19).

autoridades de facto. Una autoridad 
legítima es la que ha accedido al car-
go tras haber agotado el proceso que 
marca la ley. Esto no siempre es así. 

Ha sido frecuente que con motivo de 
confl ictos armados, alguien asuma 
la titularidad de una autoridad al 
margen de la ley o en contra de lo 
que ella dispone. En estos casos se 
está frente a una autoridad de hecho. 
Sus determinaciones son acatadas en 
la medida en que cuenta con los ele-
mentos de fuerza para hacerlo de 
buen o mal grado de parte de los go-
bernados. 

En el sistema constitucional, por 
seguridad jurídica, existe la presun-
ción de que toda autoridad es legítima 
y competente. Siempre se debe partir 
de ese supuesto. La legitimidad alude 
al origen de una autoridad. 

El apego a la ley de parte de los 
titulares de ella y sus agentes en la 
emisión de sus actos de imperio alu-
de a un segundo problema. Se en-
tiende la actuación de los titulares 
de la autoridad dentro de la órbita de 
las facultades y atribuciones que 
para ellos derivan de la ley.

Han existido y existen autoridades 
de facto. Por tales se entiende las que:

• no tienen existencia en las leyes;
• asumen el cargo al margen de los sis-

temas de sustitución que establece la 
ley;

• existiendo un cargo en las leyes, no se 
respetan los términos de duración del 
mandato que ellas establecen y sus ti-
tulares se prolongan en el cargo.

En teoría, quienes incurren en al-
gunas de las conductas anteriores 
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violan la ley; hacerlo es un delito para 
el que existen penas. 

Quien siendo particular, utiliza la 
fuerza pública sin tener derecho a ha-
cerlo. Es el elemento de disponer de la 
fuerza oficial lo que hace procedente el 
amparo contra una autoridad de hecho.

En el pasado, una vez concluidos 
los movimientos revolucionarios, se 
pretendieron impugnar los actos pro-
venientes de autoridades de facto. Los 
tribunales no entendieron la naturale-
za del sistema constitucional mexica-
no, por ello resolvieron:

AUTORIDADES PRECONSTITUCIONALES. Se-
ría absurdo pretender que las autorida-
des que funcionaban en el año de 1916, 
ajustaran sus actos a un Código Funda-
mental que aún no existía.
CONSTITUCIÓN DE 1857. Dejó de tener 
observancia desde el momento en que 
los Poderes legalmente establecidos 
fueron usurpados por un gobierno ile-
gítimo.
T. I. P. 804. Amparo penal. Granda Hi-
ginio, 24 de octubre de 1917, mayoría 
de seis votos.

Los ministros de la corte pasaron 
por alto que por virtud del preámbulo 
de la constitución de 1917, que dis-
pone: “CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS que re-
forma la del 5 de febrero de 1857”, 
hay continuidad constitucional, que la 
de 1917 no abrogó la de 1857.

Ignoraron el art. 128 de la consti-
tución de 1857, similar al art. 136 de 

la de 1917, que dispone: “Esta Cons-
titución no perderá su fuerza y vigor, 
aun cuando por una rebelión se inte-
rrumpa su observancia.”

Dada la presunción de legitimidad 
de toda autoridad, el amparo y, en su 
caso, la suspensión, debe ser admisible 
respecto de actos provenientes de las 
de facto. De la tramitación del juicio 
pudiera derivar la ilegitimidad y los 
elementos para fincar responsabilidad 
a quien hubiere usurpado una función 
pública (AUTORIDADES DE FACTO. CON-
CEPTO. Amparo en revisión 1205/89. 
Rafael Cruz Pérez).

ayuntamiento. Del anticuado ayun-
tar: juntar, añadir. El gobierno de los 
municipios se deposita en un cuerpo 
colegiado que se denomina ayunta-
miento; cuando sus miembros son de-
signados por la legislatura, se nombra 
concejo municipal. Sus miembros son 
de elección popular directa, por regla 
general duran tres años en el ejerci-
cio de sus encargos, no pueden ser 
reelegidos para el periodo inmediato 
(art. 115). Para ser elegido o designado 
para formar parte de un ayuntamien-
to se requiere reunir ciertos requisitos 
mínimos, como edad, residencia en el 
municipio, ciudadanía, frecuentemen-
te modo honesto de vivir y saber leer 
y escribir.

Para que el ayuntamiento pueda 
sesionar válidamente se requiere que 
concurran más de la mitad de sus 
miembros; el presidente tiene voto de 
calidad; pueden sesionar en cabildo 
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abierto, aunque lo común es que lo 
hagan en cerrado; sus miembros se 
reúnen periódicamente o cuando los 
convoca el presidente municipal; el 
voto de cada uno de los integrantes 
tiene valor idéntico; la falta de un 
miembro es cubierta por su suplente, 
que también es de elección popular; 
las sesiones, por lo ordinario, se cele-
bran en el recinto municipal, aunque 
se pueden celebrar fuera de él, pero 
dentro del territorio del municipio, 
previo acuerdo que se tome por sus 
integrantes; las reuniones son mode-
radas por el presidente municipal y, 
en sus faltas, por el síndico. 

El secretario debe levantar las actas 
en las que se asientan los acuerdos, re-
glamentos y demás disposiciones que 
aprueben los concurrentes, que debe-
rán ser firmadas por ellos en unión del 
secretario. Pueden celebrar sesiones 
per manentes, secretas, especiales, so-
lemnes, ordinarias y extraordinarias. 
Los acuerdos se adoptan por mayoría 
de votos. 

Las sesiones se regulan por lo que 
dispone la ley orgánica municipal, los 
reglamentos y la costumbre. Se puede 

citar a la junta a los directores, jefes 
de departamento, asesores, para los 
efectos de que ilustren el criterio de 
los miembros del ayuntamiento. Para 
las sesiones extraordinarias se requie-
re un previo citatorio; por lo general 
en ellas se tratan sólo los asuntos ob-
jeto de la convocatoria; no se requiere 
citatorio para las sesiones ordinarias. 
Los acuerdos tomados, los reglamen-
tos aprobados y las determinaciones 
adop tadas, por lo general no son sus-
ceptibles de ser revocados en la mis-
ma sesión; lo pueden ser cuando son 
violatorios de la constitución o de las 
leyes.

azotes. Del árabe as-sawt, el látigo. Pena 
corporal que consistía en golpes que se 
aplicaban generalmente en la espalda 
del infractor con un látigo. Escriche 
hacía notar que en el derecho roma-
no era tenida como una pena ligera 
que no hacía infames a los que la su-
frían. Fue abolida por la constitución 
de 1857 (art. 22); en el caso, el térmi-
no abolir es el correcto por cuanto a 
que se dispuso: “Quedan para siempre 
prohi bidas las penas de […] los azotes.”

azotes



bagajes. Del francés bagage, de bague, 
y éste del escandinavo baggi, paque-
te. En el art. 16 constitucional el tér-
mino es usado en su acepción de ani-
males o carros que proporcionan los 
habitantes de las poblaciones para 
conducir el equipaje militar, cuando 
las fuerzas armadas no contaban con 
cuarteles, carros y abastecimientos 
propios; se trataba de una prestación 
a cargo de los municipios que instru-
mentaban y organizaban los ayunta-
mientos, que se daba en los términos 
que dispusiera la ley marcial respec-
tiva; se entiende que debía ser un 
servicio obligatorio, pero retribuido. 
Por aparecer en el título primero de la 
constitución: “De los derechos huma-
nos y sus garantías”, es de suponerse 
que la institución estaba encaminada 
a impedir abusos de parte de los mili-
tares respecto de los particulares y su 
patrimonio. En la actualidad la insti-
tución ha desaparecido.

Escriche definía el término como: 

Las caballerías y carros con que los 
vecinos de los pueblos tienen que 
acudir a las tropas transeúntes para la 
conducción de los utensilios, equipaje 
y enfermos.

bandera. Del latín vulgar bandaria, tro-
zo de tela que se utiliza como insignia 
de la nación. El congreso de la unión 
está facultado para legislar respecto de 
sus características y uso (art. 73, fracc. 
XXIX, B); las embarcaciones o aerona-
ves que se amparen con la bandera 
nacional deberán contar con capitanes, 
pilotos, patrones, maquinistas, mecá-
nicos y todo el personal de tripulación 
de nacionalidad mexicana (art. 32). Las 
características de la bandera han va-
riado a lo largo de la historia.

bando de policía y buen gobierno. 
Complejo normativo de naturaleza ad-
ministrativa, que emiten los ayun-
ta mientos dentro de la órbita de su 
competencia, que regulan la convi-
vencia entre los habitantes de un mu-
nicipio y las relaciones entre gober-
nantes y gobernados. Su vigencia, en 
teoría, está en función de la duración 
del ayuntamiento que lo emitió, por 
lo que, en principio, es de tres años, 
pudiendo ser ratificado por las auto-
ridades municipales que los sustitu-
yan; por ello, de hecho, su duración 
es permanente.

Cuando esos instrumentos norma-
tivos regulan el orden y la seguridad se 
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denominan bandos de policía; cuando 
ellos contienen principios que tienden 
a garantizar el buen funcionamiento 
y adecuada prestación de los servicios 
públicos municipales, se llaman ban-
dos de buen gobierno. Cuando regulan 
ambas materias se les da el nombre de 
bando de policía y buen gobierno. En 
los estados esos documentos son emi-
tidos por los ayuntamientos o conce-
jos municipales.

Ante la carencia de órganos infor-
mativos regulares, durante mucho 
tiempo fueron dados a conocer a los 
interesados a grito vivo, dándoles lec-
tura en lugares estratégicos y concu-
rridos de las poblaciones mediante 
bandos solemnes u ordinarios; con el 
transcurso de los años y la repetición 
de los actos, el nombre del instrumen-
to, del medio, pasó a ser usado como 
sinónimo de la materia, de la esencia. 
Es por eso que en la actualidad a esos 
complejos normativos se les ha deno-
minado bandos, bandos de policía y 
buen gobierno.

Fue costumbre, también, fijar su 
texto en los estrados de la casa muni-
cipal, de los juzgados, demás edificios 
públicos y templos; en ellos estaba a 
la vista de los habitantes. Se trató de 
otra forma de hacer pública una orde-
nanza; esto fue común y usual.

Los bandos de policía y buen go-
bierno en emisión, alcances, materia y 
aplicación están sujetos a ciertos prin-
cipios que, por lo general, no están 
consignados ni en las constituciones 
locales ni en las leyes emanadas del 

órgano legislativo; éstos son los si-
guientes:

Se trata de un complejo normativo 
que aunque aplicable en una circuns-
cripción territorial limitada, tiene la 
característica de ser general, abstracto 
y no es ni particular ni concreto.

No obstante emanar de una auto-
ridad que actúa sólo en forma transi-
toria, en la práctica tienen la caracte-
rística de ser permanentes y estables.

La ley, como es sabido, es el resul-
tado de una serie de actos encadenados 
entre sí, sucesivos y complementarios 
que se denomina proceso legislativo;  
bandos, por su parte, son también el 
producto de un proceso, que pudiera 
denominarse proceso municipal, que se 
integra por una iniciativa o propues-
ta, el estudio, discusión, aprobación y 
publicación. No emana de un solo in-
dividuo; es el producto de un consenso 
al que llegan los integrantes del ayun-
tamiento. Deriva de un acuerdo en su 
sentido gramatical amplio, es decir, de 
una coincidencia de varias voluntades 
en las materias que lo integran.

Entre los bandos de policía y buen 
gobierno y los restantes acuerdos, 
órdenes y resoluciones de un ayun-
tamiento, no existe una relación de 
jerarquía; nada hay que haga suponer 
que aquéllos sean superiores y éstos 
inferiores; tienen idéntico valor. Con 
las precisiones del caso, es aplicable el 
principio de que ley posterior deroga a 
la anterior. Pueden ser modificados o 
derogados por el propio ayuntamiento 
que los emitió o por los que le sigan 
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en el mando. No se trata de documen-
tos rígidos que sólo puedan ser modi-
ficados recurriendo a procedimientos 
extraordinarios y engorrosos.

Dentro del cuadro de jerarquía de 
las leyes, que parte de la constitución, 
como norma suprema, pasando por 
las leyes federales, constituciones de 
los estados y leyes de éstos, los ban-
dos ocupan el último lugar en el esca-
lafón. Son inferiores a los actos ema-
nados del congreso de la unión y de 
las legislaturas de los estados, cuando 
actúan en ejercicio de las facultades 
que les corresponden.

Por disposición constitucional, los 
ayuntamientos, en ejercicio de la fa-
cultad reguladora de la vida de sus 
comunidades, pueden expedir tanto 
los aludidos bandos de policía como 
reglamentos, circulares y disposi-
ciones administrativas de observan-
cia general; es una función que sólo 
ellos pueden desempeñar; no existe la 
posibilidad de que, ante su inactivi-
dad o silencio, lo haga la legislatura 
o el gobernador del estado y, mucho 
menos, otro ayuntamiento.

Los ayuntamientos, en ejercicio de 
su facultad reguladora, deben respe-
tar ciertos imperativos: los bandos no 
pueden estar en oposición a la cons-
titución general, las de los estados ni 
las leyes, federales y locales. Cuando 
se trate de un ayuntamiento de usos y 
costumbres, tampoco pueden contra-
decir éstas.

Los bandos, en todo caso, deberán 
estar de acuerdo con las bases norma-

tivas que emitan las legislaturas de los 
estados; por lo general no existe vía 
para que, de no ser esto así, se pue-
da declarar su ilegalidad. Es evidente 
que se trata de una materia de índole 
jurídica que, por lo mismo, su reso-
lución debía estar confiada a los tri-
bunales del estado, concretamente al 
superior de justicia. Existe como una 
vía irregular el recurrir a la figura de 
desaparición o suspensión de ayunta-
mientos. Hacerlo sería sancionar a sus 
autores, pero no derivaría en enmen-
dar la violación.

Los bandos son instrumentos lo-
cales complementarios de la actividad 
le gislativa del congreso del estado. 
No pueden reglamentar instituciones 
previstas en las leyes; la función de 
hacerlo corresponde en forma priva-
tiva al gobernador. Se circunscriben a 
regular la vida de una comunidad en 
aquellas materias que tengan relación 
con ella y que no hayan sido nor-
madas por la legislatura. De alguna 
forma cubren los vacíos legales que 
sobre el tema de convivencia comuni-
taria se observa en el sistema jurídico 
de un estado; por eso se les califica de 
complementarios.

En los bandos de policía no se 
pueden prever delitos, penas ni auto-
ridades que conozcan de ellos y apli-
quen éstas. Por disposición constitu-
cional los delitos y las penas deben 
estar previstos en las leyes y los en-
cargados de aplicarlas son los jueces 
y tribunales. Pueden prever infrac-
ciones y sanciones; éstas no pueden 
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exceder de los máximos establecidos 
en el art. 21 constitucional.

Los bandos de policía no requieren, 
para entrar en vigor, que aparezcan en 
una gaceta, periódico o diario ofi cial 
del ayuntamiento; es sufi ciente con que 
de una u otra forma estén al alcance 
del público, ya sea por haber sido fi ja-
dos en los lugares públicos, ya sea por 
cuanto a que se les haya dado lectura 
en esos mismos lugares. En esto sigue 
siendo aplicable la práctica que en for-
ma constante se ha venido observando 
desde la colonia. Es de hacerse notar 
que las materias que son reguladas por 
los bandos son tan conocidas, elemen-
tales y sencillas, que aun cuando no 
fueran reguladas formalmente serían 
observadas por la población.

bando de policía y buen gobierno

Los bandos emanan de los ayun-
tamientos aun en los casos en que 
hubieren sido aprobados por los vo-
tos mínimos que sean necesarios para 
considerarlos válidos; su autoría y res-
ponsabilidad recaen en el cabildo en 
su totalidad, sin importar los votos 
en contra.

En un municipio puede haber uno 
o varios bandos de policía; no se ago-
ta la facultad del ayuntamiento con la 
emisión de uno o dos de ellos.

Por cuanto a que emanan de una 
autoridad administrativa, como lo es 
un ayuntamiento, gozan de esa mis-
ma característica desde el punto de 
vista formal; pero materialmente son 
actos legislativos.



caducidad de la instancia. Institución 
de naturaleza procesal por virtud de 
la cual un tribunal da por concluida 
una instancia, sin resolver el fondo de 
la controversia. Opera por inactividad 
procesal de las partes. 

En la constitución mexicana, la 
caducidad de la instancia está referida 
al juicio de amparo (art. 107, fraccs. II 
y XIV); opera por inactividad o falta 
de promoción del recurrente en mate-
rias civiles y administrativas. 

Es improcedente en otra clase de 
juicios de amparo, como los penales, 
los laborales, cuando quien promue-
ve es el trabajador y aquellos en los 
que se reclamen actos que puedan te-
ner como consecuencia privar de la 
propiedad o posesión y disfrute de 
tierras, aguas, pastos y montes de los 
ejidos o núcleos de población, ejida-
tarios o comuneros. 

Procede declarar la caducidad de la 
instancia cuando no se ha efectuado 
ningún acto procesal o el quejoso no 
ha promovido durante el término de 
300 días naturales. 

No procede cuando la audiencia ya 
se ha celebrado o ya ha sido listado el 
asunto para audiencia (art. 74, fracc. V,
LA).

cámara de diputados. Es una de las 
par  tes que integran el congreso de 
la unión, la otra es la de senadores 
(véase): fracción colegisladora cons-
tituida por 500 miembros, 300 de los 
cuales son elegidos según el princi-
pio de votación mayoritaria relativa 
y 200 de representación proporcio-
nal. Se renueva totalmente cada tres 
años.

Los recintos en que se reúnen para 
sesionar, sea en forma permanente o 
transitoria, son inviolables; su presi-
dente, quien debe velar por el respeto 
al fuero constitucional de sus inte-
grantes, es el presidente del congreso 
cuando se reúne en cámara única.

Por mandamiento constitucional la 
cámara de diputados debe ser cámara 
de origen cuando las iniciativas ver-
sen sobre contribuciones, empréstitos, 
reclutamiento de tropas y acusaciones 
contra los servidores públicos federa-
les por delitos cometidos en el desem-
peño de sus encargos.

Las sesiones conjuntas del congre-
so se deben realizar en el recinto de la 
cámara de diputados. Durante algún 
tiempo, a sus miembros se les consi-
deró representantes de la población; 
ahora representan a la nación.
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Contrariamente a lo que pasó con 
el senado, que desapareció temporal-
mente (1857-1874), la cámara de di-
putados ha existido a lo largo de la 
historia constitucional; dado el creci-
do número de miembros, la edad mí-
nima que se requiere y su extracción, 
se ha considerado una cámara impe-
tuosa, revolucionaria y dada a la in-
novación. Cuenta con facultades que 
también son comunes a la cámara de 
senadores pero que ejercita sin el con-
curso de ésta (art. 77). Sus facultades 
exclusivas las consigna el art. 74.

cámara de senadores. El constituyen-
te optó por integrar el congreso de la 
unión por dos cámaras, una de dipu-
tados y otra de senadores. Esto ha sido 
así en la historia de México como país 
independiente, con la salvedad de la 
constitución de 1857. En ésta desapa-
reció; su existencia se consideró como 
obstáculo para la realización de las 
reformas que, a juicio de los liberales, 
el país requería. Fue restablecida en 
1874, bajo la presidencia de don Se-
bastián Lerdo de Tejada.

En la constitución de 1824 los se-
nadores eran elegidos por las legisla-
turas de los estados; por esa razón se 
les consideró como representantes de 
los estados. En las reformas de 1874 
la intervención de las legislaturas se 
redujo a facultarlas a emitir una de-
claración de senador electo. En la ac-
tualidad existen tres vías para elegir-
los: dos son de mayoría relativa, otro 
a la primera minoría y otro mediante 

el sistema de representación propor-
cional (art. 56).

La cámara de senadores se integra 
por 128 miembros, quienes duran en 
su encargo seis años y no pueden ser 
reelegidos para el periodo inmediato. 
Se renueva totalmente cada seis años. 
Los senadores gozan de una triple in-
munidad: declaración de procedencia 
(art. 111), juicio político (art. 110) e 
inviolabilidad por las opiniones que 
formulen en el desempeño de sus en-
cargos (art. 61).

Actúa como cámara colegislado-
ra; goza de facultades exclusivas (art. 
76). Le han sido conferidas faculta-
des ejecutivas, cuando hace o ratifica 
nombramientos, elige a ministros de 
la suprema corte dentro de una terna 
que se le presenta. También goza de 
facultades jurisdiccionales, cuando 
se constituye en jurado de sentencia 
(art. 110).

cartas puebla. Joaquín Escriche dice 
que son “el diploma en que se con-
tiene el repartimiento de tierras que 
se daban a los nuevos pobladores de 
algún sitio o paraje en que se funda-
ba algún pueblo”.

María Moliner las define así: “Do-
cumento en que se contenían las con-
cesiones y privilegios concedidos por 
un soberano a los que iban a poblar un 
lugar recién conquistado o fundado.”

Jesús Lalinde encuentra que:

La “carta de población” (charta popu-
lations) es el conjunto de normas que 
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regulan el establecimiento de determi-
nado número de personas o de fami-
lias en un lugar sin poblar o defi ciente-
mente poblado, para su colonización. El 
otorgante puede serlo el rey, un conde, 
un señor laico o eclesiástico o un con-
cejo. Los destinatarios son las personas 
o familias que acuden al lugar, señala-
das, a veces de manera indefi nida, y, 
a veces, con designación concreta de 
sus nombres. La forma suele ser im-
perativa y a modo de acto otorgado o 
unilateral, pero, a veces, adopta la for-
ma de “pacto” (foedus). El objeto es la 
constitución de un poblado y el cultivo 
de los campos, por lo que su contenido 
se concreta en la atribución de la pro-
piedad de las tierras y derechos com-
plementarios, así como en la garantía 
de la tranquilidad de los colonos y de 
sus familias.

Lalinde considera que las cartas 
puebla son privilegios “en sentido lato”.

Por su parte Miguel S. Macedo, en 
sus Apuntes para la historia del dere-
cho penal mexicano, plantea:

1. CARTAS-PUEBLA Y FUEROS MUNICIPALES 
(SIGLOS IX A XIV). 63. Aquellos tiempos 
de guerra continua lo eran asimismo de 
completa inseguridad, sobre todo en las 
regiones fronterizas con los musulma-
nes, o con otros reinos cristianos, donde 
el peligro de saqueo era inminente. A 
veces sucedía que reconquistada una 
región, volvía de nuevo a poder de 
los moros por la fuerza de las armas. 
Ante esta circunstancia las gentes se 

retraían de poblar, especialmente las 
tierras fronterizas; pero como la ne-
cesidad era ingente, los reyes procu-
raron halagar a los pobladores de las 
nuevas villas concediéndoles privile-
gios y mercedes, ya declarando libres 
a los que en ellas entrasen, aunque 
fuesen de condición servil, eximién-
dolos de contribuciones y servicios, 
otorgándoles cierta autonomía políti-
ca o reconociéndoles sus prácticas y 
exenciones consuetudinarias.

Las libertades de cada villa cons-
taban en su carta puebla, escritura de 
población o fuero, que procedía del rey, 
por lo común, aunque hubo también 
los fueros llamados de señorío, proce-
dentes de los señores. Las libertades 
otorgadas variaban mucho según los 
casos, en proporción a lo ingente de 
la necesidad de poblar o de atraerse el 
rey el apoyo de las villas, para robuste-
cerse en la lucha contra la nobleza, si 
bien se redujeron en lo general a pocos 
tiempos principales, pues era frecuen-
te extender a varios lugares el mismo 
fuero ya concedido a uno. 

Por lo común, el gobierno local era 
confiado a un concejo (de concilium) o 
asamblea de vecinos, que constituían 
el poder supremo y único con faculta-
des administrativas y judiciales, e in-
tervención en ciertos actos que habían 
de celebrarse en su presencia (ventas, 
donaciones, testamentos, etc.), como 
en las antiguas curias romanas. 

El concejo nombraba anualmente 
un juez y varios jurados, fi eles o vee-
dores, que bajo su inmediata depen-
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dencia desempeñaban las funciones 
que les delegaban y eran ejecutores de 
las resoluciones del concejo. De esta 
manera nació el régimen municipal de 
la reconquista.
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catastro. Lista de terrenos con su valor 
y extensión. Del griego tardío katás-
tikhon, cuaderno; de kata, hacia aba-
jo, más stíkhos, renglón, línea. Regis-
tro de las fincas urbanas y rústicas de 
un municipio, con expresión de sus 
propietarios y del precio para los efec-
tos del pago del impuesto predial. La 
constitución obliga a los ciudadanos 
mexicanos a inscribirse en el catastro 
de la municipalidad, manifestar las 
propiedades que tenga y la industria, 
profesión o trabajo de que subsista 
(art. 36, fracc. I). 

El catastro, como un impuesto a la 
riqueza, a decir de Maquiavelo, se es-
tableció en Florencia en 1427:

Para que dichas cargas fueran pro-
porcionales a las riquezas, se propuso 

que la imposición se hiciera sobre los 
bienes y que, por cada cien fl orines 
de su valor, se pagara medio fl orín de 
recargo. Puesto que la tasación debía 
hacerse en base a la ley, y no en base 
a la decisión de algunas personas, ésta 
vino a pesar de manera especial so-
bre los ciudadanos ricos, los cuales la 
desaprobaron aun antes de que fuera 
sometida a discusión. […] Y como al 
ponerla en práctica se sumaban to-
dos los bienes de cada contribuyente, 
operación que los fl orentinos llaman 
acumular o accatastare, se denominó 
aquel impuesto catastro. [Las cursivas 
son nuestras.]

El registro de los ciudadanos en la 
municipalidad, con mención de sus 
ocupaciones, es una reminiscencia del 
derecho feudal; a decir de Michel 
Foucault: “El poder feudal se ejer-
ce sobre los hombres en la medida 
que pertenecen a cierta tierra: la ins-
cripción geográfica es un medio de 
ejercicio del poder. En efecto, la ins-
cripción de los hombres equivale a 
una localización.”
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cédula profesional. Documento públi-
co por virtud del cual una autoridad 
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educativa certifica la existencia de un 
título profesional y su regular expe-
dición. Jurídicamente no sustituye a 
éste, simplemente sirve de constancia 
de su existencia. Puede ser expedida 
por las autoridades de los estados o 
la secretaría de educación pública, por 
conducto de la dirección general de 
profesiones, por lo que se refiere ex-
clusivamente al Distrito Federal.

Lo relativo a títulos profesionales 
(véase), su expedición y registro e ins-
tituciones de los estados competentes 
para emitirlos, es competencia de los 
legislativos. El congreso de la unión 
sólo lo puede hacer por lo que se re-
fiere al Distrito Federal.

Los jueces de los estados, constitu-
cionalmente, están obligados a respe-
tar sólo los mismos títulos profesio-
nales; la obligación de respetar una 
cédula profesional está establecida por 
la ley secundaria federal, para lo que 
no existe fundamento constitucional, 
con vista a lo dispuesto por los arts. 
5º, 73, fracc. XXV; 121, fracc. V, y 124.

censura. Del latín censura, de censere, 
evaluar, juzgar. Acción por virtud de 
la cual una autoridad examina un es-
crito para ver si hay en él algún in-
conveniente desde el punto de vista 
político o moral y que puede provo-
car que se prohíba su publicación. El 
art. 5º prohíbe que la ley o las autori-
dades establezcan la censura previa. 
La censura, como aparece en la cons-
titución, es una limitante a la liber-
tad de prensa. La iglesia católica hizo 

efectiva la censura a través de exigir 
una licencia para la publicación de 
un impreso; ella se otorgaba después 
de un análisis de su contenido por 
parte de una autoridad eclesiástica. A 
la licencia o permiso se le denominó 
imprimatur.

circular. Del latín tardío circularis, circu -
lar, del latín circulus, círculo. Comu-
nicación o aviso que emite y envía un 
superior a sus subordinados en la que 
se contienen instrucciones, indicacio-
nes o criterios obligatorios. Capitant 
la define como instrucción dirigida 
por un superior jerárquico al personal 
bajo sus órdenes destinadas a servir 
de guía a los funcionarios y agentes 
para la aplicación de las leyes y regla-
mentos; agrega que las circulares no 
son susceptibles de ser impugnadas 
por los particulares por cuanto a que 
no los obligan.

El nombre le viene a la comunica-
ción por cuanto a que el documento 
circulaba entre el personal de una de-
pendencia para que cada uno se en-
terara de su contenido, firmara para 
constancia y, enseguida, lo pasara al 
siguiente empleado.

En el ámbito federal las circula-
res las pueden emitir los secretarios 
de estado y demás funcionarios con 
jerarquía, debidamente instruidos de 
acuerdo con el art. 3º, fracc. III, de la 
Ley del Diario Ofi cial de la Federación 
y Gacetas Gubernamentales. Aunque 
el pleno de la suprema corte de jus-
ticia de la nación no está autorizado 
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expresamente para emitir circulares, 
la verdad es que sus órdenes y dispo-
siciones internas en estricto derecho 
pueden ser calificadas de tales (art. 12, 
fraccs. VII y XXXVI, LOPJF).

Las circulares no pueden contra-
venir las leyes y las instrucciones, 
indicaciones y criterios que conten-
gan serán obligatorios mientras no 
se emitan otros que los sustituyan o 
contradigan.
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circulares municipales. Disposiciones 
de carácter general y orden interno 
que emiten los ayuntamientos o con-
cejos municipales, las cuales contie-
nen criterios, principios técnicos o 
prácticos para el mejor manejo de una 
administración municipal.

clausura de sesiones. Acto por virtud 
del cual un órgano colegiado da por 
concluido un periodo de sesiones; lo 
verifican el congreso de la unión, las 
legislaturas de los estados y la supre-
ma corte de justicia de la nación.

Por lo que se refiere al congreso 
de la unión se trata de una sesión 
solemne, conjunta, ya que asisten a 
ella diputados y senadores en el lo-
cal de aquéllos y bajo su presidencia, 
en la que no se delibera y en la que 
su presidente declara concluido un 
periodo, ordinario o extraordinario, 

de sesiones. Una vez que el congreso 
hubiere concluido el estudio, discu-
sión y votación de las iniciativas que 
se le presenten, puede dar por con-
cluidos sus trabajos y clausurar sus 
sesiones antes de la fecha señalada; 
para ello se requiere un acuerdo de 
ambas cámaras; no importa lo avan-
zado del periodo. Si no se ha con-
cluido el estudio, discusión y vota-
ción de las iniciativas y ha llegado 
la fecha límite, ambas cámaras deben 
cesar sus actividades y sin necesidad 
de que medie acuerdo, deben con-
cluirlas. Para los periodos ordinarios 
de sesiones se señalan como fechas 
límite el 15 de diciembre y el 30 de 
abril de cada año (art. 66); los pe-
riodos extraordinarios concluyen al 
terminar el estudio, discusión y vo-
tación de los negocios objeto de la 
convocatoria formulada por la comi-
sión permanente.

La constitución, al fijar un límite 
a la actividad del congreso, persigue 
impedir su funcionamiento prolonga-
do en perjuicio del ejecutivo y de las 
instituciones.

coalición. Del latín medieval coalitio-
nem, del latín coalitus, participio pa-
sivo de coalescere, crecer hasta jun-
tarse. Unión de dos o más entidades 
federativas en un pacto diverso del 
que establece la constitución; gene-
ralmente se han formado con vista 
a fines temporales. Ha habido varias 
coaliciones; el 30 de julio de 1833, a 
iniciativa del gobierno de Jalisco, se 
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formó una con el fin de defender a 
la federación, se integró por Queréta-
ro, Guanajuato, Michoacán, San Luis 
Potosí, Zacatecas, Durango y Jalisco. 
En 1857, los estados de Querétaro, Mi-
choacán y Jalisco formaron una coa-
lición para defender el orden consti-
tucional; el 18 de abril de 1913, los 
estados de Coahuila, Sonora y Chihu-
ahua se unieron para llevar adelan-
te el Plan de Guadalupe y derrocar a 
Victoriano Huerta.

Las coaliciones de estado han sido 
prohibidas desde la constitución de 
1824, pasando por la de 1857 y hasta 
llegar a la presente (art. 117, fracc. I).
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colegio electoral. La constitución es-
tablece la existencia de un colegio 
electoral (arts. 73, fracc. XXVI, y 84). 
Es colegio, puesto que está compues-
to por un número crecido de miem-
bros, los que integran las cámaras que 
conforman el congreso de la unión; 
es electoral, por razón de que, en for-
ma temporal, el poder legislativo de 
la unión asume una función que le es 
ajena, la de elegir presidente de los 
Estados Unidos Mexicanos, a fin de 
suplir las faltas temporales o definiti-
vas que se presenten.

El colegio se reúne en el local de 
la cámara de diputados, bajo la presi-
dencia de ésta; a la sesión deben asistir 
las dos terceras partes de los miembros 
que integran ambas cámaras (arts. 84 
y 85). El nombramiento se debe hacer 
en escrutinio secreto y por mayoría 
absoluta de votos.

Para que el congreso de la unión 
se constituya en colegio electoral se 
requiere el acuerdo expreso de ambas 
cámaras, que se debe adoptar en for-
ma separada por cada una de ellas; 
una vez que los legisladores que in-
tegran las cámaras se reúnen legal-
mente, abandonan temporalmente sus 
funciones legislativas; sólo pueden co-
nocer de la materia que los ha llevado 
a constituirse en colegio. El acuerdo 
del que deriva el nombramiento es fir-
me e inatacable; no puede ser vetado. 
Tratándose del nombramiento de un 
presidente interino, la convocatoria a 
nuevas elecciones es una facultad que 
corresponde al congreso de la unión, 
que ejerce actuando sus cámaras en 
forma separada y sucesiva. 

Por tratarse de un colegio electo-
ral, debió haberse aludido a una elec-
ción; la constitución utiliza los térmi-
nos designación o nombramiento.
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comisión permanente. Órgano del po-
der legislativo de la unión; funcio-
na en los recesos del congreso de la 
unión. Goza de atribuciones. Por tra-
tarse de un órgano y por razón de lo 
dispuesto en el segundo párrafo del 
art. 78, éstas únicamente pueden ser 
las que aparecen mencionadas en ese 
precepto y a lo largo de la consti-
tución. De los términos en que está 
redactado el precepto, se infiere que 
las leyes secundarias no pueden in-
crementar sus atribuciones.

Se integra por 37 miembros; 19 
diputados y 18 senadores propieta-
rios; por cada titular se nombra un 
suplente; son nombrados por sus 
respectivas cámaras, mediante voto 
secreto, en la última sesión de cada 
periodo ordinario (art. 117, LOCGEUM); 
su quórum es más de la mitad, sus 
resoluciones las adopta por mayoría 
de votos de los presentes, excepto en 
los casos de convocatoria a periodos 
extraordinarios de sesiones o de de-
signación de gobernador provisional, 
en los que deberán hacerlo por el voto 
aprobatorio de las dos terceras partes 
de los presentes (arts. 76, fracc. V, y 
78, fracc. IV).

Debe sesionar cuando menos una 
vez a la semana, cuenta con comisio-
nes para el despacho de los negocios; 
sus periodos corren del 16 de diciem-
bre al 31 de enero y del primero de 
mayo al 31 de agosto de cada año; ya 
que el congreso puede concluir sus 
periodos de sesiones con anterioridad 
a la fecha límite, es factible que el 

tiempo de actuación de la permanente 
sea aumentado.

Sus atribuciones más importantes, 
entre otras, son: convocar al congre-
so de la unión o a cualquiera de las 
cámaras a un periodo extraordinario 
de sesiones, aprobar el decreto de sus-
pensión de garantías, aprobar nom-
bramientos de agentes diplomáticos, 
cónsules generales, procurador general 
de la república, ascensos en las fuerzas 
armadas de coronel en adelante, desig-
nar presidente provisional, conceder al 
presidente licencias hasta por 30 días 
y nombrar el interino, en los casos 
de desaparición de poderes, nombrar 
un gobernador provisional, hacer el 
cómputo de los votos de las legisla-
turas y la declaración de haber sido 
aprobada una reforma constitucional.

comisiones. Para el despacho de los ne-
gocios cuyo conocimiento compete al 
congreso de la unión o a cualquiera de 
las cámaras que lo integran, de con-
formidad con la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos 
Mexicanos, arts. 43 y 85, deben contar 
con comisiones. Unas son ordinarias, 
se mantienen de legislatura a legisla-
tura; tienen a su cargo tareas de dic-
tamen legislativo, de información y de 
control evaluatorio. 

Las comisiones de dictamen legis-
lativo y de vigilancia, a las que la ley 
denomina ordinarias, son definitivas, 
sus integrantes duran en su encargo 
tres años, son nombrados por sus res-
pectivas cámaras; en la de diputados a 

comisión permanente



67

propuesta de la junta de coordinación 
política (art. 43, párr. 3, LOCGEUM), se 
integran hasta por 30 miembros; su 
quórum es de más de la mitad de sus 
miembros, sus resoluciones las adop-
tan por mayoría de votos y puede ha-
ber votos particulares; el presidente de 
cada una de ellas tiene voto de calidad; 
los legisladores no pueden pertenecer 
a más de tres comisiones, no pueden 
percibir retribución extraordinaria 
por pertenecer a ellas, sus reuniones 
no son públicas, en ellas están repre-
sentados todos los grupos parlamen-
tarios; los presidentes y secretarios de 
cada cámara no pueden pertenecer a 
ninguna comisión durante el tiempo 
de sus encargos.

En la cámara de diputados exis-
ten 40 comisiones ordinarias (art. 39, 
LOCGEUM) y en la de senadores 30 (art. 
90, LOCGEUM). Dentro del área de su 
competencia estudiar, analizar y dic-
taminar las iniciativas de ley y decre-
to, participan en las deliberaciones y 
discusiones de la asamblea. El pleno 
sólo discute y aprueba las iniciativas 
de ley y decreto que han sido dicta-
minadas por las comisiones; dictamen 
que debe ser presentado dentro de los 
cinco días que sigan a la fecha en que 
se haya recibido la iniciativa.

Las comisiones de investigación 
son las que se integran para averiguar 
el funcionamiento de los organismos 
descentralizados y empresas de parti-
cipación estatal mayoritaria (art. 93); 
elaboran un informe que tiene que 
ser entregado al presidente de la re-

pública. Existe, en forma paralela, en 
la cámara de diputados una comisión 
ordinaria de vigilancia de la entidad 
de fiscalización de la federación (art. 
39, párr. 4, LOCGEUM).

Hay también comisiones jurisdic-
cionales que se integran en los térmi-
nos dispuestos por la Ley Federal de 
Responsabilidad de los Servidores Pú-
blicos para los efectos de resolver soli-
citudes de declaración de procedencia 
y acusaciones contra algún servidor pú-
blico; las hay en las dos cámaras. En la 
cámara de diputados se integra por un 
mínimo de 12 legisladores. 

En la práctica se reconoce cierta 
preeminencia a unas comisiones sobre 
otras; así son reconocidas como im-
portantes las de gobernación, hacien-
da y crédito público, justicia, puntos 
constitucionales, relaciones exte riores y 
defensa.

Existen, asimismo, comisiones es-
peciales y no reglamentadas, éstas se 
integran cuando menos por tres miem-
bros propietarios y su suplente.

comité. Del inglés committee, de comit, 
encargar, del latín committere. Nú-
mero reducido de funcionarios que 
tiene a su cargo ciertas funciones de 
naturaleza preferentemente adminis-
trativa. En el art. 27, fracc. XI, cons-
titucional, se alude a comités particu-
lares ejecutivos, para cada uno de los 
núcleos de población, encargados de 
tramitar expedientes agrarios.

El art. 46 de la ley orgánica del con-
greso general dispone que la cámara de 
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diputados contará con comités y que 
son órganos que auxilian sus activida-
des: de información, gestoría y quejas, 
de administración y de decanos.

Se les denomina comités porque, 
como se ha dicho, se integran por es-
caso número de miembros, y no comi-
siones, ya que éstas se deben integrar 
cuando menos por 30 legisladores 
(art. 43, LOCGEUM).

comunidades indígenas. Asociación 
de personas pertenecientes a algunos 
pueblos indígenas o etnias que existen 
en el país, que tienen valores e inte-
reses comunes, conforman una unidad 
social, económica y cultural, están 
asentadas en un territorio y que son 
gobernadas por autoridades elegidas o 
designadas por usos y costumbres. El 
territorio en que estén asentadas las 
comunidades indígenas puede ser el 
que tenían sus ancestros antes de la 
conquista o el que ocupan por virtud 
de haber agotado alguna de las for-
mas de adquisición previstas por la 
ley o la costumbre. Gozan de perso-
nalidad jurídica diferente de la de las 
personas que las componen. Cuentan 
con un patrimonio común.

Las comunidades indígenas y quie-
nes pertenecen a ellas pueden recurrir 
al juicio de amparo. Los derechos que 
la constitución confiere a los pueblos, 
a las comunidades indígenas y a los 
individuos que forman parte de ellos, 
concretamente los reconocidos en el 
art. 2º, pueden ser ejercidos en for-
ma colectiva o individual. Cuando lo 

hacen en forma colectiva, por man-
damiento constitucional, debe enten-
derse que gozan de personalidad y 
que ella es diferente de la que tienen 
los miembros que las componen y de 
la que reconocen el derecho público y 
el privado.

Por razón del mandamiento cons-
titucional, esa forma de organización, 
que es política y social, tiene existen-
cia legal para los efectos de la titula-
ridad de los derechos, en el momento 
en que las personas físicas indígenas 
se unen y se asientan en un territorio; 
para que los pueblos y comunidades 
indígenas gocen de personalidad, no 
se requiere que sus miembros recurran 
a alguna de las formas que de confor-
midad con la ley llevan a la constitu-
ción de las personas morales.

Dados los términos en que está 
redactado el art. 2º, debe partirse del 
supuesto de que todo pueblo o comu-
nidad existe en el momento en que 
los individuos que los componen ma-
nifiesten, expresa o tácitamente, el 
sentir de estar actuando como colec-
tividad. Para el caso de duda, para la 
adecuada y mejor defensa de sus in-
tereses, debe presumirse que gozan de 
personalidad y que quien comparece 
ante una autoridad es su representan-
te legal. Para los efectos del amparo, 
las autoridades jurisdiccionales debe-
rán presumir su existencia legal.

concejo municipal. Cuando la legisla-
tura de un estado, por el voto de las 
dos terceras partes de los diputados 
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que la integran, declara desaparecido 
un ayuntamiento, o cuando por re-
nuncia o falta absoluta de los miem-
bros que la conforman, ese cuerpo 
colegiado se desintegra, procede de-
signar la autoridad que debe asumir 
la función de gobernar un municipio. 
A esa nueva autoridad, por ser ejerci-
da en forma colegiada, se le denomina 
concejo municipal, a sus miembros, a 
los cuales se denomina concejales, los 
designa la legislatura del estado de 
entre los ciudadanos de la comunidad. 
El concejo es responsable de concluir el 
periodo para el que había sido elegi-
do el ayuntamiento (art. 115, fracc. I). 
Debe entenderse que la designación 
debe recaer en los ciudadanos que re-
únan los requisitos que la ley exige 
para ocupar el cargo y respecto de 
los cuales no se presente ninguno 
de los impedimentos que obstaculizan 
la asunción del cargo.

confi scación. Por virtud de ella se pri-
va a un particular de un bien y se 
aplica al patrimonio público federal 
o local. Por aparecer en el art. 22, la 
confiscación siempre debe ser consi-
derada como una pena; éstas, de con-
formidad con el segundo párrafo del 
art. 21, únicamente las puede impo-
ner una autoridad judicial. Se prohi-
bió este tipo de pena por cuanto a 
que con ella se castigaba tanto al reo 
como a sus familiares, al privarlos de 
un patrimonio común. Fue frecuente 
que la impusieran los tribunales de la 
inquisición para apropiarse de bienes 

de personas con recursos económicos 
por faltas a la fe católica. Fue abo-
lida, pues eso significa prohibir para 
siempre, por el constituyente de 1824 
(art. 147). La prohibición fue ratifica-
da en 1857 (art. 22) y en 1917 (art. 
22). Por diferentes reformas, se han 
previsto ciertos supuestos; operan a 
condición de que intervenga una au-
toridad judicial y se agote el derecho 
de defensa; por virtud del precepto no 
se considerará decomiso

la aplicación de bienes de una persona 
cuando sea decretada para el pago de 
multa o impuestos, ni cuando la decre-
te una autoridad judicial para el pago 
de responsabilidad derivada de la comi-
sión de un delito. Tampoco se conside-
rará confi scación el decomiso que orde-
ne la autoridad judicial de los bienes en 
caso de enriquecimiento ilícito en los 
términos del artículo 109, la aplicación 
a favor del Estado de bienes asegurados 
que causen abandono en los términos 
de las disposiciones aplicables, ni la de 
aquellos bienes cuyo dominio se decla-
re extinto en sentencia.
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congreso de la unión. Cuerpo colegia-
do federal en quien la constitución 
deposita el poder legislativo de los 
Estados Unidos Mexicanos. Está inte-
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grado por dos cámaras, una de dipu-
tados (véase) y otra de senadores (véa-
se), que funcionan, por regla general, 
en forma separada y sucesiva; excep-
cionalmente lo pueden hacer en forma 
conjunta, para lo que se requiere texto 
expreso (arts. 69, 85 y 87); a cada una 
de ellas la constitución les atribuye 
también facultades exclusivas (arts. 
74 y 76). No siempre ha tenido esa in-
tegración; en 1857, existió sólo una 
cámara, la de diputados.

Las cámaras que lo integran se-
sionan dos veces al año; al conjun-
to de sesiones se le llama periodos,  
puede haber ordinarios, que son los 
previstos expresamente con fecha pre-
determinada (véase), y extraordina-
rios, que son aquellos en los que se 
reúne a instancias de la comisión per-
manente. Para sesionar válidamente 
requieren las cámaras tener quórum 
(véase). El congreso debe residir en el 
Distrito Federal, sus miembros gozan 
de una relativa inmunidad y sus re-
cintos legalmente son inviolables.

Al congreso de la unión le han sido 
asignadas funciones de diversa natu-
raleza; le corresponden facultades eje-
cutivas, cuando, constituido en colegio 
electoral, designa presidente de la re-
pública interino o sustituto (arts. 84 y 
85), hace nombramientos de su perso-
nal, ratifica nombramientos que hace 
el presidente de la república o ejerce 
su presupuesto; funciones jurisdiccio-
nales cuando, en los términos del art. 
110, juzga a ciertos servidores públicos 
por delitos e infracciones cometidos 

en el desempeño de su cargo; y, desde 
luego, legislativas, referidas a las ma-
terias a que hace referencia el art. 73. 
En la constitución aparecen otras mate-
rias respecto de las cuales puede legislar 
o en las que puede actuar.

La función legislativa puede estar 
referida a dos niveles, uno, el supremo, 
cuando con el concurso de las legisla-
turas de los estados reforma la cons-
titución; otro, el secundario, cuando 
emite leyes ordinarias y decretos. Las 
leyes que puede emitir y reformar son 
de tres clases: orgánicas, reglamenta-
rias y ordinarias o complementarias. 
Su actuación tiene una doble mani-
festación: las leyes, que son generales 
y abstractas, y los decretos, que son 
particulares y concretos.

Su campo de acción es limitado, 
está circunscrito a las facultades que 
en forma expresa e implícita apare-
cen a su favor en la constitución y 
concretamente en el art. 73; lo demás 
lo tiene prohibido. Las facultades le-
gislativas que no tiene conferidas en 
forma expresa, corresponden a las le-
gislaturas de los estados.

No es el único titular de la función 
legislativa; ésta tiene diversos titula-
res: las legislaturas de los estados y la 
asamblea legislativa del Distrito Fede-
ral; tampoco tiene el monopolio del 
ejercicio de la función legislativa fe-
deral, de ella participa en forma par-
cial, pero permanente, el presidente 
de la república (art. 131), y en forma 
excepcional también el mismo funcio-
nario de conformidad con el art. 29.

congreso de la unión
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No puede ser disuelto por el presi-
dente de la república; sus miembros, 
en cambio, pueden acordar concluir 
de manera anticipada sus actividades. 
No pueden sesionar con posterioridad 
a haber concluido sus periodos ordi-
narios. Los domicilios en donde resi-
den sus cámaras son inviolables.

consejo de la judicatura federal. Es 
un órgano del poder judicial de la fe-
deración que goza de independencia 
técnica y de gestión para emitir sus 
resoluciones; sus decisiones son de-
finitivas e inatacables, salvo aquellas 
que tienen que ver con la designa-
ción, adscripción, ratificación y re-
moción de magistrados y jueces, que 
pueden ser revisadas por la suprema 
corte. Se compone de siete miembros, 
uno de los cuales es el presidente de 
la suprema corte de justicia de la na-
ción, que preside el consejo, lo será 
mientras encabece la corte; tres son 
designados por el pleno de la corte, 
contando con el voto de cuando me-
nos ocho ministros; se eligen entre 
los magistrados de los tribunales de 
circuito, unitarios y jueces de distri-
to; el senado elige a dos miembros 
y el presidente de la república uno. 
Duran en su encargo cinco años y 
no podrán ser ratificados para otro 
periodo. Para ser miembro del con-
sejo debe reunir los requisitos para 
ser ministro de la corte (art. 100). Se-
siona en pleno o en comisiones; su 
quórum es de cinco (arts. 69 y 74, 
LOPJF).

Disfruta de atribuciones material-
mente legislativas, ejecutivas y de algu-
nas formas jurisdiccionales. No puede 
extender su acción sobre la suprema 
corte de justicia de la nación ni sobre 
su personal (art. 11, LOPJF). Por sí o a 
solicitud del pleno, expide acuerdos 
generales; también emite reglamen-
tos interiores, fija bases, determina el 
número y los límites territoriales de 
los circuitos, determina el número 
de tribunales y juzgados. 

Nombra y suspende a los jueces y 
magistrados, de su personal, acepta 
sus renuncias, acuerda su retiro for-
zoso, aprueba los proyectos de presu-
puesto anual y lo ejerce; administra 
bienes.

Resuelve quejas de tipo adminis-
trativo, confl ictos de trabajo entre el 
poder judicial y sus trabajadores, aper-
cibe, amonesta, impone multas, inves-
tiga, determina responsabilidades y 
otras (art. 81, LOPJF).

consejos de la judicatura locales. 
En algunos estados, a imitación de 
la institución que existe en el ámbito 
federal, hay consejos de la judicatu-
ra. A esos órganos se les confieren, 
detalles más, detalles menos, las atri-
buciones que se confieren al consejo 
de la judicatura federal. En donde no 
los hay, sus funciones administrati-
vas y ejecutivas son desempeñadas 
por el pleno del tribunal y una ofi-
cialía mayor. Siempre los preside el 
presidente del pleno del tribunal su-
perior de justicia.

consejos de la judicatura locales
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consignación. Acto por virtud del cual 
el ministerio público, en ejercicio de 
las funciones que tiene encomenda-
das, en específico de la acción penal, 
pone a disposición de una autoridad 
judicial a un indiciado para los efec-
tos de que expida un auto de vincu-
lación a proceso (art. 16, párr. 7). La 
consignación también puede provenir 
de la suprema corte de justicia de la 
nación (art. 107, fraccs. XVI y XVII) o 
de los presidentes de las cámaras de 
diputados y senadores (art. 209, Re-
glamento para el gobierno interior del 
congreso general). 

constitución. Del latín constitutionem, 
de constituere, éste de con y stituere, 
establecer, fundar. Del contexto de la 
constitución se desprende que se trata 
de un complejo normativo de natu-
raleza positiva, que tiene el carácter 
de ser suprema, de jerarquía superior, 
que fue emitida totalmente en un solo 
momento. Ella prevé la existencia de 
entes, poderes y órganos de autoridad, 
sus facultades, atribuciones y limita-
ciones. También establece derechos a 
favor de los individuos, vías para ha-
cerlos efectivos, principios y objetivos 
de la nación mexicana. De ella emana 
todo orden normativo, que por esen-
cia es secundario, sea federal o local.

En esto se apega al concepto ra-
cional normativo que sostiene Manuel 
García Pelayo: 

Concibe la constitución como un com-
plejo normativo establecido de una 

sola vez y en el que de una manera 
total, exhaustiva y sistemática se es-
tablecen las funciones fundamentales 
del estado y se regulan los órganos, el 
ámbito de sus competencias y las rela-
ciones entre ellos. La constitución es, 
pues, un sistema de normas.
A la constitución mexicana se le 

denomina también, carta fundamental, 
carta magna, pacto federal, ley funda-
mental; la actualmente en vigor fue 
promulgada el 5 de febrero de 1917, 
entró en vigor el día primero de mayo 
de ese mismo año; formalmente, no 
obstante sus múltiples y radicales re-
formas, sigue siendo la misma. Es la 
que más larga vigencia ha tenido en 
la historia constitucional del país.

Consta de varias partes: la prime-
ra, a la que se denomina dogmática, 
de los derechos humanos y sus ga-
rantías o de los derechos individuales 
(arts. 1º-29, preferentemente); una 
parte orgánica, en la que se regula 
la estructura, el funcionamiento y las 
facultades de los poderes federales 
y locales (arts. 49-122), una tercera 
parte, de prevenciones generales (arts. 
124-136); otra, la cuarta, que pudiera 
llamarse prevenciones complementa-
rias (arts. 30-38 y 42-48); una quinta 
parte, a la que pudiera nombrarse fi -
losofía del estado mexicano (arts. 39-
41); y una última, disposiciones tran-
sitorias.

Es una constitución rígida, fun-
damental, escrita, impuesta, reforma-
ble, su   prema, permanente, teóricamente 
com pleta y sin contradicciones.

consignación
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constitución local. De conformidad 
con los arts. 76, fracc. V; 108, párrafo 
4; 116 y 133, cada una de las entida-
des federativas debe contar con una 
constitución; a ésta, para distinguirla 
de la general, se le denomina constitu-
ción local; a ella, del contexto consti-
tucional, le corresponden los siguien-
tes atributos: es reglamentaria de la 
constitución general por lo que toca a 
instituciones locales; es derivada, por 
cuanto a que los estados por sí no se 
la pueden dar, sólo la emiten cuando 
son autorizados por la constitución 
general o por las autoridades federa-
les, como lo hizo Venustiano Carranza 
en 1917; en el plano local es suprema, 
todo el sistema normativo ordinario 
debe estar de acuerdo con ella.

Es reformable, por lo mismo no 
es dable a los constituyentes locales 
hacerla intangible. Debe constar por 
escrito y ser permanente. Puede tener 
una parte dogmática, de derechos hu-
manos, adicionales a los que establece 
la general de la república; no es obli-
gatoria; sí lo es que cuente con una 
parte orgánica.

En la historia política del país se 
observa que los estados se han dado 
en forma total constituciones a par-
tir de tres momentos: de 1824, 1857 

y 1917; por lo que toca a los estados 
de nueva creación se ha convocado a 
una legislatura, a la que se da el ca-
rácter de constituyente, para los efec-
tos de que estudie y emita una carga 
local.

Todo el orden normativo de un es-
tado está asentado en ella, de ella de-
riva y en todo momento debe estar de 
acuerdo con su texto.

constitucionalidad. El término es usa-
do en una doble acepción, una técni-
ca, referida concretamente a actos de 
los poderes de un estado, que deben 
estar de acuerdo o encontrar su fun-
damento tanto en la constitución ge-
neral (art. 105), como en la par ticular 
de la entidad; en caso de confl icto en-
tre esos poderes respecto de esa ma-
teria, quien debe resolver, y lo hace 
en única instancia, es el pleno de la 
suprema corte de justicia. Juzgar de 
la constitucionalidad local es compe-
tencia de los tribunales de los estados.

En el léxico jurídico general, se 
usa el término para aludir a la con-
formidad con la constitución general 
de cualquier acto, emane o no de una 
autoridad.

contador mayor de hacienda. Ser-
vidor público que hasta 1999 se en-
contraba al frente de la contaduría 
mayor de hacienda, con facultades 
de autoridad ejecutiva, que era de-
signado por la cámara de diputados 
a propuesta en terna que hiciera la 
comisión de vigilancia; era inamo-

contador mayor de hacienda
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vible, duraba en su encargo ocho 
años; a propuesta motivada y fun-
dada que hiciera la propia comisión 
de vigilancia, podía ser ratificado por 
un periodo de ocho años de confor-
midad con los arts. 2º y 5º de la Ley 
Orgánica de la Contaduría Mayor de 
Hacienda (LOCMH). Era vigilado por la 
cámara de diputados (art. 74, fracc. 
II). Ha sido sustituido por un servidor 
público denominado titular de la en-
tidad de fi scalización superior de la 
federación (art. 79, fracc. IV).

contaduría mayor de hacienda. Por 
mandato de las leyes era órgano téc-
nico de la cámara de diputados que 
tenía a su cargo la revisión de la cuen-
ta pública anual del gobierno federal 
y la del entonces departamento del 
Distrito Federal (art. 1º, LOCMH).

Ese ente se organizaba por virtud 
de una ley que emitía el congreso de 
la unión (art. 73, fracc. XXIV); a su 
personal lo nombraba la cámara de 
diputados, incluido el contador mayor 
de hacienda (véase) (art. 74, fracc. II); 
era vigilada por la propia cámara de 
diputados (art. 74, fracc. II) y era la 
responsable de ejercer funciones de 
contraloría y verificación del ejercicio 
del presupuesto por parte de las auto-
ridades federales.

La secretaría de la contraloría ge-
neral de la federación estaba obligada 
a coordinarse con la contaduría ma-
yor de hacienda para el establecimien-
to de los procedimientos necesarios 
que permitieran a ambos órganos el 

cumplimiento de sus respectivas res-
ponsabilidades (art. 32 bis, fracc. XIII, 
LOAPF).

Cada año este órgano recibía y revi-
saba la cuenta anual que era presentada 
a la cámara de diputados dentro de los 
primeros 10 días del mes de junio (art. 74, 
fracc. IV).

Por virtud de una reforma a la cons-
titución política, la contaduría mayor 
de hacienda desapareció; fue sustituida 
por la entidad de fiscalización supe-
rior de la federación (art. 79) (véase).

contribución. De contribuir, éste del 
latín contribuere, de con, junto, y tri-
buere, dar, pagar. Acción de contri-
buir. Pago que impone el estado en 
forma unilateral, por medio de una 
ley, a una persona física o moral. La 
constitución estima que este término 
es sinónimo de impuesto (véase).

El término contribución tiene raí-
ces profundas en la historia española 
y mexicana; aunque con él se com-
prenden pagos que hacen los habi-
tantes del país que, en determinados 
momentos, pueden exigirse en forma 
coactiva, en el fondo también aludía 
a una colaboración contando con la 
aquiescencia o conformidad del obli-
gado. Durante casi todo el siglo XIX, 
cuando menos a nivel fundamental, 
fue el término de uso común para re-
ferirse a ese tipo de aportaciones; en 
la constitución de 1857 original apa-
rece reiteradamente (arts. 31, fracc. II; 
68; 72, fracc. VII; 112, fracc. I); en 
cambio, la palabra impuesto no apa-

contaduría mayor de hacienda
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rece ni una sola vez; ésta se incorporó 
por primera vez en esa carta en 1874, 
en que se utilizó mediante la fórmula 
actualmente en vigor y contenida en 
el inciso h) del art. 72: “contribucio-
nes o impuestos”.

Con el tiempo y por virtud de di-
versas reformas el término contribu-
ción, aunque sigue apareciendo en la 
constitución actual, ha sido preteri-
do, ha cedido su lugar en favor del 
término impuesto que acogió y desa-
rrolló la doctrina, y que ahora es el 
prevaleciente.

controversia constitucional. Es una 
instancia procesal encaminada a anu-
lar leyes o actos que se estiman con-
trarios a la constitución. Sólo está a 
disposición de entes, poderes y órga-
nos públicos. Los particulares no pue-
den ser parte en ella. Es la suprema 
corte de justicia de la nación la que, 
en única instancia y en forma defi-
nitiva, conoce de ella; tratándose de 
disposiciones generales emitidas por 
los estados o los municipios, si el sen-
tido de la sentencia es anulatorio y 
está de por medio el voto aprobatorio 
de cuando menos ocho ministros, tie-
ne efectos generales. 

Antecedentes

En la constitución de 1917 apareció 
lo que la doctrina denominó la con-
troversia entre poderes (véase). Tuvo 
escasa aplicación. No obstante, los 
ayuntamientos, que no lo eran, inten-
taron plantearla ante la corte. La con-

troversia constitucional fue introduci-
da al sistema jurídico mexicano por 
reforma al art. 105 realizada en el año 
de 1994. La Ley Reglamentaria de las 
Fracciones I y II del Artículo 105 de 
la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos fue publicada el 11 
de mayo de 1995.

Elementos principales

La controversia constitucional es un 
proceso uniinstancial anulatorio de 
leyes y actos que se estiman contra-
rios a la carta magna. Se busca la 
anulación de la ley o del acto, por: vi-
cios observados durante su adopción, 
implicar una invasión de competen-
cias, de los poderes federales y locales 
entre sí, violación a los principios que 
regulan la distribución de facultades 
entre los poderes centrales y las en-
tidades federativas o por violaciones 
que se dan a las normas que regulan 
la emisión de la ley o del acto. La su-
prema corte ha reconocido a los trata-
dos una jerarquía superior a las leyes, 
es de entenderse que la controversia 
es procedente en los casos en que una 
ley o un acto sea contrario a ellos, 
bajo el argumento de ser contrario al 
principio de jerarquía de las leyes que 
deriva del art. 133.

Principios que la regulan

El legislador, contrariamente a como 
procedió en lo relativo a la regulación 
del juicio de amparo, que dio bases 
generales y en algunas materias en-
tró en detalles (art. 107), en la cons-

controversia constitucional
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titución, en la fracc. I del art. 105, se 
limitó a determinar quiénes pueden 
ser parte en esa clase de procesos. De 
la fórmula controversia constitucional 
se deduce que se trata de un proceso 
contradictorio, en el que las partes: 
entes, poderes y órganos públicos, 
plantean cuestiones relacionadas con 
la carta magna. A través de ella no 
se deberían plantear cuestiones de le-
galidad. La controversia se regula por 
los principios siguientes:

Disposiciones generales o actos. En 
la fracc. I del art. 105 aparece que la 
con troversia puede ser enderezada 
en contra de las disposiciones gene-
rales; por tales deben entenderse las 
leyes, constituciones de las entidades, 
tratados, estatuto de gobierno, regla-
mentos y bandos de policía y buen 
gobierno que emitan el congreso de 
la unión, presidente de la república, 
congresos locales, gobernadores, jefe 
de gobierno, ayuntamientos y conce-
jos municipales. (Respecto de lo que 
debe entenderse por norma de carác-
ter general y de las consecuencias que 
su uso trae aparejado, véase la voz ac-
ción de inconstitucionalidad).

Por actos deben entenderse to-
dos aquellos acuerdos, actuaciones, 
decre tos, órdenes y mandatos que 
expidan los poderes, órganos públi-
cos y autoridades en ejercicio o no 
de las fa cultades o atribuciones que 
tienen concedidas, respecto de las 
cuales la cons titución no dispone que 
sean definitivos o inatacables.

Las sentencias, resoluciones, acuer-
dos y autos emanados de las autorida-
des judiciales: jueces, salas, juntas de 
conciliación y otros, dictados en ejer-
cicio de la función jurisdiccional, no 
son susceptibles de ser cuestionados 
a través de la controversia. Respecto 
de ellos existen recursos y, en última 
instancia, la vía del amparo.

Casos en que no procede la contro-
versia. La posibilidad de accionar una 
controversia es limitada: sólo lo pue-
den hacer ciertos entes, poderes y ór-
ganos públicos, por lo que se refiere a 
materias de constitucionalidad y den-
tro de un plazo determinado. Existen 
otros límites. Por mandamiento cons-
titucional mediante la controversia no 
se pueden plantear cuestiones electo-
rales y de límites entre las entidades 
federativas. Por tratarse de limitantes 
al ejercicio de una acción, sería de su-
ponerse que ésas deberían ser las úni-
cas limitantes. Habiendo limitado la 
constitución, al enumerar los supues-
tos, los casos de improcedencia, sería 
de suponerse que el legislador ordi-
nario no podía aumentar el núme ro. 
Ello resulta más evidente si se toma 
en cuenta que el párrafo inicial de la 
fracc. I del art. 105 constitucional no 
dispone “además de los otros casos 
previstos por la ley”. A pesar de ello, el 
art. 19 de la ley reglamentaria señala 
otros supuestos.

El art. 19 citado, acogiendo la idea 
de que las causales de improcedencia 
tienen que ser limitadas, concluye con 

controversia constitucional
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la fór mula siguiente: “VIII. En los de-
más casos en que la improcedencia 
resulte de alguna disposición de esta 
Ley.” Ello implica que ni las partes 
pueden invocar ni la corte aceptar, 
ninguna otra causal de improcedencia 
no prevista en ese precepto y en esa 
ley. No obstante, de la constitución se 
desprenden otras causales de improce-
dencia. La corte, en detrimento de la 
institución y de los promoventes, ha 
aumentado el número de causales de 
improcedencia, sin que ellas se des-
prendan de la propia ley reglamenta-
ria, tal como lo prescribe el art. 19.

La fórmula contenida en la fracc. I 
del art. 105, en cuanto a que estable-
ce causales de improcedencia, es des-
afortunada. De la propia constitución, 
en algunos casos por mandamiento 
expreso y en otro por la naturaleza de 
las instituciones, se desprende la im-
procedencia de la controversia cons-
titucional: cuando la carta magna da 
a una determinación el carácter de 
definitivo: declaraciones y resolucio-
nes de las cámaras de diputados en el 
caso de juicio político y de declara-
ción de procedencia (arts. 110 y 111); 
los supuestos en que la definitividad 
se desprende de la naturaleza del acto, 
como cuando se trata de determina-
ciones políticas, como es el caso de 
que el congreso de la unión actúe 
como colegio electoral para nombrar 
presidente de la república (arts. 84 y 
85).

Por ser el tribunal electoral del po-
der judicial de la federación la máxi-

ma autoridad en la materia, la con-
troversia constitucional no procede en 
contra de actos relacionados con ella. 
Lo anterior no implica que a través de 
controversia no se puedan cuestionar 
leyes electorales que se consideren 
contrarias a la constitución. El tribu-
nal electoral carece de competencia 
para declarar la inconstitucionalidad 
de una ley; su intervención está re-
ferida únicamente a resolver la no 
aplicación de las leyes electorales, en 
un caso concreto, que sean contrarias 
a la constitución. Cuando lo haga, la 
sala superior deberá informar a la su-
prema corte (art. 99, fracc. IX, párr. 2).

La controversia tampoco es proce-
dente para arreglar los problemas de 
límites que se presenten entre las en-
tidades federativas. En el caso existe 
norma que atribuye, en forma exclu-
siva, al senado las facultades de re-
solver los confl ictos y de aprobar los 
convenios que las autoridades de las 
entidades celebren para dar fin a los 
diferendos territoriales.

Existen algunos supuestos en que 
si bien no se puede afirmar que la 
controversia constitucional es impro-
cedente, su ejercicio y la competencia 
de la corte están limitados:

Tratándose de facultades exclusi-
vas conferidas a los poderes federales, 
como son los casos previstos en los 
arts. 29, 74 y 76, debe entenderse que 
la función revisora confiada al pleno 
de la corte es limitada, sólo puede es-
tar referida al análisis de la regularidad 
del proceso seguido en la adopción del 
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acto y de que él no sea contrario a 
la constitución. La función no puede 
estar referida a sustituir la voluntad 
de quien es el titular de la facultad o 
para indicar en qué sentido debe ser 
ejercida.

Los casos en que un poder o una 
autoridad adopta una resolución en 
ejercicio de una facultad o atribución 
que tiene conferida, que puede ejercer 
en forma discrecional, como la otor-
gada a la comisión permanente, de 
remover al jefe de gobierno del Distri-
to Federal, por considerar que existen 
causas graves que afectan las relacio-
nes con los poderes de la unión (art. 
122, disposición F).

Las causales específicas están enu-
meradas en el mencionado art. 19 de 
la ley reglamentaria.

Las partes

De acuerdo con el art. 10 de la ley re-
glamentaria antes citada, pueden ser 
partes en una controversia constitu-
cional:

• los entes: federación, estados, Distrito 
Federal y municipios;

• los poderes federales: presidente de la 
república, congreso de la unión, cáma-
ras que lo componen y comisión per-
manente, respecto de las facultades y 
atribuciones que tienen conferidas;

• los poderes locales: congresos, gober-
nadores y tribunales superiores y 
otros tribunales, y

• los órganos públicos: autoridades del 
Distrito Federal, jefe de gobierno, 

asam blea legislativa, tribunal superior 
y delegaciones; ayuntamientos y con-
cejos municipales.

Ellos pueden ser actores o deman-
dados en una controversia. Cuando 
menos, por lo que toca a la figura del 
demandado, la corte ha admitido la 
posibilidad de que lo sean entes no 
previstos en la fracc. I del art. 105.

En las controversias puede haber 
terceros interesados, por ejemplo: las 
entidades, poderes u órganos que, sin 
tener el carácter de actores o deman-
dados, pudieran se afectados por la 
sentencia; su señalamiento corre a 
car go principalmente del actor y del 
demandado.

En todas las controversias es parte 
el procurador general de la república.

A la controversia no pueden recu-
rrir los particulares.

Personalidad

En la constitución y en las leyes se 
determina quién representa a un ente, 
poder u órgano. A la nación la repre-
senta la federación (art. 27); puesto 
que aquélla prevé la existencia de 
tres poderes federales, la representa-
ción recae en el servidor público que 
cuenta con facultades ejecutivas: el 
presidente de la república, a través 
del procurador general de la repúbli-
ca (art. 102, A). En los términos del 
art. 11 de la ley reglamentaria de las 
fraccs. I y II del art. 105 constitucio-
nal, el presidente de la república pue-
de ser representado por el secretario 
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a que el asunto corresponda o por el 
consejero jurídico del gobierno. La 
representación de las cámaras la tie-
nen sus presidentes (arts. 23, fracc. I, 
inc. L y 67, párr. 1, inc. L, LOCGEUM). 
No se determina quién representa al 
congreso de la unión. Esa función no 
recae en los presidentes de las cáma-
ras, por cuanto a que las normas que 
prevén la representación que tienen 
están limitadas a cada una de ellas, no 
comprenden al poder en sí. Cuando el 
congreso de la unión recurre a la con-
troversia, debe representarlo el ser-
vidor público que las cámaras que lo 
componen designen, a través de ago-
tar el procedimiento que establece el 
art. 72 constitucional. La representa-
ción de los estados, salvo que la cons-
titución disponga otra cosa, la tienen 
los gobernadores; la del Distrito Fede-
ral recae en el jefe de gobierno según 
lo ordena el art. 67, fraccs. XXV, XXVII 
y XXXI, del estatuto de gobierno.

Cuando en la ley no se determina 
quién representa a un ente, poder u 
órgano y se trata de un cuerpo co-
legiado, la representación la ostenta 
aquel que, por virtud de un acuerdo 
del pleno, fue nombrado para presen-
tar la demanda de controversia. Ade-
más se debe acompañar copia certifi-
cada del acuerdo citado. La función 
certificadora la tiene el secretario 
o fedatario del ente colegiado, por lo 
que no es necesaria la intervención de 
notario público.

Por ventilarse en las controversias 
cuestiones de orden público en las 

que está interesada la sociedad, por 
estar de por medio entes o poderes 
cuya titularidad es pública y notoria 
y partirse del supuesto de que se trata 
de servidores que actúan de buena fe, 
según el art. 11 de la Ley Reglamenta-
ria de las Fracciones I y II del Artícu lo 
105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, la corte 
debe presumir que quien comparece a 
juicio goza de la representación legal 
y tiene la capacidad para hacerlo. Tra-
tándose de los municipios, dado que 
su número es crecido y que la repre-
sentación recae, por regla general, en 
los síndicos y que ellos no son cono-
cidos, pudiera no ser operante siempre 
la presunción que establece el precep-
to citado.

Cuando se trata de los cuerpos co-
legiados, como lo son los congresos, el 
pleno del tribunal o los ayuntamientos, 
para que la demanda le sea atribuible 
legalmente a ellos y se le dé curso, se 
requiere contar con su consentimien-
to expreso; éste debe derivar de haber 
agotado el proceso legislativo o admi-
nistrativo que regula la emisión de la 
voluntad; para ello, por regla general, 
se debe contar con el voto aprobatorio 
de la mayoría que marca la ley. La pre-
sunción que deriva del primer párrafo 
del art. 11 de la ley reglamentaria cita-
da, está referida a suponer que quien 
comparece representa al ente, poder u 
órgano, pero no presupone la existencia 
del consentimiento del cuerpo colegia-
do. Cuando el presidente, síndico o un 
representante por sí, sin tener el con-
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sentimiento del pleno, recurre a la 
controversia, es factible que una vez 
que éste se reúna, acuerde rectificar 
lo actuado. Tratándose de actos, pro-
cede el desistimiento (art. 20, fracc. I, 
LA).

Cuando está de por medio una con-
testación de demanda, pudiera no ser 
necesario el consentimiento expreso y 
previo del cuerpo colegiado. Existe el 
peligro de que transcurra un plazo que 
es perentorio.

Incidentes

Respecto del procedimiento de con-
troversias cons  titucional, por estar 
encaminado a dilucidar una cuestión 
fundamental, es lineal. Nada debe im-
pedir su curso. Ciertamente hay in-
cidentes; algunos de ellos son de es-
pecial pronunciamiento: nulidad de 
actuaciones, reposición de autos, 
falsedad de documentos y suspen-
sión (art. 12, LA). Ellos son resueltos 
por el ministro instructor (art. 13, 
LA). Todos los demás se resuelven por 
el pleno en la sentencia.

Tratándose de controversias en las 
que se combatan actos, procede el de-
sistimiento. No es admisible tratándo-
se de leyes (art. 20, fracc. I, LA). Por 
economía procesal, un desistimiento 
se ventila y resuelve como de especial 
pronunciamiento.

La suspensión

En cuanto a una controversia consti-
tucional es admisible solicitar la sus-
pensión. Es una posibilidad limitada; 

procede únicamente cuando se trata 
de actos. No procede respecto de nor-
mas generales. Se puede solicitar al 
presentar la demanda y hasta antes de 
que se dicte sentencia resolución de 
sobreseimiento. Se tramita en forma 
incidental. La ley señala, de manera 
limitativa, los casos en que no proce-
de otorgarla: cuando se ponga en pe-
ligro la seguridad o economía nacio-
nales, las instituciones fundamentales 
del orden jurídico mexicano o pueda 
afectarse gravemente a la sociedad en 
una proporción mayor a los benefi-
cios que con ella pudiera obtener el 
solicitante (arts. 15 y 16, la). Es nece-
sario entender que esos son los únicos 
casos en los cuales no se debe otorgar. 
Los rubros son genéricos, finalmente, 
es el criterio del ministro instructor o 
del pleno, el que termina por prevalecer 
en su concesión, negativa o revocación.

La suspensión se tramita por vía 
incidental. La pueden solicitar las par-
tes: actor, demandado, tercero y pro-
curador general (art. 16, LA). Pudiera 
existir cierta incongruencia cuando 
quien la solicita es el autor del acto. 
No la hay desde el momento en que 
ese autor, con vista a los conceptos 
de invalidez, concluya que el acto im-
pugnado, que le es atribuible, es con-
trario a la constitución y opta por so-
licitarla, con el fin de que no persista 
un acto contrario a la constitución.

Se establecen los requisitos que se 
deben cubrir para alcanzar su otorga-
miento (art. 16, LA). Por ser las partes 
entes, poderes y órganos públicos y, 
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por lo mismo, de acreditada solvencia, 
no procede se exija el otorgamiento 
de fianza (art. 4º, CFPC, de aplicación 
supletoria y art. 1º, LA).

Plazo para interponer la 
demanda y para contestarla

El plazo para interponer una contro-
versia es de 30 días (art. 21, LA). El 
plazo para contestar una demanda de 
controversia es idéntico (art. 26, LA). 
Debe entenderse que se trata de días 
hábiles (art. 3º, fracc. II, LA). 

Independientemente de lo que dis-
ponga la ley, las partes litigantes de-
ben tomar en consideración a favor 
o en contra de quién corre el tiempo, 
para presentar su demanda o contes-
tación. 

Cuando urge la suspensión de un 
acto, en algunos casos, pudiera ser 
aconsejable presentar la demanda a la 
mayor brevedad posible. Para alguien 
que sabe derecho, siempre habrá for-
ma de encontrar argumentos para ha-
cer que una demanda sea oportuna.

Detectar una anticonstitucionali-
dad es algo relativamente sencillo. La 
situación se complica cuando está de 
por medio una inconstitucionalidad, 
que deriva del ejercicio de una facul-
tad o función que su autor no tiene 
conferida. 

El transcurso del tiempo, cuando 
menos para una autoridad, da a la ley 
o en su caso al acto viciado la presun-
ción de constitucionalidad, en perjuicio 
de los particulares que recurren a la vía 
paralela del amparo.

Conceptos de invalidez

En una controversia constitucional la 
parte actora hace valer conceptos de 
invalidez; a través de ellos se aportan 
razonamientos y elementos para acre-
ditar y fundar que una norma o un 
acto son contrarios a la carta magna 
o que su actuación no encuentra sus-
tento en ella, o por vicios que se die-
ron durante el proceso seguido en su 
adopción o publicación. Se tienen que 
expresar en la demanda. De ser funda-
dos y procedentes, agotado que sea el 
proceso, debe derivar una declaración 
de nulidad.

Proceso

Admitida que sea la demanda por el 
ministro instructor, procede emplazar 
al demandado, y correr traslado al ter-
cero interesado y al procurador general 
de la república. Existe la posibilidad de 
que la demanda y la contestación se 
amplíen.

Ministro instructor

El ministro instructor tiene diferentes 
funciones y responsabilidades en el 
proceso: admite o rechaza la deman-
da, ordena se emplace a las partes, las 
previene para el caso de que sus es-
critos sean oscuros o irregulares, se-
ñala fecha para la audiencia, admite, 
rechaza y desahoga las pruebas que 
ofrecen las partes, suple las deficien-
cias de las mismas, conoce de la sus-
pensión y elabora el proyecto de sen-
tencia que somete a la consideración 
del pleno.
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La sentencia

Es el pleno de la corte quien dicta las 
sentencias con las que concluye una 
controversia constitucional. En algu-
nas materias, cuando están de por 
medio disposiciones generales, tienen 
efectos generales si las sentencias son 
aprobadas cuando menos por ocho 
ministros. 

En esos casos, los criterios conte-
nidos en los considerandos son obli-
gatorios para los tribunales federales 
y locales (art. 43, LA).

Recursos

La ley señala como recursos los de re-
clamación y queja (arts. 51 a 58, LA).

controversias en las que la federa-
ción es parte. El art. 105, fracc. III, 
constitucional prevé la posibilidad de 
que la suprema corte de justicia co-
nozca de apelaciones. Es algo excep-
cional. Puede hacerlo cuando se pre-
senten los supuestos siguientes:

• que la federación sea parte, ya sea como 
actora o demandada;

• cuando el interés y la trascendencia 
del caso lo ameriten;

• que el juicio se haya ventilado ante 
un juez de distrito, en su función ju-
risdiccional ordinaria, para el caso no 
importa la materia; 

• no están incluidos dentro de este apar-
tado los juicios penales y

• que la tramitación del recurso de 
apelación se halle ante un tribunal 
unitario.

La corte puede atraer el conoci-
miento del recurso por sí, a petición 
del tribunal unitario o del procurador 
general de la república.

En estos casos, lo aconsejable para 
el litigante es tomar en consideración 
lo siguiente:

La corte, en una instancia, en for-
ma definitiva e inatacable (art. 73, 
fracc. I, LA), resuelve un recurso de 
apelación y lo hace tomando en con-
sideración agravios de legalidad.

Por tratarse de algo excepcional, 
tratándose de apelaciones, debe enten-
derse que no lo puede hacer en otros 
casos. Sería dejar en estado de inde-
fensión al particular que sea parte.

El particular que es parte en este 
tipo de juicios, como actor o deman-
dado, al interponer el recurso de ape-
lación, debe formular agravios de le-
galidad y, bajo la fórmula ad cautelam, 
para el caso de que la corte ejerza su 
facultad de atracción, debe expresar 
agravios que sean atendibles en ampa-
ro. En su oportunidad la corte, al co-
nocer del amparo, debe recibir pruebas 
y alegatos. La sentencia que dicte debe 
estar referida a los dos tipos de agra-
vios.

controversias entre poderes. El cons-
tituyente de 1917 supuso que es facti-
ble que surjan diferencias entre dos o 
más estados, entre los poderes de un 
estado sobre la constitucionalidad de 
sus actos y entre la federación y los 
estados; para conocer de ellas previó 
la existencia de un juicio ordinario 
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uniinstancial, que plantea, como actor, 
el poder afectado, del que conoce la 
suprema corte de justicia de la nación 
actuando en pleno, la que emite una 
resolución que trae por consecuencia 
que el acto impugnado, por incons-
titucionalidad, sea declarado nulo y 
que los efectos de esta declaración 
sean erga omnes. El fundamento para 
tal intervención del pleno de la corte 
es el art. 105; pueden ser partes en la 
controversia los estados, la federación 
y los poderes de aquéllos. Se trata de 
algo excepcional, lo ordinario es que 
todo tipo de violación se combata por 
la vía de amparo.

Manuel Herrera y Lasso afirmaba 
que: “La ‘controversia’ procede en de-
fecto del amparo y, en concomitan-
cia con él, cuando la reparación de 
las violaciones sea insuficiente, aquel 
medio indirecto de ‘control’.”

Este mismo autor analiza los casos 
particulares en los que la controversia 
entre poderes procedía:

La controversia, medio exclusivo de 
control. La controversia opera como 
medio único de control, contra el de-
sacato de las inhibiciones comprendi-
das en el artículo 115 y de las prohi-
biciones absolutas consignadas en 
un párrafo del mismo precepto —el 
relativo a la reelección del gobernador 
electo popularmente— y en las frac-
ciones del artículo 117 que impiden a 
los estados el ejercicio de facultades 
no incluidas, por la constitución, en la 
jurisdicción federal.

Las restantes fracciones del precep-
to que prohíben a los estados, con inútil 
redundancia, el ejercicio de facultades 
atribuidas a las autoridades federales en 
artículos anteriores, no son ocasión de 
controversia, sino de amparo proce-
dente por la invasión jurisdiccional y no 
por desacato de las prohibiciones.

Casos de control concomitante. Pro-
ceden ambos medios de “control” en 
los casos comprendidos en los artículos 
27-XVII-e, 73-IV y 116, 118-1, y 121.
a) Deuda agraria. Su vigencia en el es-

tado sin previa ley del congreso que 
la autorice, lesiona el derecho de los 
particulares a quienes afecte su apli-
cación y el Poder preterido.

b) Convenio de límites no aprobado 
por el congreso. Su vigencia —no su 
concertación— implica: agravio a 
los particulares si se les desplaza de 
su ámbito jurisdiccional; preterición 
del poder legislativo en su ejercicio 
funcional, si no se ocurrió a él en 
solicitud de aprobación; y desacato, 
si ésta fue negada, de la autoridad 
congresional.

c) Prohibiciones relativas consignadas 
en la fracción I del artículo 118. 
Los contribuyentes afectados por 
la legislación tributaria del esta-
do expedida sin el consentimiento 
del congreso, a la cual se refi ere la 
fracción I, tienen derecho al ampa-
ro por haberse invadido la “esfera” 
de la jurisdicción federal y lo tiene 
el mismo congreso, suplantando en 
el ejercicio de sus funciones, a la 
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promoción de la “controversia”. El 
artículo 73 lo faculta en la fracción 
XIII, para estatuir “el derecho marí-
timo de paz y de guerra” y, en la 
XXIX-1, “para establecer contribu-
ciones sobre el comercio exterior”.

d) Extradición internacional e inter-
estatal. Reguladas ambas por la ley 
que el artículo 119 presupone, y so-
metida, además, la extradición de 
los “criminales del extranjero” a lo 
estipulado en los tratados, las vio-
laciones de la legislación local a la 
federal pueden ser remediadas por 
el amparo y deben serlo, siempre, 
por la “controversia”, cuando im-
pidan o estorben el cumplimien-
to de los tratados. No basta el 
desagravio del derecho individual 
para reparar el agravio al derecho 
internacional. Y esto rige todos los 
casos de transgresión a la ley de 
las naciones.

e) Derecho interestatal en materia de 
“actos públicos, registros y procedi-
mientos judiciales”. El artículo 121, 
en su párrafo inicial, faculta al con-
greso para expedir las respectivas 
“leyes generales” (¿las hay que no lo 
sean?), “sujetándose” a las “bases” 
estatuidas en las cinco fracciones 
del texto.

 
Si la legislación local no se ajusta a 

estos ordenamientos, la contravención 
de las bases —que son garantías indi-
viduales específi cas— y el desacato de 
las leyes que coordinan el derecho civil 
entre los estados, fundarían, respecti-

vamente, la acción de los particulares 
para promover el juicio de amparo y la 
del congreso para entablar la necesaria 
“controversia” que restablece el equili-
brio jurídico de la “unión”.
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convenciones diplomáticas. Acuerdos 
solemnes entre naciones. Los consti-
tuyentes mexicanos, desde 1840, han 
distinguido entre convención diplomá-
tica y tratado; lo han hecho con vista 
a una corriente doctrinaria que preva-
leció durante el siglo pasado y parte 
del presente; desde aquel año se alude 
a unos y a otras como cosa diferen-
te (constitución de 1857, arts. 15 y 72, 
fracc. XIII). Había razón para ello; se 
tuvo a la vista la tradición estadouni-
dense, la cual distinguía entre tratados 
y convenios ejecutivos y la doctrina 
que consideraba que las convenciones 
no eran aptas para establecer derechos 
y obligaciones en un campo funda-
mental de las relaciones interestatales; 
aludía, según otros, a relaciones mul-
tilaterales; eran documentos de menor 
importancia que los tratados, según 
una corriente doctrinal; sólo servían 
para regular relaciones administrativas 
y comerciales; se estimaba que regu-
laban objetos específicos tales como 
regulación consular, servicio postal, 
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arreglos comerciales, propiedad lite-
raria y artística; son menos solemnes. 
Todo esto opina la doctrina del siglo 
pasado y principios de éste.

El constituyente de 1917 insistió en 
reiterar la distinción (arts. 15 y 76, fracc. 
I); atribuyó a los tratados una jerarquía 
idéntica a la de las leyes federales y los 
colocó por encima de las leyes de 
los estados, cuando están de acuerdo 
con la constitución. A las convencio-
nes no les atribuyó ese mismo valor 
jerárquico. Por lo mismo, independien-
temente de que en la doctrina se haya 
operado un cambio, de que en la actua-
lidad sean los más los que consideran 
que se trata de documentos de idéntico 
valor, mientras existan los textos cons-
titucionales con redacción original, no 
queda más alternativa que considerar-
los como documentos diferentes y su-
jetos a un tratamiento jurídico distinto.

Es facultad exclusiva del presi-
dente de la república el celebrar con-
venciones y deben ser sometidas a la 
aprobación del senado; deben estar de 
acuerdo con la constitución y por me-
dio de ellas no se pueden alterar las 
garantías y derechos establecidos para 
el hombre y el ciudadano (art. 15).

convenio. Del latín con, juntos y venire, 
de venir. De conformidad con el có-
digo civil para el Distrito Federal (art. 
1792): “convenio es el acuerdo de dos 
o más personas para crear, transferir, 
modificar o extinguir obligaciones”.

El término convenio en el léxico 
constitucional es usado, por lo general, 

para denotar un acuerdo entre entes 
dotados de jurisdicción, de autoridad; 
en tal sentido aparece en los arts. 15; 
18, párrafo 3; 26; 115, fracc. IV, inciso 
a), párrafo 2; y 116, fracc. VI. En el art. 
5º se usa para referirse a un acuerdo 
entre particulares y en el 27, fracc. I, 
párrafo 1, para aludir a un convenio 
entre autoridades y particulares.

De acuerdo con el art. 116, fracc. VI, 
la federación y los estados pueden ce-
lebrar convenios entre sí; se trata de 
una innovación reciente (1982); esos 
convenios, de conformidad con la in-
dicada fracción y el contexto consti-
tucional, están sujetos a los principios 
siguientes:

• Que tanto el congreso de la unión como 
las legislaturas de los estados deben 
dar, dentro de sus respectivas compe-
tencias, leyes en las que se establez-
can las bases que deben tomarse en 
cuenta, tanto por la administración 
pública federal como por los goberna-
dores, respectivamente, para celebrar 
convenios.

• Que mientras las leyes federales y lo-
cales, conteniendo las bases, no se den 
por parte del congreso y legislaturas 
locales de los estados, no puede cele-
brarse ningún convenio.

• Tanto el congreso de la unión como 
las legislaturas de los estados pueden 
dar leyes en las que se fijen las bases 
generales para todo tipo de convenio 
o, en forma específica, dar una ley 
que consigne simplemente las que de-
ben tomarse en cuenta para cierto tipo 
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de convenio respecto de determinada 
materia.

• Que son convenios que pueden cele-
brarse en forma potestativa; teórica-
mente no es obligatorio celebrarlos ni 
para la federación ni para los estados.

• Que si bien la federación puede cele-
brar un convenio con un estado no es 
obligatorio que celebre otro, y en idén-
ticos términos, con otro estado vecino.

• Que cuando la constitución señala 
“cuando el desarrollo económico y 
social lo haga necesario”, comprende 
tanto el desarrollo de la federación 
como el de los estados.

• Que los convenios suponen únicamen-
te la intervención de los poderes esta-
tales en funciones federales, mas no 
supone la situación inversa (salvo el 
caso expresado del art. 18, párr. 3).

• Que la intervención estatal puede ser 
respecto de tres actividades, las tres de 
carácter ejecutivo: ejercer funciones 
federales, ejecutar obras cuya realiza-
ción corresponda a los poderes centra-
les y la operación de obras realizadas 
por el gobierno federal.

• Los convenios sólo pueden com pren-
der actos de naturaleza ejecutiva, que 
han sido confiados al presidente de la 
república y que se delegan por con-
venio al gobernador de un estado, la 
rama judicial local no puede tener 
competencia sobre otras materias di-
ferentes a las previstas expresamente 
por la constitución en sus arts. 104, 
fracc. I; 107, fraccs. XI y XII; y 133. 
La resolución de confl ictos en los que 
exista interés público, cuando la fede-

ración sea parte, en los confl ictos en-
tre estados y en los casos relativos al 
cuerpo diplomático y consular, sigue 
siendo de la competencia exclusiva del 
judicial federal.

• La función legislativa federal no puede 
ser objeto de convenio. Las legislaturas 
locales no pueden adquirir jurisdicción 
adicional en virtud de convenios.

• Si el gobierno federal confía la presta-
ción de un servicio y éste no es prestado 
en los términos convenidos. Existe la 
posibilidad teórica de que, por incum-
plimiento, la federación lo pueda dar 
por rescindido, sin necesidad de decla-
ración judicial, puesto que se trata de 
una autoridad. En el último de los casos 
sería el pleno de la corte quien debie-
ra resolver cualquier controversia que 
pudiera suscitarse (arts. 104, fracc. IV, 
y 105).

• Jurídicamente la facultad de rescindir 
corresponde a las dos partes contra-
tantes.

• La federación, por virtud del convenio 
no pierde la facultad que constitucio-
nalmente le corresponde, sólo declina 
su ejercicio por corto o largo periodo, 
pero en todo momento sigue siendo 
ella la titular.

• La federación, como titular de la fa-
cultad, conserva en todo momento la 
facultad de supervisión y vigilancia 
sobre los estados respecto de la mate-
ria que es objeto del convenio.

• Existen algunos convenios específicos, 
como los previstos en el art. 18, por 
lo que hace a la posibilidad de que los 
reos de orden común extingan sus 
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condenas en establecimientos depen-
dientes de la federación; y en el art. 26, 
en lo relativo a convenios de coordi-
nación en materia de planeación.

convocatoria. De convocar, éste del latín 
com, con, y vocare, de vox, llamar. Lla-
mar a ciertas personas en forma oficial 
y por escrito, por virtud de un acuerdo 
tomado por un cuerpo colegiado, para 
que se reúnan en una fecha determina-
da y en un sitio preestablecido.

En el derecho constitucional mexi-
cano únicamente la comisión perma-
nente (arts. 69, 72, inc. j; 79, fracc. IV 
y 89, fracc. XI), por sí o a instancias 
del presidente de la república, puede 
convocar a los miembros del congreso 
o a los que integran alguna de las cá-
maras, cuando legalmente deben estar 
en receso, para que se reúnan en un 
periodo ordinario de sesiones (véase); 
en este caso el órgano colegiado con-
vocado sólo puede conocer de lo que 
es objeto de la convocatoria.

El acuerdo de convocatoria debe ser 
aprobado por el voto afirmativo de las 
dos terceras partes de los integrantes de 
la comisión permanente presentes en 
la sesión; ese acuerdo no puede ser ve-
tado por el presidente de la república.

El término también es usado referi-
do a una determinación de un cuerpo 
colegiado: congreso de la unión, para 
celebrar elecciones de presidente de la 
república, cuando el electo faltare de-
finitivamente durante los dos primeros 
años del sexenio (véase), o el electo no 
se presentare el día primero de diciem-

bre a asumir su cargo (art. 84); en estos 
casos la convocatoria respectiva debe-
rá ser expedida por el propio congreso 
de la unión dentro de los 10 días si-
guientes a la designación de presidente 
interino. El expedir la convocatoria no 
es una función que se atribuyó al pre-
sidente interino designado, por cuanto 
a que éste, en su ánimo de continuar 
en el poder, podría no hacerlo o ha-
cerlo después de haber pasado mucho 
tiempo.

Cada una de las cámaras que inte-
gran el congreso de la unión, con el 
fin de cubrir las vacantes que de sus 
miembros se produzcan, está faculta-
da por sí, sin el concurso de la otra, a 
convocar a elecciones extraordinarias 
(art. 77, fracc. IV).

En el art. 134 se contempla un caso 
más de convocatoria: la que es nece-
sario emitir en los casos de licitacio-
nes públicas.

Una de las más notables convo-
catorias fue la expedida por el presi-
dente Juárez el 14 de agosto de 1867, 
por virtud de la cual, una vez derro-
tado el imperio, restablecida la repú-
blica, se convocó a elecciones de le-
gisladores, presidente de la república 
y magistrados de la suprema corte de 
justicia y se propuso a la ciudadanía 
reformar la constitución al margen 
del procedimiento que ella misma es-
tablecía.

coordinación entre la federación y 
las entidades federativas. Con el 
fi n de hacer compatibles las acciones 
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de la federación con la que realizan 
las entidades federativas, respecto de 
determinadas materias, con vista a 
que no se estorben o dupliquen es-
fuerzos, la constitución establece la 
coordinación; ésta es una de las ca-
racterísticas que distinguen el fede-
ralismo mexicano. 

Tiene como elementos los siguien-
tes: se parte del supuesto de que los 
entes coordinados conservan su exis-
tencia y autonomía; no existe una 
relación de subordinación; las partes, 
con base en una ley del congreso de la 
unión, realizan acciones propias den-
tro de su ámbito de acción.

Por mandamiento constitucional 
debe existir coordinación en materias 
educativa, de seguridad pública, in-
formación y estadística, protección ci-
vil, deportes, turismo, cultura (arts. 3º, 
fracc. VIII, 26, B, 73, fraccs. XXIII, 
XXV, XXIX I, XXIX J, XXIX K, XXIX Ñ 
y 115, fracc. VI). También debe existir 
coordinación en materia de planea-
ción y ejecución de acciones en las 
zonas conurbadas limítrofes, asenta-
mientos humanos, protección al am-
biente, ecología, transporte y otras 
materias (art. 122, G). Es el congreso 
de la unión, mediante la ley, y no los 
congresos locales, el que establece las 
bases según las cuales se debe dar la 
coordinación. La ley no puede alterar 
la distribución de competencias que 
establece la constitución. También 
se exige actúen en forma coordinada 
los poderes y entes federales (art. 74, 
fracc. II).

coordinación entre poderes. En ma-
terias consideradas delicadas, peligro-
sas o importantes, la constitución ha 
confiado su conocimiento a cuando 
menos dos poderes; para salvaguar-
dar las instituciones democráticas y 
los derechos humanos, ha desconfia-
do de la prudencia de uno; así, ha es-
tablecido el principio de cooperación 
entre poderes en forma reiterada: el 
congreso aprueba una ley pero quien 
la promulga y ejecuta es el presiden-
te de la república; si bien es dado al 
órgano legislativo juzgar y destituir a 
un servidor público, lo cierto es que 
quien cumplimenta la sentencia es el 
mismo presidente. Los nombramien-
tos que hace el ejecutivo de ministros 
de la corte, embajadores, empleados 
superiores de hacienda, ascensos en 
las fuerzas armadas, están sujetos a 
ratificación de la cámara de senado-
res o de la comisión permanente; para 
que permita el paso de fuerzas ex-
tranjeras por el territorio nacional o 
la estancia de escuadras extranjeras 
en aguas nacionales también se re-
quiere el consentimiento del senado. 
El congreso de la unión interviene en 
el acto de aprobar la suspensión de 
garantías individuales y en el otorga-
miento de facultades extraordinarias. 
Por disposición expresa el presidente 
elabora los proyectos de ley de in-
gresos y presupuesto, pero requiere 
la aprobación del congreso y la cáma-
ra de diputados, respectivamente, para 
convertirse en ley (art. 74, fracc. IV). 
Por lo que hace a la rama judicial es 
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el presidente de la república quien fa-
cilita los auxilios que sean necesarios, 
a fin de permitir el ejercicio expedito 
de sus funciones (art. 89, fracc. XII), y 
corresponde al congreso de la unión 
encausar a los servidores públicos que 
se enumeran en el art. 110, cuando no 
acataren las sentencias dictadas en los 
juicios de amparo (art. 107, fraccs. XVI 
y XVII).

corporación. El término es usado en la 
constitución en diversas acepciones, 
aunque no siempre se alude con él a 
entes morales con personalidad pro-
pia y diferente de los miembros que 
las componen. En el art. 49 se usa el 
término en su acepción de una de las 
ramas en que se divide, para su ejerci-
cio, el supremo poder de la federación.

En el art. 95, fracc. III, el término 
es usado en su acepción de institución 
de enseñanza superior, que tenga o 
no autonomía, facultada legalmente 
para expedir títulos profesionales de 
abogados. En el art. 13 el término es 
usado en una acepción amplia; com-
prende, de conformidad con los ante-
cedentes, a toda clase de institución 
que goce o no de personalidad, como 
colegios de profesionistas, asociacio-
nes, cámaras, consulados marítimos, 
lonjas, gremios, etc., los que, durante 
muchos años, en la colonia, gozaron 
de fueros especiales.

En cambio, en los arts. 3º, fracc. IV y 
27, fracc. III, ahora reformados, se utili-
zaba el término para aludir a entes que 
carecían de personalidad y patrimonio: 

las iglesias. La mención ha desapareci-
do por reforma de enero de 1992.

costas. Son los gastos necesarios y pre-
vistos por la ley que hacen las partes 
en un juicio o por virtud de él. Deben 
tener una relación directa con el pro-
ceso. La condena en costas puede ser 
facultativa u obligatoria; sólo tienen 
derecho a ellas los abogados; le corres-
ponden al vencedor y corren a cargo 
de quien perdió el juicio, sin importar 
que sea actor o demandado; están en-
caminadas a sancionar la temeridad y 
mala fe de las partes en los juicios; son 
una de las prestaciones que se formu-
lan con la demanda, su contestación 
o reconvención. El constituyente de 
1857 dispuso: “esta (la administración 
de justicia) será gratuita, quedando en 
consecuencia abolidas las costas judi-
ciales” (art. 17).

Lo que el legislador abolió fue la 
práctica generalizada de que los ho-
norarios de los jueces eran pagados 
por las partes litigantes, lo que signi-
ficaba que sólo los que tenían recur-
sos económicos eran los que tenían 
acceso a la impartición de justicia. La 
parte final del art. 17 fue una adición 
que propusieron varios constituyen-
tes, a los que encabezaban Zarco y 
Gómez, que presentaron en la sesión 
del 22 de agosto de 1856.

criminal. Cuando en la constitución se 
utiliza el término criminal se le consi-
dera sinónimo de proceso penal, como 
un juicio que se sigue a una persona 

criminal
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por la comisión de un delito y con vis-
ta a imponer un castigo (arts. 14 y 23). 
En cambio, cuando se utilizaba el tér-
mino en plural, criminales, antes de la 
reforma de 1992 se aludía a personas 
que hubieran cometido un delito; en 
este contexto se usó en el art. 119. El 
principio consignado en este precepto 
fue tomado de la constitución de Es-
tados Unidos de América (art. IV, 2), 
allá, con toda propiedad, se utilizó una 
fórmula general: “La persona acusada 
en cualquier estado por traición, deli-
to grave u otro crimen...”, lo que hace 
expedito un proceso de extradición; 
en cambio, el constituyente, en forma 
impropia utilizaba el término crimi-
nales, con lo que en estricta técnica 
jurídica reducía las posibilidades de 
extradición a los prófugos de la justi-
cia respecto de los cuales hubiera sen-
tencia definitiva.

Independientemente de la tradición 
hispana, observable en otros aspectos, 
para los efectos del art. 119, ahora de-
rogado, debían ser consideradas como 
criminales todas las personas condena-
das por sentencia firme que hubieren 
cometido algún delito previsto en las 
leyes o en los códigos penales que pre-
vén la existencia de delitos y penas.

cuarteles. De todas las acepciones que en 
español tiene este término, en la cons-
titución se utiliza en el sentido de lu-
gar, comprendiendo inmueble y cons-
trucciones, donde se asienta, concentra 
o estaciona en forma permanente una 
tropa o un ejército. Los cuarteles de-

ben estar fuera de las poblaciones (art. 
129); están sujetos a la jurisdicción de 
los poderes federales los que ya exis-
tían para 1917; los que se construye-
ron con posterioridad a ese año sólo lo 
estarán siempre y cuando lo consienta 
la legislatura respectiva (art. 132). Has-
ta antes de la constitución de 1857, al 
no existir los cuarteles suficientes ca-
paces de albergar a los miembros de 
las fuerzas armadas, se obligaba a los 
particulares a alojarlos, alimentarlos y 
a darles otro tipo de prestaciones. Esa 
práctica desapareció por virtud de lo 
dispuesto por el art. 26 de esa consti-
tución. La prohibición sigue en vigor 
(art. 16, último párrafo).

En el derecho municipal con el tér-
mino cuarteles se alude a las demar-
caciones en que se dividen las ciuda-
des o poblaciones, para los efectos de 
su gobierno, prestación de servicios y 
de seguridad pública. 

cuenta anual. Informe que de manera 
periódica deben rendir los poderes, fe-
derales y locales, respecto del uso de 
los fondos y recursos públicos. En el 
ámbito federal la cuenta pública debe 
ser presentada a más tardar el 30 de 
abril del año siguiente. El plazo podrá 
ampliarse por 30 días naturales más. 
La cámara de diputados es la que reci-
be la cuenta y la que la turna a la en-
tidad de fiscalización de la federación. 
Ésta deberá rendir su informe a más 
tardar el 20 de febrero del año siguien-
te (arts. 74, fracc. VI y 79, fracc. II). 
Una vez que la entidad entrega su in-
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forme, existieren irregularidades, la cá-
mara de diputados es la que determina 
el fin camiento de responsabilidades a 
quie nes corresponda. Esa cámara carece 
de competencia para exigir responsabi-
lidades por sí; por tratarse de una ma-
teria contable, y por ello, especializada, 
siempre debe hacerlo con base en el 
informe de la entidad de fiscalización. 
La responsabilidad puede ser exigida 
a servidores públicos de la federación; 
también lo podría hacer respecto de 
servidores públicos locales en el caso 
de haber manejado fondos o recursos 
federales (art. 79, fracc. I). 

En los estados y el Distrito Fede-
ral, la revisión de la cuenta es una 
función que corresponde a las enti-
dades de fi scalización locales (arts. 
116, fracc. II y 122, C, base primera, 
fracc. V, inc. c).

culto público. Conjunto de ceremonias 
con las cuales se exterioriza una religión 
o una creencia y al que tiene acceso 
toda persona; se opone al término culto 
privado en el que sólo puede participar 
cierto tipo de personas: invitados, fami-
liares, miembros de una orden, etc., y 
que se celebra en un lugar particular. 

El culto público ordinariamente 
debe celebrarse en los templos; en 
forma extraordinaria también puede 
celebrarse fuera de ellos, para esto 
deberá sujetarse a lo que disponga 
la ley. Todo culto puede realizarse 
siempre que no constituya un deli-
to o falta penada por la ley (art. 24). 
Es facultad privativa del congreso de 
la unión legislar en materia de culto 
público, y los ministros de los cultos, 
durante éstos, no pueden realizar ac-
tividades políticas (art. 130).

culto público





declaración de guerra. Manifestar en 
forma solemne, por vía diplomática, 
la voluntad de hacer la guerra a una 
potencia. Desde la antigüedad se con-
sideró que es una declaración pública 
y solemne el elemento que determina 
que una guerra no sea un acto de fe-
lonía o traición. El derecho interna-
cional establece las formas en que se 
haga la declaración. Dadas las graves 
implicaciones que una declaración de 
guerra trae aparejadas para el país, en 
el sistema constitucional mexicano es 
un acto cuya emisión se ha rodeado 
de un número crecido de precaucio-
nes: aunque los textos no lo digan, 
dado que el presidente de la república 
es el responsable de las relaciones ex-
teriores, con base en la fórmula “en 
vista de los datos que le presente el 
Ejecutivo”, debe entenderse que, de 
todos los que gozan de la facultad o 
derecho de iniciar leyes, él es el único 
que puede presentar esa iniciativa. Es 
el congreso de la unión, después de 
agotar el proceso legislativo ordina-
rio, quien lo debe hacer a través de 
una ley (art. 73, fracc. XII). 

El presidente de la república, en 
acatamiento de la ley del congreso, 
una vez que ella ha sido promulgada, 

debe hacer la declaración de guerra 
correspondiente a través de los canales 
diplomáticos (art. 89, fracc. VIII). En el 
artículo segundo del decreto de prime-
ro de junio de 1942, el congreso de la 
unión y el presidente de la república se 
limitaron a hacer una declaración de 
estado de guerra. Los estados no pue-
den hacer la guerra, el consentimien-
to del congreso de la unión (art. 118, 
fracc. III). Las huelgas están prohibi-
das a los trabajadores al servicio del 
gobierno en caso de guerra (art. 123, 
apartado A, fracc. XVIII). 

declaración de procedencia. Es un 
acto político, administrativo de conte-
nido penal, procesal, transitorio y re-
vocable. Tiene por objeto poner a un 
servidor público a disposición de una 
autoridad judicial, a fin de que lo juz-
gue exclusivamente por el delito o por 
los delitos del orden común cometidos 
durante el desempeño de su encargo 
y que han sido objeto de la solicitud. 
Las declaraciones y resoluciones que 
la cámara de diputados emita con base 
en el art. 111 son inatacables.

Respecto del ámbito federal la com-
pe tente para emitirla es la cámara de 
diputados del congreso de la unión; en 
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los estados lo hacen las legislaturas. 
La moción correspondiente debe ser 
aprobada por el voto de más de la mi-
tad de los diputados presentes en la 
sesión. Sólo es aplicable a los servi-
dores públicos a que alude el art. 111, 
entre otros: diputados, senadores, mi-
nistros de la corte, secretarios de des-
pacho, diputados a la asamblea del 
Distrito Federal, procurador general 
de la república, jefe de gobierno del 
Distrito Federal, procurador de esa 
entidad, gobernadores de los estados, 
diputados y magistrados locales. En 
aplicación del principio de que todos 
son iguales ante la ley que deriva del 
art. 13, los restantes servidores públi-
cos, en teoría, pueden ser objeto de en-
juiciamiento, sin necesidad de una de-
claración de procedencia. El presidente 
de la república no puede ser objeto de 
una declaración de procedencia.

Cuando la cámara de diputados la 
emite no prejuzga de la posible respon-
sabilidad del acusado, aunque consi-
dera si existen elementos para suponer 
su probable responsabilidad; se limita 
a juzgar si es oportuno políticamen-
te ponerlo a disposición del juez para 
que sea él quien lo juzgue. El que sea 
afirmativa o negativa no implica que 
se considere culpable o inocente. En el 
primer caso el servidor público queda 
separado temporalmente, mas no pri-
vado de su encargo durante el tiempo 
que dura el juicio; si resulta inocente, 
puede volver a asumir su función; si 
resulta culpable, de no existir impe-
dimento legal, una vez cumplida su 

pena, si aún está corriendo el periodo 
para el que fue elegido, puede reasu-
mir su encargo.

La declaración de procedencia es 
el acto que concede a una autoridad 
judicial competencia para juzgar al 
servidor público; mientras no se emita 
carece de ella por virtud de la inmu-
nidad; es ésta, asimismo, la que de-
termina su competencia, sólo puede 
juzgarlo por el delito o por los de-
litos que precisa en forma expresa. 
Puede ser solicitada por el ministe-
rio público, federal o locales, estar 
referida a toda clase de delitos del 
orden común, ya estén previstos en 
los códigos penales o en las diver-
sas leyes. Ella no es necesaria en los 
casos de sanciones administrativas 
ni de correccio nes disciplinarias. La 
inmunidad es irrenunciable; la pres-
cripción por el delito no comienza a 
correr sino en el momento en que el 
servidor público pierde la inmuni-
dad. Si resulta condenado el reo, no 
puede concedérsele la gracia del indul-
to. La declaración puede ser revocada 
por la cámara de diputados; implica 
que el juez de los autos sea privado de 
su competencia para seguir juzgando 
al servidor público. Por lo que hace a 
los servidores públicos locales, no obs-
tante lo deficiente de la redacción 
del precepto constitucional, quedan 
suspendidos temporalmente del ejer-
cicio del cargo y la notificación que 
debe hacerse a las legislaturas es con 
el fin de que provean lo relativo a la 
suplencia. El citado art. 111 que con-
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tiene la institución presenta deficien-
cias; una declaración sólo procede en 
relación con delitos del orden común 
que se cometen durante el tiempo 
en el cual el servidor público está en 
ejercicio de su encargo, pero no por 
los cometidos antes.

La asamblea legislativa del Distrito 
Federal no puede emitir una declara-
ción de procedencia.
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decreto. Del latín decretum, neutro de 
decretus, participio pasivo de decer-
nere, decidir. Documento público que 
contiene una disposición o mandato 
obligatorio emitido por una autoridad 
competente. Acto por virtud del cual 
una autoridad dispone o manda algo 
en la órbita de su competencia. 

Orden de autoridad que tiene fuer-
za vinculativa. En la constitución de 
1836 se le definía como resolución del 
congreso emitida dentro de la órbita de 
sus atribuciones relativas a determina-
dos tiempos, lugares, corporaciones, 
establecimientos o personas (art. 43 
de la segunda ley); Manuel Herrera y 
Lasso señalaba que la naturaleza de 
los decretos es particular y concreta.

Los decretos deben constar por es-
crito, pueden ser emitidos tanto por el 
congreso de la unión, el presidente de 
la república, los congresos locales, los 

gobernadores de los estados o el jefe 
de gobierno del Distrito Federal.

Las iniciativas de decretos pueden 
ser presentadas indistintamente ante 
cualquiera de las cámaras que integran 
el congreso de la unión. No es aplica-
ble el imperativo que deriva del art. 
72, inc. h), en razón de que los decre-
tos no pueden versar sobre impuestos, 
empréstitos o reclutamiento de tropas. 
Una vez que son presentados, antes de 
ser discutidos por el pleno, deben pa-
sar a comisiones para su dictamen; su 
aprobación compete a las dos cámaras 
actuando en forma separada y sucesi-
va. El presidente de la república debe 
promulgarlos. En su interpretación, re-
forma y derogación es preciso obser-
var los mismos trámites seguidos para 
su formación (arts. 71 y 72). Aunque 
todo esto lo establece la constitución 
es muy discutible en la práctica.

Los decretos que emite el presiden-
te de la república tienen que estar re-
frendados o firmados por el secretario 
de estado a que el asunto corresponda, 
sin ese requisito no serán obedecidos 
(art. 92). Se trata de actos de naturale-
za administrativa.

Si bien las autoridades judiciales 
emiten disposiciones que son obliga-
torias, no por ello se les da el nombre 
de decretos, se les denomina acuerdos, 
autos, sentencias o resoluciones.

El presidente los emite por sí, en 
ejercicio de facultades propias o a ins-
tancia del congreso, cuando recibe 
para su promulgación una ley o un 
decreto; en el primer caso el acto debe 
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ser refrendado por el secretario a que 
el asunto corresponda, en el segundo, 
sólo por el secretario de gobernación, 
responsable de la publicación del Dia-
rio Ofi cial de la Federación (véase la 
voz refrendo).

La constitución contempla la posi-
bilidad general de que ellos, al igual 
que las leyes, sean derogados o refor-
mados; esto pudiera ser excepcional, 
por cuanto a que, por ser particulares 
y concretos, se agotan en su primera y 
única aplicación. Pueden ser impugna-
dos por la vía de amparo cuando sean 
violatorios de garantías individuales.
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defensor. De defender, éste del latín de-
fendere, de, apartar, y fendere, golpear. 
Persona encargada de hacer valer los 
intereses de las partes en un juicio o 
controversia. En materia penal el acu-
sado puede nombrar defensor desde 
el momento en que sea aprehendido; 
tiene derecho a que él se halle pre-
sente en todos los actos del juicio; 
antes de la reforma de 2008, no era 
necesario que fuera abogado; era su-
ficiente que contara con la confianza 
del acusado para que el juez lo tuviera 
por nombrado. En la actualidad se re-
quiere que sea abogado; en esta mate-
ria el autor de la reforma se apartó de 

la terminología que había usado en el 
art. 95, fracc. III, de licenciado en de-
recho. La falta de pago de los hono-
rarios de los abogados no puede dar 
lugar a que se prolongue la prisión del 
acusado (art. 20, B, fracc. VIII).

defensor de ofi cio. En materia penal, 
en los casos en que el acusado no ten-
ga quien lo defienda o se niegue a 
nombrar defensor, se nombrará a un 
defensor de oficio (art. 20, B, fracc. 
VIII); éste es un servidor público, pa-
gado y expensado por el estado.

delito. Proviene del latín delictum, ac-
ción que infringe la ley. En el lengua-
je forense el término tiene diversas 
acepciones, una, amplia, considerado 
como un hecho o un acto contrario 
a la ley que obliga al responsable a 
reparar los daños y perjuicios. Otra, 
como hecho o acto contrario a la ley 
que da lugar a que el responsable sea 
castigado con una pena. En esta acep-
ción es usado el término en la cons-
titución (arts. 13, 15, 19, 20, 22, 23, 
24, etc.). El definir los delitos es una 
función genérica que corresponde a 
las legislaturas de los estados; el con-
greso de la unión también lo puede 
hacer, pero su actividad es limitada, 
se circunscribe a definir los delitos 
y faltas contra la federación (art. 73, 
fracc. XXI). Los delitos pueden ser del 
orden común, ya sea federal o local o 
cometidos en el desempeño del car-
go y éstos pueden ser, igualmente, de 
índole federal y local. Los delitos, de 
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conformidad con el anterior art. 20, 
podían ser leves, en los casos en que 
se alcanzaba libertad bajo fianza; gra-
ves, cuando lo anterior no era factible 
(art. 20, fracc. I); y gravísimos, aque-
llos que daban lugar, en teoría, a que 
se aplicara al responsable la pena de 
muerte (art. 22); esta distinción des-
apareció por reforma de 1993. Actual-
mente, pueden ser también delitos de 
orden común en oposición a los de-
litos del orden militar (art. 13). Pue-
den conocer de ellos las autoridades 
jurisdiccionales federales: jueces de 
distrito, gran jurado; o las autoridades 
jurisdiccionales locales: jueces de pri-
mera instancia y gran jurado local.

Los delitos pueden estar consignados 
en los códigos penales o en las di versas 
leyes, federales y locales. Su persecu-
ción incumbe, en términos generales, al 
ministerio público (art. 21); en cuanto a 
los delitos cometidos por los servidores 
públicos en el desempeño del cargo, la 
acusación puede provenir de particula-
res (art. 109).

departamento de salubridad. De con-
formidad con la constitución, en un 
texto ahora derogado (art. 73, fracc. 
XVI), la responsabilidad de combatir 
las epidemias de carácter grave y las 
enfermedades exóticas, recaía en un 
departamento de salubridad; en la ac-
tualidad la responsabilidad recae en 
la secretaría de salud, con autoridad 
ejecutiva y cuyas disposiciones deben 
ser obedecidas por las autoridades ad-
ministrativas del país. 

De los términos de la fracc. XVI del 
art. 73 y de la intervención de diver-
sos constituyentes a los que encabezó 
el médico José M. Rodríguez, por vir-
tud de la cual se adicionaron a la indi-
cada fracción los cuatro párrafos que 
la integran (sesión 50, de fecha 19 de 
enero de 1917), parece desprenderse 
que los autores de la adición, con los 
términos departamento de salubridad, 
consejo de salubridad general, autori-
dad sanitaria y consejo, aludieron a la 
misma institución.

derecho constitucional transitorio. 
Principios normativos de naturaleza se-
cundaria que se elevan a rango consti-
tucional para los efectos de regular la 
entrada en vigor de una norma funda-
mental y lo relativo al tránsito de un 
derecho que desaparece a otro que lo 
sustituye. Es de naturaleza accesoria, 
existe por cuanto a que hay un texto 
principal, no tienen validez en forma 
autónoma. En la práctica esos princi-
pios han establecido excepciones y 
sal vedades al texto fundamental, pro-
cedimientos especiales, aplicación re-
troactiva de leyes, etc.; se ha conside-
rado que ello es procedente por cuanto 
a que el derecho constitucional transi-
torio es obra del mismo constituyente 
que ha discutido, aprobado el texto de 
la carta magna y es parte de ésta.

Puede haber un derecho constitu-
cional transitorio original, aquel que 
fue emitido por un constituyente con-
vocado ex profeso; o derivado, obra de 
la combinación de órganos prevista en 
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el art. 135 constitucional. Lo común 
es que se indique en la parte final de 
cada constitución, aunque se han pre-
sentado casos en que se inserta en el 
texto mismo de ella. El congreso de la 
unión debe regular lo relativo al de-
recho transitorio en los casos en que 
sea omiso el constituyente. Es de apli-
cación estricta y limitada, se debe in-
terpretar en función de la entrada en 
vigor del texto principal y de regular 
las situaciones subjudice o pendientes 
de ser resueltas. En caso de contradic-
ción entre el texto fundamental y las 
normas de carácter transitorio, debe 
estarse a que prevalezca el primero. 
Toda modificación a ese derecho debe 
hacerse vía art. 135. Proveer de nor-
matividad transitoria a las leyes del 
congreso de la unión, los congresos 
locales y la asamblea legislativa que 
carecen de ella, es función que corres-
ponde a la autoridad ejecutiva.

derechos. Retribución que se cubre a 
la administración pública, sea federal, 
local o municipal, por la prestación de 
un servicio y conforme a una tarifa. 
En este sentido es usado el término en 
el art. 118: “Tampoco pueden, sin con-
sentimiento del congreso de la unión: 
[…] I. Establecer derechos de tonelaje, 
ni otro alguno de puertos.”

En la terminología fiscal también 
se les conoce como tasas. Giannini las 
define así: “La tasa es la prestación 
pecuniaria debida a un ente público, 
en virtud de una norma legal y en la 
medida que en ésta se establezca, por 

la realización de una actividad del 
propio ente que afecta de modo par-
ticular al obligado.”

En la fracc. IV del art. 2º del Código 
Fiscal de la Federación aparece la de-
finición siguiente:

Derechos son las contribuciones esta-
blecidas en la ley por el uso o aprove-
chamiento de los bienes del dominio 
público de la nación, así como por 
recibir servicios que presta el estado 
en sus funciones de derecho público, 
excepto cuando se presten por orga-
nismos descentralizados. También son 
de rechos las contribuciones a cargo de 
los organismos públicos descentrali-
zados por prestar servicios exclusivos 
del estado.

Existen diferencias entre los im-
puestos y las tasas o derechos; Gian-
nini afirma:

El impuesto y la tasa tienen, por tanto, 
la misma estructura jurídica; ambos 
dan origen a una obligación ex lege, 
la cual surge tan pronto como se pro-
duce el presupuesto de hecho del que 
la ley la hace depender, y tiene por 
objeto la prestación de una suma de 
dinero en la cuantía inderogablemen-
te fi jada por la propia ley. El elemento 
diferenciador de ambas especies de 
tributos lo proporciona la naturaleza 
del presupuesto, a saber: el impuesto 
se conecta con una situación de hecho 
que si forma el objeto de la imposición 
es porque se considera que constituye 
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una manifestación directa o indirecta 
de una cierta capacidad contributiva, 
es decir, una situación que se refi ere ex-
clusivamente a la persona del obligado 
y a su esfera de actividad, sin relación 
alguna, ni siquiera de hecho, con la 
actividad del ente público; el presu-
puesto de la tasa consiste, en cambio, 
en una situación de hecho que deter-
mina o necesariamente se relaciona 
con el desenvolvimiento de una activi-
dad del ente público que se refi ere a la 
persona del obligado.
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derechos adquiridos. Lo que pertene-
ce legalmente a una persona, que obra 
dentro de su patrimonio y respecto de 
los cuales no puede ser privado (art. 
2º, A, VI). No comprende los derechos 
públicos; los requisitos para ocupar un 
cargo público, de elección o por de-
signación, pueden ser cambiados en 
cualquier momento, sin que se pueda 
alegar válidamente que atenta contra 
derechos adquiridos.

derogar. Del latín derogare, derivado de 
rogare, rogar. Acto por virtud del cual 
una autoridad competente declara 
nula, sin validez, o revocada parte 
de una ley o un decreto. Se trata de 
una anulación parcial; en la práctica 

mexicana se usa este término también 
para aludir a la revocación total de 
una ley, lo cual, técnicamente, es una 
abrogación (véase); así, en el decreto de 
gobierno de 11 de agosto de 1859, ex-
pedido por el presidente Juárez, se dis-
ponía: “3. Se derogan las leyes, circu-
lares, disposiciones, cualesquiera que 
sean, emanadas del legislador, de ins-
titución testamentaria o de simple cos-
tumbre, por las cuales había de con-
currir el cuerpo ofi cial a las funciones 
públicas de las iglesias.”

Lo mismo se observa en el inciso f) 
del art. 72 de la constitución, en que 
se alude a la derogación de las leyes.

La derogación está sujeta a los 
principios siguientes: directamente un 
acto de autoridad, en principio, sólo 
puede ser derogado por el poder u ór-
gano que lo emitió. Ésta es la regla 
general. El presidente es el único que 
puede derogar los reglamentos, acuer-
dos, decretos y órdenes que emite. Lo 
mismo puede decirse de las leyes y 
los decretos del congreso de la unión 
y de los reglamentos que expide el 
pleno de la corte. Se trata de una de-
rogación expresa.

Indirectamente, los actos del con-
greso de la unión pueden ser deroga-
dos mediante la combinación de ór-
ganos prevista en el art. 135, cuando 
se opongan a una reforma constitu-
cional; se aplica el principio de jerar-
quía de las leyes. Se trata de una de-
rogación tácita.

Asimismo, indirectamente, el con-
greso de la unión puede derogar los 
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actos del presidente de la república o 
del pleno de la suprema corte de jus-
ticia de la nación, cuando emite una 
ley que contradiga los reglamentos 
dados por ellos; es aplicable el princi-
pio de que lo accesorio sigue la suerte 
de lo principal.

Los actos que emite el presidente de 
la república en uso de facultades ex-
traordinarias deben ser derogados por 
él mismo una vez que cese el estado 
de emergencia; sus facultades legis-
lativas son temporales, de no hacerlo 
y se alegue su vigencia, el facultado 
para ello es el congreso de la unión, 
en ejercicio de la facultad que para 
emitir el acto le corresponde al reasu-
mir su plena competencia, al cesar las 
causas que motivaron la delegación a 
favor del presidente.

Para derogar un acto se requiere 
seguir el mismo procedimiento lleva-
do a cabo para su emisión; en el con-
greso se requerirá una iniciativa en 
la que se proponga expresamente la 
derogación, que se discuta y vote en 
la cámara de origen, se haga lo mismo 
en la revisora y que el acto se promul-
gue por el presidente de la república. 
La jurisprudencia de la corte puede te-
ner efectos derogatorios.

Mientras el art. 133 conserve la ac-
tual redacción, un tratado puede ser 
derogado mediante su denuncia por 
parte del presidente de la república, 
o mediante una ley posterior del con-
greso que lo contradiga. Una reforma 
constitucional tiene los mismos resul-
tados.

El desuso o práctica en contrario 
no bastan para derogar una ley o un 
decreto.

Mientras una ley no sea deroga-
da expresamente, sigue en vigor en 
la parte que no contradiga a las leyes 
posteriores, sin importar que se haya 
operado un cambio de constitución.

Un uso o cierta costumbre pueden 
ser derogados por una ley que dispon-
ga lo contrario a ellos, regule la mate-
ria objeto de ellos en forma diferente, 
o debido a la interrupción de su ob-
servancia o por adoptar nuevos usos y 
costumbres.
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desaparición de ayuntamientos. Acto 
por virtud del cual una legislatura lo-
cal, por el voto afirmativo de las dos 
terceras partes del número total de sus 
miembros, con vista a lo que disponga 
la constitución y leyes locales, pue-
de declarar que han desaparecido los 
ayuntamientos de los municipios y 
designa un concejo, llamado munici-
pal, para sustituirlos. También puede 
suspender los ayuntamientos.

Es una forma de intervención que 
la constitución general, por reforma 
de 1982, confió a los poderes locales 
con el fin de controlar la vida políti-
ca en el plano municipal. Si bien en 
la iniciativa respectiva se argumentó 
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que la institución existía en la ma-
yor parte de las leyes locales, y que 
era necesario regularla para evitar su 
abuso, lo cierto es que este extremo 
no correspondía a la realidad, puesto 
que sólo existía en unas cuantas; por 
otra parte, es una institución encami-
nada a fundar la acción de las legis-
laturas con vista a someter a ayunta-
mientos rebeldes o que pertenecen a 
la oposición; ella debilita la vida po-
lítica municipal, desvirtúa la elección 
hecha por la ciudadanía y permite la 
imposición de autoridades.

La institución fue tomada de la in-
terpretación inexacta e infundada de 
la fracc. V del art. 76 constitucional, 
relativa a la desaparición de hecho de 
los poderes constitucionales de un es-
tado. El que se exija el voto afirmativo 
de al menos las dos terceras partes del 
total de miembros de una legislatura, 
dificulta la acción de los congresos 
locales; el hecho de que se agote el 
derecho de audiencia pudiera ser un 
elemento para convencer a los diputa-
dos de la inocencia o no responsabilidad 
de los miembros de un ayuntamiento en 
los casos de que exista consigna de des-
aparecerlos de parte del gobernador de 
la entidad.

Tiene como complemento la figura 
de la suspensión de ayuntamientos y 
la revocación del mandato de alguno 
de sus integrantes. Está muy lejos de 
ser revolucionaria, tiene como ante-
cedente una institución similar que 
existió en la constitución conserva-
dora de 1836.

desaparición de poderes de un es-
tado. Difícilmente puede existir una 
organización humana carente de au-
toridad, que viva acéfala. Ante la 
po sibilidad de que se llegue a tal ex-
tremo, la constitución, en beneficio 
de los estados, especialmente de sus 
habitantes, establece un procedimien-
to con cargo al gobierno cen tral, a fin 
de proveerles de autoridades tran-
sitorias que los encaucen a la nor-
malidad. La desaparición de poderes 
prevista en la fracc. V del art. 76, 
más que una facultad a favor del go-
bierno central, existe en pro de las 
entidades que integran la federación, 
como una obligación siempre suple-
toria del gobierno federal en los casos 
en que en una constitución local no 
exista fórmula para llenar el vacío de 
autoridad. No es un elemento de inter-
vención, es una institución que suple 
la imprevisión estatal y auxilia a sus 
habitantes.

Para que el senado pueda ejercer su 
facultad de designar gobernador pro-
visional, se requiere se hayan realizado 
dos supuestos: que hayan desapareci-
do efectivamente todos los poderes, 
no sólo el gobernador y que el consti-
tuyente local no haya tenido la previ-
sión de establecer fórmulas para llenar 
el vacío de autoridades. La facultad es 
simplemente de certificación, mas no 
ejecutiva.

En la constitución de 1917, contra-
riamente a lo previsto en la de 1857, 
que exigía sólo la desaparición del 
ejecutivo y legislativo, se requiere la 
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desaparición de todos los poderes; 
mientras exista un tribunal superior 
que pueda funcionar legalmente, no 
será posible considerarse realizado el 
supuesto constitucional. Lo que es más, 
en el caso de la constitución del esta-
do de Hidalgo, que hasta 1948 daba al 
municipal el rango de poder, a la par 
de los tradicionales tres poderes, du-
rante el tiempo en que estuvo en vigor 
dicha institución, para que el senado 
pudiera intervenir, se requería también 
la desaparición de tal poder municipal; 
pues cuando la ley no distingue no se 
debe distinguir. A partir de 1917, dada 
la experiencia intervencionista habida 
durante la vigencia de la constitución 
de 1857, la norma, más que allanar el 
camino, es un obstáculo constitucio-
nal a esa injerencia.

Cuando se han realizado ambos su-
puestos el senado puede declarar: que 
dado que no existen autoridades locales 
y no existe fórmula estatal para suplir-
las, procede nombrarle gobernador 
provisional; hecha esta declaración 
debe solicitar al presidente de la re-
pública presente una terna de candi-
datos, uno de los cuales deberá ser de-
signado gobernador por una mayoría 
de las dos terceras partes de los sena-
dores presentes. Los integrantes de la 
terna deben reunir los requisitos que 
para ser gobernador exige la constitu-
ción local. De no ser esto así, procede 
devolverla y requerir otra.

La protesta del gobernador designa-
do se ha rendido ante el senado. Se su-
pone que en el estado correspondiente 

no existen autoridades ante quien pue-
da hacerlo. La verdad es que tanto la 
constitución como leyes ordinarias lo 
que requieren es que se rinda la pro-
testa, que se prometa cumplir con ella. 
Lo demás es un problema de prueba. 
Se puede rendir, incluso, ante notario 
público o juez asistido de secretario; 
se requiere el acto y la prueba; no es 
importante ante quién se haga. La ley 
reglamentaria de la fracc. V del art. 76 
dispone que el ejecutivo local provi-
sional protestará ante el senado o la 
comisión permanente, sin admitir di-
versa posibilidad.

La comisión permanente cuenta 
con la atribución de designar goberna-
dor, previa la declaración que hubiere 
hecho el senado, cuando éste entre en 
receso y no alcance a hacer la designa-
ción; ello con vista a la terna que pre-
sente el presidente de la república y 
con la misma mayoría de las dos ter-
ceras partes de sus miembros presen-
tes, lo que significa que si la indicada 
comisión cuenta con 37 miembros, 
puede sesionar válidamente con la 
asistencia de 19 de ellos; la designa-
ción se podía hacer contando con el 
voto de sólo 13 legisladores. 

En la administración pública ha pre-
valecido el criterio de que no se puede 
aplicar una disposición constitucional 
que amerite reglamentación mien tras el 
congreso de la unión no la reglamente. 
La constitución prevé que debe existir 
una ley que reglamente las fraccs. V y 
VI del art. 76. Ésta, aunque trunca, pues 
se limita a reglamentar la fracc. V, fue 
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expedida hasta 1978; lo cual signifi-
ca, si se ha de ser estricto, que todo 
lo actuado en esta materia de desapa-
recer poderes resultó ilegal. Mientras 
no hubiera ley reglamentaria no po-
día ejercitarse la función. Es lógico 
concluir lo anterior. Las condiciones, 
variedad de casos, y demás términos 
deben estar establecidos previamente 
para poder actuar.

destierro. Pena que consistía en obli-
gar a alguien a marcharse del país. 
Legalmente en la actualidad no exis-
te; en la práctica, frecuentemente se ve 
que mexicanos salen huyendo del país 
por virtud de persecuciones de que son 
objeto o buscando salvar su vida. La 
constitución no admite la celebración 
de convenios por virtud de los cuales 
alguien pacte su destierro (art. 5º). En 
los códigos penales aparece como san-
ción el confinamiento, el cual con-
siste en la obligación de residir en de-
terminado lugar y no salir de él, se 
entiende que éste será, en todo caso, en 
un lugar dentro del territorio jurisdic-
ción del juez que la impone.

destitución. De destituir, éste del latín 
destituere, de de, hacia abajo, y stitue-
re, colocar, establecer. Quitar o privar 
a un servidor público de su empleo, 
cargo o comisión.

En el ámbito federal, la destitución 
es una sanción que pueden imponer el 
gran jurado, por lo que respecta a los 
servidores públicos enumerados en el 
art. 110; y la contraloría interna de 

cada secretaría, por lo que toca a los 
restantes servidores públicos (art. 52, 
LFRSP).

Independientemente de este tipo de 
destitución, la cual deriva de un pro-
cedimiento, todo superior jerárquico 
está facultado para destituir, en todo 
momento en que haya causal o se esti-
me necesario, al personal de confianza 
o cuyo nombramiento sea absoluta-
mente libre.

Diario Ofi cial de la Federación. Órga-
no del gobierno federal de carácter 
permanente e interés público, por el 
cual se publican en el territorio na-
cional leyes, decretos, reglamentos, 
acuerdos, circulares, órdenes y demás 
actos expedidos por los poderes fe-
derales, a fin de que sean del conoci-
miento de los habitantes y los obser-
ven. El Código Civil para el Distrito 
Federal, de aplicación federal, prevé 
su existencia, y la Ley del Diario Ofi -
cial de la Federación y Gacetas Gu-
bernamentales reglamenta su publi-
cación.

El congreso de la unión, a falta de 
una atribución expresa, ha emitido la 
ley de referencia en uso de facultades 
implícitas: si el presidente de la repú-
blica, por virtud de la fracc. I del art. 89, 
está facultado para promulgar las le-
yes federales, y no existe norma que 
determine la forma y el medio como 
se hará la publicación, el congreso de 
la unión, con vista a la fracc. XXX del 
art. 73, está implícitamente facultado 
para hacer esa definición; lo ha hecho 
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al dar la ley aludida y al disponer en 
el código civil la obligatoriedad de los 
ordenamientos federales por su publi-
cación en el periódico oficial.

En los estados existen órganos de 
difusión de las leyes, decretos y otros 
actos de autoridad a los que se les de-
nomina gacetas o periódicos ofi ciales.

El Diario Ofi cial de la Federación 
tuvo existencia a nivel constitucional 
hasta el año de 1992; aparecía men-
cionado en la fracc. XIV del art. 27, 
que ha sido derogada.

dictamen. Del latín doctare, éste de di-
cere, decir. Si bien en el habla común 
dictamen es un informe, para los efec-
tos de la constitución y las leyes se 
trata de una opinión autorizada que 
emite una comisión dentro del ámbito 
de su competencia. En estricto dere-
cho los comités no emiten dictámenes.

Por lo que toca al proceso legisla-
tivo el art. 71 constitucional dispone 
que las iniciativas que provengan del 
presidente de la república, de las le-
gislaturas de los estados o de las dipu-
taciones (véase), deben pasar a comi-
sión para los efectos de su dictamen.

En el proceso legislativo los dic-
támenes son formulados, como se ha 
dicho, por las comisiones, se adoptan 
por unanimidad o por mayoría, tienen 
que presentarse ante la asamblea fir-
mados por quienes los aprobaron, de-
ben contener una parte expositiva en 
la que se den las razones que los fun-
dan o motivan, concluir con propo-
siciones claras, sencillas que puedan 

ser objeto de discusión y votación por 
parte del pleno; es imperativo que se 
distribuyan con toda oportunidad en-
tre los legisladores miembros de cada 
cámara, junto con las iniciativas que 
los motiven y los votos particulares 
(véase), si los hubiere, que se les dé 
lectura antes de la discusión, excepto 
los dictámenes emitidos durante los 
recesos y que se envíe una copia al 
presidente de la república.

Los dictámenes existen con vista a 
impedir pérdida de tiempo para el ple-
no; se entiende que son emitidos por 
personas especializadas en la materia 
objeto de la iniciativa; existe un plazo 
perentorio para que se rindan: cinco 
días; se puede demorar o suspender la 
entrega de ellos por acuerdo del ple-
no adoptado en sesión secreta; para 
el caso de que este acuerdo no exista 
y el dictamen no se emita en un pla-
zo de un mes, la iniciativa de ley o 
decreto puede ser presentada ante la 
otra cámara.

Las normas que establecen y regu-
lan el proceso legislativo y los dictá-
menes son los arts. 40, 72 y 86 de la 
ley orgánica del congreso.

dieta. Del latín diaeta y éste del grie-
go diaita, dieta. El sentido en que es 
usado el término en el art. 64 es el de 
retribución que se hace a un servidor 
público, o funcionario, concretamen-
te a los legisladores, por los servicios 
que prestan y que se paga cada día. De 
conformidad con el art. 203 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del 
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Congreso, la dieta es la cantidad que el 
tesorero de cada cámara debe entregar 
a los legisladores por su asistencia a 
las sesiones. La dieta de los diputa-
dos y senadores se paga con cargo a 
los caudales que la tesorería de la fe-
deración entrega mensualmente a los 
tesoreros de cada cámara (art. 202); 
éstos deben descontar el importe de la 
dieta de los días en que los legislado-
res no asistieron a sesiones de acuerdo 
con una orden escrita de los presiden-
tes de las cámaras o de la comisión 
permanente (art. 203). No se pueden 
conceder licencias con goce de dieta 
por más de dos meses, salvo en los 
casos de enfermedad de acuerdo con 
el art. 47 del reglamento.

El contenido del art. 64 constitu-
cional es una innovación que surgió 
en el proyecto presentado por el pri-
mer jefe Carranza en 1916; fue dis-
cutido en la sesión 31 de fecha 9 de 
enero de 1917 por el constituyente; en 
ella, el diputado Francisco J. Múgica 
manifestó lo siguiente:

Por más que la impresión de la asam-
blea me hace suponer que aceptará 
el dictamen de la comisión, creo de 
mi deber hacer que esta honorable 
asamblea medite sobre la resolución 
que vaya a dictar, por eso tomo la pa-
labra. Esa restricción que el ciudada-
no primer jefe ha puesto, ciudadanos 
diputados, es sumamente necesaria, 
porque nuestra falta de educación y 
muchas veces nuestra falta de digni-
dad, hace que el erario nacional gas-

te fondos que debía invertir en cosas 
más útiles. La nación paga a los dipu-
tados y a los senadores porque vengan 
a hacer labor al parlamento. Creo muy 
justo que aquellos que no asistan a las 
deliberaciones del congreso, que no se 
preocupen seriamente por la misión 
que el pueblo les ha confi ado, pido muy 
atentamente, por las razones antes di-
chas, que no se les paguen las dietas a 
los ciudadanos diputados que no cum-
plan con su deber. Para fortalecer mi 
argumentación, que me parece digna 
y bien encaminada, voy a referir a us-
tedes un hecho. Esta mañana que me 
presenté a la pagaduría de la cámara 
para cobrar la decena, supe por el te-
sorero don Amador Lozano, que se ha 
venido pagando a doscientos dos dipu-
tados, y hasta la fecha, señores, sólo en 
dos ocasiones hemos tenido una asis-
tencia que ha rebasado el número de 
170 representantes. Esto signifi ca falta 
de dignidad, falta de decoro de los ciu-
dadanos que se presentan a cobrar el 
sueldo que no han devengado. Todos 
sabemos que en este momento el era-
rio nacional está en la más completa 
bancarrota; el pueblo está haciendo 
sacrifi cios inmensos para pagar los ho-
norarios para que podamos vivir, para 
que podamos darle una constitución 
al país, y dirá que ni siquiera hemos 
tenido la dignidad y la vergüenza de 
respetar esos sacrifi cios de la nación, 
que hoy más que nunca son grandes 
y sangrientos. Porque ese dinero más 
que sacrifi cio de trabajo, signifi ca san-
gre. Por eso, señores diputados, pido 
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que aunque sea un estigma para no-
sotros consignar un capítulo de esta 
naturaleza en la constitución que aun-
que sea vergonzoso, que aunque nos 
sonroje a muchos porque no somos 
responsables de la falta de la minoría, 
sin embargo, debe quedar consignado 
allí, para que siquiera por amor al suel-
do se venga a estos bancos a cumplir 
con el deber.

diligencia. Del latín diligentia, éste de 
di, aparte, más ligere, de legere, reu-
nir, escoger. En el art. 16 el término 
es usado en su acepción de actuación 
de un órgano judicial, en ejercicio de 
su jurisdicción, en mérito de lo cual 
se levanta un acta circunstanciada 
(art. 16).

diputaciones de los estados. Al nú-
mero total de diputados que represen-
tan a una entidad federativa ante el 
congreso de la unión, la ley le deno-
mina diputación estatal. Legalmente 
todos sus integrantes son diputados 
y, por lo mismo, no existe relación de 
jerarquía entre ellos; no obstante lo 
anterior, hay alguien que es primero 
entre sus pares y que se encarga de 
coordinar la actuación de los restantes 
con vista a la disciplina partidista y a 
alcanzar un eficaz y oportuno desem-
peño parlamentario, a él se le denomi-
na coordinador.

De acuerdo con la constitución (art. 
71, último párrafo), las diputaciones 
de los estados están facultadas para 
presentar iniciativas de ley o decre-

to, las que deben pasar directamente 
a comisiones.

Las diputaciones, asimismo, esta-
ban facultadas para nombrar de entre 
sus miembros, en escrutinio secreto y 
a mayoría de votos, al que debía re-
presentarlas, como miembro, en la ex-
tinta gran comisión (véase).

diputados a la asamblea legislati-
va del Distrito Federal. Se trata de 
miembros del cuerpo legislativo así 
denominado. Son 66, 40 de los cuales 
son de elección popular directa y 26 de 
representación proporcional. Duran en 
su encargo tres años y no pueden ser 
reelegidos para el periodo inmediato. 

diputados federales. Participio pasi-
vo de diputar, nombrar, destinar, ele-
gir;  proviene del latín tardío deputare, 
asignar, destinar. Servidor público que 
representa a la nación ante el congreso 
de la unión; 300 de ellos son de elec-
ción popular directa por el principio 
de votación mayoritaria relativa, me-
diante el sistema de distritos electorales 
uninominales; y 200 que son elegidos 
según el principio de representación 
proporcional, mediante el sistema de 
listas regionales, votadas en circuns-
cripciones plurinominales.

Duran en su encargo tres años, no 
pueden ser reelegidos para el perio-
do inmediato, por cada propietario se 
elige, asimismo, un suplente; no se 
les puede exigir responsabilidad por 
las declaraciones que emitan en el de-
sempeño del cargo y gozan de una do-
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ble inmunidad: la declaración de proce-
dencia y el juicio político (véase).

Entre los requisitos para ser diputa-
do se requiere ser mexicano por naci-
miento, tener 21 años cumplidos al día 
de la elección, ser originario del estado 
en que se haga la elección o con resi-
dencia efectiva de más de seis meses, 
no ocupar cargo de designación a me-
nos que se separe de él 90 días antes 
de la elección y no ser ministro de un 
culto religioso. La ley secundaria no 
puede aumentar otros requisitos, sería 
establecer más limitaciones al derecho 
a elegir y ser elegido; esto sólo lo pue-
de hacer la constitución general.

Su elección es calificada por el ins-
tituto federal electoral; no pueden 
desempeñar, durante el tiempo en que 
sean diputados, ninguna otra comi-
sión o empleo de la federación o de los 
estados por los que se disfrute sueldo 
sin previa licencia de su cámara.

En la constitución de 1857 los dipu-
tados representaban a la población y 
eran de elección popular indirecta en 
primer grado; en 1874 se dispuso que 
representarían a la nación.

diputados locales. Servidores públi-
cos de elección popular, que integran 
los congresos estatales, duran en sus 
encargos tres años, no pueden ser 
reelegidos para el periodo inmedia-
to, cuentan con un suplente y gozan 
de una doble inmunidad: la federal, 
en dos aspectos, declaración de pro-
cedencia, por lo que toca a delitos 
del orden común de índole federal y 

juicio político, respecto de violaciones 
graves a la constitución, las leyes fe-
derales y por disposición indebida de 
fondos y recursos federales; la otra, la 
local, comprende tres especies: irres-
ponsabilidad por las declaraciones 
que hagan en el desempeño de sus 
cargos, declaración de procedencia y 
juicio político locales. El número de 
diputados debe ser proporcional al 
número de habitantes, pero no podrá 
ser menor de siete, cuando la entidad 
tenga menos de 400 mil habitantes; 
de nueve, si excede ese número, pero 
no llegue a los 800 mil; si excede esta 
cifra, deberá tener cuando menos 11.

Los hay de mayoría relativa y de 
minoría o representación proporcional; 
las constituciones locales son las encar-
gadas de determinar los requisitos para 
ser diputado, lo relativo a su elección 
y proceso de calificación; no es dable 
a las leyes secundarias, entre ellas las 
electorales, aumentar o disminuir esos 
requisitos; se trata de limitantes al de-
recho de elegir y ser elegido que sólo 
puede imponer la constitución local.

También son diputados locales los 
legisladores que forman parte de la 
asamblea legislativa del Distrito Fe-
deral.

Distrito Federal. Es la sede de los pode-
res de la unión, la capital de los Esta-
dos Unidos Mexicanos (art. 44) y par-
te integrante de la federación (art. 43). 
Su gobierno está a cargo de los pode-
res federales y de las autoridades lo-
cales (art. 122). Por razones políticas 
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a ellas no se da el carácter de pode-
res, a pesar de ello se les reconoce que 
cuentan con facultades (art. 122, dis-
posición C, base primera, fracc. V y 
base segunda, fracc. II), cosa que es 
propia de un poder, pero no de una 
autoridad, que únicamente goza de 
atribuciones (art. 78).

Cuenta con un estatuto de gobierno 
(véase), no con una constitución, que 
aprueba el congreso de la unión y que 
promulga el presidente de la república.

Organización y funcionamiento

Por mandamiento constitucional, la 
fun  ción gubernativa del Distrito Fe-
deral ha sido confiada a los poderes 
federales: congreso de la unión y pre-
sidente de la república y a las auto-
ridades del Distrito Federal: asamblea 
legislativa, jefe de gobierno, tribunal 
superior de justicia y demás autorida-
des. A la suprema corte de justicia de 
la nación y a los tribunales federales 
no se les ha considerado como parte 
del gobierno.

Distribución de facultades

En relación con la distribución de fa-
cultades entre los poderes federales 
y locales, el art. 122 se ha inclinado 
por un sistema inverso al previsto en 
el art. 124; éste parte del supuesto de 
que las facultades genéricas o no enu-
meradas son las que corresponden 
a los estados. Los poderes federales 
únicamente gozan de aquellas que 
tienen atribuidas en forma expresa y 
enumeradas.

En el Distrito Federal las facultades 
genéricas o no enumeradas son las 
que corresponden tanto al congreso 
de la unión como al presidente de la 
república. Las autoridades del Distrito 
Federal gozan de facultades enume-
radas, por lo mismo limitadas. Sólo 
pueden ejercer las facultades que les 
han sido atribuidas en forma expresa. 
No obstante, a pesar de no existir una 
prevención como la contenida en la 
fracc. XXX del art. 73, a fin de que las 
autoridades locales puedan ejercer en 
forma plena las facultades que les han 
sido atribuidas, debe suponerse que 
las mismas gozan de facultades im-
plícitas y que pueden recurrir a ellas, 
en la medida en que ello sea necesario 
para ejercer las facultades que tienen 
atribuidas en forma expresa.

Por disposición expresa, las au-
toridades del Distrito Federal están 
obligadas a respetar las prohibiciones 
y limitaciones que para los estados 
aparecen en la constitución. Debe en-
tenderse que derivan de los arts. 7º, 
13, 117 y 118, entre otros. No se hace 
referencia a dos rubros genéricos: las 
obligaciones y las inhibiciones que 
para los estados derivan de la consti-
tución. Por lo que toca a las primeras, 
dada la naturaleza de la unión y de 
que el Distrito Federal es una parte 
de ella, sus autoridades están obliga-
das a acatar las obligaciones que para 
los estados derivan del art. 121. El jefe 
de gobierno no lo está a publicar y 
hacer cumplir las leyes federales, que 
para los gobernadores se desprende 
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del art. 120, por cuanto a que es una 
obligación específica para aquéllos y 
que, por lo limitado de su territorio, 
opera la publicación de las leyes por 
su inserción en el Diario Oficial de la 
Federación, el mismo día.

En cuanto a las inhibiciones a los 
constituyentes locales, que limitan su 
arbitrio, que aparecen, principalmente, 
en los arts. 115 y 116, no son imponi-
bles a las autoridades del Distrito Fede-
ral; en principio, sólo lo serían al con-
greso de la unión al expedir el estatuto 
de gobierno o sus reformas. Pero si se 
toma en consideración el primer párra-
fo del art. 122, se llega a la conclusión 
de que al poder legislativo federal sólo 
le son imponibles las inhibiciones que 
aparecen en ese precepto.

Facultades de los poderes 
federales

El art. 122 confiere facultades y obli-
gaciones al congreso de la unión, al 
senado y a la comisión permanente. 
Algunas son de naturaleza legislativa, 
como las de expedir el estatuto de go-
bierno y las relacionadas con la deuda 
pública. Otras son de índole ejecutiva, 
como son remover al jefe de gobierno.

El presidente de la república goza, 
entre otras, de las facultades de iniciar 
leyes ante el congreso de la unión con 
relación al Distrito Federal, reglamen-
tar las leyes que ese congreso emita 
para el Distrito Federal, para proponer 
al senado candidato a jefe de gobier-
no, para el caso de que el titular sea 
removido y la de promulgar el esta-

tuto, sus reformas y demás leyes que, 
dentro del ámbito de su competencia, 
expida el congreso de la unión (art. 
122, disposición B).

Facultades y obligaciones 
de las autoridades locales

El art. 122 constitucional, aparte de 
que regula la organización del Distri-
to Federal y de sus autoridades, hace 
operante el principio de división de 
funciones y, con algún detalle, distri-
buye facultades y atribuciones entre 
sus diferentes autoridades. Esto se re-
fl eja en el estatuto de gobierno.

Asamblea legislativa

A la asamblea legislativa (véase) el 
art. 122 le otorga la facultad de legislar 
en los rubros que específicamente tiene 
confiados. Mediante leyes reglamenta 
el estatuto de gobierno. Su facultad le-
gislativa, en principio, sólo puede estar 
referida a las materias previstas en la 
fracc. V de la base primera, disposición 
C del art. 122; también puede legislar 
en los diferentes rubros en los que se 
menciona al Distrito Federal (arts. 17, 
párr. 7, 18, párr. 4, 21 y otros) o respec-
to de las materias que se engloban bajo 
las fórmulas: leyes locales (art. 17, párr. 
6), las entidades federativas (art. 123, 
A, fracc. XXXI, inc. b, párr. 3).

Tiene facultades ejecutivas: nom-
bra a quien debe sustituirlo, en caso 
de falta absoluta del jefe de gobierno, 
ratifica los nombramientos a magis-
trados al tribunal superior de justicia 
y al tribunal de lo contencioso admi-
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nistrativo, revisa y aprueba la cuenta 
pública anual y otras.

Jefe de gobierno

Las facultades y atribuciones del jefe 
de gobierno (véase) las funda la base 
segunda de la disposición C, del art. 
122. Goza de facultades materialmente 
legislativas; lo hace cuando reglamenta 
las leyes que aprueba la asamblea le-
gislativa. Como se ha dicho, la facultad 
para reglamentar las leyes del congreso 
de la unión atañe al presidente de la 
república; esa regla tiene como excep-
ción al estatuto de gobierno, que regla-
menta la asamblea legislativa. 

Sus facultades son preferentemen-
te ejecutivas: promulga las leyes que 
expide la asamblea legislativa, puede 
hacerles observaciones, presentar ini-
ciativas, hacer nombramientos, ejer-
cer funciones de dirección; debe cum-
plir y hacer cumplir las leyes relativas 
el Distrito Federal que expida el con-
greso de la unión y otras.

Tribunal superior de justicia

Existe un tribunal superior de justicia 
(véase); fue creado en 1855 por virtud 
de la ley Juárez. Se compone de ma-
gistrados y jueces; funciona en salas 
y juzgados.

Otras autoridades

A pesar de la declaración inicial del 
art. 122, en el sentido de que son au-
toridades del Distrito Federal la asam-
blea legislativa, el jefe de gobierno y 
el tribunal superior de justicia, tam-

bién son autoridades el tribunal de lo 
contencioso administrativo, el minis-
terio público (art. 122, disposición C, 
base quinta y disposición D), la junta 
local de conciliación y arbitraje, el tri-
bunal electoral y el instituto electoral 
del Distrito Federal.

domicilio. Del latín domicilium, deriva-
do de domus, casa. De acuerdo con el 
Código Civil para el Distrito Federal, 
art. 29: El domicilio de una persona 
física es el lugar donde reside con el 
propósito de establecerse en él; a falta 
de éste. El lugar en que tiene el prin-
cipal asiento de sus negocios; y a falta 
de uno y otro, el lugar en que se halle.

El mismo artículo presume el pro-
pósito de establecerse en un lugar 
cuando se reside por más de seis meses 
y considera como domicilio de las per-
sonas morales el lugar donde se halle 
establecida su administración (art. 33). 
La corte ha resuelto: “Domicilio es el 
lugar donde una persona reside, y la 
residencia implica el hecho material de 
estar constantemente, por tiempo de-
terminado, en un lugar, y el ánimo de 
vivir en él” (t. XL, p. 1431, competencia 
512/32. Brizuela, Luis, 12 de febrero de 
1934, mayoría de tres votos).

En la constitución política el tér-
mino domicilio aparece en forma rei-
terada, en el art. 16 para salvaguar-
dado de molestias, que sólo se pueden 
causar en virtud de mandamiento es-
crito de autoridad competente, que 
funde y motive la causa legal del 
procedimiento. 
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En ese mismo precepto se esta-
blecen las bases para las visitas do-
miciliarias, que sólo la autoridad 
administrativa puede practicar, para 
cerciorarse de que se han cumplido 
los reglamentos sanitarios y de poli-
cía y exigir la exhibición de libros y 
papeles indispensables para compro-
bar que se han acatado las disposicio-
nes fiscales; en estos casos deberán 
observarse las formalidades prescritas 
para los cateos.

En el art. 30 se alude al domicilio 
como un elemento para atribuir la na-
cionalidad por naturalización al ex-
tranjero o extranjera que contraiga 
matrimonio con nacionales. Los mexi-
canos tienen derecho de poseer ar-
mas en sus domicilios (art. 10). Por lo 
que respecta a sentencias sobre dere-
chos personales, sólo serán ejecutadas 

cuando la persona condenada se haya 
sometido expresamente, o por razón 
de domicilio, a la justicia que las pro-
nunció y siempre que haya sido cita-
da personalmente para ocurrir a juicio 
(art. 121, fracc. III).

Dado el contexto constitucional, al 
término domicilio le corresponden dos 
sentidos, uno amplio que comprende: 
a) técnicamente el lugar en que reside 
con el propósito de establecerse; b) el 
lugar en que se vive, oficinas, talleres, 
fábricas y lugar en que se encuentre 
una persona, que es como se utiliza 
en los arts. 10 y 16. El otro sentido, 
el técnico y limitado, el identificado 
por el código civil, que se circunscribe 
al lugar en donde se reside exclusiva-
mente y que mencionan los arts. 29, 
30 y 121 citados.

domicilio





educación. Del latín educationem, acu-
sativo de educativo, de educare, crear, 
educar. Acción de impartir conocimien-
tos en forma sistemática. Constitucio-
nalmente, la educación es una función 
que ha sido confiada a la federación, 
los estados y municipios (art. 3º). A la 
federación le han sido atribuidas en 
forma exclusiva dos facultades que no 
tienen los estados: la de unificar y co-
ordinar la educación; se trata de dos 
conceptos complementarios, se unifi-
can los criterios educativos y además 
se coordinan los aparatos u órganos, 
federales, locales y municipales que la 
prestan con el fin de evitar duplicidad 
de esfuerzos (art. 73, fracc. XXV).

La educación que imparta el es-
tado, y por tal se entiende la que 
prestan la federación, estados y mu-
nicipios, debe ser laica, democrática, 
nacional, gratuita y contribuir a la 
mejor convivencia humana. La edu-
cación primaria y la secundaria son 
obligatorias.

ejecutivo federal o de la unión. La 
constitución, para referirse al presi-
dente de los Estados Unidos Mexica-
nos (véase), que es la denominación 
ofi cial que ella asigna al funcionario 

en el que se deposita el supremo poder 
ejecutivo de la unión (art. 80), utili-
za otras denominaciones como la de 
ejecutivo (art. 26, A), ejecutivo de la 
unión (art. 72, inc. j), ejecutivo federal 
(art. 70) y presidente de la república 
(art. 26, B).

ejército. Del latín exercitus, adiestrado. 
Fuerza militar compuesta de soldados 
organizados y adiestrados para la gue-
rra. Es una parte de la fuerza armada; 
ésta se compone por el mencionado 
ejército, la armada y la fuerza aérea 
(art. 89, fracc. VI).

El ejército mexicano se levanta, 
organiza y sostiene debido a una ley 
que emite el congreso de la unión (art. 
73, fracc. XIV); está bajo el mando del 
presidente de la república (art. 89, 
fracc. VI); en él los grados se obtienen 
de conformidad con la ley, excepto de 
coroneles y generales, que requieren 
la propuesta del mismo funcionario 
y la aprobación del senado o de la 
comisión permanente (arts. 89, fracc. 
IV y 79, fracc. VII); se puede utilizar 
para la seguridad interior y defensa 
exterior de la república (art. 89, fracc. 
VI); en tiempo de paz ninguna auto-
ridad militar puede llevar a cabo más 
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funciones que las que tengan exac-
ta conexión con la disciplina militar 
(art. 129), por ello es contrario a la 
constitución utilizarlo en la persecu-
ción o prevención de los delitos, mi-
sión que, de acuerdo con ella misma, 
corresponde exclusivamente al mi-
nisterio público y a las policías (art. 
21). Los miembros del ejército que de-
seen ocupar cargos públicos deberán 
retirarse de él previamente dentro de 
los plazos que la misma constitución 
determina (arts. 55, fracc. IV y 82, 
fracc. V).

El actual ejército mexicano fue 
constituido por Venustiano Carranza 
en 1914; su organización y disciplina 
fueron obra de Joaquín Amaro.

elección. Del latín electionem, éste de 
electio, elegir, escoger. Acto por vir-
tud del cual la ciudadanía, mediante 
el voto, en la fecha determinada por 
la ley o por los órganos competentes, 
elige a quienes la han de gobernar. 
Son de elección popular los diputados, 
senadores, presidente de la república, 
diputados a la asamblea legislativa del 
Distrito Federal, diputados locales, go-
bernador y miembros de los ayunta-
mientos. En el siglo XIX lo fueron los 
magistrados y jueces, tanto federales 
como estatales. La elección es direc-
ta, en oposición al sistema de elección 
indirecta en primer, segundo o tercer 
grado que hubo durante el siglo men-
cionado.

La constitución prevé la existen-
cia de un órgano de naturaleza pú-

blica, el cual goza de personalidad y 
patrimonio propios, que se denomina 
instituto federal electoral (véase), que 
es el responsable de la organización y 
calificación de las elecciones federa-
les. También existe un tribunal fede-
ral electoral (véase) que conoce de las 
impugnaciones hechas valer contra 
las resoluciones de los órganos elec-
torales. En los estados existen órga-
nos parecidos que tienen la respon-
sabilidad de organizarlas. En el siglo 
XIX, en los estados de Nuevo León y 
Querétaro, la función electoral, como 
un todo, se confió a un órgano al que 
se dio el carácter de poder, el electo-
ral; éste ocupaba el primer lugar en 
la enumeración que de los poderes 
hacían las constituciones de esas en-
tidades.

Una elección es una institución 
que existe por disposición de la ley; 
su realización es fatal; no depende de 
la voluntad de las autoridades en ejer-
cicio; éstas, si la elección no está he-
cha, al concluir el periodo legal, deben 
entregar el poder o cargo a quien por 
mandato de la ley o por designación 
deba asumirlo en forma interina. Las 
elecciones pueden ser ordinarias o ex-
traordinarias; generales o locales.

emergencia. El término es usado en su 
acepción de crisis o accidente súbito 
y grave, caso imprevisto. De acuerdo 
con el art. 73, fracc. VIII, en los casos 
de emergencias declaradas en los tér-
minos del art. 29, podrán contratarse 
empréstitos que no tengan que desti-
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narse a la ejecución de obras que pro-
duzcan directamente un incremento 
en los ingresos públicos.

En los arts. 118, fracc. III y 122 se 
alude a situaciones de emergencia sin 
utilizar el término.

emigración. De emigrar, éste del latín 
emigrare, emigrar, alejarse, y migrare, 
ir de un lugar a otro. En español el 
término es usado referido al hecho de 
salir de un país; es en este contexto en 
que es usado en la fracc. XVI del art. 
73; el congreso de la unión está facul-
tado para dictar leyes que regulen el 
movimiento migratorio de quienes sa-
len del país; en forma complementa-
ria también está facultado para regu-
lar la inmigración (véase). Carece de 
facultades para regular la emigración 
e inmigración interna, que se da de un 
estado a otro; hacerlo corresponde a las 
autoridades de los estados, con respeto 
de la libertad de tránsito que establece 
el art. 11.

emolumento. Del latín emolumentum, 
éste de ex, hacia fuera, y molere, mo-
ler. Cantidad que se recibe como pago 
de un trabajo o servicio no manual. De 
acuerdo con el art. 13, los emolumen-
tos son compensación a servicios pú-
blicos y deben ser fijados por la ley. El 
art. 126 dispone que no podrá hacerse 
pago alguno que no esté comprendido 
en el presupuesto o determinado por 
ley posterior; el art. 127 agrega que 
la compensación debe ser adecuada e 
irrenunciable.

empleados superiores de hacien-
da. Dado a que ciertos funcionarios 
de la secretaría de hacienda y crédi-
to público, independientemente de su 
responsabilidad como servidores pú-
blicos, manejan fondos y valores que 
corresponden a la nación, la constitu-
ción, con el fin de evitar favoritismo, 
malas o inadecuadas designaciones, 
ha establecido como precaución adi-
cional la de exigir la ratificación por 
parte del senado o de la comisión per-
manente de ciertos funcionarios; ésta 
ha sido así desde 1824.

No puede ser considerado como em-
pleado superior el secretario de hacien-
da, no lo es por cuanto a que de con-
formidad con la fracc. II del art. 89, se 
trata de un nombramiento que hace 
libremente el presidente de la repú-
blica; tampoco puede ser considerado 
como tal el oficial mayor de la secre-
taría de hacienda, ya que sus funcio-
nes se limitan a labores administrati-
vas. Deben ser considerados como tales 
y sujetos a la ratificación respectiva, a 
pesar de lo que cierta reglamentación 
secundaria y práctica dispongan, los 
subsecretarios, directores, jefes de las 
oficinas federales de hacienda, tesore-
ro de la federación y procurador fiscal 
de la federación.

Si bien se requiere el consentimien-
to del senado o de la permanente como 
acto previo a la toma de posesión del 
cargo, con vista a que existe la posibi-
lidad de que manejen fondos públicos, 
no existe, en cambio, la obligación de 
obtener dicho consentimiento para el 
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caso de destitución; en cambio, sí será 
necesario en el caso de promociones o 
ascensos; el senado bien podría con-
siderar a una persona como idónea 
para ser nombrada como jefe de una 
oficina federal de hacienda, pero pu-
diera no estar de acuerdo con que 
esa misma persona ocupe una direc-
ción general o sea nombrado subse-
cretario.
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empleo. Del latín implicare, involucrar, 
incluir. Función que se realiza en una 
dependencia gubernamental a cam-
bio de un emolumento (véase) y por 
virtud de un nombramiento. Es fun-
ción del congreso de la unión crear-
los, suprimirlos, señalar, aumentar o 
disminuir su dotación (arts. 73, fracc. 
XI y 75); la cámara de diputados, al 
aprobar el presupuesto, debe señalar 
la retribución correspondiente a cada 
empleo establecido por la ley; en caso 
de no hacerlo se entenderá por seña-
lada la que hubiere tenido fijada en el 
presupuesto anterior o en la ley que 
estableció el empleo (art. 75). Nadie 
puede desempeñar a la vez dos car-
gos federales de elección popular, ni 
uno de la federación y otro de un 

estado también de elección popular 
(art. 125).

Se ha confiado al congreso de la 
unión la facultad de crear y suprimir 
empleos. La cámara de diputados, me-
diante el ejercicio de la facultad ex-
clusiva que se tiene de aprobar el pre-
supuesto, no puede hacerla nugatoria 
a través de no fijar una partida. Los 
empleos previstos en forma expresa 
en la constitución no pueden ser su-
primidos por esa cámara, simplemen-
te está obligada a fijar la dotación 
respectiva.

El congreso de la unión no puede, 
aunque lo ha hecho, delegar al presi-
dente de la república su facultad de 
crear y suprimir empleos. Cuando la 
delegación se ha dado, por regla ge-
neral, ha estado referida a la función 
de crear, pero no comprende la de 
suprimir. Cuando en forma contra-
ria a la constitución se ha delegado 
la facultad de crear, no puede enten-
derse comprendida la de suprimir, por 
cuanto a que en la fracc. XI del art. 73, 
se ha distinguido entre crear y supri-
mir. Los poderes constituidos no pue-
den suprimir los empleos previstos en 
la constitución.

La prohibición de que nadie puede 
desempeñar a la vez dos cargos federa-
les de elección, va encaminada a impe-
dir la fusión de dos poderes en uno con 
vista al art. 49, evitar los confl ictos de 
intereses y hacer operante el princi-
pio de división de poderes. La prohi-
bición contenida en el art. 62, de que 
los diputados y senadores no pueden 
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desempeñar una comisión o un em-
pleo de los estados, busca evitar se in-
frinjan los principios que regulan la 
distribución de competencias entre 
la federación y los estados y que tam-
bién se lleguen a presentar confl ictos 
de intereses. La obligación impuesta 
a la cámara de diputados de asignar 
retribución a cada empleo y la posibi-
lidad de que, en caso de omisión, se le 
imponga la respectiva del presupuesto 
anterior, tiende a evitar que ella in-
tente doblegar a un poder o a un ser-
vidor público por el hecho de no fijar 
partida para pagar su retribución. De 
conformidad con el art. 127 la remu-
neración que recibe un empleo debe 
ser adecuada y es irrenunciable.

empresa. Del latín vulgar imprendere, 
emprender. De todos los significados 
que tiene el término, la constitución lo 
utiliza en su acepción de organización 
mercantil o industrial que se dedica a 
la explotación de cosas o servicios. En 
ese contexto es utilizado en el art. 28. 
En el art. 123 se emplea el término en 
el mismo sentido, pero adicionando el 
componente de ser empleadora.

empréstitos. Del latín in, en, y praesti-
tus, de praestare, prestar. Acto por vir-
tud del cual la federación, los estados o 
los municipios reciben en préstamo di-
nero de particulares, nacionales o ex-
tranjeros, o incluso de estados extran-
jeros, que se comprometen a devolver 
en determinado plazo, bajo ciertas 
condiciones, con el pago de un interés.

En el ámbito federal es el congreso 
de la unión quien da las bases sobre 
las cuales el presidente de la república 
contrate los empréstitos con cargo al 
crédito de la nación; él es quien los 
aprueba, los reconoce, manda pagar 
la deuda nacional (art. 73, fracc. VIII). 
La cámara de diputados, al aprobar 
el presupuesto, debe señalar las par-
tidas respectivas (art. 74, fracc. IV). 
La discusión de los empréstitos debe 
comenzar con la cámara de diputados 
(art. 72, inc. h); se contratan para la 
ejecución de obras que produzcan de 
manera directa un incremento en los 
ingresos públicos, salvo los que se ce-
lebren con propósitos de regulación 
monetaria o para hacer frente a una 
emergencia (art. 73, fracc. VIII).

Los estados no pueden contratar 
directa o indirectamente empréstitos 
con gobiernos de otras naciones, con 
sociedades o particulares extranjeros, 
los que deban pagarse en moneda ex-
tranjera o fuera del territorio nacio-
nal. Se persigue que entidades busca 
carentes de existencia en el ámbito 
internacional comprometan la segu-
ridad nacional. Los empréstitos que 
contraten los gobernadores se debe-
rán hacer con vista a lo que dispon-
gan las legislaturas en una ley, se 
deben destinar a inversiones públicas 
productivas y dicho servidor público 
tiene que informar del uso que haya 
hecho de los autorizados al rendir la 
cuenta pública (art. 117, fracc. VIII).

En la práctica, durante mucho tiem-
po, el congreso de la unión no ejerció 
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con responsabilidad su facultad de 
autorización y control que le otorga 
la constitución, ello ha motivado el 
endeudamiento excesivo e irracional 
del estado mexicano.

entidad de fi scalización superior de 
la federación. Por virtud de una re-
forma constitucional de 1999, desa-
pa reció la contaduría mayor de ha-
cienda de la cámara de diputados del 
congreso de la unión (véase); fue sus-
tituida por la entidad de fiscalización. 
De conformidad con el art. 79 goza de 
autonomía técnica y de gestión en el 
ejercicio de sus atribuciones; decide 
sobre su organización interna, fun-
cionamiento y resoluciones. La cáma-
ra de diputados es la que designa a 
su titular por el voto de las dos terce-
ras partes de los diputados presentes, 
dura en su encargo ocho años; puede 
ser nombrado una vez más. Goza de 
las inmunidades que establece el tí-
tulo cuarto de la constitución. Es el 
congreso de la unión el facultado para 
expedir la ley que regule su organiza-
ción y funcionamiento (art. 73, fracc. 
XXIV). Es la cámara de diputados la 
que evalúa su desempeño (art. 74, 
fracc. VI).

La entidad tiene a su cargo: fisca-
lizar los ingresos y egresos; manejar 
los fondos y recursos de los poderes 
y entes federales, y los de los esta-
dos, Distrito Federal y municipios. La 
fiscalización la hace una vez que ha 
concluido el ejercicio fiscal con base 
en la cuenta anual (véase), que debe 

ser presentada a la cámara de dipu-
tados (art. 74, fracc. IV). Efectuada la 
revisión de la cuenta anual, debe infor-
mar a la cámara de diputados; investi-
ga los actos u omisiones que impliquen 
alguna irregularidad o conducta ilícita 
en el manejo de los fondos y recursos 
federales y determina los daños y per-
juicios que afecten a la hacienda pú-
blica federal. Carece de atribuciones 
para revisar el manejo de los fondos 
y recursos locales; ésta es una fun-
ción que corresponde a las entidades 
de fiscalización de las entidades (arts. 
116, fracc. II y 122, C, base primera, 
fracc. V, inc. c). 

equilibrio entre poderes. En la cons-
titución se ha establecido un sistema 
de pesos y contrapesos que procura, 
cuando menos en teoría, alcanzar una 
situación de equilibrio entre las tres 
ramas en que ha sido dividida la ac-
ción gubernativa; el texto tiende a 
evitar que una de las tres se sobre-
ponga a las restantes; la acción del 
congreso es neutralizada o encauzada 
por los poderes ejecutivo y judicial: 
una ley del congreso puede ser veta-
da por el presidente de la república, 
llegado el caso, es factible que no la 
publique, sin que se le exija respon-
sabilidad. También hay la posibilidad 
de que se difiera su entrada en vigor 
o no se aplique en ciertos casos. La 
rama judicial, por su parte, mediante 
el juicio de amparo, neutraliza la ac-
ción del órgano legislativo en casos 
concretos y, cuando integra jurispru-
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dencia, su obra encauzadora de la ac-
ción del congreso adquiere un relativo 
grado de generalidad.

El ejecutivo encuentra en el con-
greso un contrapeso a su acción: un 
nombramiento o un ascenso puede ser 
obstaculizado por el senado; un servi-
dor público que dependa de él puede 
ser enjuiciado y destituido; al menos 
en teoría y con efectos meramente 
políticos, mas no jurídicos, su actua-
ción puede ser objeto de censura; un 
informe anual es susceptible de ser 
criticado y objetado. La rama judicial, 
mediante el amparo, frena también su 
acción; y mediante la investigación a 
que alude el art. 97 puede emitir una 
censura implícita a su actuación.

En el sistema constitucional mexica-
no la acción de la rama judicial es ino-
cua; las resoluciones que emite en los 
juicios de amparo carecen de la fuerza 
y la generalidad de las sentencias que 
emiten los jueces estadounidenses. En 
las controversias y acciones de incons-
titucionalidad, se requiere el voto de 
cuando menos ocho ministros para 
que sus sentencias tengan efectos ge-
nerales respecto de cierto tipo de leyes. 
Visto lo anterior, los elementos que 
neutralizan su actuación son mínimos: 
el presidente de la república puede in-
dultar a un reo condenado por los jue-
ces federales; el congreso de la unión, 
mediante una ley de amnistía, puede 
dejar sin materia un crecido número 
de juicios de naturaleza penal que se 
ventilen ante los tribunales federales. 
También el congreso puede juzgar a 

ministros, magistrados y jueces fede-
rales y, llegado el caso, destituirlos e 
inhabilitarlos.

errata. Del latín errata, equivocaciones. 
Falta que se comete en un impreso. En 
derecho, divergencia que existe entre 
un texto oficial considerado auténtico 
y su publicación escrita, sea por entes 
públicos o privados.

Una errata sólo puede darse en fun-
ción de que hay un texto considerado 
auténtico. El error existe en función de 
que hay una verdad. Aquélla es sólo 
una de las consecuencias que se dan en 
el proceso de publicación de los actos 
públicos. Son comunes en la impresión 
de leyes, decretos, órdenes, reglamen-
tos, acuerdos e incluso sentencias.

Las erratas están sujetas a los prin-
cipios siguientes:

Mientras no se lleven a cabo los 
procedimientos que marca la ley para 
modificar o derogar un texto oficial, 
el documento aprobado por el órgano 
competente, sea congreso de la unión, 
presidente de la república, legislatu-
ras, tribunales, es válido y su publica-
ción debe coincidir con él.

Por razones de seguridad jurídica 
el texto publicado tiene a su favor la 
presunción de ser idéntico a su ori-
ginal, de ser auténtico, por lo mismo 
obliga tanto a los órganos de la admi-
nistración pública como a los particu-
lares. Ambos deben estarse a lo que 
el texto publicado disponga, indepen-
dientemente de que la presunción no 
corresponda a la realidad. Esto es vá-
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lido mientras no se expida una fe de 
erratas emitida por la autoridad com-
petente (véase fe de erratas).

Las erratas pueden darse en las di-
ferentes etapas que integran el proce-
so legislativo: cuando el personal del 
congreso transcribe algún proyecto de 
ley o decreto para ser enviado al pre-
sidente de la república; cuando éste lo 
transcribe y emite su decreto promul-
gatorio y cuando, finalmente, se pu-
blica en el diario o periódico oficial. 
Para cada una de dichas etapas debe 
existir un procedimiento diferente de 
enmienda de las erratas.

estado. Del latín status, participio pa-
sivo de stare, estar de pie. En teoría 
del estado y en ciencia política al 
concepto estado se le da diversa con-
notación; para Jellinek: “es la unidad 
de asociación dotada originalmente de 
poder de dominación y formada por 
hombres asentados en un territorio”.

Max Weber afirma:

Caracteriza hoy formalmente al es-
tado el ser un orden jurídico y admi-
nistrativo —cuyos preceptos pueden 
variarse– por el que se orienta la acti-
vidad —“acción de asociación”— del 
cuadro administrativo (a su vez regula-
da por preceptos estatuidos) y el cual 
pretende validez no sólo frente a los 
miembros de la asociación —que per-
tenecen a ella esencialmente por na-
cimiento— sino también respecto de 
toda acción ejecutada en el territorio a 
que se extiende la dominación.

Más adelante el mismo autor defi-
ne al estado como: “el estado es aque-
lla comunidad humana que en el inte-
rior de un determinado territorio —el 
concepto del ‘territorio’ es esencial a 
la definición— reclama para sí (con 
éxito) el monopolio de la coacción fí-
sica legítima”.

En el art. 3º el término estado es 
usado en su acepción de órganos de 
autoridad, comprende a todas: las fe-
derales, estatales y municipales (pá-
rrafo inicial y la fracc. V); en ese mis-
mo sentido es usado el término en el 
art. 5º.

El término estado apareció en la 
constitución de 1917, en la acepción 
de órganos de autoridad, en el art. 5º 
original; el uso del término en el art. 
3º data de 1934. Su uso fue poco fre-
cuente en el siglo XIX; destaca el que 
efectuó la administración Juárez en la 
Ley de Nacionalización de los Bienes 
Eclesiásticos de fecha 12 de julio de 
1857 (art. 3º).
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estados. A las partes integrantes de la 
federación la constitución las deno-
mina estados; éstos cuentan con una 
población asentada sobre un territo-
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rio claramente definido, con órganos 
de autoridad y una constitución que 
ellos mismos se dan; por esta circuns-
tancia se les califica de autónomos, 
aunque la constitución utiliza el tér-
mino soberanos, no corresponde a 
su naturaleza, por cuanto a que no 
tienen existencia en el plano interna-
cional y están constreñidos a respetar 
y a regularse conforme a lo que ella 
dispone.

En teoría se trata de entes indes-
tructibles, que preexistían a la fecha 
en que se constituyó la primera fe-
deración mexicana, que no pueden 
separarse de la unión, que tienen que 
organizarse de conformidad con los 
principios republicano, representati-
vo, popular, de división de poderes y 
tener como base de su división terri-
torial el municipio libre.

En ellos recaen obligaciones, pro-
hibiciones, limitaciones e inhibicio-
nes; dado que la federación ejerce ac-
tos de autoridad en todo el territorio 
nacional, a fin de evitar invasiones y 
confusiones, la constitución ha deli-
mitado el campo de acción de la fe-
deración, al disponer que sólo puede 
actuar en ejercicio de facultades ex-
presas y que lo no otorgado a ella se 
reserva o corresponde a los órganos 
de autoridad de los estados o a su po-
blación. La delimitación, preferente-
mente, es por materias.

Es factible que el número de esta-
dos aumente al admitir nuevos y por 
la formación de otro a costa de los ya 
existentes; teóricamente no es factible 

que alguno de ellos desaparezca; no 
obstante, en el siglo XIX salió de la 
federación una parte del territorio na-
cional.

estafeta. Del italiano staffetta, estribo 
pequeño. Hasta el siglo XIX el térmi-
no significó correo a caballo; en esa 
acepción lo utilizó el constituyente de 
1857 (art. 25); en la actualidad ha pa-
sado a significar servicio de correo, sin 
importar el medio que se utilice para el 
transporte de la correspondencia; ésta, 
en sobre o en cubierta, cuando circule 
por las estafetas, está libre de todo re-
gistro; su violación está penada por la 
ley (art. 16).

estampillas. En el sistema administrati-
vo mexicano con este término se alu día 
a sellos fiscales que se estampaban, 
imprimían o pegaban a los papeles o 
documentos en que se asentaba una 
diligencia pública o judicial y que 
ameritaba un pago en efectivo. Se trata 
de una forma de recaudación que fue 
prohibida a los estados por reforma del 
año de 1896 (art. 111, fracc. III), prohi-
bición que fue reiterada por el cons-
tituyente de 1917 (art. 117, fracc. III). 
Se estimó que esa forma de cobrar im-
puestos correspondía en forma exclu-
siva a la federación; ésta hizo uso de 
ella hasta hace algunos años.

estanco. A decir de Escriche:
 

El embargo o prohibición del curso y 
venta libre de algunas cosas, o el asiento 
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que se hace para apropiarse la venta de 
las mercancías y otros géneros, ponien-
do coto para que no se vendan sino por 
determinadas personas y a precio fi jo. 
También se llama estanco al sitio, para-
je o casa donde se venden los géneros 
o mercancías que se hallan estancados.

Se utilizó el término con vista al 
hecho de que se trataba de una acti-
vidad que no estaba a disposición de 
todos y de que, de alguna forma, los 
efectos no circulaban. Fueron objeto 
de estanco el azogue o mercurio, el 
tabaco, la pólvora, la sal, los cerillos 
y otros. El constituyente de 1857 pro-
hibió los estancos (art. 28), cosa que 
ratificó el de 1917 (art. 28).

estatal. Perteneciente o relativo al estado. 
Del estado. En la terminología jurídico-
política mexicana, el término ha sido 
usado en forma reiterada desde el si-
glo XIX hasta el presente, sin que exista 
tratadista de nota que disienta, como 
referido a las entidades que integran 
la federación mexicana; con ello se ha 
atendido a lo que disponen los diccio-
narios y autoridades de la lengua.

En algunos países de América del 
Sur es frecuente que, para referirse a 
lo relativo a los estados miembros de 
una federación, se utilice el término 
esta dual; el mismo no aparece en los 
diccionarios autorizados de la lengua; 
el español no lo admite. Con su uso se 
pretende aludir a las entidades federa-
tivas, con el fin de distinguirlo del uso 
que se hace de él en la teoría del esta-

do. La ciencia constitucional no tiene 
por qué recurrir a ese término espurio, 
si desde hace más de 170 años ha uti-
lizado, con toda propiedad, el término 
estatal.

estatuto de gobierno. Cuerpo norma-
tivo que regula la organización po-
lítica del Distrito Federal. Regula el 
ejercicio de las facultades y atribucio-
nes de los poderes federales y el de las 
auto ridades locales. El congreso de la 
unión es el facultado para expedirlo 
y reformarlo. En el Distrito Federal 
hace las veces de constitución; tiene 
una jerarquía superior; las leyes que 
emite la asamblea legislativa le son 
inferiores, por lo mismo deben estar 
de acuerdo con él. En el plano fede-
ral, en estricto derecho, tiene idénti-
ca jerarquía a la que se reconoce a las 
restantes leyes que expide el congreso 
de la unión. No hay fundamento para 
suponer que tenga una jerarquía su-
perior. Puede ser modificado a través 
de una ley que éste expida con pos-
terioridad. Por ser una ley que emana 
del congreso de la unión, el facultado 
para promulgarlo es el presidente de 
la república. Como una excepción a 
lo dispuesto por la fracc. I del art. 89, 
su aplicación corresponde, de manera 
preferente, a las autoridades del Dis-
trito Federal. Lo anterior no excluye 
que lo hagan el presidente de la repú-
blica en las materias que no han sido 
confiadas a las autoridades locales 
(art. 122, disposición B), al senado, en 
materias específicas, como en lo rela-
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tivo al nombramiento y remoción del 
jefe de gobierno (art. 76, fracc. IX) y 
la comisión permanente (art. 122, dis-
posición F).

La reglamentación del estatuto de 
gobierno corresponde a la asamblea 
legislativa. A pesar de lo dispuesto por 
la fracc. I del art. 89 constitucional, 
que establece como regla general que 
el presidente de la república ejerce su 
facultad reglamentaria por lo que toca 
a las leyes que expide el congreso de 
la unión, la fracc. IV de la disposición 
B, del art. 122, establece una excep-
ción: su facultad de proveer en la es-
fera administrativa está referida a las 
leyes del congreso de la unión relati-
vas al Distrito Federal; debe entender-
se que con excepción del estatuto, por 
cuanto a que anteriormente ha hecho 
una mención especial a él. La facultad 
reglamentaria que corresponde al jefe 
de gobierno está referida a proveer en 
la esfera administrativa las leyes que 
emite la asamblea legislativa.

La facultad genérica de iniciar le-
yes que se confiere al presidente de la 
república mexicana (art. 71, fracc. I), 
tiene una manifestación específica adi-
cional, pero limitada: la de iniciar leyes 
ante el congreso de la unión en lo rela-
tivo al Distrito Federal; no puede iniciar 
decretos (art. 122, disposición B, fracc. I). 
Tampoco es exclusiva, también lo pue-
den hacer los diputados y senadores al 
congreso de la unión y las legislaturas 
de los estados (art. 71, fraccs. II y III) y la 
asamblea legislativa (art. 122, disposi-
ción C, fracc. V, inc. ñ).

El estatuto de gobierno en vigor es 
de 1994.

exacción. Del latín exactio. En la consti-
tución se utiliza el término en su sen-
tido de exigir el pago de un impuesto, 
tributo o derecho:

Artículo 117. Los Estados no pueden, 
en ningún caso: [...] VI. Gravar la circu-
lación ni el consumo de efectos nacio-
nales o extranjeros, con impuestos o 
derechos cuya exacción se efectúe por 
aduanas locales, requiera inspección o 
registro de bultos, o exija documenta-
ción que acompañe la mercancía;

El término se introdujo a la consti-
tución en 1896 cuando, con el fin de 
acabar con las alcabalas, se reformó el 
art. 111 de la constitución de 1857, pa-
recido al actual 117, para adicionarle 
las fraccs. III a la VII. En algunos textos 
de la constitución, oficiales y privados, 
por causa de una errata, se usa el térmi-
no exención, que cambia notablemente 
el sentido de la fracc. VI del art. 117.

exención. De eximir, éste del latín exi-
mere, quitar, liberar. Dispensar o sus-
traer a alguien de una carga fiscal. El 
término aparece en los arts. 28: “En 
los Estados Unidos Mexicanos quedan 
prohibidos los monopolios, las prác-
ticas monopólicas, los estancos y las 
exenciones de impuestos en los térmi-
nos y condiciones que fijan las leyes”, 
y 115, fracc. IV, inciso e): “Las leyes 
federales no limitarán la facultad de 
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los estados para establecer las contri-
buciones a que se refieren los incisos 
a) y e), ni concederán exenciones en 
relación con las mismas.”

Antes de 1982, a nivel local, con el 
fin de atraer inversiones, crear empleos 
y con todo ello incrementar el desa-
rrollo económico, fue frecuente el que 
se concedieran exenciones por plazos 
prolongados: 10, 15 o 20 años. Esto ya 
no es posible. Debido a que no se dispu-
so que la reforma constitucional tuviera 
aplicación retroactiva, ella sólo se apli-
ca para las situaciones venideras; no 
modifica los privilegios concedidos ni, 
mucho menos, los desa parece. Debe 
estarse a lo dispuesto en los decretos 
que concedieron las exenciones. Es 
evidente que los plazos no pueden ser 
ampliados ni renovados.

Subsiste, respecto de los bienes de 
dominio público, sean de la federación, 
de los estados o municipios, el privile-
gio de no cubrir los impuestos relacio-
nados con la propiedad inmobiliaria a 
que se hace referencia en el inciso a) 
de la fracc. IV del art. 115 citado.

No se trata de una auténtica exen-
ción; el estado, por ser un ente de de-
recho público, lleva a cabo actos de 
autoridad y de servicio que no van 
encaminados a procurar una utilidad 
económica, no son hechos imponibles; 
por su parte, los bienes que le pertene-
cen, en la mayoría de los casos, están al 
servicio directo de la población. El gra-
var la actividad del estado implicaría 
encarecer sus servicios. En el fondo, el 
estatuto especial que rige su actividad 

y sus bienes tiene como razón de ser 
un principio elemental: por economía, 
nadie puede ser acreedor y deudor de 
sí mismo. Ciertamente en un sistema 
complejo como lo es el federal, en el 
que coexisten dos fuentes de autoridad 
impositiva, una de ellas pudiera verse 
tentada a gravar los bienes del otro y 
con ello obstaculizar o impedir el que 
la otra pueda cumplir con sus funcio-
nes; para evitarlo se ha previsto que los 
bienes del dominio público de la fede-
ración, estados y municipios estén a 
salvo de los pagos de impuestos a que 
se alude en la indicada fracción; no se 
trata técnicamente de una exención, 
se está frente a un hecho no imponi-
ble; tampoco se trata de una exención 
cuando a las personas que tienen nu-
los o mínimos recursos se les pone al 
margen de la actividad contributiva; 
aquí se aplica un principio que regula 
la facultad impositiva, el de economía, 
los gastos que se hacen para obtener 
un impuesto no deben exceder de su 
monto, y las personas de escasos re-
cursos, mientras viven, cuando me-
nos, gozan de lo que tienen puesto y 
de lo que comen en un día, eso pudiera 
ser objeto de gravamen, sin embargo 
los gastos a realizar serían superiores 
a los ingresos a obtener. Ello explica 
la virtual exención que los beneficia.

En el texto constitucional se nota 
cierta deficiencia; no hay duda de que 
respecto de la disposición anterior, se 
trata de contribuciones, por lo que es 
admisible que no deben ser cubiertas 
por los entes de derecho público aludi-
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dos; pero por lo que hace al inciso e), 
que se refiere a los ingresos derivados 
de la prestación de servicios públicos a 
cargo de los municipios, técnicamente 
no se puede hablar de que se trata de 
contribuciones, es claro que se trata 
de derechos, por lo que la situación de 
privilegio en rigor no se puede hacer 
extensiva a este último concepto.

Giannini sostiene:

Pero la mayor parte de las exenciones 
se establecen con el fi n de sustraer a la 
carga fi scal y, por tanto, facilitar el desa-
rrollo de una cierta actividad económi-
ca que en un determinado momento se 
estima conveniente favorecer en defen-
sa del interés general. Con este fi n el 
legislador puede disponer que las con-
cretas situaciones de hecho que res-
pondan a tal exigencia queden exen-
tas tan sólo durante un determinado 
espacio de tiempo, transcurrido el cual 
se presume que aquéllas, superadas las 
difi cultades del periodo inicial, pueden 
soportar la carga tributaria normal.

Las exenciones pueden ser per-
manentes o temporales; hasta el siglo 
antepasado en México, los bienes de la 
iglesia gozaban de una exención per-
manente, parecida a la que actualmente 
existe para los bienes de dominio pú-
blico; ya han desaparecido. Las que 
se dieron y que de alguna manera se 
sigan dando en los ámbitos federal y 
local, en teoría son temporales.

Las exenciones son excepciones a la 
regla general, por lo mismo sólo pue-

den ser concedidas por el autor de la 
ley fiscal, por quien fija las contribu-
ciones y tasas: el congreso de la unión 
y las legislaturas. La autoridad ejecuti-
va, con vista a circunstancias de hecho, 
puede no ejercer su facultad recaudato-
ria, pero no puede otorgar exenciones.

La prohibición que en forma expre-
sa existe tanto para el congreso de 
la unión como para las legislaturas, 
tiende a evitar el que se prive a los 
ayuntamientos, que carecen de auto-
nomía, de sus rentas; está encaminada 
a impedir que un tercero se muestre 
generoso con los bienes ajenos y dis-
ponga de los recursos de una perso-
na que no puede determinar por sí ni 
las fuentes impositivas ni los montos 
y, en cambio, tiene determinados en 
forma expresa los servicios que debe 
prestar.
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expendedor. Aunque el término cuenta 
con un significado genérico: toda per-
sona que expende, es decir que ven-
de al por menor, en la constitución se 
utiliza para referirse a quienes venden 
al menudeo periódicos o revistas en 
puestos fijos o semifijos. Ella obliga al 
congreso de la unión, legislaturas de 
los estados y asamblea legislativa a dar 
leyes por las cuales se evite que los ex-
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pendedores sean encarcelados por de-
litos de prensa (art. 7º).

expropiación. Acto por virtud del cual 
el estado mexicano, federación y en-
tidades federativas, por causa de utili-
dad pública, mediante indemnización, 
priva a un particular de un bien y lo 
hace ingresar al patrimonio público. 
Está prevista en el párrafo segundo del 
art. 27: “Las expropiaciones sólo po-
drán hacerse por causa de utilidad pú-
blica y mediante indemnización.” La 
acción de la autoridad administrativa 
está neutralizada por el art. 14, que 
establece una regla general, que no 
admite excepciones: “Nadie podrá ser 
privado de la libertad o de sus pro-
piedades, posesiones o derechos, sino 
mediante juicio seguido ante los tri-
bunales previamente establecidos, …”

La institución ha aparecido en casi 
todas las constituciones que han es-
tado en vigor. La justifica la conside-
ración de que sobre los intereses par-
ticulares están los de la colectividad.

Las expropiaciones las hace la au-
toridad ejecutiva con fundamento en 
la ley; ésta puede ser federal o local. 
Los municipios, mediante sus ayunta-
mientos, carecen de la facultad para 
hacerlo; cuando por causa de utilidad 
pública es necesario ingresar al patri-
monio del municipio un bien, quien lo 
hace, por regla general, es el goberna-
dor. Aunque la práctica demuestre lo 
contrario y la corte se haya prestado a 
sancionar una interpretación errónea, 
la verdad es que el pago de la indemni-

zación debe ser anterior o simultáneo 
a la expropiación. El particular afec-
tado, si el bien no es destinado para el 
fin para el que fue expropiado dentro 
de un plazo de cinco años, puede re-
clamar su reversión de acuerdo con el 
art. 9º de la Ley de Expropiación. En la 
ley se regulan otras figuras como son 
la ocupación temporal, total o parcial, 
o la simple limitación de los derechos 
de dominio. La expropiación se debe 
hacer para alcanzar los fines del esta-
do o en interés de la colectividad.

extradición. Según Manzini: 

es un acto administrativo, de mutua 
asistencia represiva, internacional, me-
diante el cual nuestro estado hace a un 
estado extranjero, previa intervención 
de la garantía jurisdiccional, o recibe del 
mismo, la entrega de un imputado o de 
un condenado para los fi nes del proce-
dimiento penal o de la ejecución de la 
condena.

La figura de la extradición tiende a 
proteger dos tipos de valores; por un 
lado los de la sociedad en la que se ha 
cometido un hecho delictuoso y del que 
el presunto responsable se ha sustraído 
al huir de ella; en estos casos, como 
dice Diego Covarrubias, a quien cita 
Luis Jiménez de Asúa, se aconseja la 
extradición para procurar el castigo del 
delincuente en el lugar en que éste co-
metió su crimen; ve a la ejemplaridad 
del castigo con el fin de atemorizar; el 
castigo debe ser impuesto por la socie-
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dad que se siente ofendida; una última 
razón es la comodidad y seguridad en 
el proceso de castigo.

El proceso de extradición, por lo que 
ve al presunto delincuente, persigue el 
respeto de ciertos valores: proteger su 
libertad a fijar su domicilio dentro del 
territorio nacional o dentro del territo-
rio de un estado; el derecho a no salir 
de determinado territorio cuando no lo 
quiere hacer; cuando se es perseguido 
político, a no ser devuelto a su lugar 
de origen; cuando se ha sido esclavo, 
no obstante ser delincuente, a no ser 
devuelto a su país de origen. El sistema 
jurídico mexicano, tratándose de ex-
tradición internacional, ha negado a la 
autoridad administrativa el resolver lo 
relativo a una solicitud de extradición 
y, aunque no con todo el rigor de un 
proceso penal ordinario, ha dado in-
tervención exclusiva a las autoridades 
judiciales tanto federales como locales; 
con ello se intenta hacer operante el 
principio nulla traditio sine lege.

Todas las precauciones tienden a 
evitar que mediante una solicitud de 
extradición se esté ocultando un real 
y efectivo deseo de venganza. La ex-
tradición procura fines justicieros y 
de seguridad jurídica.

Al fin y al cabo por lo que hace al 
proceso de extradición, con vista a res-
petar la garantía individual a fijar su 
residencia, la libertad jurídica y a los 
requerimientos de castigo y ejemplari-
dad, la ley ha establecido procedimien-
tos especiales sumarísimos. En el caso 
de la extradición entre estados, ésta es 

de carácter administrativo pues se enco-
mienda a las respectivas procuradurías 
de justicia locales; si la extradición se 
lleva a cabo entre países distintos se re-
quiere la intervención del juez, del que 
no se obtiene una sentencia de condena 
o absolución, se limita a resolver si se 
obsequia o no la solicitud. Ésta, si bien 
aparentemente puede ser considerada 
como una actividad administrativa, no 
puede dejar de reconocerse que la au-
toridad judicial, cuando conoce de una 
solicitud, está realizando una función 
netamente jurisdiccional; está obligada 
a determinar la presunta responsabili-
dad del extraditado con vista a pruebas 
ofrecidas tanto por el acusador requi-
rente, como por el acusado y su defen-
sor; determina con vista a pruebas si se 
trata de un perseguido político o no; si 
no se trata de un ex esclavo, reo militar 
o alguien a quien se pueda aplicar la 
pena de muerte.

La extradición entre estados debe 
ajustarse a los términos de los conve-
nios de colaboración que celebren las 
entidades entre sí o con el gobierno fe-
deral. Para tramitar la extradición in-
ternacional debe estarse a lo dispuesto 
por la constitución, los tratados inter-
nacionales y las leyes reglamentarias.

La extradición, en sus dos moda-
lidades, por lo que toca a los estados, 
está prevista en el art. 119 que dice: 

Cada estado y el Distrito Federal tienen 
obligación de entregar sin demora a los 
indiciados, procesados o sentenciados, 
así como a practicar el aseguramiento 
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y entrega de objetos, instrumentos o 
productos del delito a la autoridad de 
cualquier otra entidad federativa que 
los requiera.

En estos casos, el auto del juez que 
mande cumplir la requisitoria de ex-
tradición, será bastante para motivar 
la detención hasta por 60 días natura-
les, cuando fuere internacional.

El artículo establece una excepción 
expresa a la garantía individual con-
signada en el art. 19, que prescribe 
que ninguna detención puede exceder 
del término de tres días.

No existe fundamento constitucional 
para que el congreso de la unión regla-
mente el segundo párrafo del art. 119. 
La ley reglamentaria del art. 119, de 9 
de enero de 1954, carece de base legal. 
La reglamentación de la constitución 
no siempre corresponde al congreso de 
la unión. Con vista al art. 124, más que 
otorgada la facultad de llevar al detalle 
el art. 119, la tiene prohibida. Tal facul-
tad, en principio, puede afirmarse que 
les corresponde a los estados; pero és-
tos sólo pueden hacerlo dentro de su 
territorio, mas no pueden emitir bases 
generales para toda la república. A lo 
largo de las 30 fracciones del art. 73 
no se desprende que el poder legislati-
vo esté facultado para expedir una ley 
reglamentaria del art. 119; no se puede 
afirmar jurídicamente que cuando una 
disposición constitucional requiere re-
glamentación ésta corresponda necesa-
riamente al congreso; mucho menos se 
puede hacer tal afirmación cuando la 

disposición se encuentra enmarcada en 
un capítulo titulado “De los estados de 
la federación”; cuando la constitución, 
en estos casos, otorga una facultad tie-
ne el cuidado de decirlo de manera ex-
presa; así por lo que toca a desarrollo 
urbano, la fracc. VI del art. 115 habla de 
una ley federal; el art. 121 es más claro 
y preciso, dispone que el congreso, por 
medio de leyes generales, prescribirá 
la manera según la cual se dé entera 
fe a los actos y registros realizados en 
otra entidad federativa. No existe un 
poder residual o inmanente a favor del 
punto de vista de que en caso de una 
disposición constitucional relativa a los 
estados requiera ser reglamentada, esa 
función le incumba por fuerza al con-
greso de la unión.

Lo relativo a la reglamentación de 
la forma y términos en que un estado 
debe tramitar una solicitud de extradi-
ción nacional, no es del todo claro que 
corresponda a la federación; al fin y 
al cabo es una obligación a cargo de 
los estados, respecto de personas que 
se encuentran dentro de su territorio 
y que gozan, por esa razón, de los de-
rechos que a favor de los individuos 
consagra la constitución. Hay un fun-
damento jurídico para que la federa-
ción regule la extradición de reos in-
ternacionales.
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facultades. En la constitución, por fa-
cultades se entiende aquellas materias 
respecto de las cuales pueden actuar 
válidamente los poderes públicos pre-
vistos por ella. Para el caso no importa 
que los poderes sean federales o loca-
les. El congreso de la unión (art. 73), 
el presidente de la república (art. 89) 
y los tribunales federales (arts. 103 a 
107) gozan de facultades legislativas, 
ejecutivas y jurisdiccionales. Respecto 
de materias administrativas cuentan, 
además, con atribuciones (véase).

Los órganos, como la comisión per-
manente del congreso de la unión, go-
zan de atribuciones, no de facultades 
(art. 78). En el art. 122 a la asamblea 
legislativa, jefe de gobierno y tribunal 
superior no se les reconoce la calidad 
de poderes; son denominados autori-
dades. No obstante ello, se reconoce 
que gozan de facultades.

facultades coincidentes. Aquellas que 
pueden ejercer válidamente, sin existir 
invasión de competencia entre, la fe-
deración y los estados; son una excep-
ción a la distribución de competencias 
que se desprende del art. 124 consti-
tucional; sólo se pueden dar cuando 
exista texto fundamental que así lo 

autorice, en los restantes casos preva-
lece el principio de que lo conferido a 
la federación lo tienen prohibido los 
estados y lo no otorgado expresamen-
te a los poderes federales se entiende 
reservado a los estados.

En el sistema mexicano actual sur-
gieron a raíz de la reforma introduci-
da a la constitución en 1883, por la 
cual se facultó al congreso de la unión 
para expedir códigos de minería y co-
mercio (art. 72, fracc. X); por virtud 
de la reforma, la competencia para 
conocer de los juicios mercantiles re-
cayó en los tribunales federales, éstos 
pronto se mostraron incapaces para 
conocer y resolver el cúmulo de nego-
cios que llegó a su conocimiento; ante 
esa circunstancia, en 1884 se reformó 
la constitución de 1857 en su art. 97, 
fracc. I, para los efectos de atribuir 
competencia en la aplicación de las 
leyes federales, en negocios que lle-
garen a afectar intereses particulares, 
a los jueces de los estados, del Distrito 
Federal y territorios.

El constituyente agregó un caso 
más, el previsto en el último párrafo 
del art. 117, que faculta tanto al con-
greso de la unión como a las legis-
laturas para legislar sobre la misma 
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materia: combate al alcoholismo. En 
la actualidad existen otros casos, por 
ejemplo los previstos en la fracc. V del 
art. 121, en cuanto a educación pro-
fesional y expedición de títulos profe-
sionales (véase) y el que consigna la 
fracc. XII del art. 107, que faculta a los 
tribunales locales a conocer de mate-
ria de amparo.

facultades concurrentes. Correspon-
den a los poderes federales, pero en 
ciertas circunstancias pueden ejercer 
válidamente los poderes de los esta-
dos, entre tanto aquéllos no las ejer-
zan. Fueron producto de la práctica y 
de la jurisprudencia estadounidense, 
con su uso se pretendió cubrir los va-
cíos de poder que dejaban los prime-
ros poderes federales.

La actuación de los poderes locales 
en materias federales se consideró vá-
lida entre tanto la federación no ejer-
ciera su atribución; la intervención 
local cesaba automáticamente al mo-
mento en que la federación regulaba 
o asumía su facultad.

Esa actuación se basaba en un he-
cho histórico: el campo de acción de 
los poderes federales se había integra-
do por contribuciones que habían he-
cho los estados preexistentes, que en 
algún tiempo las facultades que ellos 
gozaban, habían pertenecido a las co-
lonias y, si bien habían renunciado a 
ellas, lo habían hecho con el fin de 
que se ejercieran; por ello, ante el va-
cío de poder, como un ejercicio de una 
facultad residual, se consideró que les 

seguían correspondiendo a los estados, 
por ello la jurisprudencia y la doctri-
na estadounidense declararon válida la 
intervención temporal de los estados.

No pueden ser objeto de facultades 
concurrentes las materias que ame-
ritan una reglamentación general, 
las que estén prohibidas a los estados 
(arts. 117 y 118), o hayan sido atribui-
das en forma exclusiva o privativa a 
los poderes federales (arts. 29, 74, 76 
y 105).

En la constitución y en la prácti-
ca existen casos de facultades concu-
rrentes (art. 118, fracc. III).

También se denominan concurren-
tes aquellas facultades en las que, con 
base en una ley del congreso de la 
unión, los poderes federales, los de 
las entidades federativas y los ayun-
tamientos, intervienen en lo relativo a 
asentamientos humanos, protección al 
ambiente, preservación y restauración 
del equilibrio ecológico, pesca y acua-
cultura, fomento y desarrollo susten-
table de la actividad cooperativa (art. 
73, fraccs. XXIX-C, XXIX-G, XXIX-L y 
XXIX-N).

facultades extraordinarias. Acto del 
congreso de la unión por el cual de-
lega en el presidente de la república 
parte de sus facultades legislativas 
en forma temporal y con vista a un 
decreto de suspensión de garantías 
(véase en suspensión de garantías el 
nuevo texto del art. 29).

En la actualidad ya no existe duda 
de que se trata de facultades legis-
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lativas; ésa es la razón por la que el 
congreso de la unión es el único que 
puede otorgarlas. Se trata de una de 
las dos excepciones que existen en los 
principios de división de poderes y de 
que la legislativa es una función cole-
giada, que se deriva del art. 49; la otra 
es la prevista en el art. 131.

Por virtud del acto del congreso de 
la unión mediante el cual concede fa-
cultades extraordinarias al presidente 
de la república, en los términos del art. 
29 constitucional, éste es autorizado 
en forma temporal y transitoria, a ejer-
cer un cúmulo de facultades expresa-
mente determinadas, que de manera 
ordinaria son confiadas a un órgano 
colegiado.

El congreso de la unión no desapa-
rece como poder, sigue existiendo y 
está facultado para ejercer las facul-
tades que le ha conferido la consti-
tución, incluso las legislativas, en las 
materias que no son susceptibles de 
delegación o que no han sido conce-
didas al ejecutivo; aún más, por lo que 
toca a éstas, no hay ninguna duda de 
que esas facultades le siguen corres-
pondiendo, sólo que temporalmente 
ha declinado su ejercicio; la titulari-
dad que para el congreso deriva de la 
constitución no se pierde por el hecho 
de la concesión dada de acuerdo con 
el art. 29 constitucional. Obviamen-
te conserva su facultad de vigilar y 
juzgar.

Del sistema que norma la institu-
ción de las facultades extraordinarias 
se infiere que continúa siendo aplica-

ble el principio de legalidad: por ser 
el presidente de la república una au-
toridad, le corresponde como campo 
de acción todo aquello que le confiere 
la constitución y la autorización del 
congreso de la unión, lo no conferido 
o autorizado lo tiene prohibido.

Cuando se alude a facultades ex-
traordinarias se hace referencia sólo a 
un hecho simple: una traslación tem-
poral del ejercicio de parte de la acti-
vidad legislativa. No hay una desapa-
rición de poderes ni una alteración de 
la distribución de competencias que ha 
hecho la constitución. Ellas, siguiendo 
el modelo romano, están encaminadas 
a salvar las instituciones, en el caso 
concreto mexicano, la constitución y 
el marco legislativo ordinario que de 
ella emana, no a suplantarlo o des-
truirlo.

Las facultades extraordinarias, co-
mo acto accesorio, siguen la suerte de 
lo principal: el decreto de suspensión 
de garantías individuales; existirán y 
podrán ser ejercidas mientras aquél 
esté en vigor.

Las leyes y decretos emitidos por 
el presidente de la república en uso de 
facultades extraordinarias serán váli-
das, estarán en vigor, mientras sub-
sista el estado de suspensión de ga-
rantías individuales; éste las origina y 
con él desaparecen. Se emiten con el 
fin de hacer frente a una emergencia; 
no tienen razón de ser cuando ella ha 
cesado, se ha realizado la condición 
fijada o vencido el plazo establecido 
para que tenga vigencia.
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Ninguna circunstancia, grave o es-
pecial, puede motivar que, sin existir 
una previa suspensión de garantías, se 
otorguen facultades extraordinarias al 
presidente de la república. Las que se 
han otorgado sin mediar dicha condi-
ción, han sido violatorias del art. 29 y 
el hecho de que la corte haya decla-
rado constitucionales los actos legis-
lativos del presidente de la república 
tiene como explicación un acto de ser-
vilismo.

Las facultades extraordinarias sólo 
pueden ser conferidas al presidente de 
la república, no pueden serlo ni a los 
secretarios de estado ni a los gober-
nadores de los estados. Ésa es la úni-
ca salvedad que permiten los arts. 29, 
49 y 131.

Al art. 131, por cuanto a que esta-
blece una excepción al principio ge-
neral de división de poderes que se 
desprende del art. 49, corresponde 
una interpretación restrictiva; no es 
susceptible de comprender otras ma-
terias que no sean las expresamente 
enumeradas en él.

Las leyes dadas por el presidente 
de la república en uso de facultades 
extraordinarias requieren, para su en-
trada en vigor, de su publicación en 
el Diario Ofi cial de la Federación de 
acuerdo con los arts. 3º y 4º del có-
digo civil. Es el conocimiento que se 
adquiere o presume por virtud de la 
publicación de una ley el que la hace 
obligatoria y aplicable. La publicidad 
del acto legislativo es necesaria aun 
en los casos de suspensión de garan-

tías y tratándose de leyes de emer-
gencia. El cumplir con este requisito 
es más indispensable por cuanto a 
que las consecuencias que para los 
habitantes del país derivan de este 
tipo de leyes son más nocivas, drás-
ticas o graves.

Es factible que el congreso de la 
unión prorrogue la vigencia de una 
suspensión de garantías una vez llega-
do el plazo fijado o realizada la condi-
ción establecida; en estos casos queda 
a su criterio el prorrogar o no la con-
cesión de facultades extraordinarias; 
en todo caso se requerirá una declara-
ción expresa para que éstas continúen 
en vigor.

Facultades que pueden 
ser delegadas
Existen ciertos principios que determi-
nan los criterios generales en relación 
con las materias que son susceptibles 
de ser delegadas por el congreso de 
la unión al presidente de la repúbli-
ca; ellos se desprenden de los textos 
constitucionales y de la naturaleza de 
la institución.

En principio es delegable sólo la 
actividad legislativa que ha sido atri-
buida al congreso; ésta es la primera 
regla general, independientemente de 
que la misma sea susceptible de ser 
afinada y pueda ser objeto de excep-
ciones. El art. 29 alude a autorizacio-
nes, sin dar mayores detalles; pero el 
art. 49 precisa que se trata de leyes: 
“en ningún caso, salvo lo dispuesto 
en el segundo párrafo del art. 131, se 
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otorgarán facultades extraordinarias 
para legislar”.

Es lógico que sea así; tenía que 
existir congruencia en los textos fun-
damentales; el art. 29 alude a preven-
ciones generales en lo relativo a sus-
pensión de garantías individuales.

De acuerdo con el art. 70 la acti-
vidad del congreso de la unión sólo 
puede derivar en una ley o en un de-
creto; no existe constitucionalmente 
más alternativa; corrobora ese punto 
de vista el artículo siguiente.

De esas dos formas en que puede 
manifestarse la acción del congre-
so son susceptibles de ser delegadas 
sólo las materias que habiéndole sido 
atribuidas pueden derivar en una ley; 
ésa es la inferencia lógica que debe 
desprenderse del art. 49 antes citado. 
No es factible que el congreso delegue 
el ejercicio de aquellas materias que 
necesariamente deriven en un decre-
to. El otorgamiento de facultades es 
una institución de interpretación es-
tricta, sólo puede estar referida a los 
actos expresamente determinados por 
el texto fundamental, éste alude sólo 
a la actividad legislativa.

Las materias que son objeto de de-
creto, por lo general, están referidas 
a ciertos momentos, circunstancias o 
materias, que no tienen el atributo 
de ser generales ni abstractas, por lo 
mismo no son susceptibles de auxiliar 
en los casos de una emergencia o si-
tuación grave, que son los supuestos 
previstos en el art. 29 y que pueden 
motivar tanto la suspensión, como el 

otorgamiento de facultades extraor-
dinarias.

El congreso puede delegar en el 
pre sidente de la república el ejercicio 
temporal de todas aquellas facultades 
que le corresponden y que sea necesa-
rio ejercitar en forma unipersonal, rá-
pida, enérgica y sin deliberaciones con 
objeto de hacer frente a una situación 
de emergencia.

Las facultades a delegar serán sólo 
aquellas que en forma directa y eficaz 
permitan hacer frente a la emergen-
cia. Es la naturaleza de ésta la que 
determina cuáles son las materias 
susceptibles de ser delegadas; así, por 
ejemplo, para el caso de que se recurra 
a la suspensión de garantías y otor-
gamiento de facultades por una epi-
demia, es de suponerse que deben ser 
transmitidas al presidente las faculta-
des que tiene el congreso en cuanto a 
salubridad.

Con vista en los criterios anteriores, 
en principio, de las facultades que enu-
mera el art. 73, son susceptibles de ser 
delegadas las siguientes: la de cambiar 
la residencia de los poderes federales 
(fracc. V); en relación con el Distrito 
Federal, la de legislar en todo lo relati-
vo a él, sin comprender las facultades 
que se reconocen a la asamblea de re-
presentantes (art. 122); la de decretar 
impuestos (fracc. VII); la de contratar 
empréstitos sin consentimiento del 
órgano legislativo (fracc. VIII); la de 
impedir que en el comercio de estado 
a estado se establezcan restricciones 
(fracc. IX); todos los rubros consigna-
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dos en la fracc. X, con excepción de la 
relativa a establecer el banco único de 
emisión, debido a que la ley que prevé 
la existencia de dicha institución ya 
ha sido expedida, a lo que más pue-
de autorizarse al ejecutivo es a modi-
ficarla y, en su caso, suspender tem-
poralmente su actuación; la de crear 
y suprimir empleos; señalar, aumentar 
o disminuir sus dotaciones (fracc. XI); 
la de dictar leyes relativas a presas de 
mar y tierra, derecho marítimo de paz 
y guerra (fracc. XIII); respecto de las 
fuerzas armadas puede ser delegada 
la facultad de alterar las leyes que las 
organizan y reglamentan (fracc. XIV); 
la de organizar y reglamentar la guar-
dia nacional, sin alterar su estructura 
democrática ni su dependencia de los 
gobiernos de los estados, cuando ella 
se encuentre dentro de sus respecti-
vos territorios (fracc. XV); la de alte-
rar y aun derogar las leyes vigentes 
y expedir otras nuevas en relación 
con nacionalidad, condición jurídica 
de extranjeros, ciudadanía, naturali-
zación, colonización, emigración, in-
migración y salubridad general de la 
república; en casos de suspensión de 
garantías y de otorgamiento de facul-
tades extraordinarias, si las razones 
que las ameritaron tienen que ver con 
materias de salubridad, el consejo de 
salubridad general, ya que depende di-
rectamente del presidente de la repú-
blica, puede cesar de manera temporal 
en el ejercicio de las funciones que la 
constitución le confiere (fracc. XVI); 
para alterar y aun sustituir las leyes 

vigentes sobre vías generales de co-
municación, postas, correos y aguas 
de jurisdicción federal; el congreso de 
la unión no le puede delegar la fa-
cultad de legislar en materia de vías 
locales de comunicación ni en lo re-
lativo a aguas confiadas a los estados 
(fracc. XVII).

Son susceptibles de ser delegadas 
las facultades que la constitución le 
confiere al congreso para legislar so-
bre el valor de la moneda y modifi car 
las leyes existentes sobre casa de mo-
neda; aunque formalmente no exis-
te impedimento para que autorice al 
presidente para regular lo relativo a 
un sistema general de pesas y medi-
das, existe un impedimento de hecho 
para que se haga, no hay razón válida 
que permita suponer que con una au-
torización de esa naturaleza se pueda 
hacer frente a una contingencia gra-
ve que pudiera llegar a presentarse en 
el país (fracc. XVIII); para alterar las 
reglas que legalmente existan en rela-
ción con la ocupación y enajenación 
de terrenos baldíos (fracc. XIX); la rela-
tiva a organizar el cuerpo diplomático 
y consular (fracc. XX); a crear tipos y 
sanciones penales (fracc. XXI); a con-
ceder amnistías (fracc. XXII); las que le 
corresponden en lo relativo a estable-
cer, organizar y sostener instituciones 
educativas además de unificar y co-
ordinar la educación (fracc. XXV); la 
de establecer contribuciones sobre los 
conceptos a que alude la fracc. XIX; 
para modificar y aun suspender las le-
yes acerca de la planeación nacional 
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(fracc. XXIX-D); las que lo autorizan 
a expedir leyes sobre programación 
(fracc. XXIX-E); las que lo autorizan 
a emitir leyes respecto de la inversión 
extranjera, transferencia de tecnolo-
gía (fracc. XXIX-F); la de expedir leyes 
que establezcan la concurrencia de la 
federación, estados y municipios en 
lo relativo a protección y preserva-
ción del ambiente (fracc. XXIX-G); si 
bien no puede delegar su facultad de 
instituir tribunales de lo contencioso 
administrativo, sí puede transmitir la 
facultad de establecer las normas que 
regulen los procedimientos y los re-
cursos (fracc. XXIX-H).

Facultades que no pueden 
ser delegadas
Existen materias que no son suscep-
tibles de ser objeto de delegación al 
ejecutivo por parte del congreso de la 
unión; en algunos casos la negativa 
se desprende de la naturaleza de ellas, 
en otros, de la interpretación rigurosa 
y técnica constitucional:

No pueden ser objeto de delegación 
las facultades que constitucionalmen-
te corresponden a los poderes de los 
estados; el congreso de la unión sólo 
puede conceder al ejecutivo el ejer-
cicio temporal de aquellas facultades 
que por ley le corresponden; no está 
facultado para ir más allá, no puede 
dar lo que no le ha sido asignado por 
la constitución.

El presidente de la república mexi-
cana no puede ser facultado para ex-
pedir un código civil que regule las 

relaciones entre particulares y que sus-
tituya los que estén en vigor en cada 
una de las entidades federativas. Lo 
anterior no implica que indirectamen-
te, mediante la suspensión de garantías 
individuales, se puedan afectar y alte-
rar vínculos jurídicos que se den entre 
particulares.

En estricto derecho no pueden ser 
objeto de facultades extraordinarias 
todas aquellas facultades que corres-
ponden al congreso de la unión que 
no son de naturaleza legislativa; no 
puede el congreso delegar sus facul-
tades administrativas, como lo son las 
que para él deriven de los arts. 84 y 
85 de la constitución, por lo que hace 
a nombramiento de presidente interi-
no y sustituto; tampoco puede delegar 
sus facultades jurisdiccionales y casi 
jurisdiccionales que derivan a su fa-
vor de los arts. 110 y 111 de la cons-
titución.

El congreso de la unión no puede de-
legar su facultad de admitir nuevos es-
tados a la unión federal (art. 73, fracc. I); 
le impide hacerlo una circunstancia 
aparentemente sin importancia: por 
virtud de la admisión de un nuevo es-
tado se modifica la constitución y esta 
función, si bien en términos generales 
se confía a la combinación de órganos 
a que alude el art. 135 constitucional, 
en forma excepcional, en casos expre-
samente previstos y limitados, ella ha 
sido confiada sólo al congreso de la 
unión; éste es uno de ellos, y el único 
que la puede ejercer es el órgano pre-
visto por la constitución.
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El presidente de la república no 
pue de ser facultado para formar nue-
vos estados dentro de los límites de los 
existentes, ésta es una función que ha 
sido confiada a una combinación de 
órganos: congreso de la unión, previa 
solicitud de los interesados, presiden-
te de la república y legislaturas de los 
estados (art. 73, fracc. III). El presiden-
te Benito Juárez, en uso de facultades 
extraordinarias, dispuso la creación de 
los estados de Campeche, Coahuila, Hi-
dalgo y Morelos; carecía de facultades 
para hacerlo, el congreso no podía darle 
esa autorización, incluso él no lo po-
día hacer; fue algo excepcional, sólo 
la autoridad moral y política de que 
gozaba el presidente Juárez le permi-
tió llegar a ese extremo.

Tampoco se le puede facultar para 
que, en sustitución del senado, arregle 
los problemas de límites territoriales 
que pudieran darse entre dos o más 
es  tados; en principio se trata de una 
facultad administrativa, por ella el se-
nado certifica la ausencia de violen-
cia, dolo o daño para alguna de las 
partes contratantes; por otro lado, la 
intervención que se confiere al sena-
do siempre es a petición de las partes 
contratantes y previo convenio que 
ellas han celebrado (art. 76, fracc. X). 
Ésta es una posibilidad, la otra es la 
contenciosa, su conocimiento y reso-
lución ha sido confiada al senado (art. 
76, fracc. XI).

Si bien puede ser autorizado para 
legislar en lo relativo al Distrito Fede-
ral, no existe la posibilidad de que al-

tere la forma de gobierno que, de con-
formidad con el art. 122, debe tener 
ese ente que ha sido constituido como 
asiento de los poderes de la federa-
ción. No es factible que se deleguen 
en el presidente las facultades que la 
carta magna confiere a la asamblea 
legislativa, tampoco puede declararse 
desaparecido dicho órgano, alterarse su 
composición y funcionamiento, ni la 
del tribunal superior de justicia que ahí 
funciona.

No es factible que el congreso de la 
unión renuncie a la intervención que 
la constitución le confiere en materia 
de guerra; siempre será necesaria su 
anuencia para que exista una decla-
ración de ella. Ésta puede derivar en 
actos complementarios a los que deba 
corresponder la forma y la calidad de 
ley, pero, en esencia y principio, se tra-
ta de un acto administrativo que para 
tener validez requiere el concurso de la 
voluntad del presidente y del congreso 
(art. 73, fracc. XII). No es delegable la 
facultad que tiene el congreso relati-
va a dar la ley orgánica de la entidad 
de fiscalización de la federación (art. 
73, fracc. XXIV), sí puede autorizarlo a 
alterar dicha ley. Tampoco lo son sus 
facultades administrativas de otorgar 
licencias y aceptar la renuncia del pre-
sidente de la república (art. 73, fraccs. 
XXVI y XXVII). No puede renunciar y 
delegar temporalmente la función que 
se le confiere en lo relativo a faculta-
des implícitas (art. 73, fracc. XXX), si 
bien se trata de una función legislati-
va, con el fin de impedir que el campo 
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federal se acreciente en forma indebi-
da, la constitución confió la función 
de reconocer la necesidad de aquéllas 
al congreso.

No son susceptibles de ser delega-
das en el presidente de la república 
las facultades que en forma exclusiva 
se han atribuido a cada una de las cá-
maras que integran el congreso de la 
unión. En principio, por cuanto a que 
sólo pueden serlo las de carácter le-
gislativo, mas no las administrativas, 
que es la característica que distingue 
a dichas facultades. 

El delegar dichas facultades sería 
desconocer el atributo de exclusividad 
que se les asigna en los arts. 74 y 76. 
Impide también hacerlo la naturaleza 
misma de las facultades; no es factible 
que se le atribuya la función que com-
pete a la cámara de diputados relativa 
a evaluar el desempeño de la entidad 
de fiscalización superior de la federa-
ción (art. 74, fracc. II).

En principio no existe impedimen-
to constitucional para que el ejecutivo 
altere el presupuesto anual de gastos, 
se trata de una función que ha sido 
confiada al congreso de la unión 
(art. 126) y que, por lo mismo, éste 
le puede delegar; lo que no se puede 
hacer es autorizarlo a él para que en 
sustitución de la cámara de diputa-
dos lo estudie y apruebe. Tampoco 
son transmisibles sus facultades en 
lo relacionado con la vigilancia y 
nombramientos en la entidad de fis-
calización superior de la federación 
(art. 79).

No son delegables las facultades 
que en forma exclusiva la constitu-
ción atribuye al senado; los tratados 
siempre requerirán su consentimien-
to; como también para lo relativo a 
la ratificación de grados militares, la 
autorización para la salida de tropas 
nacionales y el paso de tropas extran-
jeras, certificar la desaparición de po-
deres de un estado, la resolución de 
los confl ictos que se dan entre los po-
deres de ellos, el papel que se le asig-
na en el gran jurado y su función de 
aprobar el nombramiento de ministros 
de la suprema corte. Incluso, y por un 
defecto de técnica de la constitución, 
haya o no guerra, siempre se requerirá 
el consentimiento del senado en los 
casos en que sea necesario disponer 
de la guardia nacional de un estado 
fuera de su territorio.

No son delegables, asimismo, las 
funciones jurisdiccionales que se han 
conferido a los tribunales de la fede-
ración y consignadas en los arts. 103 
y 107. Es factible que el presidente 
de la república, por el decreto de sus-
pensión de garantías individuales y el 
otorgamiento de facultades extraor-
dinarias, altere las leyes procesales, 
pero el que lo haga no implica la 
desaparición de la rama judicial ni el 
que lo sustituya en el ejercicio de sus 
funciones.

Por lo que se refiere a la comisión 
permanente, el art. 78, que consigna el 
grueso de las atribuciones que le co-
rresponden, no dispone que ellas le 
son atribuidas en forma exclusiva; no 
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era factible hacerse esta declaración 
por cuanto a que su función es suple-
toria tanto del congreso como de la 
cámara de senadores; pese a ello, no 
son susceptibles de ser delegables al 
presidente de la república. No lo pue-
den ser por que se trata de atribuciones 
administrativas; independientemente 
de esta consideración es de hacerse 
notar que una de las atribuciones más 
importantes que le han sido recono-
cidas, la de convocar al congreso o a 
cualquiera de las cámaras a periodos 
extraordinarios de sesiones, es una 
función que no corresponde al órgano 
legislativo, por lo mismo no la puede 
delegar. Nada puede dispensar de la 
obligación de recurrir a la permanente 
para que, al reunir el voto de las dos 
terceras partes de los presentes, acuer-
de la convocatoria por sí o a instan-
cias del presidente de la república.

Reformar la constitución es una fun-
ción que ha sido confiada a una com-
binación de órganos: el congreso de 
la unión, contando con el voto apro-
batorio de las dos terceras partes de 
los legisladores presentes en cada cá-
mara, y la anuencia de la mayoría de 
las legislaturas estatales. No es función 
privativa del congreso, por tanto no es 
susceptible de ser delegable en la per-
sona del presidente de la república. A 
pesar del impedimento constitucional, 
el presidente Juárez, en 1861 y en 1862 
reformó, recurriendo al expediente de 
“en uso de las amplias facultades de 
que me hallo investido”, el art. 124 de 
la constitución de 1857, entre otros.

Como se afirmó, el congreso puede 
delegar sólo facultades de naturaleza 
legislativa en sentido estricto, por lo 
que no es transmisible la facultad de 
emitir decretos; así el conceder permi-
so para que un mexicano acepte una 
condecoración que le otorgue un go-
bierno extranjero, no es delegable.

En el siglo XIX fue común que por 
virtud de decretos de suspensión de 
garantías se impusieran obligaciones 
a los gobernadores de los estados, 
y, asimismo, se previeran facultades 
adicionales a las que a su favor de-
terminaban tanto la constitución ge-
neral como las particulares de los es-
tados. Sobre este particular conviene 
consultar la circular de 12 de enero de 
1861, el decreto de 7 de junio de 1861 
(arts. 2º y 4º), la circular de 11 de junio 
de 1861 y el decreto de 8 de mayo de 
1868 (arts. 1º, 4º y 5º). No es del todo 
claro este proceder. Sólo se explica la 
función de las graves emergencias 
que lo propiciaron. El congreso de 
la unión no tenía ni tiene facultades 
para alterar la distribución de com-
petencias que ha hecho la constitu-
ción. No lo puede hacer ni aun en 
uso de facultades extraordinarias. 
Se trata de uno de los tantos incon-
venientes que tiene el art. 29 cons-
titucional.

facultades implícitas. Aquellas que por 
mandato constitucional sirven de me-
dio para alcanzar un fin; Tena Ramí-
rez las define como las “que el poder 
legislativo puede concederse a sí mis-

facultades implícitas



139

mo o a cualquiera de los otros poderes 
federales como medio necesario para 
ejercer alguna de las facultades explí-
citas”.

El fundamento para que las ejer-
za el congreso de la unión es la fracc. 
XXX del art. 73. En las constituciones 
de los estados también se les recono-
cen a las legislaturas locales. 

Cuando se otorgan facultades ex-
traordinarias al presidente de la repú-
blica, en los términos del art. 29 hace 
uso de la facultad para regular el co-
mercio internacional contenida en el 
art. 131, no puede hacer uso de facul-
tades implícitas, su actuación se debe 
limitar a lo expresamente concedido 
o autorizado. Entorpece el funciona-
miento de ese tipo de facultades el tér-
mino expresamente que aparece en el 
art. 124; de alguna forma en técnica 
jurídica el artículo mencionado es 
incompatible con la fracc. XXX del 
art. 73.

Según el mismo autor, Tena Ramí-
rez, sólo justifica el otorgamiento de 
facultades implícitas el que se reúnan 
tres requisitos:

1º, la existencia de una facultad explí-
cita, que por sí sola no podrá ejercerse; 
2º, la relación de medio necesario res-
pecto a fi n, entre la facultad implícita 
y el ejercicio de la facultad explícita, 
de suerte que sin la primera no po-
dría alcanzarse el uso de la segunda; 
3º, el reconocimiento por el congreso 
de la unión de la necesidad de la facul-
tad implícita y su otorgamiento por el 

mismo congreso al poder que de ella 
necesita...

La existencia de ese tipo de facul-
tades fue anotada por Alejandro Ha-
milton en El federalista y confirmada 
por la jurisprudencia de la suprema 
corte de Estados Unidos de América.
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falta absoluta. La ausencia definitiva 
y total del titular de un poder, cargo 
o una función, por muerte, renuncia 
irrevocable o destitución. La constitu-
ción prevé los procedimientos para cu-
brir las faltas y designa al responsable 
de hacerlo (arts. 41, fracc. V, 84 y 122, 
base primera, fracc. V, inc. d y base se-
gunda, fracc. I).

familia. Los arts. 3º, 4º, 123, A, fraccs. 
XXIV y XXVIII de la constitución pre-
vén la institución denominada fami-
lia; no la definen; tampoco determinan 
sus elementos; su composición puede 
ser diversa, típica y atípica. Esos pre-
ceptos establecen derechos a favor de 
ella; sólo pueden ser ejercidos en for-
ma colectiva: el disfrute de una vivien-
da digna y decorosa, que los bienes 
que constituyan el patrimonio familiar 
sean inalienables, que estén exentos 
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de embargos y no ser sujetos de gra-
vámenes.

Para los efectos de hacer efectivos 
esos derechos debe tenerse en cuenta 
que ella goza de personalidad, sin que 
se pueda exigir se cubran las formas 
previstas por el derecho privado para 
constituir las personas morales.

En lo relativo a la representación, 
dados los términos del primer párrafo 
del art. 4º, debe tenerse como represen-
tante legal de ese núcleo social al va-
rón o a la mujer que sean los padres de 
la familia. A falta de ellos, el miembro 
de la familia que sea mayor de edad y 
que concurra a reclamar el derecho por 
la vía de amparo.

fe de erratas. Certificación que hace por 
sí o a instancias de autoridad compe-
tente o de particulares, el responsable 
de un órgano oficial de difusión, en el 
sentido de que una publicación, por 
descuidos u omisiones, contiene erro-
res materiales que la hacen diferente 
del texto original que le ha sido entre-
gado por el órgano competente y que 
obra en su poder.

Por ser un error material cometi-
do por el personal del órgano de di-
fusión, jurídicamente la fe de erratas 
sólo la puede hacer la autoridad res-
ponsable de él: director o quien hace 
sus veces del diario o periódico, con 
vista al original.

No es válido que un funcionario de 
la dependencia de la que provino el 
acto elabore y firme una fe de erratas; 
tampoco lo es que se publique una 

lista de errores sin contener el nom-
bre, firma y cargo del funcionario que 
la hace. El que se utilice el término fe 
supone que existe alguien que legal-
mente está facultado para darla y que 
lo está haciendo en el caso concreto. 
Cuando lo hace de manera indebida le 
son aplicables las penas que la ley pre-
vé para aquellos fedatarios que actúan 
con falsedad.

Cuando por vía de una fe de erratas 
un funcionario administrativo, sin to-
mar en cuenta el documento auténti-
co que le ha sido enviado, por sí o a 
instancias de sus superiores, modifica 
un acto, usurpa funciones. No es lícito 
modificar una ley por vía de la fe de 
erratas.

No hay límites en cuanto al tiem-
po, alcances y número para formular 
una fe de erratas siempre y cuando se 
trate de auténticos errores que exis-
tan en la publicación. Siempre debe 
prevalecer la voluntad auténtica de la 
autoridad competente.

Los actos realizados por los par-
ticulares bajo el imperio de un texto 
erróneo, que posteriormente es modi-
ficado por una fe de erratas, con vista 
al principio de seguridad jurídica y de 
buena fe, deben ser estimados válidos.
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formación de nuevos estados. Cons-
titucionalmente es factible que se for-
men nuevos estados a costa de los ya 
existentes; dado que hacerlo implica 
un atentado contra la integridad te-
rritorial de las entidades federativas, 
la carta magna ha rodeado esa acción 
de providencias extraordinarias que 
la dificultan y dilatan. Aquí la consti-
tución alcanza el máximo de rigidez. 
En el proceso intervienen: el congre-
so de la unión, contando con el voto 
aprobatorio de las dos terceras partes 
de los legisladores presentes en cada 
cámara; los habitantes que hacen la 
solicitud respectiva; las legislaturas 
de los estados afectados, el presidente 
de la república y las restantes legis-
laturas.

De los términos de la fracc. III del 
art. 73, jurídicamente los que pueden 
formular la solicitud correspondiente 
y presentarla al congreso de la unión, 
son los habitantes de la fracción o frac-
ciones que pidan erigirse en estado; 
no se trata de una iniciativa, se tra-
ta de una solicitud, pero sin ella los 
legisladores no pueden iniciar ningún 
trámite. No es necesario que firmen la 
solicitud todos los habitantes.

El territorio que pretenda erigirse 
en estado debe tener como mínimo 
120 mil habitantes y se debe acreditar 
que cuentan con los elemen tos sufi-
cientes para proveer a su existencia 
política, es decir, por ello debe enten-
derse que debe reunir los elementos 
humanos y económicos para cubrir y 
expensar los puestos de elección po-

pular y de designación que requiera 
toda administración pública, en las 
mismas condiciones en que lo hacen 
las restantes entidades. Los compro-
bantes deben ser acompañados a la so-
licitud respectiva, sin este requisito no 
es factible dar curso a la solicitud.

No es factible formar un nuevo es-
tado a costa de otro; siempre se reque-
rirá el concurso de cuando menos dos; 
eso es lo que se desprende del contexto 
constitucional y del principio de inte-
gridad territorial de las entidades. La 
fracc. III antes aludida en forma rei-
terada alude a los estados y a las le-
gislaturas en plural; así lo hace en el 
párrafo introductorio, habla de “los 
existentes”; el inciso tercero se refiere 
a las legislaturas de los estados; en el 
sexto y séptimo se insiste en usar el tér-
mino legislatura en plural.

Las legislaturas de los estados de 
cu yo territorio se trate deben ser oí-
das antes de dar curso al trámite res-
pectivo; cuentan con un plazo de seis 
meses para dar su informe; el plazo 
comienza a contar a partir de la fecha 
en que se les envía la comunicación, 
no de la fecha en que la reciben. Su 
consentimiento debe ser expreso y 
sin condiciones; su negativa puede 
ser expresa o tácita; en todo caso su 
silencio, independientemente de que 
implique el no cumplimiento de un 
deber constitucional, por el que ten-
gan que responder los diputados loca-
les en ejercicio, debe ser interpretado 
en forma negativa, co mo opuestas a 
la medida.
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La intervención del presidente de la 
república se limita a un informe que 
se debe rendir por escrito y dentro de 
un plazo de siete días naturales; en 
este caso el plazo comienza a contar 
a partir del momento en que recibe la 
solicitud de parte del congreso; es así 
por cuanto a que el precepto consti-
tucional dispone “contados desde la 
fecha en que le sea pedido”, una cosa 
es formular una petición y otra es ha-
cerla llegar a su destinatario. La falta 
de su informe debe ser interpretada en 
el sentido de que se opone a la medi-
da. La constitución no da ningún efec-
to especial a esa intervención; es una 
simple opinión autorizada que puede o 
no ser tomada en cuenta.

Cada cámara por separado tiene 
que consentir con la erección cuando 
menos por el voto afirmativo de las 
dos terceras partes de los miembros 
presentes.

Las otras legislaturas deben apro-
bar la erección por mayoría, para el 
caso de estar anuentes las legislaturas 
de los estados afectados, o por el voto 
afirmativo de las dos terceras partes, 
para el caso de que se hubieren ne-
gado.

Es el propio congreso quien debe 
emitir las disposiciones necesarias a 
fin de proveer a la organización tran-
sitoria de la nueva entidad, así como 
disponer el derecho aplicable en ella 
mientras sus autoridades no emitan la 
legislación necesaria. La única ocasión 
en que se formó un estado, siguiendo 
un procedimiento como el previsto en 

la fracc. III del art. 73, fue en 1849, 
cuando se dispuso la formación del 
estado de Guerrero.

fraude a la ley. La definición clásica in-
dica que existe fraude a la ley cuando 
por medios lícitos, apegados al texto 
de la norma, se logra obtener lo que 
ésta prohíbe y que constituye su espí-
ritu.

Con el fi n de que la figura se inte-
gre es necesario que se presenten cier-
tos elementos: una norma imperativa, 
un sujeto idóneo, una conducta real 
y lícita, la obtención de la finalidad 
prohibida o la alteración del manda-
to jurídico.

1. Con el fin de que tenga sentido ha-
blar de eludir una norma se necesi-
ta partir del supuesto de que ésta es 
obligatoria; es decir, que la conduc-
ta en ella prevista no es potestativa 
para el sujeto. 

Dadas las características de la ma-
teria que regula, las circunstancias 
en que se presenta o el contenido, es 
necesario que el sujeto se someta a 
su mandato. 

El fraude a la ley, por tanto, sólo 
se presenta cuando se está en presen-
cia de normas imperativas, tanto si 
éstas prohíben como si ordenan una 
conducta; es imposible que se integre 
en el ámbito de aplicación de normas 
dispositivas o permisivas, en donde la 
regla es la autonomía de la voluntad 
de las partes.

Cabría, preguntarse cuál es la si-
tuación de la figura en el caso de las 
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normas supletorias. El legislador las 
prevé como un remedio para llenar 
las lagunas legislativas o convencio-
nales; es evidente que si esta hipótesis 
se presenta, la supletoria adquiere im-
peratividad y debe ser aplicada. Si el 
vacío legal se colma con el único ob-
jeto de evitar que la norma supletoria 
sea aplicada, y adquiera vigencia su 
consecuencia jurídica, podría pensar-
se en que se trata de un caso de fraude 
a la ley.

Es claro, en cambio, que el proble-
ma no se presenta en el ámbito de las 
normas relativas a la interpretación 
estricta: las de derecho fiscal y penal, 
por ejem plo. En estos casos el alcance 
de la obligación legal debe estar ex-
plícito en el texto, no puede ampliarse 
a través de la interpretación. El sujeto 
puede sustraerse a su aplicación evi-
tando colocarse en el supuesto nor-
mativo. La regla sólo es obligatoria 
cuando se integran todos los elemen-
tos del supuesto.

2. El segundo elemento para que el frau-
de a la ley se presente es la existen-
cia de un sujeto idóneo, en quien se 
realicen los elementos personales del 
supuesto jurídico a eludir. 

No bastan los vínculos de obliga-
toriedad general del sistema que se 
imponen a todo aquel que actúe en 
su ámbito de aplicación. Una norma 
resulta imperativa para quien tiene un 
interés específico respecto de su dis-
posición: esto constituye una vincu-
lación especial que se debe a una 
conexión aunque sea mínima con la 

hipótesis de la norma. Es esta vincula-
ción lo que impele al sujeto a cumplir 
con la orden contenida en la norma o, 
en su caso, a buscar el modo de eludir 
la sujeción a la misma.

3. La maniobra que se requiere llevar a 
cabo para lograr evadir una norma no 
puede concebirse sin una intención cla-
ra y precisa de lo que se quiere lograr. 
El elemento de la mala fe, la intención, 
es constitutivo de la figura del fraude, 
no podemos pensar en un fraude a la 
ley sin dolo.

En la doctrina y en la práctica judi-
cial se plantea la posibilidad del frau-
de a la ley objetivo; se considera que 
la defensa de la imperatividad norma-
tiva en sí, por sí misma; se argumenta 
asimismo la dificultad que implica la 
prueba del elemento intencional.

Respecto del primer argumento pa-
rece que es excesiva la defensa que se 
propone, entre otras cosas, porque lle-
garían a sancionarse conductas que 
pueden encuadrarse dentro de otras fi-
guras jurídicas, como la violación indi-
recta, que contiene su propia sanción, o 
bien anularse la actuación de personas 
que no pretendían violentar el sistema 
o que por circunstancias accidentales 
eludieron un precepto normativo. Esta 
situación es frecuente en el campo del 
derecho internacional privado.

No puede negarse que la prueba de 
la intención supone muchas dificul-
tades; éstas se presentan también en 
otras áreas del derecho; en general los 
sistemas jurídicos implementan mé-
todos y presunciones para tratar de 
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lograrla. No parece que éste pueda ser 
un argumento definitivo para desesti-
mar un elemento de tal importancia.

4.  Los medios empleados en el fraude a 
la ley deben ser eficaces, tanto desde 
el punto de vista material, para lograr 
la finalidad deseada, como desde el 
punto de vista jurídico, para hacerlo 
sin incurrir en la sanción impuesta por 
la norma para su violación.

Para realizar la maniobra pueden 
emplearse medios de diversas clases, 
su característica esencial es ser lícitos, 
no contrariar ninguna de las disposi-
ciones normativas del sistema. Si la 
conducta realiza la hipótesis normati-
va y no cumple con lo mandado, exis-
te una violación, pero no un fraude a 
la ley.

Además de legal, la conducta debe 
ser real, no simulada; las particulari-
dades de estas dos figuras son dife-
rentes, al igual que sus consecuencias. 
En la simulación hay una declaración 
deliberadamente disconforme con la 
intención, que se realiza vía un acuer-
do entre las partes y tiene por finali-
dad engañar a terceros. Puede tener o 
no un propósito fraudulento, pero tiene 
siempre carácter ilícito. Descubierta la 
simulación se produce la nulidad del 
acto ficticio y queda en evidencia el 
oculto que frecuentemente contiene 
una violación al sistema. El acto de 
fraude a la ley no es aparente, es per-
fectamente serio, se quiere tal como 
se ha realizado, con todas sus conse-
cuencias: de alguna manera es una 
maniobra más perfecta que la simula-

ción. Sin embargo, sobre todo por lo 
que se refiere a la simulación relativa, 
la línea que separa a las dos figuras 
es muy tenue. En ocasiones la simu-
lación llega a ser un medio para lo-
grar evadir un precepto imperativo, 
un medio para realizar el fraude a la 
ley.

En realidad ambas instituciones tie-
nen finalidades diversas, aun cuando 
las dos tratan de proteger al sistema 
de las conductas que pretenden esca-
par de los controles impuestos por el 
legislador y violentar, aunque de ma-
neras diferentes, el orden jurídico.

En ocasiones el fraude se presenta 
cuando hay lagunas en la legislación 
y se realiza por medios que ésta no ha 
previsto como idóneos para alcanzar el 
“fin prohibido” y que, sin embargo, re-
sultan eficaces. 

Generalmente la norma prohíbe un 
fin, pero no de manera absoluta, sino 
en relación con ciertos medios; y de 
acuerdo con el principio de que todo lo 
que no está prohibido está permitido, 
en relación con la actividad de los par-
ticulares, es posible lograr la finalidad 
sin violar la norma; de manera excep-
cional, cuando el imperativo de la nor-
ma es, por algún motivo, de especial 
importancia, se consideran incluidos 
todos los medios en la prohibición. En 
estos casos se recurrirá a la sanción. Es 
precisamente éste el motivo por el que 
se considera el fraude a la ley como 
una excepción que debe manejarse en 
estrecha relación con la noción de or-
den público.
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5. La maniobra del fraude a la ley requie-
re la intervención o el juego de dos o 
más normas. Éstas pueden formar par-
te del mismo sistema jurídico, aunque 
en general es más frecuente que se dé 
cuando interactúan sistemas normati-
vos diversos. 

Las normas utilizadas pueden in-
cluso no referirse a la misma mate-
ria y, desde luego, diferir en lo que se 
refiere a los supuestos de regulación, 
a las situaciones materiales concretas 
que contienen; requieren una conexión 
respecto de sus finalidades mediatas, 
sólo así puede lograrse la maniobra 
deseada.

Para lograr la vinculación de estas 
normas, sobre todo cuando se trata 
de disposiciones integradas a ordena-
mientos normativos diferentes, se re-
quiere un fundamento legal, previsto 
por el propio legislador, bien sea en 
forma expresa como en el caso de 
las normas de confl icto o bien de las 
que distribuyen competencias entre 
los órdenes jurídicos que integran los 
sistemas complejos. Las primeras son 
comunes a la problemática interna y 
a la internacional; las segundas ge-
neralmente sólo se presentan en la 
primera.
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fuero. En singular; el término tiene una 
doble connotación. La primera, la que 
alude a una jurisdicción especial y di-
ferente. 

Los militares, al incurrir en un 
delito militar o faltar a la disciplina 
que los rige, están sujetos a la juris-
dicción de los tribunales castrences; 
los civiles que actúen en complicidad 
con algún miembro de las fuerzas 
armadas en la comisión de un delito 
militar, no pueden ser juzgados por 
los tribunales militares (art. 13).

El término fuero, en cuanto a su 
segunda acepción, hace alusión a una 
forma de inmunidad; los diputados y 
senadores gozan de fuero, no pueden 
ser juzgados por las autoridades or-
dinarias cuando incurran en la comi-
sión de algún ilícito, mientras no se 
emita una declaración de proceden-
cia. Los recintos parlamentarios son 
inviolables (art. 61). 

En esa misma acepción, en el art. 
13 se dispone que ninguna persona o 
corporación puede tener fuero, con lo 
que se quiere indicar que ante la ley 
todos son iguales y están sujetos a la 
jurisdicción de los tribunales. 

Con la reiteración de esta disposi-
ción en la constitución de 1917, se dio 
continuidad a las normas emitidas en 
la década de los cincuenta del siglo 
XIX, por virtud de los cuales se supri-
mieron los privilegios e inmunidades 
de que gozaban la iglesia católica, los 
religiosos, los colegios, lonjas, consu-
lados y demás tribunales especiales y 
los miembros que pertenecían a ellos.

fuero
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fueros. En el derecho hispano al térmi-
no fuero se atribuyeron diversos sig-
nificados; uno, que por lo general se 
aplicaba a la organización municipal, 
aludía a un sistema normativo y tri-
bunales propios y exclusivos. Eran:

Las cartas expedidas por los reyes, o 
por los señores en virtud de privilegio 
dimanado de la soberanía, en que se 
contienen constituciones, ordenanzas 
y leyes civiles y criminales, dirigidas a 
establecer con solidez los comunes de 
villas y ciudades, erigirlas en municipa-
lidades, y asegurar en ellas un gobier-
no templado y justo, y acomodado a la 
constitución pública del reino y a las 
circunstancias de los pueblos.

Joaquín Escriche los definía como: 

Fuero municipal. El cuaderno legal o 
cuerpo de leyes concedido a alguna 
ciudad o villa para su gobierno y la ad-
ministración de justicia.

Miguel S. Macedo afirmaba:

Los fueros eran cartas de privilegio o 
instrumentos de exención de gabelas 
y concesión de gracias, franquezas y li-
bertades; no contenían generalmente 
otras disposiciones que las concernien-
tes a la condición de las personas de la 
villa foral, a las exenciones de tributos 
y servicios, al régimen o gobierno y a 
ciertos particulares de policía. En las 
demás cuestiones que el fuero no 
regulaba, se seguía, bien el fuero juz-

go, bien las tradiciones y costumbres 
de la localidad. Estas costumbres eran 
en mucha parte de origen visigodo, 
restauradas o reintegradas en todo su 
vigor merced a las circunstancias de la 
época en que la energía del poder cen-
tral y la fuerza unifi cadora de la legis-
lación toledana se habían menguado 
mucho. El pueblo, tomado a un género 
de vida análogo al de los antiguos ger-
manos, por los azares de la guerra, vol-
vió también a las antiguas costumbres 
desdeñadas por la legislación de los 
reyes, pero que se habían conservado 
en la memoria de los pueblos.

Los fueros municipales, por gran-
des que sean los elogios que algunos 
les dispensan con más parcialidad que 
justicia, no pasan de ser unos cuader-
nos diminutos e imperfectos en que 
se atiende más al espíritu mezquino 
de localidad que a los principios uni-
versales de justicia; careciendo de 
cohesión y unidad no forman un sis-
tema, y vienen a ser sólo el refl ejo de 
las necesidades de una época de tran-
sición en que la libertad y la opresión, 
el orden y la anarquía luchaban frente 
a frente. El sistema foral fue sin duda 
un bien político [...] pero distaba mu-
cho de poder servir de modelo cuando 
se trataba de regenerar la legislación 
civil del estado. Tal es el juicio de un 
distinguido jurista, que al formularlo 
se colo ca en el punto de vista de la 
ciencia abstracta y prescinde de con-
siderar la relación que necesariamente 
debe existir entre el estado de una so-
ciedad y su legislación.
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La institución fuero municipal no 
tuvo aplicación en la Nueva España; 
aun cuando existieron los contratos de 
población y los títulos de adelantado, 
técnicamente no se puede hablar de 
que haya habido un derecho especial 
y diferente; en esa virtud, cuando en 
el art. 248 de la constitución de Cádiz 
se dispuso: “En los negocios comunes, 
civiles y criminales, no habrá más que 
un solo fuero para toda clase de per-
sonas.” El legislador usaba el término 

fueros

en su acepción de derecho que ampara 
una forma especial de dignidad per-
sonal, se está aludiendo a una justicia 
privilegiada.
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gobernador. De gobernar y éste del la-
tín gubernare, derivado del griego ky-
bernao. Servidor público responsable 
del gobierno de una entidad federati-
va. Titular de la función ejecutiva en 
un estado.

En cuanto a su origen, los hay de 
dos clases: la primera, de elección po-
pular directa, al que se denomina go-
bernador constitucional, que en la ac-
tualidad dura en su encargo seis años 
y nunca puede ser reelegido o volver a 
ocupar el mismo cargo; la segunda, de 
designación, en este caso lo pueden ser 
interinos, sustitutos o provisionales, 
por nombramiento que haga la legisla-
tura de un estado, el senado, la dipu-
tación permanente, la comisión per-
manente o siguiendo los sistemas de 
sustitución que establezcan las consti-
tuciones locales. 

Éstos no pueden presentarse como 
candidatos para la elección en el pe-
riodo inmediato; opera una relativa no 
reelección.

Para ser gobernador se requiere, de 
conformidad con la constitución ge-
neral, ser mexicano por nacimiento y 
nativo del estado que se pretende go-
bernar o con una residencia efectiva 
no menor de cinco años en él y te-

ner 30 años de edad o menos, si así 
lo establece la constitución local. Las 
constituciones locales pueden aumen-
tar, y generalmente lo hacen, el nú-
mero de requisitos.

Los gobernadores pueden renun-
ciar a su cargo por causas graves a 
juicio de la legislatura local; pueden 
ser objeto de procesos de declaración 
de procedencia o de responsabilidad 
ante el gran jurado por delitos del 
orden común, del orden federal o en 
el ejercicio de sus cargos por viola-
ciones graves de la constitución, le-
yes federales, así como por el manejo 
indebido de fondos y recursos fede-
rales, ante la cámara de diputados o 
senado, respectivamente. En el plano 
local, por lo general, sólo pueden ser 
objeto de juicio de responsabilidad 
ante el gran jurado del estado, por 
violaciones graves a la constitución 
de la entidad o a las leyes que de ella 
emanan. Gozan, por lo mismo una re-
lativa inmunidad.

Las facultades y obligaciones de los 
gobernadores pueden ser clasificadas 
de diferente manera: en cuanto al do-
cumento legislativo del que emanan: 
a) constitución general (arts. 120 y 122); 
b) constitución local y c) leyes locales.
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En cuanto a su naturaleza: pueden 
ser formal y materialmente ejecutivas, 
cuando aplica las leyes locales; formal-
mente ejecutivas y materialmente le-
gislativas, cuando, por ejemplo, regla-
menta las leyes del congreso local; 
jurisdiccionales, cuando por medio del 
tribunal contencioso administrativo re-
suelve controversias.

Las facultades ejecutivas son de 
diversa índole: de nombramiento, li-
bres, sujetas a ratificación y conforme 
a la ley; de colaboración y coparticipa-
ción con los otros poderes: iniciativa, 
veto e informes.

Una ley a la que se denomina or-
gánica de la administración pública o 
del poder ejecutivo regula su estructu-
ra y funcionamiento. Actualmente en 
casi todos los estados los gobernado-
res son auxiliados por servidores pú-
blicos a los que se llama secretarios, 
quienes son nombrados y removidos 
libremente. La figura del secretario 
general de gobierno, como segundo 
del gobernador, y superior a los res-
tantes funcionarios locales, tiende a 
desaparecer.

gran comisión. Cada una de las cámaras 
que integran el congreso de la unión 
contaban con una gran comisión; la 
de la cámara de diputados se integraba 
por cada uno de los coordinadores de 
las diputaciones de los estados y del 
Distrito Federal (véase), por lo mismo, 
contaba con 32 miembros; debía que-
dar instalada a más tardar el día 15 de 
noviembre del año de inicio de una le-

gislatura. La de la cámara de senado-
res se integraba por el mismo número 
de miembros, uno por cada entidad y 
el Distrito Federal y, en teoría, se ha-
cía la selección mediante sorteo. Cada 
una de ellas tenía una directiva y el 
presidente debía ser el líder del gru-
po parlamentario mayoritario. La gran 
comisión ha desaparecido.

guardia nacional. Instituto armado for-
mado por ciudadanos civiles, que le-
vanta, organiza y reglamenta el con-
greso de la unión; sus jefes y oficiales 
son elegidos por quienes son miem-
bros de él; su instrucción y disciplina 
es responsabilidad de los gobernado-
res de los estados (art. 73, fracc. XV). 
Es obligación de los mexicanos el ins-
cribirse en la guardia nacional (art. 31, 
fracc. III); para los ciudadanos, tomar 
las armas en ella es una prerrogativa 
y una obligación (arts. 35, fracc. IV y 
36, fracc. II).

La guardia nacional de un estado 
está bajo las órdenes del gobernador; 
pero cuando el presidente de la repú-
blica está en un estado, ella pasa a de-
pender de él en forma exclusiva (art. 
115, fracc. VII). Para que dicho funcio-
nario pueda disponer de ella fuera del 
territorio de su estado, se requiere el 
consentimiento del senado o de la co-
misión permanente (arts. 76, fracc. IV 
y 78, fracc. I).

La guardia nacional debe ser usa-
da para la seguridad interior y defen-
sa exterior de la federación (arts. 35, 
fracc. IV; 76, fracc. IV y 89, fracc. VII). 

gran comisión
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El constituyente de 1917 y el pri-
mer jefe Carranza, conscientes de los 
peligros que el ejército regular repre-
sentaba para la libertad de los habitan-
tes y para la estabilidad de las insti-
tuciones políticas, intentaron levantar 
ante él, como contrapeso y para neu-
tralizarlo, una guardia nacional for-
mada por civiles que fuera, en caso 
de confl icto, la que pusiera orden en 
la sociedad y la defendiera de eventua-
les peligros; que fuera la ciudadanía 
la que pusiera el orden a ella misma y 
no un órgano castrense profesional, al 
que se dio intervención en la materia 
sólo en los casos de guerra (art. 129). 
Los gobiernos emanados de la revo-

guardia nacional

lución y el ejército hicieron nugato-
rio ese derecho de los mexicanos. La 
guardia nacional sólo tiene existencia 
teórica; la alusión que se hace de ella 
en las leyes es para hacerla depender 
del ejército regular, lo que va contra 
la constitución; según ellas deben per-
tenecer a la guardia aquellos que, por 
su edad, están incapacitados para des-
empeñar en forma efectiva sus respon-
sabilidades como parte de ella.

El congreso de la unión no ha emiti-
do la ley que levante y organice la guar-
dia nacional; en teoría, ante la omi sión 
del congreso, los estados, en uso de fa-
cultades concurrentes (véase), lo pueden 
hacer mientras la federación no lo hace.





hacienda municipal. Se integra por 
cuatro rubros principales: las contri-
buciones, las participaciones federa-
les, los ingresos provenientes de los 
servicios a cargo de los municipios y 
el rendimiento de los bienes que les 
pertenecen; existen otros rubros que 
pudieran calificarse de menores, como 
son los ingresos que pueden tener por 
concepto de donativos y herencias.

Los ayuntamientos ejercen su ha-
cienda a través de cuatro figuras: el 
presupuesto (el proyecto o iniciativa 
que formulan ellos mismos, aunque 
hay casos en que lo hace el goberna-
dor) que aprueba la legislatura; ley de 
ingresos, que aprueba la legislatura; la 
cuenta anual, que presentan los ayun-

tamientos a la legislatura y ésta envía a 
la entidad de fiscalización o contadu-
ría mayor, para los efectos de su glosa 
y que aprueba la propia legislatura; y 
los empréstitos, cuyas bases son de-
terminadas por el congreso local.

Los ayuntamientos carecen de au-
tonomía, por ello en materia hacenda-
ria están sujetos a lo que resuelva la 
legislatura de su estado, pero siempre 
deben corresponderles las contribu-
ciones que se establezcan acerca de 
la propiedad inmobiliaria, de su frac-
cionamiento, división, consolidación, 
traslación y mejora, así como las que 
tengan por base el cambio de valor de 
los inmuebles (art. 115, fracc. IV).

H





iglesias. Del griego ekklesia, asamblea. 
Conjunto organizado de personas y de 
cosas dedicadas al servicio de una re-
ligión. De conformidad con el art. 130, 
las iglesias, una vez que obtienen su 
registro, adquieren personalidad; el 
art. 27 las llama asociaciones y dispo-
ne que tienen capacidad para adquirir, 
poseer o administrar los bienes que 
resulten indispensables para su objeto. 
La constitución usa el término en plu-
ral, para denotar que ninguna de ellas 
goza de privilegios, estatuto especial, 
que todas son iguales, sin importar su 
número de miembros, doctrina o an-
tigüedad en el país. Las disposiciones 
que existieron y existen, que limitaron 
y limitan la injerencia de los religio-
sos en los negocios públicos, se die-
ron con el fin de poner un alto a los 
abusos del clero católico. El congreso 
de la unión es el único facultado para 
legislar en materia de culto público, 
iglesias y agrupaciones religiosas.

impuestos. Del latín impositum, neutro 
de impositus, impuesto. De acuerdo 
con el Código Fiscal de la Federación 
son las contribuciones establecidas en 
ley que deben pagar las personas fí-
sicas y morales que se encuentran en 

la situación jurídica prevista por ella. 
Giannini los define como: “una pres-
tación pecuniaria que un ente público 
tiene derecho a exigir en virtud de su 
potestad de imperio, originaria o deri-
vada, en los casos, en la medida y se-
gún los modos establecidos en la ley, 
con el fin de conseguir un ingreso”.

En España y en México durante el 
siglo XIX a los tributos que imponía 
el estado se les denominaba contribu-
ciones (véase); en cambio a las que es-
tablecían las autoridades administra-
tivas inferiores, como los municipios, 
se les nombraba impuestos. Por esa 
razón en las constituciones del siglo 
XIX, en lo referente a la federación y 
los estados, se aludió reiteradamente 
a contribuciones; el término impuesto 
apareció por primera vez en la consti-
tución de 1857; por virtud de las re-
formas introducidas en 1874 al art. 70, 
en que se tomaron como sinónimos 
contribuciones e impuestos, se reiteró 
el uso del término en las reformas de 
1896 (arts. 111, fracc. VI y 124).

El constituyente de 1917 utilizó in-
distintamente y como sinónimos los 
términos contribuciones e impuestos 
(arts. 22, 28, 65 y 72, inc. h), pero si-
gue prevaleciendo el uso del primero 
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(arts. 27, fracc. IV; 31, fracc. IV; 73, 
fraccs. VII y XXIX; 118, fracc. I y 115, 
fracc. IV).

La facultad de crear impuestos co-
rresponde a la federación, Distrito Fe-
deral y estados; por mandato consti-
tucional a aquélla le corresponden en 
forma privativa ciertos impuestos. Los 
municipios, por medio de sus ayunta-
mientos, no pueden establecer impues-
tos; por mandato constitucional les co-
rresponden los relativos a la propiedad 
inmobiliaria.
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incompetencia de origen. En el siglo 
XIX, en México, por tal se entendió el 
cuestionamiento ante los tribunales, 
por la vía de amparo, de la legitimi-
dad de una autoridad en sí, por razón 
de existir dudas respecto del proceso 
seguido para acceder al cargo. Se par-
tía del supuesto de que una autoridad 
ilegítima era incompetente para emitir 
actos de imperio; por el hecho de te-
ner un origen viciado causaba agravio 
a un gobernado. La incompetencia de 
origen se planteaba como agravio en 
los juicios de amparo. José María Igle-
sias, como presidente de la suprema 
corte, en 1874, consideró que los jue-
ces de distrito, por la vía del amparo, 
podían conocer de esa materia. Con 

posterioridad, en 1878, Ignacio L. Va-
llarta revocó ese criterio. 

En la actualidad, mediante el am-
paro, no se puede cuestionar la legiti-
midad de la autoridad responsable en 
cuanto a su origen. Tampoco se pue-
de hacer a través de la controversia 
constitucional (art. 105, fracc. I). Exis-
ten autoridades electorales que orga-
nizan los procesos electorales (art. 41) 
y tribunales que juzgan y califican las 
elecciones; lo hacen en forma defini-
tiva e inatacable (art. 99).

inconstitucionalidad. Acto que reali-
za un ente público, poder o autoridad 
para el que carece de facultades o atri-
buciones. La autoridad no cuenta con 
un fundamento para actuar. Como se 
afirma más arriba, los términos anti-
constitucional (véase) e inconstitucio-
nal, aunque afines, pues ambos aluden 
a vicio, son diferentes. En el primer 
caso citado se trata de un acto que con-
traviene lo dispuesto por un texto fun-
damental. Con el segundo se alude a un 
vicio que deriva, por lo general, de la 
falta de facultades. Se pueden presen-
tar otros supuestos. En el caso la irre-
gularidad sólo es detectable mediante 
la realización de un ejercicio de lógica 
jurídica complicado. En la constitución 
(art. 105, fracc. II), se toma como in-
constitucional lo que es contrario a 
ella, lo que no es del todo exacto.

La inconstitucionalidad es un vicio 
atribuible a quien realiza actos de au-
toridad; puede estar referido a dos su-
puestos genéricos, uno, que siendo una 
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autoridad legítima, carezca de faculta-
des para actuar o el otro, que siendo 
ilegítima, tomando la apariencia de tal, 
realice actos como si lo fuera. 

Como las facultades de los poderes 
federales son expresas y, por lo mis-
mo, limitadas, es más factible que el 
vicio de inconstitucionalidad se ob-
serve en los actos que ellos realizan. 
Los poderes y autoridades de los esta-
dos tienen a su favor la regla general 
que se desprende del art. 124, en el 
sentido de que lo no conferido a los 
poderes federales de manera expresa, 
se entiende reservado a los estados.

indulto. Del latín indultus, participio de 
indulgere, perdonar. Facultad que se 
reconoce al presidente de la repúbli-
ca y a los gobernadores de los esta-
dos, en sus respectivas competencias, 
para perdonar, total o parcialmente, el 
cumplimiento de una pena impuesta 
por una autoridad judicial.

Es una facultad discrecional; puede 
referirse a cualquier pena impuesta por 
la comisión de toda clase de delitos, sin 
importar que obren o no en el código 
penal; sólo se puede otorgar cuando 
existe una sentencia firme, irrevoca-
ble. El perdón no implica alterar la 
verdad legal que se deriva de la sen-
tencia. Ordinariamente es un acto ad-
ministrativo; éste no puede compren-
der penas impuestas por el jurado de 
sentencia, las resoluciones administra-
tivas que dictan los jueces con el fin de 
hacerse obedecer ni las órdenes que 
se dicten en los procesos administrati-

vos, laborales, fiscales, etc. Es suscep-
tible que sea condicionado.

El indulto pretende enmendar erro-
res judiciales, moderar los efectos de la 
aplicación de la ley y permitir la ac-
ción discrecional de la autoridad; se ha 
dicho que es el triunfo de la política a 
costa del derecho. Si bien en el ámbito 
federal es el presidente de la república 
quien está facultado para concederlo 
(art. 89, fracc. XIV), el congreso de la 
unión es quien debe reglamentar su 
uso. El indulto no puede ser rechaza-
do por el beneficiado y por cuanto a 
que no produce agravios, tampoco es 
susceptible de ser impugnado o recu-
rrido por el mismo indultado o por 
terceros. Por tratarse de un acto dis-
crecional no existe vía para obligar al 
presidente a concederlo. Se trata de 
un acto irrevocable por ser una gracia 
y siempre es a futuro.
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informe presidencial. Exposición que 
en forma escrita debe formular el pre-
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sidente de la república y presentar 
anualmente al congreso de la unión 
en la que se manifieste el estado ge-
neral de la administración pública fe-
deral.

La constitución de 1857 (art. 63) 
disponía que el presidente de la repú-
blica debería asistir al recinto del con-
greso; la actual se limita a disponer 
que en la ceremonia de apertura de 
sesiones ordinarias debe presentar un 
informe por escrito, en el que mani-
fieste el estado general que guarda la 
administración pública del país.

Emilio Rabasa hacía notar que en 
los últimos años en la presidencia del 
general Díaz, dada su avanzada edad, 
éste sólo daba lectura a su mensa-
je y que enseguida los secretarios de 
la cámara seguían con la lectura del 
informe, práctica que él consideraba 
criticable, pues la función de hacerlo 
debía recaer en el secretario de rela-
ciones exteriores.

El presidente se encuentra constre-
ñido a presentar ante el congreso un 
informe sólo una vez al año, el día 
primero de septiembre; cuando se ini-
cia el primer periodo ordinario de se-
siones; no está obligado a hacerlo en 
otra fecha; no lo hace ni aun en los 
casos de periodos extraordinarios de 
sesiones, en éstos es la comisión per-
manente quien por sí o a instancias 
del presidente de la república, señala 
el objeto de la convocatoria y la hace 
saber a los legisladores. El congreso y 
las cámaras carecen de facultad para 
citarlo en fecha diversa.

En 1857 se aludía a un discurso; se 
trataba de una reminiscencia semán-
tica del sistema parlamentario inglés, 
en éste se habla de un discurso a cargo 
de la corona. Durante el siglo XIX esas 
intervenciones fueron breves, mesu-
radas y elegantes; fue Porfirio Díaz 
quien inició la práctica de convertir 
el discurso en informe y dividirlo en 
secciones, tantas como eran los ramos 
de su administración. En la constitu-
ción de 1917 se dispuso que se trataría 
de un informe; esto ha dado lugar a 
ceremonias de más de cinco horas.

Con el tiempo se abrevió el infor-
me al que el presidente de la república 
daba lectura y la ceremonia en que se 
presentaba; por separado se acompa-
ñan anexos detallados en los que se 
da cuenta minuciosa del estado de la 
administración pública; se les consi-
dera parte de aquél.

La redacción del art. 69 es defec-
tuosa, dispone que el presidente de la 
república deberá informar del estado 
general que guarda la administración 
pública del país; este imperativo no tie-
ne que ver con un sistema de gobierno 
federal, en el que se entiende que co-
existen dos fuentes de autoridad, que 
cada una de ellas es autónoma una de 
la otra y que cada una cuenta con su 
sistema de información y control; es 
obvio que el presidente debe circuns-
cribir su informe a lo que tenga que 
ver con su administración. Una nor-
ma de tal naturaleza sólo es propia 
de sistemas centralistas. Los constitu-
yentes de 1824, al limitarse a dispo-
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ner que el presidente pronunciaría un 
discurso análogo al acto importante 
de la ceremonia de apertura de sesio-
nes, eludieron los inconvenientes de la 
fórmula actualmente en vigor, obra del 
constituyente de 1857.
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inhibiciones. De inhibir, éste del latín 
inhibire, que significa retener, detener. 
Impedir o prohibir algo. Manuel Herre-
ra y Lasso las definía como: “Las pro-
hibiciones absolutas que no implican 
negación total de la potestad de los Es-
tados, sino atemperaciones a su arbitrio, 
limitándolo con reglas de máximum y 
mínimum y son normas concretas de su 
organización constitucional (art. 115).”

Entre otras inhibiciones, dicho au-
tor encontraba las siguientes: los esta-
dos no pueden establecer un régimen 
de gobierno que no sea republicano, 
representativo y popular y que no 
tenga por base el municipio libre; so-
brepasar la duración de seis años en el 
desempeño de la gubernatura.
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iniciativa legislativa. Dicha iniciativa, 
en su sentido amplio, es la facultad, 
atribución o derecho que la constitu-
ción otorga o reconoce a determinados 
servidores públicos, entes par ticulares  
u oficiales a proponer, denunciar o 
solicitar del órgano legislativo cole-
giado un asunto, hacer de su conoci-
miento ciertos hechos o formular una 
petición en relación con materias que 
son de su competencia, de lo que pue-
de derivar una ley o un decreto. Por el 
ejercicio de esa facultad o de ese de-
recho, su titular provoca la acción del 
órgano legislativo, de las partes que lo 
componen o entes que dependen de él 
y los conmina a adoptar una resolu-
ción respecto de la materia objeto de 
la iniciativa.

De las leyes se desprende, expresa 
o tácitamente, que las iniciativas de-
ben constar por escrito, ser redacta-
das en español, ser presentadas en los 
mismos términos que se desea sean 
aprobadas, ser firmadas por sus auto-
res y, en lo posible, ser precedidas de 
una exposición de motivos.

En el derecho mexicano sólo pue-
den iniciar aquéllos a quienes en for-
ma expresa o tácita autoriza la cons-
titución; únicamente lo pueden hacer 
respecto de las materias, términos y 
modalidades que ella misma previe-
ne. No es dable a las leyes secunda-
rias aumentar el número de titulares 
de la facultad o derecho ni alterar los 
términos del ejercicio. No es posible 
que un titular ceda su derecho a un 
tercero para que él lo ejercite. El que 
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se reconozca o conceda el derecho o la 
facultad de iniciar a diferentes entes, 
personas físicas o morales y no exclusi-
vamente a legisladores, como sucede en 
otros países, es una forma de colabo-
ración entre poderes y una medida que 
tiende a atemperar la aplicación tajante 
del principio de división de poderes.

De conformidad con el art. 71, con 
algunas salvedades, gozan de una fa-
cultad amplia, genérica, para iniciar, 
el presidente de la república, los dipu-
tados y senadores en sus respectivas 
cámaras y las legislaturas de los es-
tados. Lo pueden hacer en cualquier 
momento y casi sobre cualquier mate-
ria. Los restantes titulares pueden ha-
cerlo sólo en forma restringida; tienen 
limi taciones en cuanto a la materia, el 
tiempo y la forma. Ese trato discrimi-
natorio se explica con vista a la econo-
mía de tiempo. La misma constitución 
establece que ciertas iniciativas sólo 
pueden provenir de ciertos entes, pre-
sentadas en una época determinada y 
sujetas a un trámite especial.

inmigración. Acción de entrar al país. 
Es facultad del congreso de la unión 
el dar leyes sobre inmigración (art. 73, 
fracc. XVI); le fue asignada por reforma 
constitucional de 1908. La facultad se 
circunscribe a regular el ingreso, per-
manente o temporal, de personas pro-
venientes del extranjero.

Con vista a facultad tan limitada, 
los poderes federales, respecto de los 
extranjeros, han regulado materias 
que no son propiamente inmigrato-

rias. La inmigración local debe ser 
regulada por los estados (véase emi-
gración). Existen en la ley diversas 
calidades migratorias.

instituto federal electoral. Órgano 
público colegiado dotado de persona-
lidad y patrimonio propios, responsa-
ble de la organización de las eleccio-
nes federales con la participación de 
los partidos políticos nacionales y los 
ciudadanos. Es un ente profesional 
autónomo; a sus órganos superiores 
de dirección se les denomina conse-
jeros; cuenta, además, con represen-
tantes nombrados por los partidos po-
líticos.

Ese órgano levanta el padrón elec-
toral, prepara las elecciones, lleva a 
cabo los cómputos de los votos, emite 
las constancia de mayoría, brinda ca-
pacitación electoral y educación cívi-
ca; es responsable de la impresión del 
material electoral. Sus sesiones deben 
ser públicas (art. 41).

interpelación. Del latín interpellare, inte-
rrumpir al que habla. Es una institución 
propia de los sistemas parlamentarios 
que se ha adoptado en las asambleas 
legislativas de las naciones con siste-
ma presidencialista. Por virtud de una 
interpelación, a la que el reglamento 
denomina interrupción, un orador o 
alguien que hace uso de la palabra es 
suspendido transitoriamente en el uso 
de ella.

La interrupción es procedente sólo 
en dos casos: cuando el interpelante 
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invoque una moción de orden o se tra-
te de hacer una explicación pertinente.

Para que se haga se requiere el per-
miso previo del presidente y del ora-
dor interpelado; de no haber el con-
sentimiento de ambos, aun cuando la 
interpelación se dé por alguna de las 
razones antes invocadas y que la hace 
procedente, ella no es procedente.

Las interpelaciones sólo pueden dar-
se en sesiones en las que exista delibe-
ración o debate; no pueden darse en los 
casos de sesiones solemnes, de apertura 
o clausura; en éstos las sesiones tienen 
una agenda determinada por la consti-
tución o la ley; no es factible que el or-
den del día relativo a ellas sea alterado 
con adiciones.

Salvo los casos previstos en los 
arts. 84 y 85 de la constitución, en 
que sí se delibera, pero ello es necesa-
rio con vista a suplir la falta del presi-
dente de la república, en los restantes 
casos en los cuales el congreso de la 
unión actúa en cámara única, como 
son la apertura de sesiones y protesta 
del presidente y la clausura de sesio-
nes, no es factible que se delibere ni 
que se llegue a votación, por lo mismo 
no procede interpelar al presidente del 
congreso que declara abierto o cerra-
do un periodo, ni al presidente de la 
república cuando rinde su protesta.

La ley ha adoptado ciertas precau-
ciones con el fin de garantizar que las 
deliberaciones y las votaciones reali-
zadas en las cámaras que integran el 
congreso de la unión, se realicen en 
un ambiente de libertad, orden, segu-

ridad e independencia; en los siste-
mas monárquicos se consideró que la 
presencia del rey dentro de los recin-
tos parlamentarios ponía en peligro 
esos valores, por lo mismo, cuando 
ella era necesaria, por disponerlo así 
la ley o la costumbre, se optó por la 
alternativa de no deliberar y, como 
consecuencia, de no llegar al extre-
mo de tener que votar, limitándose a 
escuchar. Terminó por imponerse el 
criterio de que el rey no podía ser in-
terpelado, el cual también se adoptó 
en los sistemas presidencialistas.

Por lo que se refiere concretamente 
al informe presidencial, desde 1867, a 
propuesta de Sebastián Lerdo de Te-
jada, las relaciones entre los poderes 
legislativo y ejecutivo deben darse en 
forma escrita; lo anterior no impidió 
la presencia del presidente ante el 
congreso, actuando en cámara única, 
para que diera lectura a su informe. 
En ese contexto es que debe ser inter-
pretado el art. 93 constitucional que 
instituye como obligatoria la presen-
cia de los secretarios de estado en los 
recintos de las cámaras y la posibili-
dad de citarlos a que concurran; ellos 
sí pueden ser interpelados.

interrelación de funciones. La cons-
titución, con el fin de evitar grandes 
concentraciones de poder, de hacer 
que cada uno de los órganos sean in-
terdependientes y de que cada rama, 
en lo posible, provea lo relativo a su 
propia subsistencia, ha establecido los 
principios de división de poderes, de 
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colaboración entre órganos (véase) y 
de interrelación de funciones.

En el presidente de la república no 
se concentra toda la actividad ejecuti-
va que prevé y regula la constitución; 
el congreso de la unión no monopo-
liza la actividad legislativa federal ni 
el judicial toda la actividad jurisdic-
cional. Hay algo más, al presidente no 
le ha sido dada sólo la función de eje-
cutar, también legisla y juzga. El con-
greso goza de facultades ejecutivas y 
jurisdiccionales; el pleno de la corte 
legisla y ejecuta.

Presidente de la república

Con independencia de la función eje-
cutiva que se concentra preferente-
mente, pero no de manera exclusiva, 
en el presidente de la república, él, por 
disposición constitucional expresa, le-
gisla, lo hace en un doble ámbito: a 
nivel ordinario, cuando emite leyes en 
uso de sus facultades extraordinarias 
(art. 29); cuando con el fin de regular 
el comercio exterior, por autorización 
expresa del congreso de la unión, me-
diante actos de naturaleza legislati-
va, aumenta, disminuye o suprime las 
cuotas de las tarifas de exportación e 
importación, cuando prohíbe las im-
portaciones, las exportaciones o el 
tránsito de productos o efectos con 
el fin de regular el comercio exterior 
(art. 131).

También legisla, indirectamente, y 
por conducto del consejo de salubri-
dad general, cuando emite disposi-
ciones generales obligatorias, dispone 

medidas para combatir el alcoholismo, 
la venta de sustancias que envenenan 
al individuo o degeneran la especie hu-
mana y la contaminación ambiental. En 
el caso de epidemias de carácter grave 
o peligro de invasión de enfermedades 
exóticas, dicta las medidas preventivas 
indispensables, que tienen el carácter de 
ejecutivas y deben ser obedecidas por 
las autoridades administrativas del país, 
sin importar que sean federales o loca-
les (art. 73, fracc. XVI).

También ejerce diversas facultades 
materialmente legislativas cuando re-
glamenta las leyes del congreso de la 
unión (art. 89, fracc. I) y cuando emite 
decretos, acuerdos y órdenes (art. 92).

Respecto del ámbito jurisdiccio-
nal, por mandato de la constitución, 
el presidente de la república, por con-
ducto de órganos autónomos, como 
son el tribunal contencioso adminis-
trativo y las juntas de conciliación y 
arbitraje, resuelve con fuerza vincula-
tiva impugnaciones y conflictos. Esos 
tribunales no son parte de la rama 
judicial ni dependen del congreso de 
la unión; esa circunstancia y el he-
cho de que su presupuesto se canalice 
vía el presidente de la república y de 
que éste sea quien, directa o indirec-
tamente, nombra o propone a los ma-
gistrados y árbitros, lleva a ubicarlos 
como parte formal del poder ejecutivo 
(art. 73, fracc. XXIX-H).

Rama judicial federal

Al pleno de la suprema corte de jus-
ticia de la nación se le reconocen fa-
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cultades materialmente legislativas; lo 
hace cuando emite los reglamentos in-
teriores tanto para él y sus salas, como 
para los tribunales de circuito y juz-
gados de distrito (art. 11, fraccs. III, 
IV, XIX y XXI, LOPJF), que deben ser 
publicados en el Diario Ofi cial de la 
Federación para ser obligatorios, tan-
to para las autoridades como para los 
particulares en apego a lo dispuesto 
por el art. 3º, fracc. V, de la Ley del 
Diario Ofi cial de la Federación y Gace-
tas Gubernamentales. También, puede 
dictar los acuerdos generales que sean 
necesarios para la adecuada distribu-
ción de los asuntos.

Su jurisprudencia tiene el carácter 
de ser obligatoria para todo tipo de 
tribunales (arts. 94, párr. 7 constitu-
cional y 107, fracc. XIII y 192, LA).

El pleno goza, asimismo, de facul-
tades ejecutivas: elige a su presidente 
(art. 11, fracc. I, LOPJF), formula anual-
mente su proyecto de presupuesto y lo 
ejerce (art. 11, fracc. XVI, LOPJF).

Congreso de la unión

Aunadas a las funciones estrictamen-
te legislativas, el congreso de la unión 
tiene asignadas funciones diversas: 
ejecutivas, jurisdiccionales y electora-
les. Algunas de ellas son ejercidas por 
cada una de las cámaras de manera 
separada, otras en forma conjunta, 
pero funcionando separada y sucesi-
vamente; otras como cámara única. 
Es algo complejo y que requiere en 
cada caso contemplar el contexto ge-
neral y particular.

Facultades ejecutivas que se
asignan a las cámaras por 
separado

Cada cámara por sí, sin la interven-
ción de la colegisladora, puede dictar 
las resoluciones económicas relativas 
a su régimen interior; puede comuni-
carse con la colegisladora y con el eje-
cutivo mediante comisiones; nombrar 
a los empleados de su secretaría (art. 
77), compeler a los ausentes, llamar 
a los suplentes y tomarles la protesta 
(art. 63); nombrar a los miembros de 
la comisión permanente (art. 78).

La cámara de diputados, por su 
parte, puede designar al titular de la 
entidad de fiscalización superior de 
la federación (art. 79); nombra a los 
miembros de las comisiones perma-
nentes y especiales y de los comités 
según lo disponen los arts. 39 y ss. 
de la ley orgánica del congreso gene-
ral; durante sus periodos de sesiones 
nombra a su mesa directiva de acuer-
do con el art. 17 de la ley citada y 
acusa, por medio de una comisión, a 
un servidor público ante el gran jura-
do (art. 110).

La cámara de senadores goza de 
las facultades ejecutivas siguientes: 
analiza la política exterior desarro-
llada por el presidente de la repúbli-
ca; ratifica nombramientos de minis-
tros, agentes diplomáticos, cónsules 
generales, empleados superiores de 
hacienda, coroneles y demás jefes del 
ejército, armada y fuerza aérea, mi-
nistros de la corte; autoriza al presi-
dente la salida de tropas nacionales, 
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el paso de tropas extranjeras por el te-
rritorio nacional, así como la estación 
de escuadras de otras potencias; da su 
consentimiento para que el presidente 
disponga de la guardia nacional fue-
ra de sus respectivos estados; cuando 
han desaparecido los poderes de un 
estado, certifica esa circunstancia, y si 
en la constitución de la entidad no se 
prevé lo relativo a la suplencia, nom-
bra gobernador y le toma la protesta. 
Aprueba los tratados y las conven-
ciones internacionales; autoriza al 
presidente a ausentarse del territorio 
nacional por más de siete días (arts. 
76, 88 y 96).

Facultades ejecutivas
del congreso de la unión

El congreso de la unión, actuando sus 
cámaras en forma separada y sucesiva, 
goza también de facultades ejecutivas, 
las ejerce cuando acepta la renuncia del 
presidente de la república (art. 86); tam-
bién cuando lo autoriza para ausentarse 
temporalmente del cargo (art. 73, 
fracc. XXVI). Es de naturaleza ejecutiva 
la aprobación para que se suspendan 
las garantías individuales y el otorga-
miento de facultades extraordinarias 
(art. 29); cuando actúa como fedatario 
al recibir la protesta y el informe pre-
sidencial (arts. 69 y 87), cuando hace 
el cómputo de los votos de las legisla-
turas en el caso de reformas (art. 135) 
y cuando autoriza a los particulares a 
prestar servicios a estados extranje-
ros o aceptar y usar medallas (art. 37, 
apartado C, fraccs. II a IV).

Atribuciones ejecutivas 
de la comisión permanente

A la comisión permanente se le reco-
nocen atribuciones ejecutivas cuando 
permite el uso de la guardia nacional, 
recibe la protesta del presidente, recibe 
y a su vez turna iniciativas, convoca al 
congreso o a alguna de las cámaras a 
un periodo extraordinario de sesiones, 
aprueba nombramientos, concede li-
cencias al presidente y a los legislado-
res, nombra gobernador provisional, 
autoriza a los particulares a prestar 
sus servicios a gobiernos extranje-
ros, a recibir y usar condecoraciones; 
cuando hace el cómputo de los votos 
de las legislaturas y declara aproba-
da una reforma constitucional; lo es 
también la aprobación de suspensión 
de garantías individuales, recibir la 
protesta de los ministros de la corte, 
cuando concede permisos y acepta re-
nuncias de los ministros de la corte 
(arts. 29; 37, inc. b, fraccs. II a IV; 78, 
84, 85, 96, 97, 99, 100, 135).

Facultades jurisdiccionales 
de las cámaras

A las cámaras que integran el congre-
so de la unión les han sido otorgadas 
facultades jurisdiccionales en sentido 
amplio y en sentido estricto.

En sentido amplio, la cámara de 
diputados actúa en ejercicio de facul-
tades que pudieran denominarse juris-
diccionales cuando, a solicitud de un 
particular, de un juez o del ministerio 
público, emite, previa audiencia del 
acusador y acusado, una declaración 
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de procedencia, a fin de que un ser-
vidor público sea sometido a proceso 
y juzgado por una autoridad judicial 
ordinaria por la comisión de un delito 
del orden común durante el desempe-
ño de su encargo (art. 111).

En sentido estricto, la cámara de 
senadores actúa en ejercicio de sus 
fa cul tades jurisdiccionales cuando se 
establece en jurado de sentencia para 
conocer de la responsabilidad de cier-
tos servidores públicos, por ilíci tos co-
metidos en el desempeño de sus car-
gos, previa acusación de una comisión 
nombrada por la cámara de diputados; 
en estos casos admite la acusación, 
los argumentos del acusado, les reci-
be pruebas y escucha sus alegatos y, 
llegado el caso, emite una resolución 
que si es de condena, puede imponer 
como penas la destitución y la inhabi-
litación (art. 110).

Facultades electorales 
del congreso de la unión

La constitución atribuye tanto al con-
greso de la unión como a las cámaras 
que lo integran un cúmulo crecido de 
facultades en materia electoral; son 
de diversa índole y tiene que ver con 
la integración de diversos poderes, 
tanto en el plano federal como local 
(arts. 74, fracc. I; 63, 76, fracc. V; 77, 
78, 84 y 85).

intervención ejecutiva. Es una institu-
ción que por disposición constitucional 
existe a favor de los estados y a cargo 
de los poderes legislativo y ejecutivo 

federales, para evitar que alguno de 
aquéllos caiga en la anarquía o sacar-
lo de ella, cuando los órganos de go-
bierno locales sean incapaces, con sus 
propios elementos, para hacer frente a 
una contingencia grave.

Prevista en el art. 119 constitucio-
nal, puede ser solicitada por la legis-
latura local, si se encuentra reunida, o 
por los gobernadores, para el caso de 
no estarlo. Si aquélla está en sesiones 
y se da una emergencia grave y ella 
no juzga necesario pedir el auxilio 
federal, el gobernador no puede soli-
citarlo; es una facultad que le corres-
ponde en forma supletoria.

La intervención ejecutiva se puede 
producir en dos supuestos genéricos: 
conflicto interno, a solicitud de la le-
gislatura o del gobernador, es decir, a 
petición de parte; el otro, invasión o 
violencia exterior, en este caso es de 
oficio. En ambos casos el auxilio lo 
deben prestar el presidente de la repú-
blica, quien puede recurrir a cuantos 
elementos están a su alcance: ejército, 
armada, fuerza aérea, guardia nacio-
nal, en los términos que permita la 
constitución; y el congreso de la unión 
por medio de su facultad genérica de 
legislar, al aprobar una suspensión 
de garantías que le sea solicitada o 
mediante la provisión de elementos 
económicos vía su facultad impositiva 
o de modificar el presupuesto.

El que los poderes de la unión ten-
gan que proteger a un estado contra 
una invasión o en el caso de una gue-
rra extranjera, es por virtud de que 
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las entidades carecen de personalidad 
ante el derecho internacional; cual-
quier ataque a alguna de ellas es un 
ataque a toda la unión, como tal debe 
ser repelido por ésta.

En el supuesto previsto en el art. 119, 
son los poderes de los estados los que 
tienen la iniciativa; lo anterior no im-
pide que los poderes federales interven-
gan de oficio, aun en el caso de que se 
trate de estrictos confl ictos domésticos 
y no le sea solicitada su intervención; lo 
puede hacer vía suspensión de garantías 
previstas en el art. 29 constitucional.

En esta intervención se parte del 
supuesto de que los poderes de un es-
tado se encuentran unidos con el fi n de 
hacer frente a la contingencia, de que 
no existe confl icto entre ellos; en caso 
contrario lo procedente es la interven-
ción política.

La intervención ejecutiva fue to-
mada por los constituyentes mexica-
nos del sistema constitucional estado-
unidense y con ciertos vicios ha sido 
llevada a la práctica.

Bibliografía
Tena Ramírez, Felipe, Derecho constitucional 
mexicano, Porrúa, México, 1982.
Arteaga Nava, Elisur, Derecho constitucional, 
3ª ed., Oxford University Press, México, 
2008; en preparación editorial la cuarta 
edición.

 

intervención reconstructiva. Acción 
que la constitución autoriza al congre-

so de la unión, para los efectos de que 
mediante el juicio político, enjuicie y 
destituya a los poderes de los estados, 
cuando ellos, con violación de la carta 
magna, establezcan un gobierno que 
no sea republicano, representativo, de-
mocrático, federal y municipal.

Este tipo de intervención correspon-
de, en el derecho estadounidense, a la 
garantía de un gobierno republicano, 
que es un derecho a favor de la ciuda-
danía y tiene como responsable a los 
poderes centrales, específicamente, al 
congreso de la unión.

La intervención reconstructiva en 
el sistema jurídico mexicano significa, 
para el gobierno del centro, la obliga-
ción de velar por que en los estados 
se establezca y subsista la forma re-
publicana de gobierno; pero la misma 
garantía, respecto de los habitantes de 
los estados, no se limita a que se con-
serve en el gobierno de las entidades 
tal privilegio, se hace extensiva a que 
se respeten, igualmente, otros prin-
cipios que, junto con aquél, se han 
considerado valiosos, como son que 
los gobiernos estatales deben ser re-
presentativos, democráticos, divididos 
en municipios libres, con autoridades 
elegidas popularmente. Como un pri-
vilegio adicional debe agregarse que 
los estados deben pertenecer de ma-
nera permanente a la unión federal.

El organizar un estado en forma 
diversa significa una violación a la 
carta magna, pero los ciudadanos que 
pretendieran la enmienda al desacato 
constitucional se encontrarían frente 
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al hecho de ser ineficaces los proce-
dimientos normales de defensa del 
orden jurídico. En efecto, de confor-
midad con Manuel Herrera y Lasso, 
el amparo sería ineficaz por lento y 
de limitados alcances; se tendrían que 
agotar todas las etapas del procedi-
miento y al final se limitaría a ampa-
rar únicamente al quejoso sin poder 
hacerse una declaración general. La 
violación tampoco sería reparable a 
través de la controversia constitucio-
nal y la acción que provee el art. 105, 
por lenta e improcedente, ya que no 
existe invasión de jurisdicción. En 
los casos en que un estado reasuma 
su soberanía y se separe de la unión, 
es obvio que el control indirecto, el 
amparo, el control directo, la contro-
versia y la acción, son ineficaces e 
improcedentes, puesto que se estaría 
precisamente ante un caso de descono-
cimiento total, de parte de la autoridad 
secesionista, del orden jurídico federal.

En estos supuestos lo que procede 
es recurrir al control adicional, some-
ter a juicio, ante el gran jurado, a los 
miembros de la legislatura y goberna-
dor que hubieren infringido la consti-
tución, en los términos previstos en los 
arts. 108 y 110; agotado que sea el pro-
cedimiento, dictar sentencia por virtud 
de la cual se les destituya e inhabilite 
y, de conformidad con la constitución 
general y local, designarles nuevas au-
toridades; de ser ello necesario interve-
nirlas militarmente. Recurriendo a tal 

expediente se estaría en posibilidad 
de hacer respetar los arts. 115 y 116 y 
de conservar la integridad de la unión 
federal.

La intervención reconstructiva no 
se encuentra consignada en el art. 119, 
pero ello no significa que no exista, 
como lo asienta Tena Ramírez; el cons-
tituyente la estableció en el título acer-
ca de la responsabilidad de los altos 
funcionarios públicos.

Es la cámara de senadores, cons-
tituida en gran jurado, la única com-
petente para juzgar a diputados loca-
les y gobernadores por violación a la 
constitución. El presidente de la repú-
blica, en esta etapa, tiene una inter-
vención un tanto limitada: su derecho 
de iniciativa; posteriormente cuenta 
con una más amplia en ejecución de 
la sentencia del senado. La cámara 
de diputados al acusar y sostener su 
acusación; el senado al juzgar y dictar 
sentencia de destitución e inhabilita-
ción, y el presidente de la república, 
al ejecutarIa e intervenir con los ele-
mentos a su alcance, actúan en ejerci-
cio de una función reconstructiva.
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jefes políticos. La figura de jefe polí-
tico es de origen español. Para María 
Moliner se trataba de: “Nombre equi-
valente antiguamente al de ‘goberna-
dor civil’.”

“El que tenía el mando superior de 
una provincia en la parte gubernati-
va, como ahora el gobernador civil”, 
afirma el Diccionario de la lengua es-
pañola.

En la terminología constitucional 
esta figura aparece por primera vez en 
el art. 309 de la constitución de 1812: 

Para el gobierno interior de los pueblos 
habrá ayuntamientos, compuestos del 
alcalde o alcaldes, los regidores y el pro-
curador síndico, y presidido por el jefe 
político, donde lo hubiere, y en su defec-
to por el alcaide o el primer nombrado 
entre éstos, si hubiere dos... 

En ésta, por lo que se refiere al go-
bierno de las provincias, proveía la 
existencia de jefes superiores a quie-
nes se dotaba de facultades ejecutivas 
y de representación. En la carta federal 
de 1824 no se aludió a esa institución, 
aunque sus funciones recayeron en los 
caciques, líderes militares y terrate-
nientes. Aparecieron de nueva cuenta, 

por razones obvias, en la constitución 
de 1836; dado que había desapareci-
do el sistema federal, era indispensable 
proveer de determinados apoyos a los 
gobernadores de los departamentos; 
se crearon los prefectos, funcionarios 
nombrados por los gobernadores, con-
firmados por el gobierno general, que 
duraban cuatro años y que podían ser 
reelegidos (art. 1º, sexta ley), tenían a 
su cargo la función ejecutiva (art. 18) 
de un distrito y éstos, a su vez, estaban 
compuestos de partidos (art. 1º, sexta 
ley). También había subprefectos (art. 
19, sexta ley).

Con dudoso fundamento constitu-
cional, subsistieron en los años que 
corren de 1836 a 1856. Se les vuelve 
a mencionar en el Estatuto Provisio-
nal de la República Mexicana de 15 de 
mayo de 1856,  que fue expedido por 
Ignacio Comonfort: “Las atribuciones 
y obligaciones de los jefes políticos 
serán las mismas que se han señalado 
a los gobernadores”, disponía el art. 
120. En ese mismo documento los pre-
ceptos 122 y 123 aludían a la figura 
de los jefes políticos. Durante la vigen-
cia de la constitución de 1857, aunque 
no estuvieron previstos expresamente 
en ella existieron y fueron uno de los 
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instrumentos en que se apoyaron las 
diferentes administraciones locales 
para poder gobernar y controlar a la 
población; los abusos de los jefes po-
líticos fueron reiterados, graves y de 
toda índole. Se les criticó y censuró; 
en el programa del partido liberal se 
proponía su supresión (art. 45). En 
los jefes políticos recaía un cúmulo 
crecido de atribuciones, obligaciones, 
responsabilidades y honores; lo eran 
de toda clase: ponían, controlaban y 
quitaban a los presidentes municipa-
les; neutralizaban a los comandantes 
de la guardia nacional, sometían de 
grado o por la fuerza a los caciques. 
Dependían en su nombramiento del 
gobernador del estado; presidían, 
portando la bandera, los paseos o 
desfiles patrios; su duración era in-
definida, dependiendo de la voluntad 
de quien los nombraba y, como premio 
o castigo, se les hacía diputados a los 
congresos locales; algunos jefes políti-
cos llegaron a ser diputados federales.

En 1912, en su obra La constitu-
ción y la dictadura, Rabasa estudió la 
organización local; cuando hace con-
sideraciones respecto del papel de los 
estados en el orden nacional, alude de 
nueva cuenta a los jefes políticos y al 
papel que les era asignado en la or-
ganización del país: “por debajo del 
Gobierno están los jefes políticos, que 
como simples agentes suyos, no ha-
cen sino cumplir sus órdenes y servir 
para que la autoridad que representan 
tenga medios inmediatos de acción y 
centralización”.

Después de analizar los pros y los 
contras de una verdadera autonomía 
municipal, afirma:

La supresión de la jefatura política po-
drá extinguir la presión personal de 
que se acusa a esta institución, carga-
da de los vicios que adquirió cuando su 
acción efi caz fue necesaria contra un 
estado de perpetua rebelión; pero no 
infl uirá para reducir el absoluto directo 
dominio que el poder local ejerce en 
todos los ramos del gobierno del Es-
tado y que va hasta las minucias más 
recónditas si así le place.

Los jefes políticos desaparecieron 
oficialmente con la constitución de 
1917 (art. 115).
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jerarquía de las leyes. De la consti-
tución, concretamente de las normas 
que regulan la distribución de com-
petencias y facultades entre la federa-
ción y las entidades, deriva la relación 
de jerarquía que se da entre las leyes 
y los actos que realizan los poderes y 
autoridades. Ellos marcan los límites 
de su actuación y, en casos de cuestio-
namientos, son base para impugnar, 
por las vías que establecen las leyes, 
los actos que violan la distribución de 
competencias o que atentan contra el 
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principio de supremacía constitucio-
nal y de los tratados.

Los principios que establecen y 
regulan la jerarquía de las leyes, se 
complementan con el de presunción 
de constitucionalidad que deriva del 
art. 133. En el supuesto de que tan-
to las constituciones como las leyes 
de los estados estén en contravención 
con las leyes federales o los tratados 
internacionales, se debe presumir que 
aquéllos y no éstas son los que están 
de acuerdo con la constitución de la 
república. Esta presunción opera sólo 
en relación con sujetos ciertos, los jue-
ces de los estados y de algunos mo-
mentos, mientras los tribunales com-
petentes no declaren lo contrario.

Normatividad fundamental

En el sistema normativo mexicano la 
constitución es norma de normas; está 
abocada a normar; impone deberes, 
crea limitaciones, otorga facultades y 
atribuciones; concede o reconoce dere-
chos y libertades; nada ni nadie puede 
normarla; su naturaleza de suprema 
niega la posibilidad de que esté some-
tida a otro cuerpo normativo superior 
y, en cambio, requiere que toda ley le 
sea inferior y todo acto de autoridad 
esté de acuerdo con ella. No reconoce 
nada por encima de ella.

Con el mismo carácter de funda-
mental, en jerarquía igual que la cons-
titución, cuando menos durante los 
primeros años de vigencia de la carta 
de 1857, se hallaron diferentes dispo-
siciones emitidas por el presidente Juá-

rez amparado bajo la fórmula: “En uso 
de las amplias facultades con que me 
hallo investido”. Por razones de índole 
política, en particular, la guerra de tres 
años, de la intervención y el imperio, el 
presidente Juárez, sin facultades para 
hacerlo, modificó la constitución, sus-
pendió la vigencia de una parte de su 
articulado y prorrogó su mandato 
más allá de lo legalmente permitido.

El presidente Juárez, por su auto-
ridad política y moral, actuó al mar-
gen de la constitución; no hubo au-
toridad que declarara la invalidez de 
lo realizado; aún en la actualidad se 
conserva vigente lo dispuesto por él; 
siguen como estados de la federación 
Campeche, Hidalgo y Morelos, que él 
erigió no obstante que carecía de fa-
cultades para hacerlo.

No es impropio, aunque hayan sido 
sólo temporales, calificar de suprema, 
de jerarquía superior, en idéntica altu-
ra que la constitución, las disposicio-
nes emanadas del presidente Juárez, 
por las cuales se emitieron las leyes de 
reforma, se modificó el art. 124 y, en 
general, lo actuado durante los años 
de 1857 a 1869, al amparo de la fór-
mula antes citada.

Normatividad de segundo nivel

De acuerdo con el art. 1º de la cons-
titución y que derivó de la reforma 
del 10 de junio de 2011, en lo relativo 
a los derechos humanos y sus garan-
tías, los tratados internacionales sus-
critos por el estado mexicano, si bien 
son inferiores a la propia carta magna, 
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tienen la calidad de ser supremos en 
cuanto a todo el orden normativo res-
tante, sea federal o local.

Por razón de lo resuelto por la su-
prema corte de justicia de la nación, 
los tratados internacionales suscritos 
por el estado mexicano, en las restan-
tes materias, son supremos siempre que 
estén de acuerdo con la constitución.

Por seguridad pública, mientras no 
exista una declaración en contrario 
de parte de una autoridad competen-
te, se debe presumir la constituciona-
lidad de los tratados internacionales 
cuando estén en confl icto con la nor-
matividad secundaria.

Normatividad derivada 
de tercer nivel

De la constitución derivan, por lo mis-
mo tienen carácter de tercer nivel, dos 
géneros de actos que tienen el atri-
buto de ser generales y obligatorios; 
lo son en tanto se emiten en uso de 
facultades que aquélla prevé; uno es 
el género federal y el otro, el estatal.

1. Género federal de tercer nivel
Está integrado por las especies si-
guientes:

a) Leyes y decretos del congreso de la 
unión emitidos en ejercicio de las fun-
ciones siguientes:

• De legislador ordinario, con base en el 
art. 73.

• De legislador ordinario, en ejercicio de 
las diversas facultades que de manera 

expresa consigna la constitución, por 
ejemplo en los arts. 10, 27 y 121.

• De legislador ordinario, en ejercicio de 
las facultades que tácitamente tiene 
asignadas para reglamentar la cons-
titución en el ámbito federal, cuando 
en ella se utilizan las fórmulas “en los 
términos de ley”, “conforme a la ley”, 
“la ley determinará”, etc., ello sin per-
juicio del ejercicio de idéntica facul-
tad por parte de las legislaturas loca-
les en el plano estatal, son ejemplo de 
este tipo de facultades los arts. 7º, 11, 
17 y 122.

En ejercicio de los tres tipos de fa-
cultades anteriores pueden derivar le-
yes orgánicas, reglamentarias y ordi-
narias. No existe fundamento jurídico 
para sostener que alguna de ellas sea 
superior y otra inferior; cuando entre 
ellas hay contradicciones se debe es-
tar al principio de que ley posterior 
deroga a la anterior.

b) Leyes emitidas por el presidente de la 
república en ejercicio de sus faculta-
des extraordinarias (art. 29) y de lo 
dispuesto por el art. 131.

c) Con un destinatario específico: los di-
ferentes tribunales, federales y loca-
les, la jurisprudencia que emiten los 
tribunales federales.

2. Género local de tercer nivel
En el ámbito local tienen jerarquía su-
perior:

• las constituciones de los estados y

jerarquía de las leyes



173

• el estatuto de gobierno del Distrito Fe-
deral.

Respecto de la jerarquía específica 
de este tipo de leyes cabe hacer dos 
precisiones:

a) Dada la regla general que deriva del 
art. 133, hay una presunción de cons-
titucionalidad a favor de las leyes fe-
derales y los tratados internacionales 
cuando las locales, entre ellas las car-
tas fundamentales, las contravienen.

b) Las leyes federales y el estatuto de 
gobierno emanan del congreso de la 
unión, cuando existe contradicción en-
tre ellos, por emanar del mismo cuerpo 
legislativo y por no existir una forma 
superior que establezca una jerarquía 
entre ellos, debe prevalecer la ley pos-
terior.

Normatividad de cuarto nivel

1. Género federal
Los actos de los tres poderes federales, 
por cuanto a que se deben realizar con 
base en la ley y de acuerdo con ella:

a) Actos del congreso de la unión y de 
las cámaras que lo integran.
Al congreso de la unión o a alguna de 
las cámaras que lo componen le han 
sido atribuidas en forma expresa fa-
cultades que son de naturaleza ejecu-
tiva o jurisdiccional:

• La cámara de diputados puede emitir 
una resolución denominada decla-
ración de procedencia, por virtud de 

la cual un servidor público de los 
enumerados en el art. 111, queda a 
disposición de las autoridades judi-
ciales competentes para que lo juz-
guen.

• La cámara de senadores, constituida 
en gran jurado, resulta competente 
para conocer de ciertos ilícitos pre-
vistos en la Ley Federal de Responsa-
bilidades de los Servidores Públicos: 
cuando su sentencia es condenatoria 
obliga tanto a autoridades federales 
como locales (art. 110).

• Actos que emite el congreso de la unión 
al desempeñarse como cámara única 
en los términos de los arts. 84 y 85, 
para suplir la falta de presidente de 
la república.

• Actos que emiten las cámaras en uso 
de facultades exclusivas que tienen el 
carácter de general, aunque se cues-
tione su naturaleza, como, por ejem-
plo, la de aprobar el presupuesto y la 
cuenta anual, por lo que hace a la cá-
mara de diputados y de certificar que 
han desaparecido los poderes de un 
estado, y lo consiguiente, en los tér-
minos de la fracc. V del art. 76, por lo 
que toca al senado.

• Congreso de la unión: acuerdos, pun-
tos de acuerdo, resoluciones de mero 
trámite.

b) Actos del presidente de la república 
emitidos en virtud de lo siguiente:

• Los que realiza en ejercicio de su fa-
cultad de cumplir y hacer cumplir las 
leyes federales.
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• Reglamentos, decretos, acuerdos y ór-
denes que emite en los términos del 
art. 92 constitucional.

c) Pleno de la suprema corte de justicia: 

• Acuerdos, circulares, reglamentos y de-
cretos de observancia general.

d)  Actos emitidos por los tribunales de la 
federación:

• Las sentencias de los tribunales fede-
rales cuando sus criterios no confor-
man jurisprudencia.

• Los reglamentos y acuerdos generales 
que emite el pleno de la suprema corte 
de justicia de la nación.

• Los actos de naturaleza administrati-
va que realicen el pleno de la corte y 
el consejo de la judicatura federal.

2. Género local de cuarto nivel
• Las leyes y los decretos que emiten 

las legislaturas de los estados, sin im-
portar su especie, por cuanto a que 
deben estar de acuerdo tanto con la 
cons titución general como con las 
particulares de cada uno de los esta-
dos, es decir, sujetas a una doble de-
pendencia.

En esta categoría están incluidos 
las leyes y los decretos que en uso de 
facultades extraordinarias emiten los 
gobernadores, por virtud de delega-
ciones que hacen a su favor las legis-
laturas de los estados, con vista a tex-
tos expresos que existen en algunas 
constituciones locales.

• Leyes y decretos que emita la asam-
blea legislativa del Distrito Federal.

Normatividad de quinto nivel

En un quinto nivel están los siguien-
tes actos de autoridad que tienen el 
carácter de ser obligatorios:

• Legislaturas de los estados y asamblea 
legislativa del Distrito Federal: acuer-
dos, puntos de acuerdo, resoluciones 
de mero trámite.

• Gobernadores de los estados: regla-
mentos, decretos, acuerdos y órdenes.

• Jefe de gobierno del Distrito Federal: 
reglamentos, decretos y acuerdos.

• Tribunal superior de justicia: acuer-
dos, circulares, reglamentos y decre-
tos que emite el pleno y que son de 
observancia general.

• Las sentencias de los tribunales y juz-
gados.

• Ayuntamientos: bandos de policía y 
buen gobierno, órdenes, acuerdos, or-
denanzas, circulares y otros.

jueces de los estados. El art. 133 cons-
titucional establece: el principio de 
supremacía constitucional, bases para 
determinar la jerarquía de las leyes, 
competencia y obligaciones para los 
jueces de los estados; con independen-
cia de otras cuestiones importantes, el 
precepto, en relación con esos funcio-
narios judiciales, plantea las interro-
gantes siguientes: ¿qué debe entender-
se por jueces de los estados?, ¿cuál es 
el papel de éstos cuando encuentran 
que sus leyes locales son inconstitucio-
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nales? y ¿corresponde a los jueces del 
Distrito Federal la misma competencia 
y la obligación que para los jueces de 
los estados derivan del art. 133?

¿Qué debe entenderse por jueces 
de los estados para los efectos del art. 
133? Durante la vigencia de la consti-
tución de 1857, debido a que la orga-
nización judicial de las entidades fue 
simple, la respuesta era sencilla: lo 
eran los únicos que existían, los que 
integraban el tribunal superior de jus-
ticia, comprendiendo a magistrados, 
jueces de primera instancia, de paz 
y municipales. No se limitaba a sólo 
ciertos jueces, la obligación de respe-
tar la constitución y atenerse a lo que 
ella disponía era común a toda clase 
de autoridad judicial sin importar je-
rarquía o título. No se podía limitar 
la aplicación del imperativo sólo a los 
jueces de primera instancia y dejar al 
margen a los magistrados.

En la actualidad existen diversos tri-
bunales, los más de ellos con competen-
cia restringida. Al tradicional tri bunal 
superior, de competencia amplia y ge-
nérica, se han agregado otros, como las 
juntas locales de conciliación y arbi-
traje, tribunales de lo contencioso ad-
ministrativo, tribunal burocrático, tri-
bunales electorales, gran jurado, etc.; a 
sus integrantes no se les da el nombre 
de jueces: ¿les asiste la competencia y 
les corresponden las obligaciones que 
para los jueces de los estados establece 
el art. 133?

Para dar una respuesta, es preciso 
tomar en consideración tanto la re-

dacción del precepto como su contex-
to. Con el término jueces de los esta dos 
se representa a todo tipo de funcio-
nario que dentro de una entidad goza 
de jurisdicción, sin importar que sea 
amplia o restringida; no es lógico 
suponer que, por una interpretación 
histórica, el art. 133 sólo es aplicable 
a los jueces de primera instancia e, 
incluso, a los de segunda instancia, 
pero fuera de ellos, a nadie más es 
imponible. La obligación de respetar 
la constitución recae en todo tipo de 
servidores públicos.

Confirma este punto de vista lo dis-
puesto por el art. 128, todos los funcio-
narios, incluyendo a los de los esta dos, 
han protestado guardar la constitu-
ción; nada dispensa a los integrantes 
de las juntas de conciliación, a los 
magistrados de los tribunales admi-
nistrativos y demás jueces locales, de 
la obligación que tienen de respetar la 
constitución y de preferirla sobre cual-
quier norma local que la contradiga.

Bajo la fórmula jueces de los esta-
dos, el art. 133 comprende a todo tipo 
de autoridad local que goce de juris-
dicción. No se requiere una reforma 
constitucional para suponer que a los 
integrantes de otros tribunales que en 
el futuro se creen les alcanza esa obli-
gación.

¿Cuál es el papel de los jueces lo-
cales en relación con las leyes locales 
inconstitucionales? Existen desde el 
siglo XIX varias corrientes interpre-
tativas del alcance del art. 133; dos 
son las más importantes: una de ellas 
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considera que:

el Poder Judicial Federal es el único 
competente para revisar los actos aje-
nos a la luz de la Constitución. Es, por 
tanto, ese poder el que puede hacer 
funcionar el principio de la supremacía 
constitucional frente a todas las auto-
ridades, así las que legislan como las 
que ejecutan.

La opinión doctrinaria anterior ha 
sido confirmada por la corte:

Conforme a la Constitución federal, 
no todo órgano judicial es compe-
tente pa ra declarar la inconstitucio-
nalidad de una ley, sino solamente el 
Poder Judicial Federal, principalmente 
a través de un juicio de fi sonomía sin-
gular como es el amparo [...] Aun en el 
caso del artículo 133 de la Constitu-
ción, que impone a los jueces de los 
Estados la obligación de preferir la Ley 
Suprema cuando la Ley de su Estado 
la contraría, el precepto se ha enten-
dido en relación con el sistema según 
el cual es únicamente el Poder Judicial 
Federal el que puede hacer declara-
ción de inconstitucionalidad.

Según esta apreciación, no obstante 
el art. 133, los jueces de los estados es-
tán excluidos de la función de calificar 
respecto de la constitucionalidad de las 
leyes locales que aplican, por tanto en 
ese aspecto deben atenerse a lo que re-
suelvan los jueces federales. Mariano 
Coronado, en el siglo XIX, advertía:

La Suprema Corte de Justicia deberá 
ser, conforme a la Constitución, el intér-
prete general y supremo de este Códi-
go; empero en tratándose de materias 
relacionadas con la ley fundamental no 
van á su conocimiento, por lo ordinario, 
más que las que se ventilan en la forma 
del amparo o de la competencia, resulta 
que muchos puntos de interpretación 
de nuestra Carta política se resuelven 
en defi nitiva por jueces y magistrados 
locales…

Con vista a ese hecho real el mis-
mo autor sostenía:

El poder judicial [de los estados] es el 
especialmente encargado de aplicar la 
ley constitucional cuando la ordinaria 
está en pugna con ella. Se justifi ca este 
precepto, no sólo porque la ilustración 
de los funcionarios de aquel orden 
los pone en aptitud de resolver mejor 
las cuestiones relativas, sino también 
porque tal poder tiene que aplicar la 
ley en casos determinados, ésta es su 
función propia; y si aplicara la que con-
tradice á la Constitución, quedaría ésta 
desconocida y burlada. Con particula-
ridad se refi ere el Código Fundamental 
al poder judicial de los Estados, porque 
en otros textos impone la propia obli-
gación al poder judicial federal.

Ésta es una segunda corriente; en 
el siglo XIX y en el XX se manifestaron 
otras opiniones intermedias.

Del texto constitucional, más que 
desprenderse un monopolio del control 
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de la constitucionalidad, parece dedu-
cirse lo contrario, la negación de esa 
exclusividad; en efecto, de la fracc. XII 
del art. 107 se deduce que los jueces de 
los estados están facultados para co-
nocer de violaciones a la constitución 
por la vía de amparo. Lo mismo suce-
de con el art. 133, que da facultad a 
los jueces locales para juzgar en qué 
momento las leyes locales son contra-
rias a la constitución.

¿A los jueces del Distrito Federal les 
corresponde la competencia adicional 
que consigna el art. 133 en favor de 
los jueces locales? ¿También a ellos 
les es aplicable la misma obligación? 
Como competencia la tienen negada, 
no pueden emitir una declaración de 
inconstitucionalidad por cuanto a que 
tratándose de autoridades, la atribu-
ción de una facultad debe ser expresa 
y en el caso el otorgamiento sólo be-
neficia a los jueces locales. La obliga-
ción de respetar la constitución les es 
imponible con vista a lo dispuesto por 
el art. 128.

Bibliografía
Coronado, Mariano, Derecho constitucional 
mexicano, Escuela de Artes y Ofi cios del 
Estado, Guadalajara, 1899.
Tena Ramírez, Felipe, Derecho constitucional 
mexicano, Porrúa, México, 1982.

 

jueces municipales. Durante un largo 
tiempo, como parte de la organización 
comunal, existieron en España los al-

caldes, jueces municipales o de paz 
que eran funcionarios que ejercían 
tareas jurisdiccionales y hacendarias 
dentro de las poblaciones, con vista a 
costumbres y precedentes. Se trataba de 
una institución prevista en las cartas 
puebla. En la constitución de 1812 se 
les dio reconocimiento oficial y se de-
terminó que su campo de acción com-
prendería facultades en lo contencioso 
y en lo económico (art. 275), dentro del 
primer concepto se comprendían tanto 
la rama civil (título V, cap. 11), como la 
preventiva: seguridad y conservación 
del orden público (art. 321). Al iniciar-
se la vida independiente subsistieron 
los tribunales existentes entre ellos los 
alcaldes (art. 77 de la constitución del 
estado de Chiapas de 1826, art. 159 de 
la constitución del estado de Coahui-
la y Texas de 1827; en ésta se dispu-
so: art. 193: “Los juzgados inferiores 
subsistirán en el modo y forma que se 
prescribirá por una ley, hasta que per-
mitiéndolo las rentas del estado a jui-
cio del congreso, puedan establecerse 
jueces de letras, que deberá hacerlo en 
cada partido”).

En la actualidad, desde el punto de 
vista procesal, la justicia municipal o 
de paz en teoría goza del atributo de 
celeridad; no admite dilaciones; las 
excepciones y defensas son mínimas. 
En la práctica, por lo general, se pro-
cede sumariamente; no deja de haber 
negocios que se alargan inexplicable-
mente. En la misma audiencia se oye 
a las partes, se reciben y desahogan 
pruebas, se oyen alegatos, se dicta la 
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sentencia; en algunos casos se orde-
na engrosar la sentencia. También con 
celeridad se ejecutan las sentencias o 
resoluciones que emiten los jueces de 
paz; los plazos para cumplir con lo que 
ellos ordenan son perentorios, impro-
rrogables y fatales. En esto se sigue la 
costumbre de la cultura azteca; entre 
ellos la sentencia de muerte se aplica-
ba de inmediato; a los sorprendidos en 
adulterio tan pronto eran condenados, 
in situ, eran apedreados y muertos. La 
justicia de paz ya no tiene competen-
cia para castigar a alguien con la pena 
de muerte; ha desaparecido el rigor 
azteca en este aspecto; también por lo 
que toca a los castigos que se imponen 
a los jueces deshonestos; ahora se les 
destituye, cambia de adscripción o ex-
cepcionalmente procesa. Entre los az-
tecas, a decir de Sahagún, a los jueces 
que no hacían justicia derecha o justa 
se les castigaba con la pena de muerte.

La figura del topile, portador de la 
vara de justicia, titular de la facultad 
jurisdiccional: juez menor o de paz, 
representante del emperador azteca y 
posteriormente del rey, con el poder 
para realizar aprehensiones tal como 
lo hacían los alguaciles, aunque existe 
en la actualidad y todavía porta la vara 
símbolo de su autoridad, por lo general, 
ya no goza del amplio campo de acción 
que correspondió a sus predecesores, 
incluso del siglo XIX. Su autoridad es 
moral, está muy lejos de ser ejecutiva.

Por lo general, para ser juez mu-
nicipal o de paz se requiere ser ciu-
dadano mexicano, en ejercicio de sus 

derechos, no haber sido condenado ju-
dicialmente por delito alguno, ser pa-
sante de licenciado en derecho o, en su 
defecto, tener los conocimientos nece-
sarios para el desempeño del cargo (art. 
45, Ley Orgánica del Poder Judicial del 
estado de Guerrero). Más que un técni-
co en derecho, para ocupar el cargo se 
requiere un hombre prudente vinculado 
al lugar, en esto se sigue la costumbre 
azteca:

También los señores tenían cuidado 
de la pacifi cación del pueblo y de sen-
tenciar los litigios y pleitos que había 
en la gente popular, y para esto ele-
gían jueces, personas nobles y ricas y 
ejercitadas en las cosas de la guerra, 
y experimentadas en los trabajos de las 
conquistas; personas de buenas cos-
tumbres que fueron criadas en los mo-
nasterios de Calmécac, prudentes y 
sabias, y también criadas en el palacio.

En la actualidad los jueces munici-
pales o de paz son parte del tribunal 
superior de justicia en la mayoría de 
los casos.
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juez de distrito. Funcionario federal en-
cargado de administrar justicia; servi-
dor público que goza de jurisdicción y 
que la ejerce dentro de una demarca-
ción geográfica. Esos jueces son par-
te del departamento judicial federal; 
conforman la primera instancia den-
tro de él; aplican, en términos genera-
les, las leyes federales y los tratados; 
salvo que sean especializados, lo pue-
den hacer por lo que toca a todo tipo 
de materias; su actuación, por razo-
nes procesales, se ha dividido en dos 
grandes rubros: uno, en amparo, en el 
que aplican preferentemente la ley de 
amparo y con vista a la violación de 
los derechos individuales; otro, en ac-
tuación ordinaria, cuando resuelven 
controversias que se suscitan sobre el 
cumplimiento de las leyes federales 
y los tratados con vista a los códigos 
federales de procedimientos civiles y 
penales. 

En ambos casos parte de su compe-
tencia es definida por la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación. En 
el primer rubro sus resoluciones son 
atacables, principalmente, por vía de 
revisión ante los tribunales colegiados 
de circuito; y en el segundo en apela-
ción ante los tribunales unitarios de 
circuito.

Los juzgados de distrito se inte-
gran por un juez, que designa, cambia 
y promueve el consejo de la judica-
tura federal (art. 81, fracc. VII, LOPJF), 
por secretarios en número variable, 
normalmente hay uno para la sección 
de amparos y otro para la sección or-

dinaria, actuarios y empleados. Los 
jueces duran en su encargo seis años, 
pueden ser ratificados o ascendidos y, 
si lo son, se convierten en inamovi-
bles. Los hay de competencia mixta 
y los hay especializados en diferentes 
materias: penal, administrativa, civil, 
laboral y agraria.

juicio de amparo. Controversia por la 
cual, a instancias de parte agraviada, 
se ventilan y resuelven cuestiones de 
naturaleza constitucional con efectos 
limitados. Juventino Castro lo define:

El amparo es un proceso concentrado 
de anulación —de naturaleza constitu-
cional— promovido por vía de acción, 
reclamándose actos de autoridad, y 
que tiene como fi nalidad el proteger 
exclusivamente a los quejosos contra 
la expedición o aplicación de leyes vio-
latorias de las garantías expresamen-
te reconocidas en la Cons titución; 
contra los actos conculcato rios de 
dichas garantías; contra la inexacta y 
definitiva atribución de la ley al caso 
concreto; o contra las invasiones re-
cíprocas de las soberanías ya federal 
ya estaduales, que agravien directa-
mente a los quejosos, produciendo la 
sentencia que conceda la protección 
el efecto de restituir las cosas al esta-
do que tenían antes de efectuarse la 
violación reclamada —si el acto es de 
carácter positivo—, o el de obligar a 
la autoridad a que respete la garantía 
violada, cumpliendo con lo que ella 
exige —si es de carácter negativo.

juicio de amparo
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Pueden recurrir a él personas físi-
cas o morales, mexicanas o extran-
jeras que sean afectadas por actos o 
hechos de las autoridades mexicanas. 
Se requiere la existencia de agravios y 
la solicitud de la parte interesada. 

Están facultados para conocer de 
las demandas de amparo los tribu-
nales, jueces federales y tribunales 
superiores de los estados (art. 107, 
fracc. XII).

El amparo puede ser directo, cuan-
do su conocimiento compete al pleno 
de la suprema corte de justicia, a sus 
salas o a los tribunales colegiados de 
circuito; indirecto, cuando conocen 
de él los jueces de distrito.

La ley prevé la existencia de la su-
plencia de la queja en determinados 
casos. Las notas que lo caracteri-
zan fueron alcanzadas durante el 
siglo XIX mer ced, principalmente, a 
la obra de Manuel Crescendo Rejón, 
Mariano Otero, Ignacio L. Vallarta y 
Emilio Rabasa.

Es un instrumento de defensa de la 
constitución de alcances limitados; es 
inoperante para enmendar las viola-
ciones generales y graves que a ella 
se hacen.
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juicios de amparo y controversia 
constitucional. En el art. 37 de la ley 
de amparo, se prevé la posibilidad de 
que la resolución de juicios de amparo 
puede ser aplazada. Es algo excepcio-
nal. Es factible en los casos en que, en 
forma paralela a juicios de amparo, se 
ventile ante la suprema corte de justi-
cia una controversia constitucional en 
contra de la misma norma. Para que 
se pueda disponer el aplazamiento se 
requiere se presenten los supuestos si-
guientes:

• que los juicios de amparo cuyo apla-
zamiento se disponga, se encuentren 
radicados ante el pleno de la corte;

• que la controversia y los amparos se en-
derecen a cuestionar una norma; obvio 
no procede cuando a través de ellos se 
impugna un acto de autoridad;

• que el aplazamiento sea solicitado por 
alguno de los ministros de la corte; y

• que se disponga el aplazamiento de la 
resolución de los amparos pendientes 
mediante un acuerdo general.

Por implicar el aplazamiento una 
negativa temporal a impartir justicia, 
pues ello significa el diferir la emi-
sión de una sentencia en un amparo, 
la norma es de interpretación estric-
ta, únicamente es procedente en los 
supuestos previstos expresamente; no 
es admisible en otros casos, como pu-
dieran ser:

• cuando la tramitación de los amparos 
se encuentra ante las salas de la corte;

juicios de amparo y controversia constitucional
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• cuando se encuentra ante un juez de 
distrito, tribunales colegiados o unita-
rios de circuito; y

• cuando esté de por medio un acto de 
autoridad.

Como compensación debido a la 
falta de resolución de los amparos, 
se dispone que no opere la caducidad 
por falta de actividad del quejoso.

jurado popular. Tribunal que estaba 
integrado por un número determina-
do de ciudadanos elegidos por sorteo; 
juzgaban hechos según su concien-
cia, bajo la presidencia o responsa-
bilidad de un juez, fuera de distrito o 
estatal, quien, en su caso, aplicaba la 
pena respectiva.

Se trató de una innovación crea-
da por el constituyente de 1857, que 
se tomó del sistema jurídico estadou-
nidense, con vista a dar celeridad e 
imparcialidad a los juicios y que eran 
competentes para conocer de los de-
litos que se cometieran mediante la 
prensa contra el orden público o la se-
gu  ridad exterior e interior de la nación 
(art. 67, LOPJF). Su existencia estaba 
prevista en el art. 20, fracc. VI, aho-
ra reformado. En el art. 31, fracc. V, 
se establece como obligación de los 
mexicanos el desempeñar el cargo de 
jurado.

En el ámbito federal los jurados 
populares se integraban por siete per-
sonas, designadas por sorteo de una 
lista que formulaban cada dos años.
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jurisdicción dual. Para Manuel Herrera 
y Lasso, aquellas facultades que pue-
den ser ejercidas válidamente por los 
jueces federales y estatales (véase), 
él las denominaba jurisdicción dual 
por cuanto a que surgieron referidas 
al ejercicio de una función jurisdic-
cional: la derivada de la reforma de 
1884 al art. 97, fracc. I, de la constitu-
ción de 1857 y que ahora aparece en 
el art. 104, fracc. I, que confiere com-
petencia a los jueces locales para 
apli car las leyes federales y los trata-
dos cuando sólo se afecten intereses 
particulares. Por virtud de una refor-
ma de 2009 a la fracc. XXI del art. 73, 
en la actualidad la competencia de 
los jueces locales se extiende a cier-
tos delitos previstos en las leyes fe-
derales.
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legislaturas locales. Son órganos cole-
giados en los que la constitución gene-
ral entrega la función legislativa reser-
vada a los estados. Durante el siglo XIX 
hubo casos en que se integraron por 
dos cámaras, a partir de la constitución 
de 1917 se observa que son unicame-
rales. Cuentan con diputados, tienen 
que ser cuando menos siete, en aque-
llos estados cuya población no pase de 
400 mil habitantes; de nueve, en los 
que exceden de esa suma y no pasen 
de 800 mil; y 11, en aquéllos en que se 
exceda esta última cantidad. En la ac-
tualidad se integran hasta por 50 miem-
bros.

El cúmulo de sus facultades deriva 
tanto de la constitución general, como 
de la particular de cada uno de los esta-
dos; pueden estar referidas en principio 
a dos materias genéricas: fun damental, 
expedición y reforma de las constitu-
ciones locales; ordinaria o derivada, 
expedición y reforma de todo tipo de 
leyes dentro del ámbito de su com-
petencia de aplicación local; de éstas 
puede emitir leyes orgánicas, regla-
mentarias y ordinarias.

Su actuación puede estar referida a 
tres ámbitos: legislativo, cuando emiten 
leyes y decretos; materialmente ejecutivo, 

cuando hacen nombramientos, remue-
ven y cambian a su personal, cuando 
ejercen su presupuesto, etc.; y judi  cial, 
cuando en los casos de delitos oficiales, 
juzgan a ciertos servidores públicos.

A la época del año en que se reúnen 
las legislaturas se le denomina periodos; 
éstos pueden ser ordinarios o extraor-
dinarios; aquéllos van de uno a cuatro; 
éstos se dan cuando se les convoca ex 
profeso por la diputación permanen-
te. Durante el tiempo en que sesionan 
cuentan con un presidente que es elegi-
do por sus miembros. Su quórum es de 
más de la mitad de sus miembros.

Por ser órganos colegiados, tienen el 
derecho de iniciativa frente al congre-
so de la unión, participan en el proceso 
para formar nuevos estados dentro de 
los límites de los existentes, en el pro-
ceso de reformas a la constitución, 
pue den solicitar la intervención ejecu-
tiva, están facultados para autorizar a 
la federación a establecer: almacenes, 
fuertes, cuarteles en los que ejerza su 
jurisdicción, etcétera.

Los locales en los que se reúnen 
gozan de una relativa inmunidad, sus 
miembros son elegidos por el princi-
pio de mayoría relativa y por el de re-
presentación proporcional.

L
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ley de ingresos. Proviene del latín in-
gressus, de ingredi: entrar, derivado 
de gradi, andar y gradus, paso. Docu-
mento de carácter imperativo que con-
tiene o enumera las diferentes fuentes 
impositivas, el porcentaje, condicio-
nes de pago y demás elementos para 
el cobro de las contribuciones.

En el plano federal el proyecto de 
ley de ingresos lo elabora el presiden-
te de la república, por medio de la se-
cretaría de hacienda y crédito público; 
debe ser presentado, como cámara de 
origen, en la de diputados a más tar-
dar el día 8 de septiembre de cada año, 
excepto cada seis años, cuando se da 
el cambio de presidente de la repúbli-
ca, en que debe ser presentado a más 
tardar el 15 de diciembre. El secretario 
de hacienda debe comparecer ante los 
dipu tados a dar cuenta de la iniciativa.

Una vez aprobado en la cámara de 
diputados debe pasar a la de senadores 
(arts. 73, fracc. VII y 74, fracc. IV); no 
hay norma que, como sucede con el 
presupuesto, permita su modificación, 
por lo que al respecto debe estarse a la 
regla general, la prevista en el art. 72, 
inc. f ). Es un acto del congreso; su du-
ración es anual y se elabora con vista 
al presupuesto, primero se autorizan 

los gastos, acto seguido los ingresos 
y las fuentes. Los particulares están 
obligados a contribuir de manera pro-
porcional y equitativa.

En los estados, el proyecto de ley 
de ingresos local y municipal lo ela-
bora el gobernador y frecuentemente 
por lo que toca a los municipios, los 
ayuntamientos, los aprueba la legisla-
tura y también la vigencia de la ley es 
de un año.

ley marcial. Cuerpo normativo que ex-
pide el congreso de la unión cuando 
existe una declaración de guerra, he-
cha en los términos de los arts. 73, 
fracc. XII y 89, fracc. VIII. También lo 
puede expedir el presidente de la re-
pública, en los casos en que existiendo 
una suspensión de garantías, motivada 
por una invasión o perturbación gra-
ve de la paz pública, le sean concedi-
das las autorizaciones en los términos 
previstos por el art. 29 constitucional. 
Es una normatividad excepcional de 
duración temporal cuya existencia está 
prevista en el último párrafo del art. 16. 
El decreto de suspensión de garantías 
emitido por la comisión permanente el 
16 de marzo de 1911, hizo las veces de 
ley marcial. 

ley orgánica del congreso general. 
Cada uno de los poderes federales cuen-
ta con una ley que, con vista al ger-
men constitucional, regula la estructura 
y funcionamiento de cada uno de los 
entes cuya existencia está prevista en la 
carta magna; a la del órgano legislati-

ley de ingresos
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vo se le ha denominado Ley Orgánica 
del Congreso General de los Estados 
Unidos Mexicanos. Su existencia está 
prevista en el art. 70 y la actualmente 
en vigor es de 3 de septiembre de 1999. 
Siguiendo una tradición que se inició 
en la carta de Cádiz, el congreso reguló 
su estructura y actuación por un regla-
mento. El imperativo de que sea una 
ley data de 1970.

En la ley orgánica se deben garan-
tizar la independencia y la libertad del 
cuerpo legislativo, aunque no exista 
texto expreso que así lo determine, la 
iniciativa de ley debe provenir sólo de 
diputados y senadores. Una vez apro-
bada por ambas cámaras no es suscep-
tible de ser vetada por el presidente de 
la república, ni requiere su promul-
gación por parte de él; el texto res-
pectivo debe enviarse directamente al 
Diario Ofi cial de la Federación por los 
directivos de ambas cámaras. La ley 
no es susceptible de ser reglamentada 
por el presidente; permitirlo pudiera 
significar una interferencia no autori-
zada y peligrosa para la independen-
cia del congreso.

No son susceptibles de ser vetadas 
ni requerirán su promulgación las re-
formas que se introduzcan a esa ley 
orgánica y, por analogía, las que se 
hagan al reglamento. Contrariamente 
a lo dispuesto por la fracc. I del art. 89, 
la aplicación de esa ley corresponde al 
propio congreso, a las cámaras que la 
integran y a la comisión permanente. 
El ejecutivo lo hará sólo en las mate-
rias y en el grado que expresamente 

libertad de creencia

le sea solicitado por el órgano legis-
lativo.

En la ley orgánica se regulan el fun-
cionamiento del congreso, de las cá-
maras, cuando actúan en ejercicio de 
facultades exclusivas, y de la comisión 
permanente.

libertad de creencia. Derecho que asis-
te a todos los habitantes del país, en 
principio, para creer o no; enseguida, 
para optar por la religión o principios 
que más les agraden o acomoden y, 
por último, para cambiar de opinión 
respecto de ellos cuantas veces se es-
time necesario o conveniente.

Todas las constituciones mexica-
nas de 1824 a 1857 fueron intoleran-
tes; el constituyente de 1857 intentó 
establecer la libertad religiosa; fracasó 
ante la oposición de la jerarquía cató-
lica, de los legisladores conservadores 
y moderados. En la Ley de Nacionali-
zación de los Bienes Eclesiásticos de 
fecha 12 de julio de 1859, el presi-
dente Juárez previó la posibilidad de 
la existencia de otros cultos: “El go-
bierno se limitará a proteger con su 
autoridad el culto público de la igle-
sia católica, así como el de cualquier 
otra” (art. 3º).

Fue la ley sobre libertad de cultos 
de 4 de diciembre de 1860 la que con-
signó en forma expresa y definitiva 
la libertad de creencias, principio que 
fue elevado a rango constitucional el 
25 de septiembre de 1873. En la ac-
tualidad esa libertad se halla consig-
nada en el art. 24.





magistrados de los tribunales co-
legiados. A quienes integran los tribu-
nales colegiados y unitarios la cons-
titución y las leyes les denominan 
magistrados (arts. 97 constitucional y 
33, LOPJF). Los nombra el consejo de 
la judicatura federal, quien los vigila 
y recibe quejas contra ellos (art. 81, 
LOPJF). Los magistrados duran en sus 
cargos seis años y si son ratifica-
dos o son promovidos a ministros se 
convierten en inamovibles; para ser 
magistrados se requieren parecidos re-
quisitos que para ser ministros de la 
corte.

magistrados de los tribunales supe-
riores de justicia. La constitución 
general y las particulares de los es-
tados denominan a quienes integran 
al tribunal superior de justicia de un 
estado o del Distrito Federal, magis-
trados (art. 116, fracc. III y 122, C, 
base cuarta).

Los procedimientos necesarios para 
designarlos varían de un estado a otro; 
en algunos los nombra el gobernador 
con la ratificación o aprobación de la 
legislatura o diputación permanente 
locales. En otros se da intervención 
a los consejos de la judicatura. Hay 

estados en donde se presentan ternas 
con el fi n de que la legislatura elija 
uno. Duran en su encargo seis años y 
pueden ser ratificados en sus cargos; 
si lo son se convierten en inamovibles. 
Los candidatos deben reunir los mis-
mos requisitos que para ser ministro 
determinan las fraccs. I a V del art. 95 
constitucional.

En el Distrito Federal a los magis-
trados del tribunal superior de justicia 
los nombra el jefe de gobierno con la 
aprobación de la asamblea legislativa 
(art. 122, C, base cuarta, fracc. I). Su 
duración es de seis años y si son rati-
ficados se convierten en inamovibles; 
deben reunir los mismos requisitos 
exigidos para ser ministro de la su-
prema corte.

marca. Pena corporal que consistía en 
hacer una señal con hierro encendido 
en la frente, mejilla o espalda de un 
delincuente. Esta pena fue abolida por 
el constituyente de 1857 (art. 22).

Bibliografía
Escriche, Joaquín, Diccionario razonado de 
legislación y jurisprudencia.

 

M



188

mayoría absoluta y mayoría relati-
va. Conjunto “de los votantes que su-
man el mayor número en una asam-
blea”. Manuel Herrera y Lasso definía 
a la mayoría en una votación como 
“la adhesión del mayor número a una 
determinada proposición”. Este autor 
establecía una distinción: 

Puede ser, o absoluta cuando el nú-
mero sobrepasa el de la mitad de los 
votantes, o relativa cuando el número 
es inferior a esa cifra, pero superior al 
de los votos emitidos en favor de cual-
quiera de las otras proposiciones so-
metidas a la misma votación.

En derecho positivo se ha descarta-
do, por inoperante, la idea de que para 
que se apruebe una ley, un decreto o 
se adopte una resolución por parte 
del órgano legislativo, se requiere el 
voto unánime de todos los miembros 
que asistan a una sesión; “el voto de 
la mayoría obliga siempre a todos los 
demás”, sostenía Rousseau. Si bien 
nunca se ha contemplado la posibili-
dad de la unanimidad, en las constitu-
ciones que han estado en vigor y en la 
de 1917 se ha previsto la existencia de 
una mayoría especial; así, se requiere 
el voto de las dos terceras partes de 
los legisladores presentes en los ca-
sos de reformas a la constitución (art. 
135), de formación de un nuevo estado 
den tro de los límites de los existentes 
(art. 73, fracc. III), de resolución conde-
natoria por parte del gran jurado (art. 
110), de designación de un gobernador 

provisional por parte del senado (art. 
76, fracc. V), de la convocatoria de la 
comisión permanente (art. 79, fracc. 
IV) y de aquellos en que es necesario 
superar el veto presidencial (art. 72, 
inc. c).
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medio ambiente. En la constitución ge-
neral aparece este concepto (arts. 25, 
párr. 6 y 122, C, base primera, fracc. V, 
inc. j). Se toma como una fórmula ge-
nérica que comprende las circunstan-
cias que rodean al ser humano y en las 
que se desenvuelve. Debe ser preserva-
do y protegido. El congreso de la unión 
está facultado para legislar en la ma-
teria y establecer la concurrencia del 
gobierno federal con los de los estados 
y municipios (art. 73, fracc. XXX-G). 
También debe legislar la asamblea 
legislativa (art. 122, C, base primera, 
fracc. V, inc. j). Dado a que no se com-
prende en el art. 73, técnicamente ella 
no está obligada a acatar las bases que 
aparezcan en las leyes que expida el 
congreso de la unión.

mayoría absoluta y mayoría relativa
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ministerio público. Servidor público. 
Actúa y funciona bajo las órdenes del 
procurador general de la república o de 
los procuradores de los estados o del 
Distrito Federal. Es titular de la acción 
penal; le incumbe: la persecución de 
los delitos ante los tribunales, solicitar 
las órdenes de aprehensión contra los 
inculpados, buscar y presentar prue-
bas para acreditar su responsabilidad, 
hacer que los juicios se sigan regular-
mente para que la justicia sea pronta 
y expedita, pedir la aplicación de las 
penas e intervenir en los negocios que 
la ley determine. Tiene bajo su man-
do a la policía (arts. 21 y 102, A). El 
ministerio público federal es parte en 
los juicios de amparo, salvo aquellos 
en que no esté de por medio el interés 
público (art. 107, fracc. XV).

ministros de la suprema corte de jus-
ticia. La constitución, para referirse a 
los miembros de la suprema corte de 
justicia de la nación, utiliza el término 
ministros, ya que es el más común y ha 
terminado por prevalecer; tienden a 
desaparecer: magistrados y  miembros 
(arts. 78, fracc. VII y 96, ahora refor-
mados). En el uso del término minis-
tros se observa una reminiscencia de 
los tiempos en que la impartición 
de justicia era una parte del servicio 
religioso y de la época en que quie-
nes la impartían eran considerados 
como servidores; el término deriva de 
minister: servidor; se tomó de los sis-
temas jurídicos europeos; en Estados 
Unidos de América a los miembros de 

la suprema corte se les denomina jue-
ces.

A los ministros de la suprema corte 
de justicia los propone el presidente de 
la república mediante una terna; la cá-
mara de senadores es la que, contando 
con el voto de las dos terceras partes 
de los presentes, los designa (art. 96), 
tienen que reunir los requisitos a que 
alude el art. 95; su nombramiento es 
por 15 años improrrogables; pueden 
renunciar por causas graves, ser des-
tituidos mediante juicio político o sus-
pendidos del cargo vía declaración de 
procedencia (arts. 110 y 111).

Legalmente debe haber 11 minis-
tros; uno de ellos es el presidente de la 
suprema corte. Los restantes ministros 
están adscritos a las dos salas. A lo lar-
go de la historia el número de minis-
tros ha variado, en 1824 era de 11 y un 
fiscal; en 1900 se aumentó a 15; en 17 
se redujo a 11; en 1928 se fijó en 16; 
en 1934, se fijó el número en 21. La 
sala auxiliar fue creada en 1951. En 
1994 se fijó el actual número.

municipio. Del latín munus, deber, car-
go, tarea y ceps, el que coge. Unidad 
territorial administrativa constituida 
por los elementos siguientes: pobla-
ción, cierta extensión territorial, órga-
nos de autoridad y vecindad. De acuer-
do con el art. 115 constitucional los 
municipios son la base de la división 
territorial y de la organización política 
y administrativa de los estados, gozan 
de personalidad jurídica y de patrimo-
nio propios, son administrados por un 
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ayuntamiento de elección popular o 
por un concejo designado por la le-
gislatura local; no debe haber ninguna 
autoridad intermedia entre los ayunta-
mientos y el gobierno del estado.

Los municipios carecen de autono-
mía; la ley que regula su organización 
y funcionamiento es expedida por la 
legislatura local. Sus ayuntamientos 
pueden emitir bandos de policía y buen 
gobierno, reglamentos, circulares y dis-
posiciones administrativas de obser-
vancia general.

Manejan su patrimonio conforme 
a la ley; la constitución dispone que 
administrarán libremente su hacien-
da (véase); carecen de autonomía; sus 
ingresos son determinados por una ley 
que emite la legislatura local; su presu-
puesto debe ser aprobado por la propia 
legislatura, con frecuencia vía gober-
nador. Periódicamente están obligados 
a rendir cuentas de su manejo de los 
fondos públicos a la legislatura; las par-
ticipaciones a que tienen derecho de 

parte del gobierno federal les llegan 
vía poderes locales; para poder enaje-
nar inmuebles requieren autorización 
de la legislatura. Si bien gozan de per-
sonalidad, sus órganos de representa-
ción sólo pueden actuar dentro de los 
límites del estado, fuera de ellos la re-
presentación recae en el ejecutivo local.

Sus órganos de autoridad: los ayun-
tamientos, pueden ser declarados des-
aparecidos por la legislatura local; en 
ese caso se nombra un concejo en sus-
titución; ella misma puede suspender 
temporalmente a alguno de los muni-
cipios e incluso revocar su mandato.

Los municipios no son la única di-
visión territorial de los estados, existen 
otras divisiones reconocidas legalmen-
te como son las de distritos electorales, 
judiciales, hacendarios, etcétera.

Legalmente tienen a su cargo la 
prestación de servicios y les correspon-
den ciertos impuestos, derechos, tasas 
adicionales y participaciones.

municipio



nacionalización. Acto por el cual la na-
ción mexicana, por medio del gobier-
no federal, hizo ingresar al patrimonio 
público, sin pagar indemnización, una 
universalidad de bienes, comprendien-
do inmuebles, muebles, créditos, valo-
res, etc., por razones de interés público, 
seguridad nacional y para evitar que el 
clero católico siguiera dilapidándolos, 
distrayéndolos del servicio público y 
que pertenecían a la iglesia católica.

La administración del presidente 
Benito Juárez, el 12 de julio de 1859, 
sin fundamento legal, pero con vista al 
interés público, como un acto de sobe-
ranía, por medio de una ley, hizo in-
gresar al patrimonio nacional los bie-
nes que pertenecían a la iglesia católica 
y que ésta utilizaba para hacer la gue-
rra a un gobierno legalmente consti-
tuido.

La figura no tenía existencia legal; 
fue ideada y echada a andar por pri-
mera vez para el mundo del derecho 
por la administración Juárez; con pos-
terioridad otros países, para defender 
su soberanía, han recurrido a ella. La 
doctrina ha reconocido que la nacio-
nalización es una figura jurídica crea-
da en México.

La expropiación petrolera llevada 
a cabo en 1938, en el fondo, fue una 
nacionalización, por virtud de aquélla 
se hizo ingresar al patrimonio de la na-
ción una universalidad de bienes: fon-
dos petroleros, instalaciones, barcos, 
vehículos, tecnología, etc. Se recurrió a 
la figura de la expropiación por cuan-
to a que la nacionalización no tiene 
existencia legal.

N





observaciones. Dentro de la termino-
logía constitucional, por tales se en-
tiende las consideraciones de índole 
constitucional y política que llevan 
al poder ejecutivo a no promulgar un 
proyecto de ley que le envía el poder 
legislativo o la autoridad que, como la 
asamblea legislativa, puede aprobar le-
yes y decretos. 

También se le denomina veto (véa-
se). Por mandamiento fundamental pue-
den hacer observaciones el presiden-
te de la república (art. 72) y el jefe 
de gobierno (art. 122, disposición C, 
base segunda, fracc. II, inc. b). Los 
gobernadores de los estados lo hacen 
con base en las constituciones locales 
y respecto de sus congresos.

orden del día. Lista de los negocios que 
se someterán a la consideración de un 
cuerpo colegiado en una sesión con-
vocada de manera legal. Lista de las 
iniciativas o asuntos que deben ser 
discutidos y votados en una sesión 
por el pleno de una cámara. Debe ser 
usado en género masculino.

El orden del día persigue objetivos 
como: evitar decisiones sorpresa, eco-
nomizar tiempo, permitir a los miem-
bros de la asamblea y a los partidos 

políticos estudiar los proyectos y pre-
parar las posibles intervenciones. Sólo 
lo que aparece en él puede ser objeto 
de debate y sometido a votación.

Formalmente la responsable de su 
elaboración es la mesa directiva. En el 
senado del congreso de la unión ella 
lo hace con vista a las propuestas tan-
to de la junta de coordinación política 
como de los senadores; además, en su ela-
boración se debe tomar en cuenta el 
programa legislativo aprobado (arts. 
20.2, inc. c y 66.1, inc. b, LOCGEUM). El 
art. 30 del reglamento para el gobierno 
interior del congreso determina el or-
den conforme al cual deben ser presen-
tados los negocios.

El orden del día limita la competen-
cia del pleno, por lo que con anticipa-
ción debe hacerse del conocimiento de 
los interesados y sólo es válido por lo 
que toca a una sesión, independiente-
mente de que los negocios incluidos en 
él hayan o no derivado en votación.
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orden público. Es la posibilidad de que 
una autoridad diversa de la legislati-
va, constituyente u ordinaria, cuando 
carece de los elementos positivos para 
fundar una determinación, recurra a 
la ratio legis y resuelva una cuestión 
sometida a su consideración.

La ratio legis entendida como los 
motivos, las razones que hacen que 
el legislador sancione una conducta, 
reprima un ilícito y en cambio premie 
y estimule determinadas acciones. Si 
bien en un principio corresponde al 
autor de la norma el determinar indi-
rectamente cuál es la ratio legis, una 
vez que ha emitido la ley, su función 
definidora de lo que es el orden pú-
blico se convierte en latente y estará 
así mientras por la vía de reformas a 
la ley no haga uso de su facultad le-
gislativa; no se agota cuando se emite 
la ley; es algo que aunque en reposo le 
sigue correspondiendo en for ma per-
manente a él; y que, complementaria-
mente, puede también ser ejercitada 
por autoridades diversas a él, cuando 
resuelven cuestiones administrativas 
o judiciales respecto de las que tienen 
jurisdicción. La función de integrar 
el derecho no es responsabilidad ex-
clusiva del legislador, del autor de la 
norma, también le atañe a otro tipo 
de autoridades; si bien aquél en su 
actuación tiene menos limitaciones, 
éstas, aunque dentro de cauces más 

estrechos, igualmente intervienen en 
la actividad integradora del derecho y 
así, cuando el sistema normativo no 
es suficiente para resolver un caso 
determinada pueden resolverlo, con 
cierta discrecionalidad, recurriendo a 
la institución de orden público.

De alguna manera, cuando menos 
para efectos de derecho público, pu-
diera implicar, al fin de cuentas, dis-
crecionalidad con vista a determinados 
intereses, generalmente indefinibles, 
relacionados con el orden normativo 
fundamental.

La discrecionalidad a que se ha alu-
dido nada tiene que ver ni con capri-
cho ni voluntarismo, significa simple-
mente que quien actúa y resuelve una 
cuestión para la que no existe texto ex-
preso, está considerando el mismo tipo 
de valores, entendido el término en su 
acepción de intereses, factores reales 
de poder, que tanto el constituyente 
como el legislador ordinario toman en 
cuenta; como éstos pueden cambiar, es 
obvio que el contenido del término or-
den público es cambiante, lo es de una 
a otra época, de un país a otro; pero, 
en todo caso, tiene una concreción: los 
factores reales de poder a los que se 
ha dado redacción escrita y que se han 
elevado a rango constitucional.

Se ha entendido que existe una no-
ción de orden público aplicable a la 
materia de derecho internacional pri-
vado (art. 15, fracc. II, CCDF); otra la 
que maneja el derecho público (art. 6º, 
CPEUM) y una más a la que alude el 
derecho civil bajo el término interés 
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público (art. 8º, CCDF); y que entre una 
y otra, aunque existe cierta afinidad, 
hay diferencias de fondo y forma. Una 
noción como la que aquí se insinúa 
tiene la virtud de servir para aplicar 
las tres formas en que se presenta.

En efecto, cuando, por ejemplo, en 
el art. 6º constitucional se alude a ac-
tos que perturban el orden público se 
está refi riendo a la misma institución, 
a la misma materia, que es objeto de 
una constitución: establecer los me-
dios para que la relación dominación-
sometimiento se dé con la menor vio-

orden público

lencia física posible y que los casos 
de desobediencia queden dentro de 
los márgenes aceptables. El consti-
tuyente ha considerado que ni en la 
carta magna ni en las leyes ordina-
rias se pueden comprender todos los 
supuestos que se pueden dar, en este 
contexto deja a la discreción de los 
agentes que ella misma crea el deter-
minar, en casos concretos, con vista a 
los principios que ella enarbola como 
bandera, al establecer los vínculos do-
minatrices, qué es orden público y qué 
va en su contra.





pacto federal. Del latín pactum, par-
ticipio de pacisci, convenir, pactar. 
Acuerdo para formar una alianza entre 
estados preexistentes que renuncian a 
su soberanía con vista a formar parte 
de un todo. Las constituciones mexi-
canas han partido del supuesto teóri-
co de que varios estados soberanos se 
unieron por virtud de un pacto, para 
los efectos de formar una federación 
y crear unos poderes centrales; los 
términos y condiciones de la unión 
se consignaron en un documento al 
que se denomina constitución política, 
por ello ambos términos son tomados 
como sinónimos.

En los estados existen constitucio-
nes, a ellas, desde el punto de vista 
histórico y teórico, no se les puede de-
nominar pactos; no hubo partes que 
los hubieran celebrado: esos docu-
mentos, de conformidad con el art. 41, 
no pueden contravenir lo dispuesto 
por la carta fundamental, a la que en 
ese precepto se nombra pacto federal.

paisano. En la constitución el término 
es usado en su acepción de alguien 
que no es militar (art. 13); los paisa-
nos, cuando cometen un delito o falta 
del orden militar, por sí o en compli-

cidad con un miembro del cuerpo cas-
trense, sólo pueden ser juzgados por 
los jueces ordinarios o comunes de la 
federación o de los estados; no tienen 
competencia para hacerlo los tribuna-
les militares.

palos. Del latín palus, palo, estaca, que a 
su vez deriva del indoeuropeo pak-slo. 
Pena corporal que consistía en golpes 
que se daban a un infractor con un 
trozo de madera largo y delgado, or-
dinariamente en público. Esta clase de 
castigo fue abolida por el constituyen-
te de 1857 (sesión de 20 de noviembre 
de 1856, art. 22).

papel sellado. El sistema administra-
tivo y judicial mexicano heredó de 
España la práctica del papel sellado; 
en esa nación, a decir de Escriche, era 
el que estaba señalado con las armas 
del rey, que tenía diferentes precios y 
era el único en que podían asentarse 
las escrituras públicas, las diligencias 
judiciales y otros actos de naturaleza 
pública; su falsificación era penada 
por la ley. Lo que estaba asentado en 
otro tipo de papel era nulo. Su costo 
llevaba a los notarios, funcionarios 
judiciales y abogados a ser parcos y 
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a utilizar el máximo de abreviaciones. 
Se trataba de una forma de gravamen.

El constituyente de 1857 prohibió 
a los estados emitir papel sellado (art. 
111, fracc. III); ello llevó a conside-
rar que era una forma de gravar que 
sólo correspondía a la federación; ese 
mismo legislador había prohibido las 
costas judiciales (art. 17), por lo mis-
mo, se consideró que era de dudosa 
constitucionalidad el requerir su uso 
en las diligencias judiciales. En 1917 
se reiteró la prohibición que para los 
estados existió (art. 117, fracc. III); no 
obstante, hasta hace algunos años, 
fue práctica común en ciertos esta-
dos el exigir ese tipo de papel para 
asentar determinado tipo de certifi-
caciones.
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papelero. Son los voceadores de perió-
dicos y revistas; quienes expenden 
al menudeo diarios. La constitución 
obliga a emitir leyes por virtud de las 
cuales se evite sean encarcelados los 
papeleros por delitos cometidos a tra-
vés de la prensa. Por estar de por me-
dio la preservación de la libertad de 
prensa, debe entenderse que los obli-
gados a emitir las leyes “orgánicas” 
son el congreso de la unión, las legis-
laturas de los estados y la asamblea 
legislativa del Distrito Federal (art. 7º).

papeles. En el art. 16 constitucional se 
dispone: “Nadie puede ser molestado 
en su persona, […], papeles [...], sino en 
virtud de mandamiento escrito de la 
autoridad competente […]”.

El precepto, salvo algunos agrega-
dos que se le hicieron, fue obra del 
constituyente de 1857; ni en la expo-
sición de motivos ni en los debates se 
desprende cuál fue la intención de los 
constituyentes al utilizar el término, 
por lo que para encontrarla es necesa-
rio tomar en consideración el tipo de 
constitución en el que surgió y la par-
te de ella en que fue colocado.

La de 1857 fue una constitución 
liberal y la parte de ella en que el tér-
mino aparece es en la de derechos del 
hombre; por ello al concepto papeles 
no debe darse un significado restrin-
gido, como pudiera ser el de limitarlo 
a su acepción de effets, efectos, o tí-
tulos valor, comprendiendo títulos de 
crédito en sentido estricto y billetes; 
lo que la constitución protege es toda 
clase de documentos, como pudieran 
ser los manuscritos, planos, fotogra-
fías, cartas, diseños y efectos de co-
mercio. Procede una interpretación 
amplia del término; la seguridad de la 
posesión y conservación de toda cla-
se de papeles, sin importar su valor 
intrínseco, representativo, estimativo, 
etc., es el objetivo del precepto.

participaciones federales a los mu-
nicipios. Son conceptos adicionales 
que complementan la hacienda muni-
cipal; se trata de diversas cantidades 
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que ingresan a ella derivadas del ren-
dimiento de la recaudación de ciertos 
impuestos federales, e, incluso, esta-
tales. Se entrega a los municipios por 
virtud de un mandamiento constitu-
cional: “Las participaciones federales, 
que serán cubiertas por la federación a 
los municipios con arreglo a las bases, 
montos y plazos que anualmente se 
determinen por las legislaturas de los 
estados” (art. 115, fracc. IV, inc. b).

Son reguladas por ley, federal y 
local; frecuentemente son materia de 
convenios. Tienen como complemen-
to normativo la fracc. XXIX del art. 73.

Las bases según las cuales la fede-
ración hará efectivo el mandamiento 
constitucional están determinadas en 
la Ley de Coordinación Fiscal; ellas 
son de observancia obligatoria en la 
celebración de los convenios con los 
estados y en las entregas periódicas 
que de las participaciones se haga a 
los estados. Dichas bases están referi-
das a toda clase de impuestos, sin que 
se excluyan algunos de ellos con vista 
a que se trata de exclusivos de la fede-
ración; se determina simplemente el 
monto de los porcentajes que les co-
rresponderán a las entidades. La LCF, 
en su art. 1º dispone:

Esta ley tiene por objeto coordinar el 
sistema fi scal de la federación con los 
de los estados, municipios y Distrito 
Federal, establecer la participación que 
corresponda a sus haciendas públicas 
en los ingresos federales; distribuir en-
tre ellos dichas participaciones; fi jar 

reglas de colaboración administrativa 
entre las diversas autoridades fi scales; 
constituir los organismos en materia 
de coordinación fi scal y dar las bases de 
organización y su funcionamiento.

La federación entrega a los esta-
dos tanto las cantidades que les co-
rrespondan a ellos, como las que les 
correspondan a los municipios.

Los estados mismos, vía sus legis-
laturas, están facultados para dar leyes 
en las que se establezcan las bases, que 
regulen las entregas de dichas partici-
paciones por parte de los poderes de las 
entidades a los ayuntamientos. Esta ley 
sólo es obligatoria en el plano local, 
mas no es de observancia forzosa para 
la federación, como pudiera despren-
derse de la deficiente redacción de la 
fracc. IV del art. 115 constitucional.

Dado que el rubro de las partici-
paciones ha llegado a ser uno de los 
conceptos de ingresos más importan-
tes que tienen los municipios, se pres-
tan a ser manipulados a favor de los 
poderes de los estados y en perjuicio 
de los ayuntamientos; ya sea por su 
retención o no entrega de modo inde-
finido o demora. Legalmente esto no 
debería ser, pues se trata de recursos a 
los que los municipios tienen derecho, 
independientemente de los problemas 
económicos que padecen los poderes 
de un estado, o de los confl ictos polí-
ticos que pudiera haber entre éstos y 
los ayuntamientos.

La Ley de Coordinación Fiscal se 
encarga de establecer criterios objeti-
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vos según los cuales las legislaturas de 
los estados deben hacer entrega de las 
participaciones y los plazos para ello.

partida secreta. Apartado que apare-
ce en un presupuesto (véase) y que se 
aplica en forma confidencial por los 
secretarios de estado, conforme a ins-
trucciones que da por escrito el pre-
sidente de la república (art. 74, fracc. 
IV, párr. 4); explican su existencia di-
versas razones: necesidad de realizar 
gastos en servicio de inteligencia, de 
cabildeo en países extranjeros, sufra-
gar el costo del servicio de seguridad 
y defensa nacional. Debe aparecer su 
mención y monto del presupuesto; 
su duración, por lo mismo, es anual. 
Son fondos respecto de los cuales, si 
bien no hay control por parte de la 
cámara de diputados, es evidente que 
deben ser utilizados en el servicio 
público.

Existe por cuanto a que el sistema 
constitucional parte del supuesto de 
que tanto el presidente de la república 
como sus secretarios dispondrán de 
ella con altura de miras, patriotismo, 
integridad y honradez. Los secretarios 
deben informar al presidente de la re-
pública acerca del uso de la partida 
que les ha sido asignada. En la prác-
tica, la institución pudiera prestarse a 
solapar disposiciones indebidas de los 
fondos públicos.

La alusión a las partidas secretas 
que en la actualidad existe en el pá-
rrafo cuarto de la fracc. IV del art. 74 
constitucional data de 1977; con ella 

se pretendió regular una práctica rei-
terada por la cual se disponía de parte 
del presupuesto federal, al arbitrio del 
presidente de la república y sus secre-
tarios, sin necesidad de dar cuenta a la 
cámara de diputados. Tiene como an-
tecedente el art. 65, ahora reformado.

Del precepto aludido se despren-
de que es necesaria la existencia de 
ese apartado en el presupuesto; debe 
ser solicitada por el presidente de la 
república al formular el proyecto de 
presupuesto y aprobada por la cámara 
de diputados. La partida secreta, por 
constituir una excepción al principio 
general y obligatorio de que todo 
gasto debe ser autorizado y acreditado 
fehacientemente, por ser una situación 
de uso privilegiado de los fondos pú-
blicos, como toda norma que establece 
una excepción, debe ser interpretada 
en forma restrictiva, limitada; las 
partidas secretas únicamente pueden 
usarlas los secretarios de estado por 
acuerdo escrito del presidente de la 
república; no pueden ejercer parti-
das secretas el propio presidente de la 
república ni ningún otro funcionario 
diverso de aquéllos.

En estos casos, con el fin de evitar 
indiscreciones, la responsabilidad de 
vigilar y comprobar el uso adecuado 
de las partidas secretas recae exclusi-
vamente en el presidente de la repú-
blica, por medio de los órganos que él 
mismo determine; carecen de compe-
tencias en la materia la cámara de dipu-
tados y la entidad de fiscalización de 
la federación.
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La constitución y las leyes no especi-
fican un monto máximo para ese apar-
tado; tampoco establecen criterios para 
fijarlos; es algo que queda confiado a 
la prudencia política de quienes inter-
vienen en la elaboración y aprobación 
del presupuesto; pero, en todo caso, 
su monto estará en función de ciertos 
imperativos, uno, las necesidades de la 
seguridad nacional y otro, el de que en 
un sistema democrático y representa-
tivo los fondos cuyo destino sea inex-
plicable, deben ser lo más reducido po-
sible; la administración de los fondos 
públicos debe ser transparente; no lo es 
cuando las partidas secretas crecen en 
forma desproporcionada.

partido político. Max Weber los de-
finía así: 

Llamamos partidos a las formas de 
“socialización” que descansando en 
un reclutamiento (formalmente) libre, 
tienen como fin proporcionar poder a 
sus dirigentes dentro de una asocia-
ción y otorgar por ese medio a sus 
miembros activos determinadas pro-
babilidades ideales o materiales...

La constitución (art. 41) los consi-
dera como entidades de interés públi-
co, que tienen como fin promover la 
participación del pueblo en la vida de-
mocrática, contribuir a la integración 
de la representación nacional y como 
organizaciones de ciudadanos, hacer 
posible el acceso de éstos al ejercicio 
del poder público, de acuerdo con los 

programas, principios e ideas que pos-
tulan y mediante el sufragio universal, 
libre, secreto y directo.

Existen partidos políticos nacio-
nales, que pueden intervenir en toda 
clase de elecciones, sean federales, es-
tatales y municipales; los hay también 
estatales o regionales. Aquéllos tienen 
acceso permanente al uso de los me-
dios de comunicación social y a re-
cursos que aporta el gobierno federal.

Los partidos políticos son un medio 
para hacer efectivo el principio demo-
crático, no son la única vía para ello, 
ni pueden sustituir la intervención di-
recta de la ciudadanía en el ejercicio 
de sus derechos políticos.
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patente de corso. La autorización que 
daba un soberano a un particular para 
que éste, en naves de su propiedad, 
persiguiera y atacara embarcaciones 
piratas o de países enemigos; la auto-
rización comprendía la posibilidad de 
dar refugio y defender en sus puertos 
al corsario titular de la patente, cuando 
éste fuera perseguido; si bien por la ac-
ción del corsario se debilitaba la eco-
nomía del enemigo, lo que ya era una 
ganancia para el soberano que expedía 
la patente; éste, a cambio de la auto-
rización que daba y la protección que 
brindaba, recibía una parte de las ga-

patente de corso
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nancias que por el abordaje y rescate 
obtenía el corsario. El término deriva 
del latín cursos, correr, perseguir.

En forma reiterada en las constitu-
ciones mexicanas se facultó al presi-
dente de la república para que expidie-
ra patentes de corso (art. 11, fracc. XLI, 
constitución de 1824; art. 17, fracc. 
XVIII, siete leyes, ley cuarta; arts. 72, 
fracc. XV y 85, fracc. IX, constitución 
de 1857). 

En la constitución original de 1917 
se reiteró la facultad (art. 89, fracc. IX). 
El derecho internacional declaró inad-
misible la institución, ello motivó que 
en el año de 1966 fuera derogada la 
disposición que facultaba a expedir 
patentes de corso.

En el art. 117, fracc. II, original, 
se prohibía expresamente a los esta-
dos el expedir patentes de corso o de 
represalias; la prohibición fue dero-
gada en 1966; esto no implica que 
a partir de ese año sí lo podían ha-
cer; simplemente se consideró que la 
institución había desaparecido para 
el derecho.

No es lo mismo un corsario que un 
pirata, éste recorría los mares atacan-
do embarcaciones sin patente u auto-
rización y por su propia autoridad. En 
la actualidad la piratería es considera-
da como un delito.
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penas inusitadas. Del latín inusitatus, 
derivación de uti, uso. Penas extrañas, 
desacostumbradas o raras, que no son 
las habituales. Fueron prohibidas por 
el constituyente de 1857 (art. 22). 
Los códigos penales y las leyes de-
terminan cuáles son las penas que 
los jueces pueden imponer a quienes 
resulten responsables de la comisión 
de delitos; no les es dado aplicar otra 
diversa no prevista en ellos.

penas trascendentales. Las que iban 
más allá de castigar sólo al condenado 
por un delito y que llegaban a afectar 
o a comprender a sus familiares, fue-
ran o no inocentes. Fueron prohibidas 
por la constitución de Cádiz: “Artícu-
lo 305. Ninguna pena que se imponga 
por cualquier delito que sea, ha de ser 
trascendental por término ninguno a la 
familia del que la sufre, sino que ten-
drá todo su efecto precisamente sobre 
el que la mereció.” El constituyente de 
1857 reiteró la prohibición (art. 22).

periodo extraordinario de sesiones. 
Lapso durante el cual los integrantes 
del congreso de la unión o de cualquier  
cámara se reúnen, convocados por la 
comisión permanente, en una parte del 
año en que normalmente se hallan en 
receso; cuando se reúnen fuera de su 
calendario ordinario, lo hacen para co-
nocer exclusivamente de las materias 
incluidas en la convocatoria.

Un periodo extraordinario puede 
constar de una o más sesiones; la co-
misión permanente puede convocar 

penas inusitadas
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por sí a la instancia del presidente de 
la república; una vez agotada la agen-
da fijada, debe concluir; durante un 
receso pueden efectuarse cuantos pe-
riodos extraordinarios sean necesarios, 
no existen límites sobre este respecto; 
la comisión permanente determina los 
negocios a discutir y estará obligada a 
ampliar el objeto de la convocatoria en 
caso de que el presidente de la repú-
blica falte (art. 126, LOCGEUM); para su 
identificación se clasifican como pri-
mer o segundo periodo extraordinario.

El que la agenda de los periodos 
extraordinarios sea restringida, es con 
el fin de evitar que el congreso de la 
unión se reúna en forma prolongada, 
sin un objeto determinado, en perjui-
cio del presidente de la república y en 
demérito del ejercicio de las funciones 
que tiene encomendadas.

periodo ordinario de sesiones. Lap-
so durante el cual los miembros de un 
cuerpo colegiado se deben reunir con el 
fin de deliberar y resolver respecto de 
los asuntos de su competencia; por ra-
zones de seguridad jurídica y con vista 
a hacer operante el principio de divi-
sión de poderes, la constitución y las 
leyes determinan la fecha de inicio, la 
duración y la posible fecha de clausura 
del periodo.

El congreso de la unión cuenta con 
dos periodos ordinarios de sesiones; el 
primero, que comienza el primer día 
del mes de septiembre, que puede durar 
hasta tres meses y medio; el segundo, 
que debe comenzar el primero de febre-

ro y que concluye el 30 de abril (arts. 
65 y 66). La Ley Orgánica del Poder Ju-
dicial de la Federación, por lo que toca 
a la suprema corte de justicia de la na-
ción, dispone que tendrá dos periodos 
de sesiones (art. 3º). En las legislaturas 
estatales se observan varias posibili-
dades, sus periodos de reunión van de 
uno a cuatro.

Los periodos de sesiones del con-
greso de la unión pueden durar menos 
tiempo del fijado por la constitución, 
pero no más; el presidente de la repú-
blica carece de la facultad de disol-
verlo en forma anticipada y por sí no 
puede convocarlo, sólo lo puede hacer 
por mediación de la comisión perma-
nente (art. 78, fracc. IV).

Es común confundir el periodo or-
dinario de sesiones con las sesiones 
ordinarias (art. 78, fracc. IV), en este 
vicio incurre la propia constitución; 
con el primer concepto se alude a 
una serie de sesiones celebradas du-
rante el transcurso de un espacio de 
tiempo legalmente determinado; con 
el segundo se hace referencia a la re-
unión de los miembros de un cuerpo 
colegiado en su domicilio legal, para 
saber de los negocios incluidos en el 
orden del día. La suma de varias se-
siones o reuniones forma un periodo.

Bibliografía
Arteaga Nava, Elisur, Derecho constitucional, 
3ª ed., Oxford University Press, México, 
2008; en preparación editorial la cuarta 
edición.

periodo ordinario de sesiones



204

Capitant, Henri, Vocabulario jurídico.
Herrera y Lasso, Manuel, Estudios 
constitucionales, segunda serie, Jus, México, 
1963.

 

personas morales ofi ciales, garantía 
en los juicios de amparo. Las perso-
nas morales oficiales no están obliga-
das a prestar garantías (art. 9º, párr. 2, 
LA). Se parte del supuesto falso, por 
cierto, de que se trata de instituciones 
de acreditada solvencia. El autor de la 
norma, en perjuicio del tercero perju-
dicado, pasa por alto que esas personas 
morales oficiales actúan con base en 
presupuestos anuales y de que ellas no 
pueden realizar ningún pago que no 
esté programado, lo que deriva en un 
pretexto para no cumplir con las deter-
minaciones judiciales, con perjuicio de 
los particulares. 

La incapacidad del particular que 
se enfrenta a una persona moral ofi-
cial en un amparo, se acentúa con el 
hecho de que los bienes que pertene-
cen a la nación, los estados y los mu-
nicipios son inembargables.

La institución, si bien es explicable, 
por cuanto a que reduce el costo del 
funcionamiento de la administración 
pública, por la falta de exigibilidad se 
convierte en un caso de denegación 
de justicia.

El precepto no distingue, debe en-
tenderse que están dispensadas de pro-
porcionar garantías todas las personas 
morales oficiales: federación, entida-
des federativas y municipios.

plebiscito. Es la consulta a la ciudada-
nía respecto de algunas decisiones de 
naturaleza política; de ella pudiera 
derivar una norma. En 1824, a través 
de un plebiscito, se consultó a la ciu-
dadanía de Chiapas respecto de su in-
corporación a la república mexicana 
como un nuevo estado, a la de Gua-
temala, como un departamento o se-
guir como una nación independiente, 
aquélla se inclinó por la primera op-
ción. En el Distrito Federal el jefe de 
gobierno está facultado para convo-
car plebiscitos según lo dispuesto por 
el art. 67, fracc. XXX, del estatuto de 
gobierno.

pleno. Del latín plenus. La reunión, en el 
domicilio legal, de quienes integran un 
cuerpo colegiado para conocer de los 
asuntos de su competencia; el término 
se usa en oposición a la reu nión que 
en comisiones, salas o secciones pue-
den realizar esos mismos miembros. 
No es necesario que asistan todos los 
integrantes del cuerpo colegiado, es 
suficiente con que asista el número 
necesario para integrar quórum (véa-
se) legal. En el lenguaje parlamenta-
rio es común hablar de actuación en 
pleno.

En el congreso de la unión, por dis-
posición constitucional, existen dos 
clases de plenos: uno, el de la cámara 
de diputados y el de la cámara de sena-
dores, que es más de la mitad (art. 63); 
y otro, el que conforman dipu tados y 
senadores, bajo la presidencia de la de 
aquéllos, cuando por mandato consti-

personas morales ofi ciales, garantía en los juicios de amparo
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tucional expreso, deben sesionar en 
forma conjunta como colegio elec-
toral para elegir presidente de la re-
pública, en que deben contar cuando 
menos con las dos terceras partes de 
los legisladores que integran las cá-
maras (arts. 84 y 85).

pleno de la suprema corte de jus-
ticia. La suprema corte de justicia 
de la nación funciona en pleno (art. 
94); es una de las formas en que ac-
túa. Su quórum es de siete miem-
bros; adopta sus resoluciones por 
unanimidad o mayoría; cuenta con 
dos periodos de sesiones, el primero, 
legalmente debe comenzar el primer 
día hábil del mes de enero y con-
cluir el último día hábil de la primera 
quincena de julio; el segundo debe 
comenzar el primer día hábil del mes 
de agosto y concluir el último día há-
bil de la primera quincena de diciem-
bre (art. 3º, LOPJF); sus sesiones son, 
por lo general, públicas.

A la suprema corte de justicia de la 
nación actuando en pleno se le atri-
buyen facultades y atribuciones de di-
ferente índole; pueden ser clasificadas 
en tres rubros generales: materialmen-
te legislativas, materialmente ejecuti-
vas y formal y materialmente jurisdic-
cionales.

Materialmente legislativas: emite 
acuer dos generales (art. 11, fracc. III, 
LOPJF). Su jurisprudencia es obligato-
ria (art. 192, LA).

Materialmente ejecutivas: designa 
a su presidente, concede licencias y 

nombra a su secretario y demás em-
pleados (arts. 100, CPEUM y 11, LOPJF).

Facultades jurisdiccionales: son de 
diferente tipo, uno, las previstas en el 
art. 105, controversias constituciona-
les, acciones de inconstitucionalidad 
y apelaciones; otras, en amparo por 
atracción; una más, de los juicios de 
anulación.

posesiones. De poseer; éste, del latín 
possidere, derivación de sedere, sentar. 
En la constitución el término se usa 
en plural (arts. 14 y 16), en una doble 
acepción: la genérica, que alude a una 
universalidad de bienes que pertene-
cen a una persona, que es el sentido 
en que se usa en el evangelio de Ma-
teo, capítulo XIX, versículo 22: “erat 
enim habens multas possessiones” 
(porque tenía muchas posesiones); la 
otra, para referirse a bienes inmuebles 
que obran en poder de una persona 
sin que exista de por medio, necesa-
riamente, un título de propiedad.

El derecho establecido en los arts. 
14 y 16 es amplio:

POSESIÓN. La Suprema Corte ha esta-
blecido la jurisprudencia de que pro-
cede el amparo contra actos ilegales 
que perturben la posesión y aun la 
simple Tenencia, por lo que no cabe 
adoptar la teoría de que el artículo 
14 solamente protege la posesión que 
se tiene en nombre propio. Tomo 111, 
p. 1163, Amparo civil en revisión, Agui-
rre José Ramón, 4 de noviembre de 
1918, unanimidad de votos.

posesiones
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Para que alguien sea privado de sus 
posesiones se requiere no sólo fun-
dar legalmente la determinación, sino 
que, además, se siga un procedimien-
to judicial y que se emita una resolu-
ción condenatoria.

presidente de los Estados Unidos 
Mexicanos. Del latín praesidens, éste 
de praesidere, vigilar, proteger, presi-
dir, estar sentado. Individuo en el que 
la constitución deposita el ejercicio 
del supremo poder ejecutivo (art. 80) 
y a quien también denomina presi-
dente de la república, presidente, po-
der ejecutivo, ejecutivo, ejecutivo de la 
unión, ejecutivo federal y ejecutivo de 
la federación.

La constitución (art. 82) señala cuá-
les son los requisitos que se requieren 
para ser presidente de la república; dis-
pone, además, que es de elección di-
recta, aunque los hay designados por 
el congreso de la unión o la comisión 
permanente. Toma posesión de su car-
go el día primero de diciembre; dura 
en su cargo seis años y jamás puede 
volver a ocupar el cargo. Al asumir 
la magistratura debe rendir una pro-
testa cuyo texto consigna la propia 
constitución y sólo puede renunciar 
al cargo por causas graves a juicio del 
congreso.

No puede ausentarse del territorio 
nacional sin permiso del congreso de 
la unión o de la comisión permanen-
te; rinde un informe anual cada día 
primero de septiembre; sus faltas defi-
nitivas o temporales son suplidas por 

el congreso mismo quien puede desig-
nar, según el caso, presidente interino 
y sustituto; la comisión permanente, 
en sus recesos, puede designar un pre-
sidente provisional o interino.

Durante el tiempo que desempeña 
el cargo sólo puede ser enjuiciado por 
delitos graves del orden común o trai-
ción a la patria; el único competente 
para juzgarlo es el gran jurado, previa 
acusación de la cámara de diputados.

Debido al sistema presidencialista 
por el que se pronunció la constitu-
ción, este funcionario a la vez que es 
jefe de estado es jefe de gobierno; re-
presenta a la nación en lo exterior y en 
lo interior. En situaciones de emergen-
cia, previa la suspensión de algunos 
derechos individuales, puede ser in-
vestido por el congreso con facultades 
extraordinarias.

Goza de facultades ejecutivas: hace 
nombramientos, promueve y destitu-
ye libremente, entre otros, a secreta-
rios de estado; propone nombramien-
tos o ternas como los del procurador 
general de la república, los de minis-
tros de la corte, embajadores, cónsules 
generales, los somete a la ratificación 
del senado o de la comisión perma-
nente. También hace nombramientos 
conforme a la ley; publica, reglamen-
ta y hace cumplir las leyes federales; 
celebra tratados y convenciones inter-
nacionales. Puede declarar la guerra 
contando con la aprobación del con-
greso de la unión; concede indultos, 
dispone del ejército, marina, fuerza 
aérea y guardia nacional.

presidente de los Estados Unidos Mexicanos
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Disfruta de facultades legislativas 
cuando es investido de facultades ex-
traordinarias, cuando ejercita su fa-
cultad reguladora del comercio inter-
nacional (art. 131), cuando reglamenta 
las leyes del congreso y cuando, por 
medio de la secretaría de salud y el 
consejo de salubridad general, emite 
disposiciones generales obligatorias 
(art. 73, fracc. XVI).

Por medio de los tribunales admi-
nistrativos, así como de las juntas lo-
cales de conciliación y arbitraje, que 
jurídicamente forman parte del poder 
ejecutivo, indirectamente goza de atri-
buciones jurisdiccionales.

Se ha depositado en él un lideraz-
go político, social e incluso moral. Es 
jurídicamente y de hecho el individuo 
más poderoso e infl uyente en el país; 
de él depende la suerte de algunos go-
bernantes y muchos gobernados.

El sistema presidencialista fue toma-
do por los legisladores mexicanos del 
sistema constitucional estadounidense 
en la carta fundamental de 1824; se ha 
reiterado una y otra vez en las distintas 
constituciones que han estado en vigor, 
en las que también se ha insistido en el 
hecho de ser una función unipersonal, 
de elección y temporal. En 1824, en la 
etapa preconstitucional, hubo triunvi-
ratos (véase).

presidente interino. Persona en la cual 
se deposita el ejercicio del supremo po-
der ejecutivo de la unión cuando falta 
el presidente titular por muerte, renun-
cia, licencia o destitución, durante los 

dos primeros años de un sexenio, o 
cuando el presidente electo no se pre-
senta a asumir el cargo el día primero 
de diciembre.

El presidente interino es nombrado 
por el congreso de la unión, al actuar 
como colegio electoral, en asamblea 
única y contando con la concurrencia 
de cuando menos las dos terceras par-
tes del número total de los miembros 
de ambas cámaras; la designación se 
hace por mayoría absoluta y en escru-
tinio secreto.

Con el propósito de evitar que el 
presidente interino se prolongue inde-
finidamente, por el hecho de no haber 
elecciones, la constitución ha confia-
do al congreso de la unión la facul-
tad de lanzar la convocatoria; señala, 
además, que deberá hacerlo dentro 
de un improrrogable plazo de 10 días 
naturales y que las elecciones se de-
ben verificar en un plazo no menor de 
14 meses ni mayor de 18. Este lapso, 
que se fijó por reforma de 1933, se 
dio teniendo en cuenta lo dilatado del 
territorio nacional y a las dificultades 
que había para organizar una elección 
presidencial. En la actualidad no tiene 
razón de ser tan prolongado.

Se lo ha denominado interino por 
cuanto a que, como la etimología del 
término lo indica: interin, entre tanto, 
ejerce el poder por nombramiento del 
congreso, mientras no se celebra y ca-
lifica una elección y asume el poder 
el electo.

La constitución general mexicana 
también designa como presidente inte-

presidente interino
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rino a aquel que designan el congreso 
de la unión o la comisión permanente 
en los casos de faltas temporales del 
presidente. El designado por la comi-
sión permanente no puede durar más 
de 30 días (art. 78, fracc. VI).

En la historia constitucional de 
México ha habido un caso de pre-
sidente interino: Emilio Portes Gil, 
quien asumió la presidencia de la re-
pública, por designación del congreso, 
el día primero de diciembre de 1928, 
al no haberse presentado el presiden-
te electo Álvaro Obregón. Desempe-
ñó el cargo hasta el 5 de febrero de 
1930, en que lo entregó a Pascual 
Ortiz Rubio.

presidente municipal. Durante el pe-
riodo colonial, la persona encargada 
de la función ejecutiva dentro de un 
ayuntamiento recibió diferentes nom-
bres: adelantado, alcalde mayor, co-
rregidor e, incluso, jefe político. Los 
títulos respondían directa o indirecta-
mente al sistema de gobierno monár-
quico que existía. En 1824 se estable-
ció para el país la forma de gobierno 
republicana, representativa, popular y 
federal; (art. 5º del acta constitutiva), 
se abandonó el sistema monárquico; 
la función ejecutiva se depositó en un 
individuo y se le denominó presiden-
te de los Estados Unidos Mexicanos 
(art. 74 de la constitución de 1824). 
Los estados, por lo que se refiere a la 
denominación del titular de la función 
ejecutiva dentro de los municipios, no 
abandonaron totalmente la anterior 

nomenclatura; el estado de Chiapas, 
en su constitución de 1826, hizo com-
poner a los ayuntamientos de alcalde, 
regidor y síndico procurador (art. 80); 
en cambio, en la constitución de Chi-
huahua de 1825 ya se acogía la nue-
va denominación, el ayuntamiento se 
integraba de un presidente, alcaldes, 
regidores y síndicos (art. 113).

En las constituciones de los estados 
que se expidieron durante la vigencia 
de la carta fundamental de 1857, se 
observa lo siguiente: conservaron la 
antigua denominación, la de alcal-
de, por ejemplo, las de Guanajuato de 
1861 (art. 69) y Jalisco de 1858 (art. 
83); acogieron la de presidente, las de 
Chihuahua de 1858 (art. 77), Coahui-
la de 1869 (arts. 80 y 81), Colima de 
1857 (arts. 95, 102, 104 y 105); Hidal-
go de 1870 (arts. 71 y 75). Tendió a 
generalizarse en forma paralela el uso 
del término jefe político (art. 95, cons-
titución de Aguascalientes de 1868 y 
art. 60, constitución de Campeche de 
1858).

En la actualidad, la antigua de-
nominación de alcalde, referida a la 
autoridad ejecutiva municipal, casi ha 
desaparecido; se ha generalizado el uso 
de presidente: art. 19 de la constitu-
ción de Guerrero, art. 13 de la cons-
titución de Morelos, art. 126 de la 
constitución de Chihuahua y art. 136 
de la constitución del estado de México.

El presidente municipal es un fun-
cionario de elección popular directa, 
dura en su encargo por regla general 
tres años, no puede ser reelegido para 

presidente municipal
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el periodo inmediato, en algunos es-
tados goza de una relativa inmunidad 
(en Veracruz se requiere que la legis-
latura emita una declaración de pro-
cedencia, art. 124 de su constitución; 
y en el estado de Guerrero se dispone 
que puede ser objeto de juicio políti-
co, art. 112 constitucional). La ley de-
termina sus facultades, obligaciones 
y, frecuentemente, establece prohibi-
ciones expresas (art. 37, Ley Orgánica 
del Municipio Libre de Veracruz).

presidente provisional. Individuo en 
quien se deposita transitoriamente el 
ejercicio del supremo poder ejecutivo 
de la unión cuando falta el titular. Lo 
nombra la comisión permanente en los 
casos en que no esté reunido el con-
greso de la unión; una vez hecha la 
designación debe convocar ella misma 
a aquél para que, a su vez, designe al 
presidente que corresponda.

En la historia constitucional no ha 
habido un caso de presidente provi-
sional. La designación se deberá hacer 
por simple mayoría de los presentes; 
si la permanente está integrada por 
37 miembros y su quórum es de más 
de la mitad, se requiere el voto de 10, 
lo que pudiera ser peligroso para las 
instituciones y lo es a pesar del corto 
tiempo en que teóricamente pudiera 
ejercer el cargo.

presidente sustituto. Persona en quien 
se deposita el ejercicio del supremo 
poder ejecutivo de la unión, en los ca-
sos de que falte el titular durante los 

últimos cuatro años de un sexenio. Es 
designado por el congreso de la unión 
actuando como colegio electoral (véa-
se), en escrutinio secreto y por mayo-
ría de votos.

El presidente sustituto se encarga 
de concluir el periodo presidencial.

El 4 de septiembre de 1932, ante la 
renuncia a la presidencia de la repú-
blica de Pascual Ortiz Rubio, asumió 
el cargo el general Abelardo L. Rodrí-
guez, en calidad de presidente sustitu-
to designado por el congreso; entregó 
el cargo el primero de diciembre de 
1934 a Lázaro Cárdenas.

presunción de inocencia. Admitir que 
una persona está exenta de responsa-
bilidad, salvo que en un proceso se-
guido ante una autoridad competente, 
en el que se observen todas las forma-
lidades, con respeto de los derechos de 
defensa y audiencia, se demuestre lo 
contrario. 

En los procesos penales es el mi-
nisterio público quien debe acreditar 
ante el juez de la causa, a través de 
la presentación de los elementos de 
prueba, la responsabilidad del reo (art. 
20, B, fracc. I). Para que desaparezca 
la presunción de inocencia que existe a 
favor del reo, se requiere que la acredi-
tación de la responsabilidad por parte 
del ministerio público sea fehaciente. 
En los juicios políticos también es apli-
cable a favor del acusado la presun-
ción de inocencia; el proceso ante el 
jurado de sentencia debe estar encami-
nado a acreditar su responsabilidad.

presunción de inocencia
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Por reforma de 1982, en el penúl-
timo párrafo del art. 110 se estableció 
el supuesto contrario; quienes eran 
acusados del delito de enriquecimien-
to ilícito, tenían que justificar la pro-
cedencia legal de sus bienes. Puesto 
que el art. 20, reformado en el año de 
2008, establece una regla general, sin 
excepciones para todo proceso penal 
y que el que se sigue para fincar res-
ponsabilidad por enriquecimiento ilí-
cito es de esa índole, debe entenderse 
que a ellos también les es aplicable el 
principio de presunción de inocencia. 
Se trata de una norma posterior que 
deroga a la anterior.

La presunción de inocencia, apa-
rece en la constitución política, está 
referida a juicios penales; a pesar de 
ello, cuando en un proceso se pretenda 
fincar responsabilidad a un particular 
e intervengan agentes del estado, debe 
partirse del supuesto de que es inocen-
te y que son ellos los que deben acre-
ditar su acusación. En un estado de 
derecho, en el que se respeten los de-
rechos y las libertades, se debe partir 
del supuesto de que los particulares, 
en los más de los casos, se hallan en 
desventaja frente a la autoridad y sus 
agentes, que mucho hacen al negar su 
responsabilidad.

presupuesto. Del latín medieval praesu-
pponere, de prae, antes y supponere, 
suponer. Cálculo anticipado de gastos 
a realizar en un ejercicio fiscal. Es una 
de las instituciones que integran lo 
que se ha denominado paquete fi scal.

El proyecto de presupuesto lo ela-
bora el presidente de la república por 
conducto de la secretaría de hacienda 
y crédito público; debe ser presentado 
a la cámara de diputados a más tardar 
el día 8 de septiembre de cada año, 
excepto cada seis años, cuando se da 
el cambio de presidente de la repúbli-
ca, en que debe ser presentado a más 
tardar el día 15 de diciembre. En él 
se contiene una propuesta y cálculo 
de inversiones y gastos a realizar. Su 
vigencia es anual. El indicado secre-
tario debe comparecer al recinto de 
la cámara de diputados a dar cuenta 
del proyecto.

Su aprobación corresponde de ma-
nera exclusiva a la cámara de diputa-
dos, lo deberá hacer a más tardar el 
día 15 de noviembre (art. 74, fracc. IV); 
su vigencia es de un año; puede ser 
modificado, en este caso las modifi-
caciones las debe aprobar el congre-
so de la unión (art. 126); no obstante 
ser obra de una cámara es obligatorio 
para autoridades y particulares, esa 
circunstancia y el hecho de que en el 
art. 126 se aluda a una ley posterior 
que lo modifique, lleva a la conclu-
sión de que tiene carácter legislativo; 
esta opinión es válida a pesar de tra-
tarse de una reminiscencia del siste-
ma de una cámara que caracterizó a 
la constitución de 1857.

Es una institución que existe en los 
ámbitos federal, estatal y municipal; 
en los estados, el proyecto del presu-
puesto es elaborado por la secretaría 
de finanzas o por el tesorero, lo pre-
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senta al congreso local el gobernador 
y también es anual. Por lo que respecta 
a los municipios, se observan dos va-
riantes: en algunos estados el proyecto 
lo elabora el ayuntamiento y es pre-
sentado al gobernador, quien lo hace 
llegar al congreso local o es el mismo 
ayuntamiento quien también puede 
hacerlo; en otros estados el proyecto 
de presupuesto lo elabora el mismo 
gobernador y es él quien lo presenta a 
la legislatura.

En teoría, cualquier erogación he-
cha en contra o al margen del presu-
puesto implica responsabilidad penal, 
administrativa y política.

privilegios. Del latín privilegium, de pri-
vatum, privado y lex, ley. Excepción a 
una obligación, o posibilidad de hacer 
o tener algo que a los demás les está 
prohibido o vedado, que tiene una 
persona por cierta circunstancia pro-
pia o por concesión de un superior o 
autoridad competente.

Escriche lo define como: “La gracia 
ó prerrogativa que se concede á uno 
libertándole de alguna carga ó grava-
men, o confiriéndole algún derecho de 
que no gozan otros.” Agrega que había 
diversas clases.

Jesús Lalinde Abadía opina que el 
término y la institución son de origen 
romano:

La distinción se difumina progresiva-
mente, pues en el terreno particular 
los jueces consideran ius la actuación 

que se conforma a una ley (agere ex 
lege), y es posible que en virtud de una 
fuerza política especial para proteger 
un derecho particular se conceda una 
ley, que es califi cada de “ley privada” o 
“privilegios” (privilegium).

Este autor, más adelante sostiene:

Aunque todas estas disposiciones (car-
ta puebla, carta de población, pactos) 
son “privilegios” en sentido lato, en sen-
tido estricto cabe reservar este término 
a una serie de concesiones por parte de 
los reyes, entre las que se encuentran la 
del estado de libertad a los pobladores 
o “carta de libertad” (charta libertatis o 
liberationis), la de atribuciones a título 
gracioso o “carta de donación” (char-
ta donationis), y la dispensa de algún 
gravamen o “carta franquicia” (charta 
franquitatis).

Fueron concedidos a partir de la se-
gunda mitad del siglo XI con el fin de 
repoblar antiguas ciudades romanas 
en España.

En forma reiterada los monarcas es-
pañoles insistieron en el respeto de los 
pueblos (ley 1, tit. 2, lib. 7 R.):

Ordenamos, que á las ciudades villas 
y lugares de nuestros Reynos les sean 
guardados sus privilegios y ofi cios que 
han tenido y tienen de los Reyes ante-
pasados nuestros progenitores y de Nos, 
los cuales le confi rmamos; y que les 
sean guardados, y sus libertades y fran-
quezas, y buenos usos y costumbres, 

privilegios



212

según que les fueron otorgados, y por 
Nos fueron confi rmados y jurados.

Era obligación de los escribanos de 
los concejos de las ciudades y villas 
llevar un libro y ordenanzas, todos los 
privilegios que las dichas ciudades y 
villas y sus tierras tienen (ley 25, tit. 
25, lib. 4 R.) (2 y 3).

Lalinde sostiene que la decadencia 
de los ordenamientos locales se produ-
jo a mediados del siglo XIII; cedieron 
ante los intentos reales por uniformar 
el ordenamiento de las nuevas zonas 
reconquistadas. Sufrieron un gol pe se-
rio con la derrota de Villalar y el na-
cimiento del absolutismo.

En la Nueva España, la persona que 
por virtud de un asiento o un contra-
to se obligaba a fundar una población 
con el título de adelantado, alcalde 
mayor, corregidor o alcalde ordina-
rios, recibía de por vida y transmitía a 
sus hijos o herederos un número cre-
cido de privilegios.

En la constitución de 1812, se prohi-
bió al rey conceder privilegios (art. 
172, novena); en el México indepen-
diente, por decreto del 6 de agosto de 
1812, se abolieron todos los privilegios 
existentes. La prohibición se renovó en 
el reglamento provisional político del 
imperio mexicano de 18 de diciem-
bre de 1822 (art. 31, sexto). Fue en 
las Bases Orgánicas de la República 
Mexicana de 1843, en que reaparecen 
los privilegios, pero con un nuevo sig-
nificado, como premio y estímulo al 
ingenio; se facultaba al presidente de 

la república a: “Conceder privilegios 
exclusivos a las leyes, a los invento-
res, introductores, o perfeccionadores 
de algún arte o industria útil a la Na-
ción” (art. 87, fracc. XXVII).

En la constitución de 1857 se reite-
ró este sentido (art. 28), sólo que dicha 
facultad se atribuyó al congreso de la 
unión y no al presidente de la repúbli-
ca (art. 72, fracc. XXVI).

En la constitución de 1917 se reite-
ra el principio y se amplía la posibili-
dad de conceder privilegios, se com-
prende los derechos de autor (art. 28), 
pero el constituyente, si bien facultó 
al congreso de la unión para dar la 
ley según la cual se concederían los 
privilegios exclusivos a los descubri-
dores, inventores o perfeccionadores 
de algún ramo de la industria, atri-
buyó su concesión al presidente de la 
república (art. 89, fracc. XV); hubo un 
descuido: en la constitución de 1857 
no se aludía a los derechos de autor 
en el art. 28, por lo que no hubo dis-
posición alguna por virtud de la cual 
se facultara a alguien a legislar sobre 
ellos y reconocerlos. En la carta de 
1917, en la que ya se comprendían, 
por seguir a la de 1857, no se facul-
tó a los poderes federales para ac-
tuar en esa materia, por lo que, de 
acuerdo con el art. 124, el regular 
los derechos de autor correspondía 
a los estados, por ello era de dudo-
sa constitucionalidad la Ley Federal 
sobre Derechos de Autor. Por refor-
ma de abril de 2009 al congreso de 
la unión le fue conferida la facultad 
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de legislar sobre la materia (art. 73, 
fracc. XXV).

En la actualidad, por lo que se re-
fiere a los municipios, a las poblacio-
nes, ya no se puede hablar de que go-
cen de privilegios en el sentido que fue 
común en la colonia y en España. 

A lo que más pueden aspirar es a 
recibir un trato preferencial, tanto de 
la federación como de sus estados, 
respecto, sobre todo, de apoyos eco-
nómicos.

Los privilegios dieron lugar a que 
surgieran principios para interpretar 
las leyes, los decretos o documentos 
en que estaban contenidos.

Alberto M. Etkin los ubica dentro 
de lo que se conoce como jus singu-
lare; Savigny los denomina derecho 
anómalo, que es opuesto al derecho o 
jus commune y los definía como “la 
norma jurídica que constituye una 
excepción al derecho común y cuyo 
fundamento radica en motivos extra-
jurídicos: históricos, religiosos, mora-
les, útiles, necesarios, etcétera”.

“El jus singulare es un derecho ex-
cepcional. Ahora bien: exceptione sunt 
strictissimae interpretationis, decían 
los glosadores.”

Un privilegio no puede ser dis-
puesto sino por la ley. No puede ser 
reconocido sin un texto que lo acuer-
de expresamente.

Quod contra rationis juris receptum 
est, not est producendum ad conse-
quentias, decía Paulo (lo que se acepta 
contra la razón del derecho, no debe 
ampliarse a las consecuencias).
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proceso legislativo. Secuela de actos 
lógica y sistemáticamente realizados, 
por virtud de la cual se presentan, es-
tudian, discuten y votan las iniciati-
vas de ley o decreto por parte de un 
órgano colegiado en el que se deposi-
ta la función legislativa.

En el plano federal todo proyecto 
de ley o decreto que se presenta por 
quienes tienen el derecho de iniciar 
(art. 71) es el resultado de la coinciden-
cia de dos voluntades: la de la cámara 
de diputados y la de senadores, expre-
sadas separada y sucesivamente sobre 
un mismo texto.

El proceso legislativo subsiste con 
vista a hacer operante la manifesta-
ción de la voluntad de los entes colec-
tivos denominados cámaras; busca, 
además, que la presentación, estudio, 
dictamen, discusión y aprobación de 
las iniciativas de leyes y decretos se 
haga de manera independiente, se-
parada, sucesiva, adecuada, madura y 
oportuna, con el propósito de que la ley 
sea justa y sin vicios de inconstitucio-
nalidad; que la voluntad de los legisla-
dores se exprese en forma libre, infor-
mada y responsable.

Las etapas que integran el proceso 
legislativo están estructuradas con el 
objeto de permitir el estudio serio de las 
iniciativas, evitar precipitaciones, eco-
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nomizar tiempo, dado lo relativamen-
te reducido de sus reuniones; permitir 
una mayor información en relación con 
los temas que se van  a discutir; excluir 
inter ferencias de los otros poderes y 
evitar que la ciudadanía, directa o indi-
rectamente, ejerza presiones indebidas 
sobre la persona de los legisladores.

Los principios que regulan el pro-
ceso legislativo, por cuanto a que es-
tablecen ciertos privilegios, aluden a 
garantías, procuran seguridad, se han 
elevado a rango constitucional. Eso 
explica la minuciosidad de los arts. 61, 
71, 72, 110 y 111 de la constitución.
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procurador general de la república. 
Servidor público que designa el pre-
sidente de la república y que ratifica 
el senado o la comisión permanente 
(arts. 76, fracc. II, 78, fracc. V y 102, 
A). Para ocupar el cargo, debe reunir 
requisitos parecidos a los exigidos 
para ser ministro de la suprema corte 
de justicia de la nación; lo puede re-
mover libremente el presidente de la 
república (art. 102, A); goza de una 
doble inmunidad, la del juicio político 

y la de la declaración de procedencia 
(arts. 110 y 111). Si pretende presentar-
se como candidato a la presidencia de 
la república, debe separarse del cargo 
cuando menos seis meses antes del día 
de la elección (art. 82, fracc. VI).

La constitución le atribuye diversas 
facultades: preside el ministerio públi-
co (art. 102, A), representa a la federa-
ción en todos los negocios en que es 
parte; interviene en los casos relativos 
al cuerpo diplomático y de los cónsu-
les generales (art. 102), en las contro-
versias constitucionales y acciones de 
inconstitucionalidad (art. 105), en los 
juicios de amparo (art. 107, fracc. XV) 
y tiene participación en el proceso de 
suspensión de garantías individuales 
(art. 29).

En las constituciones políticas an-
teriores se ubicaba al procurador o 
fiscal como parte de la organización 
del poder judicial de la federación; aun 
en la actualidad la norma que regula 
su organización, funcionamiento y fa-
cultades se encuentra consignada en el 
capítulo relativo al poder judicial.

profesión. En la constitución el término 
es usado en su acepción de actividad 
a que se dedica una persona. A ningu-
na persona podrá impedirse se dedique 
a la profesión que le acomode siendo 
lícita; el ejercicio de esa libertad sólo 
podrá vedarse por determinación judi-
cial o resolución gubernativa (art. 5º). 
El regular las profesiones es compe-
tencia de las legislaturas de los estados 
(art. 121, fracc. V), y del congreso de 
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la unión por lo que respecta al Distrito 
Federal; cada uno de ellos, tomando en 
consideración sus condiciones econó-
micas y culturales pueden determinar 
cuáles son las profesiones que requie-
ren título para su ejercicio. El servicio 
social profesional es obligatorio y re-
tribuido. No son legales los convenios 
por virtud de los cuales una persona 
renuncie temporal o permanentemen-
te a ejercer una profesión (art. 5º). Es 
obligación de los mexicanos manifes-
tar ante la municipalidad la profesión 
de que se subsista (art. 36, fracc. I).

Los patrones o empresarios son res-
ponsables de los accidentes de trabajo 
y de las enfermedades profesionales de 
los trabajadores, sufridas con motivo o 
en ejercicio de una profesión (art. 123 
A, fracc. XIV). Debe haber un salario 
mínimo profesional (art. 123, A, fracc. 
VI). Es facultad y obligación de la fe-
deración y los estados el establecer, 
organizar, sostener escuelas, institutos 
y universidades dedicadas a la forma-
ción de profesionales.

prohibiciones a los estados. Disponer 
que no se haga cierta cosa. La consti-
tución, por lo que se refiere a los esta-
dos, establece prohibiciones absolutas 
(art. 117), una de ellas es la de que no 
pueden celebrar alianza o coalición 
con otro estado ni con las potencias 
extranjeras; y prohibiciones relati-
vas (art. 118), salvables sólo previo 
el consentimiento del congreso de la 
unión, como la de establecer derechos 
de tonelaje.

Han sido incluidas en la constitu-
ción para resaltar la importancia que 
tiene la limitante para los estados, con 
el fin de que no se vean tentados a 
realizar la actividad vedada; no se 
ha considerado suficiente con que una 
ma teria sea confiada a la federación 
para que se entienda prohibida a los 
estados; se ha estimado que es necesa-
rio reforzar la limitante mediante el 
expediente de prohibirla expresa y ter-
minantemente.

Las prohibiciones están con signa-
das preferentemente en los arts. 117, 
118 y en el título primero, de los dere-
chos humanos y sus garantías.

promulgación. Del latín promulgare, 
pro vulgare, llevar al vulgo. Acto por 
el cual el ejecutivo —presidente de la 
república o gobernadores de los es-
tados— certifica la existencia de una 
ley, autentifica que ha sido emitida 
regularmente, declara expresamente 
su voluntad de promulgarla y orde-
na su publicación y su observancia.

En la constitución se observa una 
distinción entre promulgación y pu-
blicación (véase); el facultado para 
promulgar en el ámbito federal es el 
presidente de la república (arts. 72, 
inc. c y 89, fracc. I); los gobernadores 
de los estados, respecto de las leyes 
federales, de conformidad con el art. 
120, sólo pueden publicarlas. La ley 
orgánica del congreso y sus reformas 
no requieren promulgación de parte 
del presidente de la república (art. 
70).
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En los estados los facultados para 
promulgar las leyes de sus respectivas 
legislaturas son los gobernadores; lo 
hacen en sus respectivos periódicos y 
gacetas oficiales. En el Distrito Fede-
ral es necesario distinguir: las leyes del 
congreso de la unión relativas a esa en-
tidad, lo hace el presidente de la repú-
blica (art. 89, fracc. I); las leyes y decre-
tos que expide la asamblea legislativa 
son promulgadas por el jefe de gobierno 
(art. 122, C, base II, fracc. II).

Aunque el art. 89, fracc. I, sólo alu-
de a promulgación de leyes, ello no 
significa que los decretos no requie-
ran de ella; se trata de una omisión; 
debe estarse a lo que dispone el art. 
72, éste alude a leyes y decretos.

El pleno de la suprema corte de 
justicia ha considerado que los térmi-
nos promulgación y publicación son 
sinónimos (véase AR 2260/74).

Los tratados y las convenciones no 
requieren su promulgación; es el pro-
pio presidente de la república, median-
te sus agentes diplomáticos, quien los 
celebra, por lo mismo está cierto de que 
han sido celebrados en forma regular; 
sólo se publican en el Diario Ofi cial de 
la Federación. Lo mismo sucede con los 
reglamentos, órdenes, acuerdos y de-
cretos que expide.
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promulgación y publicación para los 
efectos del amparo. En el léxico 
constitucional e, incluso, en la legis-
lación de amparo, en forma reiterada 
se utilizan los términos promulgación 
y publicación; frecuentemente su uso 
se hace de manera irresponsable o 
poco técnico; ello ha derivado en que 
parte de la doctrina los haya tomado 
como sinónimos. No lo son. Se afir-
ma que la distinción que aparece en 
el art. 11 de la ley de amparo es in-
necesaria. Quienes lo hacen descono-
cen la naturaleza de las instituciones 
públicas.

Actos emanados del congreso 
de la unión

En el art. 72, referidos a actos: leyes 
o decretos del congreso de la unión, 
se utilizan los términos publicación y 
promulgación. Lo mismo se hace en el 
art. 122, disposición C, base segunda, 
fracc. II, inc. b). Su incorporación en 
dicho precepto ha llevado a suponer 
que el constituyente los tomó como 
sinónimos. 

Los supuestos que se contemplan 
y el contexto llevan a sostener que 
tienen un significado diferente. En 
la fracc. I del art. 89 únicamente se 
utiliza el término promulgación. A 
pesar de ello, el legislador ha distin-
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guido; da a los términos una conno-
tación diferente. Está lejos de tomar-
los como sinónimos. El legislador ha 
distinguido.

En el inciso a) del art. 72 se regu-
la el supuesto de que una iniciativa 
ha sido aprobada, sin existir diferen-
dos entre las cámaras que integran el 
congreso de la unión ni con el presi-
dente de la república; en el caso de 
existir armonía entre los participan-
tes, utiliza el término publicación. 
La obligatoriedad para la ciudadanía 
procede de la autoridad del congreso 
de la unión y de la obligación para 
el presidente de la fracc. I del art. 89, 
que lo obliga a hacer cumplir las le-
yes federales.

Es en ese contexto como se utiliza 
el término publicar en el art. 120. De 
la intervención que se confiere a los 
gobernadores de los estados, no deriva 
la obligatoriedad de las leyes federales. 
Simplemente se trata de una difusión 
adicional a la que se alcanza, por ra-
zón de la función promulgatoria que 
hace el presidente de la república, con 
base en el art. 89, fracc. I. 

Alguna doctrina y cierta jurispru-
dencia distinguen entre promulgación 
y publicación. En el caso de las le-
yes federales, aquélla implica que el 
presidente de la república certifica la 
existencia de un proyecto de ley o de-
creto aprobado por el congreso de la 
unión, que ese proyecto fue aproba-
do regularmente, para el caso de que 
hubiere hecho valer su veto, que éste 
fue superado legalmente, ordena que 

se publique y que se cumpla. El pro-
yecto deja de serlo y se convierte en 
ley o decreto, cuando el presidente de 
la república, el secretario de goberna-
ción, firman dicho decreto por el cual 
se dispone su promulgación.

En el caso previsto en el inciso a) 
de la fracc. V del art. 122, disposición 
C, lo que la constitución persigue al 
utilizar el término publicación y no 
promulgación es impedir que el jefe de 
gobierno se vea tentado a vetar la ley 
orgánica de la asamblea legislativa 
del Distrito Federal, en detrimento del 
principio de división de poderes. La 
obligatoriedad de esa ley no depende 
de la voluntad del jefe de gobierno; 
por mandamiento constitucional, es 
obligatoria por la simple orden de su 
autora.

En el inciso c) del mismo art. 72, 
por haber existido un diferendo entre 
dos poderes y por razón de que en el 
caso es preciso que el presidente de la 
república ejerza una de las funciones 
que implica el término promulgar, la 
de certificar que su veto fue superado 
en forma regular, es decir en los tér-
minos marcados por el inciso, se utili-
za el término promulgación.

Del último párrafo del art. 70 se des-
prende que el congreso de la unión, 
por sí, sin el concurso del presidente 
de la república, a través de un acto 
promulgatorio, puede ordenar la pu-
blicación de su ley orgánica y la de 
aquella en que se regulen la forma y 
los procedimientos para la agrupación 
de los diputados.

promulgación y publicación para los efectos del amparo
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Establecer una distinción entre am-
bos términos tiene cierta importancia 
práctica. En una demanda de ampa-
ro en la que se aspire a cubrir los re-
quisitos técnicos, se debe distinguir. 
Si la ley orgánica del congreso, de 
las legisla turas de los estados o de la 
asamblea legislativa causan agravio, 
no es váli do impugnar el decreto pro-
mulgatorio del presidente de la repú-
blica, gobernador de un estado o del 
jefe de gobierno. El agravio tiene que 
estar referido al decreto emanado del 
cuerpo legislativo por virtud del cual 
se ordena la publicación, no promul-
gación, de la ley o sus reformas. En 
este supuesto la autoridad ejecutiva 
no puede ser señalada como autori-
dad responsable para los efectos del 
amparo.

Titulares de la facultad 
promulgadora

La facultad de promulgar, no la de 
publicar, ha sido considerada de na-
turaleza ejecutiva; ha correspondido 
o ha sido atribuida a los poderes eje-
cutivos, ya sea federal, presidente de 
la república o locales, gobernadores o 
jefe de gobierno.

Respecto de las leyes federales la 
facultad de promulgar corresponde, 
en forma exclusiva, al presidente de la 
república (arts. 72, inc. c y 89, fracc. 
I); en las leyes de los estados, en los 
términos que dispongan las constitu-
ciones locales, la facultad correspon-
de a los gobernadores; y en el Distrito 
Federal la facultad de promulgar las 

leyes que emite la asamblea legislati-
va corresponde al jefe de gobierno (art. 
122, C, base segunda, fracc. II, inc. b).

Publicación de actos emitidos por 
autoridad diversa del congreso 
de la unión

La distinción entre promulgación y pu-
blicación que aparece en el art. 11 de la 
ley, se explica y justifica en función de 
que en el sistema constitucional me-
xicano hay un número crecido de leyes 
y actos, provenientes de los poderes y 
órganos públicos, federales y locales, 
publicados y no promulgados y que 
son susceptibles de ser impugnados por 
la vía del amparo. Algunos de ellos son 
los siguientes:

• Las leyes que el presidente de la repú-
blica emite al ejercer las fa cultades que 
para él provienen de los arts. 29 y 131, 
por no derivar de un proceso legislati-
vo, son publicadas y no promulgadas.

• Los actos que emiten las autoridades 
ejecutivas: presidente de la república, 
gobernadores y jefe de gobierno.

• Algunos de los actos de naturaleza 
ejecutiva que emiten los poderes y ór-
ganos legislativos, federales y locales, 
como son los nombramientos, ratifica-
ciones o elección dentro de una terna.

• Las sentencias y declaraciones deriva-
das de los juicios políticos o de pro-
cedencia que el senado, la cámara de 
diputados o congresos locales emiten 
(arts. 110 y 111).

• Las sentencias que emite la suprema 
corte de justicia de la nación que de-
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claran la invalidez de una norma gene-
ral son publicadas en el Diario Ofi cial 
de la Federación y en el Semanario Ju-
dicial de la Federación (art. 44, LA).

• El bando solemne que emite la cámara 
de diputados, por el que se da a cono-
cer en toda la república la declaración 
de presidente electo, es publicado (art. 
74, fracc. I).

• Los gobernadores de los estados pu-
blican, pero no promulgan las leyes 
federales (art. 120).

• Existen en las constituciones, general 
y las particulares de los estados y en 
las leyes un número crecido de casos 
en que actos de autoridades son publi-
cados, lo que hace necesaria la distin-
ción que aparece en el art. 11 de la ley, 
ello impide que una autoridad preten-
da eludir su responsabilidad cuando es 
señalada en un juicio de amparo.

propuesta. De proponer, del latín propo-
nere. Exponer, por alguien autorizado a 
hacerlo, un plan, un acuerdo con vista 
a que sea aprobado por un cuerpo co-
legiado. Las propuestas sólo las pue-
den formular los legisladores en sus 
respectivas cámaras, se presentan al 
presidente, por escrito y firmadas por 
sus autores, son leídas una vez en la 
sesión en que se presentan, se da lu-
gar a que se hable en pro y en contra; 
hecho esto se pregunta a la asamblea 
si se admite o no a discusión, en el 
primer caso pasa la propuesta a comi-
sión, en el segundo, se tiene por des-
echada. Su contenido, aunque puede 
ser amplio, por lo general tiene que 

ver con cuestiones relacionadas con 
el funcionamiento, el personal y los 
trámites ordinarios de cada cámara; 
derivan en un acuerdo de aplicación 
interna.

Las propuestas son diferentes de las 
iniciativas; éstas pueden provenir de 
legisladores y de quienes no lo sean, 
atañen a materias que obligan a gober-
nantes y gobernados, pasan a comisio-
nes de inmediato y pueden derivar en 
ley, decreto, resolución o declaración.

protesta del presidente de la repú-
blica. El presidente de la república asu-
me el cargo por virtud de la protesta 
que rinde ante el congreso de la unión 
o la comisión permanente, según el 
caso. Lo debe hacer en los términos 
de la fórmula expresa que aparece en 
la constitución (art. 87); pese a que el 
tex to ha sido consignado en un do-
cumento de la máxima jerarquía, una 
omisión o variante al momento de ren-
dirse no anula el acto. No es una fór-
mula sacramental.

La protesta marca el inicio legal de 
un mandato presidencial; determina el 
momento en que comienza la respon-
sabilidad jurídico-penal para los efec-
tos del art. 108 y fija en forma indu-
bitable el inicio de las inmunidades y 
privilegios que constitucionalmente le 
asisten. Éstas son las principales con-
secuencias del acto; en el precepto que 
consigna la protesta, con toda razón, 
no se alude al destino de los actos o 
hechos realizados en contravención de 
la constitución y leyes que ha protes-
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tado cumplir; ésta es una materia que 
se regula en otro apartado.

No es factible que la protesta se 
rinda ante órganos diversos; la consti-
tución ha cerrado toda posibilidad de 
que intervengan entes diversos (art. 
87). Para toda clase de presidentes se 
ha señalado el órgano responsable de 
la toma; ésta se da en un acto solemne 
en el que los legisladores actúan como 
fedatarios; quienes como invitados 
asisten a la sesión lo hacen como sim-
ples testigos, su presencia no determi-
na la validez del acto. No pueden in-
tervenir otro género de fedatarios. En 
Estados Unidos de América existe la 
posibilidad de que la protesta se rinda 
ante autoridad diversa.

La protesta precede necesariamente 
a la toma de posesión; ella es una de 
las tantas formas o especies de pro-
testas que prevé la constitución; la 
fórmula general, obligatoria a todos, 
es la prevista en el art. 128. Existen 
fórmulas específicas: una, la prevista 
en el art. 98, aplicable a los ministros 
de la suprema corte de justicia; la ley 
orgánica del congreso consigna la de 
los legisladores en sus arts. 15 y 60.

Como un dejo o una reminiscencia 
de sistemas absolutistas, es el propio 
presidente de la república quien hace 
sobre su persona la admonición para el 
caso de incumplimiento; cosa diferente 
sucede con los restantes funcionarios; 
a los ministros de la corte, el presiden-
te del senado o de la comisión perma-
nente les advierte: “Si no lo hiciereis 
así, la nación os lo demande.” Fórmu-

la parecida existe para los restantes 
funcionarios.

El término protesta está tomado 
en su sentido etimológico y primige-
nio del latín protestari, de pro y tes-
tari, declarar ante testigos, ante todos. 
Por lo que se refiere al presidente de 
la república se trata de una declara-
ción unilateral de voluntad a la que la 
constitución concede efectos legales.

Desde 1824, siguiendo las vertien-
tes estadounidense (art. 11, secc. 1, úl-
ti mo párrafo) y española (art. 173, 
constitución de Cádiz), se habló de 
juramento, en aquélla era simple, en 
ésta era por Dios y los evangelios, 
fórmula que se conservó durante más 
de 30 años; desapareció en 1857, aun-
que todavía se siguió hablando de ju-
ramento. Éste desapareció el 4 de di-
ciembre de 1860 por virtud de la Ley 
de Libertad de Cultos en que fue des-
plazado por una promesa (art. 9º). En 
el plano constitucional el juramento 
desapareció en 1896 por reforma que 
se hizo al art. 83. La imprecación “si 
así no lo hiciere que la nación me lo 
demande”, es obra del constituyente 
de 1917.

Dado el sistema absolutista al que 
la constitución de Cádiz intentó dar 
fin, era necesaria una fórmula como 
la siguiente:

Artículo 173. El Rey en su advenimien-
to al trono, y si fuere menor, cuando 
entre a gobernar el reino, prestará ju-
ramento ante las Cortes bajo la fórmu-
la siguiente:
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221

N. (aquí su nombre) por la gracia de 
Dios y la Constitución de la Monarquía 
española, Rey de las Españas, juro por 
Dios y por los Santos Evangelios que 
defenderé y conservaré la religión ca-
tólica, apostólica, romana, sin permitir 
otra alguna en el reino: que guardaré y 
haré guardar la Constitución política 
y leyes de la Monarquía española, no 
mirando en cuanto hiciere sino el bien y 
provecho de ella: que no enajenaré, ce-
deré ni desmembraré parte alguna del 
reino: que no exigiré jamás cantidad al-
guna de frutos, dinero ni otra cosa, sino 
las que hubieren decretado las Cortes: 
que no tomaré jamás a nadie su propie-
dad; y que respetaré sobre todo la liber-
tad política de la Nación y la personal 
de cada individuo; y si en lo que he ju-
rado o parte de ello lo contrario hiciere, 
no debo ser obedecido; antes aquello 
en que contraviniere, sea nulo y de nin-
gún valor. Así Dios me ayude y sea en 
mi defensa; y si no, me lo demande.

publicación. Latín publicare, publicar, 
anunciar. Acto por virtud del cual se 
hace del conocimiento de los interesa-
dos o afectados un mandamiento de una 
autoridad. Acto por el cual el poder eje-
cutivo —presidente de la república, go-
bernadores o jefe de gobierno— hace del 
conocimiento de los habitantes una ley, 
un decreto, un tratado, un reglamento 

o demás ordenamientos, para los efec-
tos de su observancia y acatamiento.

El presidente de la república es el 
responsable de que se publiquen las 
leyes y los decretos del congreso de 
la unión, de cada una de las cámaras 
que lo integran, de la comisión per-
manente, así como de los actos que él 
emite. Independientemente de esa vía, 
que es la que determina la entrada en 
vigencia de esos actos, la constitución 
ha previsto una publicación adicional 
que tiene que ver sólo con las leyes 
federales y es la confiada a los gober-
nadores de los estados (art. 120).

En el plano local son los gober-
nadores los responsables de la publi-
cación de las leyes y los decretos de 
las legislaturas, así como de los actos 
que ellos mismos emitan.

El código civil federal dispone que 
las leyes, reglamentos, circulares o 
cualesquiera otras disposiciones de 
observancia general, obligan y sur-
ten sus efectos tres días después de su 
publicación en el Diario Ofi cial de la 
Federación (art. 3º); mandamiento que 
es ratificado por el art. 2º de la Ley 
del Diario Ofi cial de la Federación y 
Gacetas Gubernamentales.

El mismo código civil prevé la exis-
tencia de dos sistemas para que comien-
cen a regir los actos antes aludidos: el 
sucesivo y el simultáneo (arts. 3º y 4º).

publicación





quórum. Del latín quorum, genitivo 
plural de qui con el que se iniciaba 
la fórmu la legal que determinaba el 
número de miembros de una asam-
blea necesarios para la validez de un 
acuerdo. Número mínimo de miem-
bros de un cuerpo colegiado cuya pre-
sencia resulta necesaria para sesionar 
válidamente.

El requerimiento de un quórum se 
explica con vista a salvaguardar dos 
principios: uno, obligar a que la fun-
ción se ejerza en una forma colegiada 
y, por lo mismo, impedir que una mi-
noría usurpe las funciones de un ente 
colectivo; otro, permitir el funciona-
miento regular de ese ente, sin que sea 
obstáculo para que lo lleve a cabo el 
hecho de que una minoría no asista a 
una reunión. Tiende a ser un término 
medio razonable.

La constitución y las leyes deter-
minan el quórum de los entes colecti-
vos cuya existencia prevén: 

• El quórum de la cámara de diputados 
se integra con más de la mitad de sus 
miem bros (art. 63).

• El de la de senadores fue de las dos 
terceras partes hasta agosto de 1994, 
ahora es de más de la mitad (art. 63), 

ésa es la regla general que tiene excep-
ciones (arts. 63 y 84).

• Se ha entendido que el quórum de la co-
mi sión permanente es de más de la 
mitad de sus miembros, esto pudiera 
no ser lo correcto.

• El de las comisiones del congreso es 
también fijado en la práctica en más 
de la mitad.

• El del pleno en la suprema corte de 
justicia es de siete ministros, el de sus 
salas es de cuatro (arts. 4º y 15, LOPJF). 

El quórum de las legislaturas en los 
estados es de más de la mitad de sus 
miembros.

El quórum se fi ja con vista al nú-
mero total de miembros que integran 
el órgano colegiado, sin importar las 
faltas temporales o defi nitivas; la 
suplencia existe con vista a impedir 
que un órgano no pueda sesionar por 
la no asistencia de sus miembros; el 
quórum se determina con el pase de 
lista de asistencia y a partir del nú-
mero que jurídicamente debe tener el 
órgano. 

Una vez que se certifi ca la exis-
tencia de quórum y, con base en 
ella, se declara abierta una sesión, 
debe presumirse que durante todo 

QQ



224

el tiempo que duró existió quórum. 
Es sólo durante el transcurso de la 
sesión cuando existe la oportunidad 
de reclamar la falta de quórum, ge-
neralmente se hace a través de una 
moción que presente un miembro del 
cuerpo colegiado.

quórum
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rebelión. Del latín rebellare, derivo de 
bellare y éste de bellum, guerra. Esta-
do de los que se niegan a obedecer a 
una autoridad legalmente constituida. 
En la constitución, el término es invo-
cado como una de las causas que pue-
den interrumpir la observancia de ella 
y llevar al pueblo a perder su libertad.

El Código Penal para el Distrito Fe-
deral prescribe que comete el delito de 
rebelión todo civil que con violencia 
y uso de armas trate de abolir o refor-
mar la constitución, reformar, destruir 
o impedir la integración de las institu-
ciones constitucionales pertenecientes 
a la federación o su libre ejercicio y 
separar o impedir el desempeño de su 
cargo a alguno de los altos funciona-
rios federales, del Distrito Federal o de 
los estados. En términos parecidos se 
ha pronunciado la corte:

REBELIÓN. Se comete este delito, cuan-
do alguien se alza públicamente y en 
abierta hostilidad para variar la forma 
de gobierno de la nación; abolir o re-
formar la constitución política; impedir 
la elección de alguno de los Supremos 
Poderes, la reunión de la Suprema Cor-
te o para cualquier otro de los fi nes 
comprendidos en el artículo 1095 del 

Código Penal del Distrito, en todos los 
cuales, se trata de atentados contra las 
autoridades federales.

En teoría política una acción vio-
lenta para cambiar la estructura jurí-
dica y económica de un estado se de-
nomina revolución (véase).

referéndum. Procede del latín referen-
dum, gerundio de referre, que debe ser 
referido. Consulta al cuerpo electoral 
en cuanto a materias de índole legis-
lativa. Según Manuel García-Pelayo, 
por su fundamento jurídico, puede ser 
obligatorio, cuando es impuesto por la 
constitución como requisito necesario 
para la validez de determinadas nor-
mas; o facultativo, cuando su iniciati-
va depende de una autoridad compe-
tente para ello. Por su eficacia jurídica 
puede ser: de ratificación o sanción, 
cuando la norma sólo se convierte en 
ley por la previa aprobación del cuer-
po electoral; o consultivo, cuando el 
resultado del referéndum no tiene ca-
rácter vinculatorio.

El 14 de agosto de 1867, la admi-
nistración del presidente Benito Juá-
rez, mediante convocatoria de esa fe-
cha, intentó recurrir a la institución 
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del referéndum para los efectos de 
reformar la constitución de 1857, al 
margen del procedimiento ordinario 
que establecía el art. 127 de la misma; 
hubo oposición a la consulta de parte 
de algunos gobernadores y los electo-
res rechazaron el que se recurriera a 
esa instancia extraordinaria.

En 1977, en cuanto al Distrito Fe-
deral, se previó que determinados or-
denamientos legales y reglamentos 
pudieran ser sometidos a referéndum; 
nunca se llevó a la práctica; en 1987, 
se modificó la norma que lo preveía y 
desapareció. En algunos estados se ha 
establecido como una forma de con-
sulta a la ciudadanía. En 1824, Fray 
Servando Teresa de Mier propuso que 
el proyecto de ley fundamental que el 
constituyente había aprobado fuera 
sometido a referéndum; no prosperó 
su moción. Lo mismo propuso, con 
idénticos resultados, Ignacio Ramírez 
en el constituyente de 1857.
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reformas constitucionales. Procedi-
miento por el cual la constitución 
puede ser modificada, ya sea para 
cambiar, adicionar o suprimir un tex-
to. De acuerdo con el art. 135 el fa-
cultado para hacerlo es una combina-
ción de órganos: congreso de la unión 
y las legislaturas de los estados; para 

ello, deben atenerse a los principios 
que regulan su actuación ordinaria, 
excepto en lo relativo a una mayoría 
especial de las dos terceras partes de 
los miembros presentes en cada una 
de las cámaras que integran el con-
greso y que el presidente de la repú-
blica no puede ejercitar su derecho 
de veto.

Tanto de los debates del constitu-
yente de 1857, autor de la fórmula re-
formatoria actualmente en vigor, de la 
práctica seguida hasta ahora, como de 
una corriente doctrinal prevaleciente, 
puede afirmarse que jurídicamente no 
existen límites en cuanto al alcance de 
una reforma, a la materia ni en cuan-
to a la extensión de ella. Tampoco lo 
hay por lo que hace a su número. No 
existe precepto constitucional que esté 
al margen de la actividad reformado-
ra; nada está a salvo de ella. No existe 
una prohibición que impida reformar 
durante determinado lapso, como en 
1824 (art. 166); ni instituciones intan-
gibles, como en la constitución de ese 
mismo año (art. 171).

El procedimiento general de refor-
mas admite dos excepciones: una, la 
prevista en la fracc. III del art. 73, 
en cuanto a la formación de nuevos 
es tados dentro de los límites de los 
ya existentes, en que es superado 
el rigor establecido en el art. 135, 
para dificultar la reforma y garanti-
zar la integridad territorial de las en-
tidades; y la otra, aquellos casos en 
que una reforma constitucional se 
realiza por la simple intervención del 
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congreso de la unión (art. 73, fraccs. 
I y V).

Cierta corriente doctrinal, que ha 
encontrado acogida en la práctica le-
gislativa, considera que la combinación 
de órganos a la cual alude el art. 135 
es un verdadero poder y a él se le ha 
denominado constituyente permanen-
te. El antecedente estadounidense en 
que se inspiró el constituyente mexi-
cano y el art. 135 en relación con los 
arts. 71 y 72, niegan que se trate de un 
ente con existencia propia y distinta 
de sus partes componentes.

refrendo. Del latín referendum, de refe-
rre, referir. Intervención que se con-
fiere a los secretarios de estado, para 
efectos de dar obligatoriedad a ciertos 
actos del presidente de la república: 
reglamentos, decretos, acuerdos y ór-
denes del presidente de la república. 
En los estados esa misma intervención 
se confiere a los secretarios respecto 
de actos de los gobernadores. 

El refrendo, en su ejercicio, está su-
jeto a los principios siguientes:

Está circunscrito a los actos rea-
lizados por el presidente de la repú-
blica, o los gobernadores, en uso de 
facultades propias y exclusivas; no 
incluye los actos de los otros poderes 
a los que ellos, como autoridades eje-
cutivas, deben dar cumplimiento.

La sanción de no obediencia que la 
falta de refrendo trae aparejada, afec-
ta únicamente los actos del ejecutivo, 
mas no los actos realizados por los 
otros poderes. No está en lo correcto la 

jurisprudencia de la corte cuando exige 
el refrendo de los secretarios de estado 
cuyos ramos sean afectados por una 
ley de congreso, para que sea válida. El 
considerarlo así es supeditar los actos 
de un poder, como lo es el legislativo, a 
la voluntad de un secretario de estado, 
que al fin de cuentas jurídicamente es 
sólo un dependiente del presidente de 
la república.

Una ley o un decreto del congreso, 
al ser aprobados regularmente, sólo 
pueden ser modificados, derogados o 
interpretados por el propio congreso; 
los del presidente no requieren más 
que de su promulgación y mandar que 
se observen; ello lo hace mediante un 
decreto, que sólo debe ser refrenda-
do por el secretario de gobernación, 
mas no por los secretarios de estado 
cuyas materias traten la ley o decre-
to del congreso. Si el refrendo busca 
hacer responsable a quien lo verifi-
ca, malamente pudiera pensarse que 
existe responsabilidad en un secreta-
rio que refrenda un decreto por el que 
se ordena publicar y hacer cumplir un 
acto del congreso, respecto del cual el 
propio secretario, y aun el ejecutivo 
federal, no hubieran estado de acuer-
do e, incluso, éste hubiera vetado. Es 
obvio que tanto el refrendo como la 
responsabilidad que de él deriva exis-
te en función de órdenes del ejecutivo, 
no en relación con los actos realizados 
por otros poderes; así lo determina el 
art. 93 de la constitución cuando ha-
bla de reglamentos, decretos, acuerdos 
y órdenes del presidente.

refrendo
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Si lo que se procura con el refren-
do es fincar responsabilidad sobre los 
secretarios de estado que tengan que 
refrendar o no ciertos actos del eje-
cutivo, para que sean obedecidos, tal 
responsabilidad se determinará por el 
grado en que el acto tenga relación 
con lo que es objeto de su secretaría; 
no es necesario el refrendo cuando se 
hagan alusiones aisladas y parciales 
a una materia relacionada con una 
secretaria; en este respecto el criterio 
jurisprudencial de la corte citado an-
teriormente está en lo correcto. El que 
haya sido necesario o no un refrendo 
acerca de un reglamento u orden del 
presidente de la república, en última 
instancia el determinarlo quedará, en 
cada caso, a criterio de los tribunales 
federales.

En algunos casos la falta de refren-
do, y en otros la incertidumbre de su 
necesidad, ha dado lugar en la prác-
tica a dificultades y dilaciones; no 
obstante ello, al fin de cuentas, es un 
mal necesario si se quiere que existan 
instituciones cuya función sea fincar 
responsabilidad a ciertos servidores 
públicos.

Con vista a los principios invoca-
dos y al contexto constitucional, es de 
dudarse que el refrendo sea necesario 
en los casos en que la constitución re-
quiera el concurso de dos voluntades 
para configurar un acto jurídico: ce-
lebración y aprobación de un tratado, 
designación y ratificación de nom-
bramientos, suspensión de garantías 
individuales. 

Si se lleva hasta sus últimas con-
secuencias el principio de que por ser 
el refrendo una institución extraña 
al sistema presidencialista, debe dár-
sele una interpretación restrictiva, la 
intervención del secretario sólo será 
necesaria en los casos de facultades 
propias y exclusivas del presidente, 
mas no en los que concurre con otro 
poder.

La fórmula utilizada por el consti-
tuyente, en el sentido de enunciar ca-
suísticamente los casos en que proce-
de el refrendo, y no haber optado por 
una fórmula general y abstracta en la 
que quedaran comprendidos todos los 
actos del presidente de la república, 
hace suponer que todo lo que no sea 
orden, decreto, acuerdo o reglamen-
to del presidente, no es refrendable; 
así no lo requerirán, por ejemplo, las 
iniciativas legislativas que presente 
en el congreso de la unión, la terna 
que debe presentar al senado en los 
términos de la fracc. V del art. 76, 
el punto de vista que debe emitir en 
los términos previstos en el inciso 4 
de la fracc. III del art. 73, el informe 
que debe rendir ante el congreso de 
la unión conforme a lo dispuesto por 
el art. 69, la protesta y renuncia al 
cargo previstas en los arts. 86 y 87; 
estos casos y otros parecidos, no pue-
den ubicarse dentro de los supuestos 
señalados en el art. 92.

El principio general que de la enu-
meración del art. 92 se desprende es 
que el refrendo procede en los casos 
en que el presidente usa su imperio 
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a través del ejercicio de una facultad 
que tiene otorgada; no incluye los 
casos de cortesía entre poderes, de 
interrelaciones con las autoridades 
de los estados.

El refrendo alcanza sus plenos 
efectos cuando se trata de actos lle-
vados a cabo por el presidente de la 
república en uso de facultades que 
sólo a él le competen; cuando ejercita 
su imperio y autoridad la falta de re-
frendo trae aparejada la sanción de no 
obediencia del acto.

Por lo que hace a la no obedien-
cia del acto no refrendado cabe hacer 
algunas consideraciones: el principio 
comprende a particulares y a miem-
bros de la administración pública; si 
un particular obedece el acto no re-
frendado, no obstante existir el prin-
cipio de que lo actuado en contra de 
ley prohibitiva es nulo, es válido, pues 
tácitamente se consintió.

Los funcionarios y empleados que 
se dan cuenta de que no existe re-
frendo en relación con un acto, están 
sujetos a su obediencia, no tanto por 
el reglamento o decreto en sí mismo, 
sino en aplicación del principio de re-
lación jerárquica que existe entre los 
empleados y jefes inmediatos.

La legislación que dicta el presi-
dente de la república en uso de sus 
facultades extraordinarias, existiendo 
suspensión de garantías, en los casos 
previstos en el art. 29, se ha conside-
rado que requiere el refrendo del se-
cretario respectivo y en tal sentido se 
ha actuado.
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regidores. La figura del regidor, con las 
características que aún en la actuali-
dad lo distinguen, es de origen his-
pano. Aparece insistentemente tanto 
en los cuerpos legislativos como en la 
literatura: novelas y obras de teatro. 
Bernal Díaz del Castillo escribía: “Y 
fundada la villa, hicimos alcaldes y 
regidores [...], y los regidores dejarlos 
ha de escribir, porque no hace el caso 
que nombre algunos.” Esquivel Obre-
gón, sobre ellos, comenta: 

Por cédula de la reina doña Juana, 
de 15 de octubre de 1522, el cargo 
de regidor debía ser vendible y renun-
ciable; es decir, que se vendía al mejor 
postor, y que el beneficiario podía re-
nunciarlo en otra persona; pero, si mo-
ría sin hacerlo, revertía el empleo a la 
corona, y ésta procedía a venderlo de 
nuevo.

Este mismo autor informa que en 
México, hasta 1528 los regidores fue-
ron elegidos por los cabildos y que a 
partir de 1620, por orden de Felipe III, 
se aplicaron en pública almoneda.

Los regidores, según Escriche, eran: 
“Las personas que en cada pueblo tie-
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nen a su cargo el gobierno económico 
de los mismos.”

En la constitución de Cádiz se alude 
a ellos en forma reiterada (arts. 309, 312, 
315, 317 y 318). Aparecieron de nueva 
cuenta en la constitución de 1836 (sex-
ta ley, art. 23). No se les mencionó ni 
en la constitución de 1857 ni en la de 
1917 original; volvieron a aparecer en 
1933, por reforma a la constitución; 
desde entonces tienen existencia a nivel 
fundamental. Las constituciones y leyes 
de los estados prevén su existencia, de-
terminan su ubicación dentro del ayun-
tamiento y les confieren atribuciones 
y obligaciones.

Los regidores son funcionarios de 
elección popular directa, integrantes 
del ayuntamiento que en algunas oca-
siones suplen al presidente municipal 
(art. 30, fracc. III, Código Municipal del 
Estado de Chihuahua); en otras suplen 
al síndico procurador por acuerdo del 
cabildo (art. 44, fracc. II, Ley Orgánica 
del Municipio Libre del Estado de Gue-
rrero). Su número varía en función del 
número de habitantes y de las posibili-
dades económicas de cada municipio. 
Tienen un suplente que también es de 
elección popular; por lo general, son 
cargos remunerados.

A los regidores se confieren dos ti-
pos de atribuciones: unas, genéricas, 
que están relacionadas directamente 
con el ayuntamiento, como asistir a las 
juntas de éste, cumplir sus acuerdos y 
de vigilancia; y otras, específicas, que 
se conocen como regidurías, las cuales 
están relacionadas con el despacho de 

los negocios y materias que ordinaria-
mente se atribuyen a los gobiernos de 
las ciudades, como hacienda, comer-
cio, educación, obras públicas, acción 
social y cívica, servicios públicos, etc. 
En ciertos estados se circunscribe su 
campo de acción (art. 27, Código Mu-
nicipal de Chihuahua): 

Los regidores tienen facultades de ins-
pección y vigilancia en los ramos a su 
cargo, por lo que no podrán dar órdenes 
a los funcionarios, empleados munici-
pales y públicos en general. Sólo podrán 
ejercitar funciones ejecutivas cuando 
actúan como cuerpo colegiado en las 
sesiones del ayuntamiento.

En el estado de Tamaulipas los ne-
gocios municipales se distribuyen en 
comisiones y a la cabeza de cada una 
de ellas o más se pone a un regidor, 
según lo ordenado por el art. 64 del 
Código Municipal de Tamaulipas.
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reglamento interior municipal. El 
conjunto de normas que estructuran 
la organización y el funcionamiento 
de un ayuntamiento. Los reglamen-
tos son aprobados y emitidos por los 
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ayuntamientos o concejos municipa-
les funcionando en cabildo; en teoría, 
están en vigor el tiempo que dura la 
autoridad que los emite y son dife-
rentes de los bandos de policía y buen 
gobierno (véase). Complementan las 
leyes orgánicas municipales, a las que 
no pueden contradecir. Son obligato-
rios únicamente dentro del ámbito te-
rritorial de la autoridad que los emitió.

reglamento municipal. Conjunto de 
normas dictadas por un ayuntamien-
to para proveer, dentro de la esfera 
de su competencia, a la ejecución o 
aplicación de leyes y disposiciones 
en materia municipal. En la práctica, 
los reglamentos municipales cubren los 
vacíos legislativos y suplen las faltas y 
omisiones de los gobernadores cuando 
ejercitan su facultad reglamentaria.

Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los 
Estados Unidos Mexicanos. El con-
gre   so de la unión, siguiendo una tradi-
ción que se inició con la constitución 
de Cádiz (art. 122), durante más de 100 
años reguló su funcionamiento por un 
reglamento; en Cádiz se llamó Regla-
mento del Gobierno Interior de las Cor-
tes. Aún en la actualidad y a pesar de 
que en el art. 70 constitucional se dis-
pone que debe ser una ley la que regu-
le la estructura y funcionamiento del 
congreso, los arts. 72 y 77, fracc. III, 
siguen aludiendo a un reglamento; 
éste no se limita a reglamentar las 
discusiones y votaciones, comprende 

diferentes materias relativas a la es-
tructura del órgano legislativo.

El 20 de marzo de 1934 se publicó 
un reglamento que sustituyó al de 20 
de diciembre de 1897, que está en vi-
gor y que ha sido objeto de diferentes 
reformas, la última, la publicada el 4 
de junio de 2010.

En los estados, por más de 100 años, 
a imitación del centro, existieron re-
glamentos que regulaban la estructura 
y el funcionamiento de sus legislatu-
ras y, de una u otra forma, siguen en 
vigor no obstante haberse reformado 
las constituciones para disponer que 
debe ser una ley orgánica y que, de 
hecho, éstas han sido ya expedidas.

A pesar de su nombre, se trata de 
una ley reglamentaria de los artículos 
cons   titucionales relativos a los deba tes 
y discusiones del congreso en sí y de 
cada una de las cámaras, cuando ac-
túan en ejercicio de facultades propias.

representante a la asamblea del 
Distrito Federal. Se trataba de ser-
vidores públicos de elección popular 
que duraban en su encargo tres años; 
también los había de representación 
proporcional. Para serlo era indispen-
sable reunir cuando menos los mis-
mos requisitos que se exigen para ser 
diputado al congreso de la unión. No 
podían ser reelegidos para el periodo 
inmediato. Quienes eran represen-
tantes gozaban de los privilegios del 
juicio político y de la declaración de 
procedencia. Ejercían funciones de re-
pre sentación ciudadana y en cuerpo 

representante a la asamblea del Distrito Federal



232

colegiado les eran asignadas diferen-
tes facultades y obligaciones. En la 
actualidad se les denomina diputados 
a la asamblea legislativa (art. 122, C, 
base primera, fracc. I).

residir. Del latín residere, permanecer, de 
sedere, estar sentado. Vivir habitual-
mente en un lugar; habitar en un sitio 
determinado. Residencia, lugar en el 
que una persona vive habitualmente.

Los términos residir y residencia 
son utilizados en forma reiterada por la 
constitución general; se usan en diver-
sos sentidos: en el art. 11 se toma como 
sinónimo de domicilio, se tiene derecho 
no sólo a circular, sino también a fijar 
y mudar de residencia; en el art. 27 el 
término es tomado en su acepción de 
lugar en el que instala una embajada o 
legación, no necesariamente como lu-
gar en que se vive habitualmente.

En la fracc. V del art. 73, cuando 
se faculta al congreso para cambiar 
la residencia de los supremos poderes 
de la federación, se está aludiendo a 
un lugar lo suficientemente extenso 
como para servir de asiento y alber-
gar a dichos poderes. Aquí no se hace 
referencia a un domicilio o edificio 
determinado; el término residencia es 
algo general.

En cambio en el art. 115 al término 
residir se le da una doble connota-
ción, asiento oficial y permanente de 
un poder, por un lado, y como lugar 
en que se encuentra el presidente de la 
república o el gobernador de un esta-
do en forma transitoria, por otro.

Hay un uso adicional, el previsto 
en el art. 11, extranjeros perniciosos 
residentes, dentro de esa denomina-
ción se comprende a todo tipo de ex-
tranjeros sin distinción y sin importar 
su calidad migratoria.

En el art. 116, fracc. I, inciso b), 
el término residencia se toma como 
vivir habitualmente en un lugar, sin 
que ella se interrumpa debido a sali-
das ocasionales de la entidad por par-
te de los posibles candidatos a gober-
nador de una entidad. En el caso se 
puede cambiar de domicilio cuantas 
veces se quiera dentro del territorio 
de un estado, sin que opere una in-
capacidad para ser candidato. Es en 
este mismo sentido en que es utili-
zado el término residir en el art. 82, 
fracc. III; el posible candidato a la 
presidencia de la república debe vi-
vir habitualmente en algún lugar del 
territorio nacional, en esto hay plena 
conformidad. Las ausencias menores 
a 30 días no interrumpen la residen-
cia. Parecido uso se hace del término 
en el art. 55, fracc. III.

Respecto de los diputados y sena-
dores, la constitución dispone que no 
se pierde la vecindad por ausencia en 
el desempeño de un cargo público o 
de elección popular; los autores de la 
norma partieron de la hipótesis de que 
quien es funcionario de elección po-
pular y se encuentra desempeñando su 
mandato, se halla vinculado al estado 
que lo ha elegido y que, por ello, sigue 
conociendo sus proble mas y necesida-
des. Cuando se trata del desem peño de 
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un cargo público por designación, se 
ha considerado que es injusto privar 
a alguien de la posibilidad de presen-
tarse como candidato a legislador, por 
el hecho de haber aceptado servir a la 
comunidad.

En año de 1928 se hizo extensivo 
ese criterio a un candidato a la presi-
dencia de la república; Pascual Ortiz 
Rubio se encontraba en el extranjero 
como embajador cuando fue llama-
do para ser declarado candidato a la 
presidencia de la república, en unas 
elecciones que se celebrarían próxi-
mamente; el presunto candidato no 
había residido en el país un año an-
tes de la elección, por lo cual estaba 
incapacitado para serlo; pese a ello 
se argumentó que no había perdido 
su residencia por el hecho de hallarse 
en el servicio público en una emba-
jada y el domicilio de ésta gozaba del 
privilegio de extraterritorialidad, que 
se trataba de territorio mexicano. Lo 
que era contrario a lo dispuesto por la 
fracc. III del art. 82 y a la voluntad de 
los constituyentes.

En efecto, en la constitución de 
1857, por lo que se refiere a los re-
quisitos necesarios para ser presiden-
te de la república, se exigía “residir 
en el país al tiempo de verificarse 
la elección” (art. 77). Se argumentó 
“que los residentes en el país han de 
reunir más conocimientos de la si-
tuación contemporánea que los au-
sentes” (Arriaga); “que habría graví-
simos peligros si la elección recae en 
un ausente, pues había un interregno 

en que peligrará la tranquilidad pú-
blica” (Ocampo); “no quiere que ni 
los ministros diplomáticos se consi-
deren como residentes de la repúbli-
ca, porque pueden contraer grandes 
compromisos con gobiernos extran-
jeros” (García de Arellano).

En el proyecto de constitución 
que se presentó en 1916 se propuso 
un cambio: “Haber residido en el país 
durante todo el año anterior al de la 
elección.” La medida estaba encami-
nada a eliminar como posibles can-
didatos tanto a los porfiristas como 
a los huertistas desterrados. Lo que 
fue aprobado por el constituyente. No 
obstante lo terminante del precepto 
llegó a la presidencia de la república 
alguien que no cubría ese requisito, 
como se ha dicho.

Por virtud de la fracc. III del art. 82 
reformada, la residencia no se pierde 
por el hecho de que se den ausencias 
temporales del territorio nacional; el 
sistema mexicano se ha identificado 
al sistema estadounidense:

En 1928, Herbert Hoover fue elegido 
aunque no había residido continua-
mente en el país durante catorce años 
antes de la elección. Su derecho a ocu-
par la presidencia no fue im pugnado, 
a pesar de la aparente violación del 
requisito constitucional. Es eviden-
te, pues, que la disposición sobre la 
residencia debe ser concebida no en 
el sentido de exigir absolutamente la 
presencia física continua en el país 
durante el tiempo prescrito. Lo que es 
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necesario es la continuidad de domi-
cilio en los Estados Unidos, Las ausen-
cias temporales por asuntos públicos 
o privados, como las de Hoover, no 
interrumpen legalmente la residen-
cia requerida y no descalifi can para 
el cargo.

residir
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salteador de caminos. Individuo que 
asalta y roba en los caminos; ladrón 
que asalta en despoblado. Se conside-
raba como un hurto calificado. Dado 
que se trata de un delito que se co-
mete con agravantes y que, por virtud 
de su comisión, se dificulta, encarece 
o impide el tráfico de personas y co-
sas, la constitución, en un texto que 
ha desaparecido, preveía la posibili-
dad de que a quienes incurrieran en la 
comisión del delito les fuera aplicada 
la pena de muerte (art. 22). El Códi-
go Penal Federal (art. 381, fracc. XVI) 
extiende el delito a los robos que se 
cometen en carreteras y aumenta las 
penas ordinarias aplicables al delito 
de robo de dos a siete años.

salvoconducto. “El permiso por autori-
dad pública, o el despacho de segu-
ridad para que se pueda pasar de un 
lugar a otro sin reparo o sin peligro” 
(Escriche). “Permiso otorgado por una 
autoridad pública (judicial, civil, mili-
tar, marítima o consular) para ir a un 
lugar, permanecer allí y retirarse sin 
ser molestado por los agentes de esa 
autoridad” (Capitant).

En teoría, los salvoconductos desa-
parecieron por lo dispuesto en el art. 11 

de la constitución política de 1857; lo 
fueron por cuanto a que el requisito 
de poseerlos obstaculizaba o impedía 
la libre circulación de las personas. 
Con posterioridad, y por mucho tiem-
po, fueron otorgados y exigidos por 
las autoridades militares; servían para 
poder circular en zonas en que había 
actividad bélica y se otorgaba a quien 
se consideraba capaz de hacer la bor de 
inteligencia o espionaje o que por ra-
zón de su oficio, contribuía al tráfico 
de mercancías.

El constituyente de 1917 reiteró el 
principio de la carta de 1857.
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secretaría de gobernación. Depen-
dencia del gobierno federal a la que 
corresponde presentar las iniciativas 
de ley o decreto del presidente ante 
el congreso de la unión, publicar las 
leyes y decretos, aplicar las disposicio-
nes legales en materia de culto, aplicar 
el art. 33, conducir las relaciones del 
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poder ejecutivo con los gobiernos de 
los estados, etc. (art. 27, LOAPF).

No tuvo reconocimiento constitu-
cional sino hasta el 28 de enero de 1992, 
aparecía mencionada en el art. 130; 
al reformarse este precepto desapare-
ció la mención que a ella había.

secretaría de hacienda y crédito pú-
blico. Dependencia del gobierno fe-
deral a la que corresponde estudiar y 
formular los proyectos de leyes im-
positivas, cobrar los impuestos, dere-
chos, productos y aprovechamientos, 
dirigir los servicios aduanales, dirigir 
la política fiscal y crediticia, etc. (art. 
31, LOAPF).

Tiene existencia constitucional por 
virtud de lo dispuesto en el art. 123 A, 
fracc. IX, inciso e); y a su antecesora 
durante la vigencia de la constitución 
de 1857, se le mencionaba en la carta 
fundamental actualmente en vigor, en 
el art. 27, fracc. VIII, inciso b).

secretaría de relaciones exteriores. 
Es la dependencia del gobierno federal 
responsable de promover, propiciar y 
asegurar la coordinación de acciones en 
el exterior, de conducir la política ex-
terior, de dirigir el servicio exterior en 
sus aspectos diplomáticos, intervenir 
en las cuestiones relacionadas con los 
límites territoriales y aguas interna-
cionales, etc. (art. 28, LOAPF). Tiene 
existencia constitucional, como tal, 
desde 1904 en que se mencionó a su 
titular como eventual presidente inte-
rino para el caso de faltar el presidente 

y el vicepresidente (art. 8, constitución 
de 1857, reformado el 6 de mayo de 
1904).

En la actualidad esa secretaría apa-
rece mencionada en los arts. 27, fracc. 
I y 30, B, fracc. I.

secretario de despacho o de estado. 
Servidores públicos que son nombra-
dos y removidos con libertad por el 
presidente de la república que tienen 
a su cargo una rama de los negocios 
administrativos políticos en que se di-
vide la administración pública federal 
centralizada.

Para ser secretario se requiere ser 
ciudadano mexicano por nacimiento, 
estar en ejercicio de sus derechos y 
tener 30 años cumplidos a la fecha 
de ser nombrados. La constitución les 
llama secretarios de despacho (art. 91) 
y secretario de estado (art. 92).

Independientemente de lo que dis-
ponga la ley, la constitución consigna 
facultades y obligaciones para los se-
cretarios de despacho: intervienen en el 
proceso de suspensión de garantías in-
dividuales, refrendan los reglamentos, 
acuerdos, decretos y órdenes del presi-
dente de la república, están obligados 
a dar cuenta al congreso del estado 
que guarden sus despachos, tienen que 
informar cuando se discuta una ley o 
se estudie un negocio concerniente a 
su ramo (arts. 29, 92 y 93).

En el caso de delitos del orden co-
mún, federales y locales, atribuidos 
a los secretarios de despacho, para 
juzgarlos se requiere una declaración 
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previa de parte de la cámara de dipu-
tados (art. 111) y pueden ser objeto de 
un juicio político respecto de actos o 
hechos realizados en el ejercicio de 
sus funciones (art. 110).

Por no ser servidores públicos de 
elección popular, no existe impedi-
mento para que sean ratificados en 
sus cargos para otro sexenio, ni para 
que sean cambiados a otra secretaría.

secretarios de los ayuntamientos. 
Los secretarios o escribanos son fun-
cionarios nombrados por los ayun-
tamientos o concejos; su función es 
actuar como fedatarios de los actos 
del cuerpo colegiado, así como del 
presidente, asisten a las sesiones de 
cabildo con voz informativa, pero no 
tienen derecho a voto.

Un generalizado analfabetismo ori-
lló a los ayuntamientos y concejos a 
buscar personas que supieran leer y 
escribir, con el fin de que asentaran 
por escrito los acuerdos a los que se 
llegaba, que consignaran los nombres 
y cargos de aquellos que asistían a las 
reu niones; de la función de escriba-
no se pasó a la de fedatario; orillaron 
a hacerlo la posibilidad de falsifica-
ción de documentos y la necesidad de 
buscar un responsable de la emisión 
de ellos. En esta segunda función no 
estuvo ajeno el propósito de hacerse 
indispensable en un ambiente carente 
de puestos burocráticos y más dado a 
ofrecer ocupaciones duras, peligrosas 
y poco redituables. En la forma como 
fue organizada la función se nota la 

infl uencia del sistema burocrático de 
la iglesia católica.

El escribano ya aparecía como un 
auxiliar en la organización del ayun-
tamiento colonial:

Papel importante en los cabildos de-
sempeñaba el escribano, pues todas 
las actas, los acuerdos y discusiones 
habían de asentarse precisamente en 
un libro por él autorizado, y por él tam-
bién suscritas y legalizadas cada una de 
esas actas. En ellas se había de asentar 
íntegro el tenor de las cédulas y provi-
siones reales, y las cartas de los virre-
yes, ministros y ofi ciales dirigidas a los 
mismos cabildos; además de que se 
guardaban originales y se transcribían 
en un libro especial todas las cédulas, 
provisiones, ordenanzas e instruccio-
nes particulares o generales encami-
nadas al buen gobierno, al buen trata-
miento y conservación de los naturales 
y al cobro de la real hacienda.

Se trataba de un oficio vendible al 
mejor postor.

La constitución de Cádiz elevó a 
rango fundamental su existencia, aca-
bó con la práctica de hacerlo vendible 
y confirió su designación a la elección 
de los miembros del ayuntamiento: 
“Artículo 320. Habrá un secretario en 
todo ayuntamiento, elegido por éste a 
pluralidad absoluta de votos, y dotado 
de los fondos del común.”

En la actualidad es un oficio que 
aparece en casi todas las leyes y los 
códigos municipales.

secretarios de los ayuntamientos



238

Pueden ser removidos por el ayun-
tamiento cuando existe una causa jus-
tificada; sus ausencias temporales son 
cubiertas por un secretario pro témpo-
ra que designa el propio ayuntamiento.
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senador. Del latín senator, éste de se-
nil, viejo y de or, que hace, que eje-
cuta. Servidor público de elección 
popular  que es miembro de la cámara 
de senadores (véase); dura en su car-
go seis años, no puede ser reelegido 
para el periodo inmediato; cuenta 
con un suplente; son 128, 64 de elec-
ción popular directa; 32 que se apli-
can a la primera minoría y 32 más, 
que son elegidos por el principio de 
representación proporcional (art. 56). 
La declaración de haber sido elegido 
senador la hacían las legislaturas de 
los estados y la comisión permanente, 
actualmente corresponde hacerla al 
instituto federal electoral o al tribu-
nal electoral del poder judicial de la 
federación. Es responsable por las de-
claraciones que haga en el desempeño 
de su encargo; percibe una dieta como 
compensación a sus servicios; puede 
ser objeto de juicio político y de pro-
cesos de declaración de procedencia. 
Incurre en responsabilidad en los ca-
sos en que no se presente a desempe-

ñar su encargo, sin causa justificada. 
En los estados, la figura del senador 
como miembro de los congresos loca-
les, desapareció en el siglo XIX.

sentencia. Del latín sententia. Deter-
minación con que un juez o tribunal 
resuelve con fuerza vinculativa para 
las partes un proceso o una causa y 
les da fin. En la terminología consti-
tucional sentencia se usa para referir a 
autoridades judiciales, sean federales 
o locales (arts. 14, 18, 27, fracc. VI; 89, 
fracc. XIV y 121, fracc. III); tratándose 
de las juntas de conciliación y arbi-
traje, habla de laudos; del gran jurado 
y de los tribunales contencioso admi-
nistrativo, de resoluciones (arts. 104, 
fracc. I, B y 108), de la cámara de 
dipu tados, de declaración (art. 111); 
del senado, cuando resuelve una 
cuestión política que surje entre los 
poderes de un estado, también de re-
solución (art. 76, fracc. VI). En materia 
de amparo los jueces que conocen de 
él ponen fin al juicio de garantías con 
una sentencia (art. 107, fracc. II). No 
deja de haber cierta confusión en el 
uso del término; en la fracc. IV, inc. b) 
del art. 107 se alude a sentencias defi-
nitivas en materia administrativa.

Independientemente de los requeri-
mientos que de acuerdo con la ciencia 
procesal deben reunir las sentencias, 
desde el punto de vista constitucio-
nal, en materia penal, está prohibido 
imponer en ellas penas por analogía 
o mayoría de razón y que no estén 
decretadas por una ley exactamente 
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aplicable al delito de que se trata. En 
materia civil ellas deberán estar con-
forme a la letra o a la interpretación 
jurídica de la ley y a falta de ésta se 
debe fundar en los principios genera-
les del derecho (art. 14).

sentencia defi nitiva. En la constitución 
se usa el término como determinación o 
resolución que dicta una autoridad ju-
dicial después de haber concluido las 
etapas procesales de demanda, con-
testación, pruebas y alegatos, que da 
fin al juicio y en la que se resuelven 
con fuerza vinculativa las cuestiones 
sometidas a su jurisdicción. Es defi-
nitiva, aun en el caso de que pueda 
ser recurrida de manera ordinaria, por 
cuanto a que pone fin al proceso y ya 
no hay nada que hacer cuando menos 
en esa instancia (art. 14). El término 
también es usado como sinónimo de 
sentencia ejecutoriada (véase) o firme 
(art. 107, fracc. III, inc. a).

sentencia ejecutoriada. Determina-
ción judicial que pone fin a un proce-
so respecto de la cual no cabe recurso 
ordinario alguno. Pasa en autoridad 
de cosa juzgada. Se vuelve irrevoca-
ble por haberse consentido de manera 
expresa, por no haberse impugnado 
oportunamente, por desistirse el ape-
lante de su recurso, por no expresar 
agravios o por haber el superior con-
firmado la sentencia del inferior. Esta 
última puede ser impugnada por la vía 
del amparo. Se utiliza esta acepción 
en los arts. 27, fracc. VI; 38, fracc. VI 

y 107, fracc. III, inc. a), aunque en éste 
se utiliza el término sentencia defi ni-
tiva.

sentenciar. Resolver con fuerza vincu-
lativa una causa o proceso una auto-
ridad judicial. Se sentencia un juicio; 
en él una de las partes puede ser con-
denada o absuelta; en este sentido es 
correcta la fórmula de la constitución 
de Cádiz: “Los magistrados y jueces 
no podrán ser depuestos de sus des-
tinos, sean temporales o perpetuos, 
sino por causa legalmente probada y 
sentenciada” (art. 252); en cambio, es 
incorrecta la fórmula del actual art. 18 
constitucional “y los reos de nacio-
nalidad extranjera sentenciados”, en 
idéntico sentido se usa en el art. 89, 
fracc. XIV. Es sinónimo de poner fin a 
un proceso o causa.
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sesión. Del latín sessĭo, -ōnis, de sede-
re, estar sentado. La reunión de los 
miembros de un cuerpo colegiado, cá-
maras del congreso, comisión perma-
nente, pleno de la suprema corte de 
justicia e, incluso, excepcionalmente, 
los del congreso de la unión actuando 
en cámara única, etc., contando con 
la asistencia del quórum de ley, en 
el domicilio legal, con el fin de estu-
diar, discutir y votar los asuntos de su 
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competencia e incluidos en el orden 
del día. Las hay de diferente especie:

• Sesiones ordinarias, las que se cele-
bran en los días hábiles de los perio-
dos ordinarios y extraordinarios en la 
hora fijada por la ley o el reglamento. 
Por lo general son públicas.

• Sesiones extraordinarias, las que se 
llevan a cabo dentro de un periodo 
ordinario, aunque fuera del horario 
 determinado por la ley o el reglamen-
to o convocatoria del presidente de 
la cámara o del congreso. En un pe-
riodo extra ordinario pueden celebrar-
se sesiones extra ordinarias.

• Sesiones secretas, aquellas a las que 
sólo pueden concurrir los miembros 
del cuerpo colegiado. Las actas que se 
levantan en las sesiones secretas no 
serán publicadas en el Diario de los 
Debates (art. 133, 2, LOCGEUM).

• Sesiones permanentes, son aquellas 
que se celebran por acuerdo expreso 
de quienes integran un cuerpo co-
legiado sin límites de tiempo y que 
conclu yen sólo hasta haberse agotado 
el orden del día, fuere leída, discuti-
da y aprobada el acta de la sesión o 
cuando así lo acordare expresamente 
la asamblea.

• Sesiones conjuntas, aquellas que en 
forma excepcional y por virtud de per-
mitirlo expresamente la constitución, 
celebran las cámaras que integran el 
congreso de la unión, actuando en cá-
mara única; por regla general no se 
delibera, sólo se escucha (arts. 69 y 
87), hay una excepción, la prevista en 

los arts. 84 y 85, en que sí se permite 
hacerlo, por cuanto a que el nombra-
miento del presidente de la república, 
interino o sustituto, debe derivar de 
un consenso producto de deliberacio-
nes entre los legisladores. En la ley or-
gánica del congreso general (art. 5º), 
se señala un supuesto más de sesión 
conjunta que no aparece en la cons-
titución: la aceptación de la renuncia 
del presidente de la república. La nor-
ma resulta contraria a la carta magna. 
Ciertamente los arts. 73, fracc. XXVII, y 
86, confieren al congreso de la unión 
la facultad de aceptar la renuncia de 
ese servidor público, pero ello no im-
plica que deba hacerlo actuando en 
cámara única. En el caso, por no exis-
tir norma constitucional específica y 
expresa que disponga lo contrario, se 
aplican las reglas generales contenidas 
en el art. 72: las cámaras deben actuar 
de manera separada, sucesiva e inde-
pendiente. De admitir un punto diver-
so, implicaría que también se tendría 
que aceptar que el ejercicio de las res-
tantes facultades conferidas al congre-
so de la unión en el art. 73, se haga 
en cámara única. Ello es inadmisible; 
es contrario al principio que regula la 
existencia y el funcionamiento de dos 
cámaras. Sería desvirtuar el sistema 
bicameral; éste, mediante la separación 
de las dos cámaras tiende a impedir 
que los senadores, que sólo son 128, 
sean avasallados por los diputados, 
que son 500, en una votación conjun-
ta. El congreso de la unión, mediante 
una ley, no puede adicionar supuestos 
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no previstos en la constitución. Cier-
tamente, en 1932, en violación de la 
constitución, el congreso de la unión, 
actuando en cámara única, aceptó la 
renuncia del presidente Pascual Ortiz 
Rubio. El precedente, por sí, no tiene 
la fuerza para derogar principios que 
aparecen en la carta magna.

Hay otras clases de sesiones: inau-
gurales, solemnes, de clausura.
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sexenio. La duración del periodo presi-
dencial es de seis años; así lo dispo-
ne de manera expresa la constitución 
(art. 83); por ello se habla de sexenios; 
durante algún tiempo se elaboraron 
planes sexenales. Es factible que por 
muerte o por renuncia el presidente de 
la república ejerza el cargo por me-
nos tiempo; ha habido casos de ambos 
supuestos. Con vista al texto consti-
tucional no es factible que se ejerza 
el poder por más tiempo: “Si al co-
menzar un periodo constitucional no 
se presentare el presidente electo, o la 
elección no estuviera hecha o declara-

da válida el primero de diciembre, ce-
sará, sin embargo, el presidente cuyo 
periodo haya concluido” (art. 85).

Para la constitución el desarrollo 
político del país es cíclico, es a través 
de periodos idénticos, perfectos y re-
gulares; siempre se vuelve al mismo 
sitio. El determinar la duración de un 
periodo presidencial no se ha dejado 
al criterio de los órganos constituidos; 
no se puede fijar por una ley ordina-
ria. Implicaría graves riesgos.

Llevaron a fijar el plazo de duración 
del mandato y a la decisión de elevar 
el principio a rango constitucional ra-
zones de diversa índole: evitar que por 
una eventual incertidumbre se altere la 
paz pública; condicionar mentalmente 
a quienes asumen el cargo a la idea de 
que su ejercicio es temporal y, por lo 
mismo, que habrá un momento cierto 
en que tendrá que entregarlo; hacer 
que resurjan en la ciudadanía esperan-
zas de cambio por la alternancia en el 
poder; dar seguridad al gobernante de 
que mientras dure su periodo, sólo por 
razones graves podrá ser depuesto del 
cargo, lo que permite planear a corto y 
mediano plazos; no distraer al ejecuti-
vo con eventuales votos de censura a 
los que haya que hacer frente. Permitir 
se programen los ejercicios electorales 
en forma adecuada y oportuna; hacer 
efectivo el principio republicano que 
consigna el art. 40. Se ha imitado a la 
naturaleza, en ella todo es cíclico.

Es propio de una república la reno-
vación periódica en materia de con-
sulta a la ciudadanía; se descartaron, 
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por peligrosos, los sistemas vitalicios 
propios de imperios y monarquías.

Durante el siglo XIX y parte del XX 
los presidentes duraron cuatro años. En 
1904 se aumentó a seis años; el cons-
tituyente de 1917 lo redujo a cuatro. 
En 1928 se fijó el plazo actualmente 
en vigor.

No existe funcionario de elección 
popular directa que dure más de seis 
años; diputados, senadores y gober-
nadores están sometidos a esa regla. 
Se ha considerado que en respeto del 
principio republicano ése es el plazo 
máximo que debe durar una autoridad.

síndicos municipales. El término sín-
dico es de origen griego, en ese idio-
ma se formó con los términos con y 
justicia; pasó al latín con la forma 
de syndicus:

El “sindicato”, que debe su nombre a 
que los nombrados para exigir la res-
ponsabilidad se llaman “síndicos” (sin-
dici) es creado por una constitución 
del emperador Zenón en el año de 475, 
sin vigencia directa en nuestro país, 
pero infl uyente en él en la Edad Media 
a través del derecho común, para ser 
aplicado a los gobernadores, que tras 
el ejercicio de su cargo responden du-
rante un plazo de cincuenta días.

Con esa idea existía en España 
todavía en el siglo XIX: “Síndico. El 
individuo de un ayuntamiento que 
tiene a su cargo defender los dere-
chos del público.”

En forma paralela ese término fue 
utilizado para designar a quienes repre-
sentaban a los municipios en las cor tes. 
Su uso se hizo extensivo al derecho 
de quiebras; el síndico originalmente 
representó o bien a los acreedores, o 
bien a la masa activa, a la quiebra, a 
la masa pasiva. Hasta llegar a la ac-
tualidad en que tiene en esos juicios 
universales el carácter de auxiliar de la 
administración de justicia en respeto a 
lo dispuesto por los arts. 54 a 59 de la 
Ley de Concursos Mercantiles.

En la constitución de Cádiz apa-
reció la figura del procurador síndico 
(art. 309), el cual representaba a los 
ayuntamientos ante las cortes y los go-
biernos de las provincias. En la actua-
lidad, con un cúmulo mayor o menor 
de atribuciones, según la entidad de 
que se trate, aparece en integración 
de los ayuntamientos, excepto, por 
ejemplo, en Chihuahua.

Por lo general, para ser síndico se 
exigen los mismos requisitos que para 
ser presidente municipal. Lo que es 
más, es frecuente que se enumeren las 
condiciones que deben reunir los as-
pirantes a integrar los ayuntamientos, 
sin hacer distinción entre unos y otros. 
Se trata de funcionarios de elección 
popular directa, que duran tres años, 
que no pueden ser reelegidos y que 
forman parte del ayuntamiento.

Es defensor de los intereses muni-
cipales; representa al ayuntamiento en 
los negocios o litigios en que aquél 
es parte; ejerce funciones de super-
visión y vigilancia sobre la tesorería 
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del ayuntamiento; interviene en los 
informes que se rinden a la legisla-
tura local; defiende y preserva los bie-
nes muebles e inmuebles del municipio; 
asiste a las juntas del ayuntamiento. Vi-
gila el cumplimiento de la ley orgánica, 
de los bandos de policía y buen go-
bierno. Es común que en las ausencias 
o en auxilio del ministerio público, 
practique las primeras diligencias de 
policía judicial y está autorizado para 
hacer consignaciones.
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suplente. De suplir, éste del latín supple-
re, que significa reemplazar, agregar. 
Quien sustituye a otro. En el derecho 
constitucional mexicano la institución 
de la suplencia se da preferentemente 
en servidores públicos de elección po-
pular que son miembros de un cuerpo 
colegiado; existe con el propósito de 
impedir la falta de integración de éstos 
y evitar que por falta de quórum estén 
imposibilitados a sesionar. Se trata de 
servidores públicos de elección popu-
lar directa, que sólo entran a ejercer el 
cargo en los casos de faltas temporales 
o definitivas de los titulares.

La institución de la suplencia existe 
por lo que hace a diputados federales, 
senadores, miembros de los ayunta-
mientos y diputados locales; los minis-
tros de la suprema corte de justicia de 

la nación carecen de suplente; desapa-
reció la figura de los ministros supra-
numerarios. La Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal (art. 18) 
determina que en los reglamentos 
interiores de cada secretaría se debe 
regular lo relativo a la forma en que 
serán suplidos los titulares durante sus 
ausencias. Por cada miembro de la co-
misión permanente se nombra un sus-
tituto (art. 78).

El legislador o munícipe suplente 
que hubiere estado en ejercicio del car-
go en sustitución del titular, no puede 
presentarse como candidato al mismo 
puesto para el periodo inmediato. Un 
suplente, mientras no esté en ejercicio, 
no percibe sueldo ni goza de las inmu-
nidades y privilegios que la ley conce-
de a los titulares en activo.

suprema corte de justicia de la na-
ción. Es una parte del poder judicial 
de la federación y el tribunal de máxi-
ma categoría en el país. Está com-
puesto por 11 ministros, uno de los 
cuales es su presidente (art. 94), que 
dura en su encargo cuatro años (art. 
12, LOPJF). Funciona en pleno y en sa-
las. El quórum del pleno, por regla ge-
neral, es de siete ministros; tratándose 
de controversias constitucionales y 
acciones de inconstitucionalidad, es 
de ocho (art. 4º, LOPJF). Hay dos salas, 
compuestas por cinco ministros cada 
una; el quórum de cada una de ellas 
es de cuatro ministros (art. 15, LOPJF). 
Cada una cuenta con un presidente que 
dura en su encargo dos años (art. 23, 

suprema corte de justicia de la nación
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LOPJF). La primera sala conoce de las 
materias penal y civil; la segunda, ad-
ministrativa y laboral.

El pleno de la suprema corte de jus-
ticia de la nación goza de facultades 
y atribuciones. Las primeras están re-
feridas a la función jurisdiccional que 
tienen confiada. Es competente para 
conocer de controversias constitucio-
nales, acciones de inconstitucionalidad 
y apelaciones en los juicios en que la 
federación es parte (art. 105). Conoce 
de revisiones en amparos indirectos y 
directos, quejas, reclamaciones, excu-
sas, contradicción de tesis, juicios de 
anulación, entre otros (art. 10, LOPJF).

Las atribuciones están referidas a 
funciones de naturaleza administrati-
va: entre otras, se encuentran las de 
elegir a su presidente, conceder licen-
cias, emitir acuerdos generales respec-
to de su funcionamiento y determinar 
la adscripción de los ministros (art. 
11, LOPJF); separar y consignar ante 
un juez de distrito, a una autoridad 
responsable cuando insistiere en repe-
tir el acto reclamado en los juicios de 
amparo, tratare de eludir la sentencia 
que concede al amparo o no suspenda 
el acto reclamado (art. 107, fraccs. XVI 
y XVII). También puede pedir al conse-
jo de la judicatura federal averigüe la 
conducta de algún juez o magistrado 
federal (art. 97). 

Las salas conocen de apelaciones, 
revisiones, recursos de reclamación, de 
cuestiones competenciales entre los tri-
bunales de la federación, entre ellos y 
los de los estados y los del Distrito Fe-

deral, contradicción de tesis, de con-
troversias que se susciten con motivo 
de los convenios a que alude el art. 
119 constitucional (art. 21, LOPJF).

La jurisprudencia que establez-
can el pleno y las salas es obligatoria 
para ellas y para los restantes tribuna-
les, tanto federales como locales. Para 
establecer jurisprudencia se requiere, 
si se trata del pleno, de cuando me-
nos ocho votos; si se trata de las sa-
las, de cuando menos cuatro (art. 192, 
LA). Por ser enumerativa la relación 
de tribunales del art. 192 de la ley de 
amparo, debe entenderse que la juris-
prudencia que fijen no es obligatoria 
para los jurados de sentencia, federal 
y locales. 

Tratándose de controversias cons-
titucionales, las razones invocadas en 
los considerandos de las sentencias 
aprobadas cuando menos por ocho 
votos, son obligatorias para los res-
tantes tribunales, federales y locales 
(art. 43, LA).

supremacía constitucional. Proviene 
de supremo, éste del latín supremus, 
superlativo de superus, situado arriba 
o por encima. Principio que reconoce 
a la constitución, considerada como 
un complejo normativo, una jerarquía 
superior en relación con todo el orden 
normativo positivo, federal y local, 
vigente en el país. Por virtud de ese 
principio, las leyes, los tratados y los 
decretos deben estar de acuerdo con lo 
mandado por la constitución so pena 
de nulidad para el caso de no estarlo.

supremacía constitucional
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Es inherente al concepto constitu-
ción el ser suprema; no puede ser de 
otra manera; lo es por cuanto a que está 
abocada a constituir, para poder ha-
cerlo requiere que todo en lo interior 
le esté subordinado y estructurado si-
guiendo sus lineamientos generales. 
Nada que le sea contrario puede sub-
sistir o ser válido. Por lo que hace a 
autoridades, nada que no autorice es 
factible que realicen. El principio de 
supremacía es operante tanto por lo 
que hace a la estructura y funciona-
miento de un órgano, como por lo que 
se refiere a sus facultades, atribucio-
nes y limitaciones; obligatorio tanto 
para el poder legislativo, cuando emite 
las leyes orgánicas o reglamentarias, 
como al órgano mismo cuando ejerce 
las facultades que se le atribuyen.

El principio de supremacía de la 
constitución halla su enunciado ge-
neral y explícito en el art. 40, que dis-
pone que ella es una ley fundamental; 
tiene este atributo por cuanto a que, 
como dice Lasalle, ahonda más que 
las leyes y es la suma de los factores 
reales de poder que rigen en el país al 
momento de su vigencia.

El principio de supremacía consti-
tucional se impone a los órganos lo-
cales en forma directa. Por lo que co-
rresponde a los constituyentes locales 
se les obliga a organizar a sus enti-
dades de conformidad con lo que la 
carta magna dispone y, concretamen-
te, acorde al art. 116. A los titulares 
de los poderes constituidos locales, así 
como a todo servidor público, les es 

obligatorio respetar la constitución 
(art. 128); los diputados, gobernado-
res y magistrados son susceptibles de 
ser enjuiciados ante el gran jurado de-
bido a violaciones graves a la consti-
tución general y a las leyes federales 
(art. 110, párr. 2).

A los jueces locales, el art. 133 les 
impone en forma expresa el principio 
de supremacía constitucional; deben 
atenerse a lo que tanto ella, como las 
leyes y tratados que por virtud de ella 
se emitan, celebren y establezcan.

En la constitución actual no existe 
una norma que obligue expresamente 
a los habitantes del país a respetarla, 
como sucedió en algunos documentos 
del siglo XIX; el art. 31, que enume-
ra las obligaciones de los mexicanos, 
no incluye ese deber; el art. 33, que 
determina quiénes son los extranjeros, 
tampoco lo hace. Esta obligación ha 
sido consignada indirectamente: se 
desprende del art. 136 y el art. 10 tran-
sitorio que niegan a los particulares la 
posibilidad de rebelarse para descono-
cer la vigencia de la constitución.

Dos normas complementan dicho 
principio: una, la señalada en el art. 17, 
que dispone que ninguna persona 
puede hacerse justicia por sí misma y, 
la otra, por lo que se refiere a los ex-
tranjeros, contenida en la fracc. I del 
art. 27, que los conmina a conside-
rarse como nacionales respecto de los 
bienes inmuebles que adquieran den-
tro del territorio nacional.

Todo el orden normativo, federal y 
local, debe estar de acuerdo con la 
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constitución. Cuando lo está, por ese 
simple hecho, tiene el atributo de ser 
supremo; no importa de qué fuente 
emane. Tienen idéntico valor.

En teoría constitucional la supre-
macía de la carta magna es un ele-
mento fundamental; toda la estructu-
ra normativa del país descansa sobre 
esa idea. Ésa es una regla general. 
Ciertamente, ha habido excepciones; 
éstas han sido motivadas por circuns-
tancias graves y se dieron únicamente 
en una etapa determinada de la histo-
ria política del país.

suspensión de ayuntamientos. Es un 
acto por virtud del cual una legislatu-
ra local, por el voto afirmativo de las 
dos terceras partes del número total 
de miembros que la integran, priva en 
forma temporal a un ayuntamiento del 
ejercicio de sus funciones y llama para 
sustituir a los suplentes. La medida no 
implica la pérdida del cargo, simple-
mente va encaminada a evitar que los 
titulares propietarios lo ejerzan duran-
te determinado lapso. La legislatura 
debe respetar el derecho de audiencia 
a los munícipes.

La constitución considera la posi-
bilidad de que la medida comprenda a 
todo un ayuntamiento o sólo a alguno 
de sus miembros y en teoría es pro-
cedente la medida exclusivamente por 
alguna causa grave que la ley local 
prevea. Se trata de una innovación de 
corte intervencionista en la vida de-
mocrática municipal introducida a la 
constitución por reforma de 1982.

suspensión de garantías. Constituye 
un acto complejo, principal, comple-
to, formalmente legislativo, material-
mente ejecutivo, el cual hace cesar de 
manera temporal el goce de ciertos de-
rechos, libertades y garantías que a fa-
vor de los habitantes del país aparecen 
en la constitución y en los tratados.

Supuestos que motivan 
una suspensión

El art. 29 de la constitución política 
consigna tres supuestos mediante los 
cuales es factible que se decrete una 
suspensión de garantías; dos son espe-
cíficos, concretos: el primero, una in-
vasión o guerra extranjera; el otro, una 
perturbación grave de la paz pública; 
ésta puede manifestarse mediante una 
revolución, una guerra intestina, una 
asonada o un cuartelazo. El otro su-
puesto es genérico; cualquier otro caso 
que ponga a la sociedad en grave pe-
ligro o confl icto; como parte de éste 
pueden entrar diversas especies de ca-
sos de naturaleza diferente. Los tres 
supuestos se engloban bajo el término 
genérico emergencia que aparece en el 
art 73, fracc. VIII.

Órganos que intervienen en la 
suspensión de derechos y 
garantías

Con el propósito de salvaguardar los 
derechos, libertades y garantías que 
a favor de los individuos consigna la 
constitución y el principio de división 
de poderes, el art. 29 enumera, en for-
ma limitativa, los poderes y órganos 
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que pueden y deben intervenir en el 
proceso de suspensión de garantías in-
dividuales; determina con precisión el 
papel que a cada uno de ellos corres-
ponde. Quien no aparezca autorizado 
expresamente tiene prohibido interve-
nir; a su vez, los poderes y órganos 
enumerados sólo pueden hacer aque-
llo que está previsto expresamente; no 
pueden ir más allá. Por tratarse de una 
institución excepcional, se ha dispues-
to que se regule por principios propios, 
exclusivos y diferentes. Así lo exige la 
naturaleza de la institución.

La intervención que se da a diferentes 
órganos persigue diversos objetivos: 
neutralizar los intentos de alcanzar una 
alta concentración de poder por parte 
del presidente de la república; dar sere-
nidad y cordura a una conducta preci-
pitada; impedir la adopción de estados 
de excepción innecesarios o excesivos. 
Si bien a los secretarios y al procurador 
no les es dable legalmente modificar 
ni, mucho menos, rechazar la iniciativa 
presidencial, pueden, con su renuncia, 
obstaculizar su adopción; el congreso 
de la unión, por su parte, tiene sólo tres 
posibilidades: una, aprobarla en sus 
términos; la segunda, modificar la ini-
ciativa presidencial; la otra, rechazarla, 
no aprobarla. La función neutralizado-
ra, evidentemente, cuando menos en 
teoría, puede ser ejercida con mayor 
efectividad por el congreso que por la 
comisión permanente. 

Los constituyentes, por lo que hace 
a esta materia, buscaron un justo me-
dio; no dejaron las manos libres al 

presidente de la república para actuar 
irresponsablemente, ni lo rodearon de 
obstáculos que impidieran su acción 
llegado alguno de los supuestos pre-
vistos en el art. 29. En este contexto 
es inadmisible que a través del juicio 
de amparo, una controversia consti-
tucional o una acción de inconstitu-
cionalidad, la rama judicial neutrali-
ce la acción del ejecutivo; no puede 
declarar la inconstitucionalidad del 
acto de suspensión; carece de com-
petencia para hacerlo; no puede asu-
mir la función de determinar que el 
acto es nulo por no haberse dado por 
uno de los tres supuestos que pueden 
ameritar el recurrir a esa medida ex-
cepcional. Cierto que pudieran darse 
algunas irregularidades en el proceso, 
pero éstas sólo son enmendables por 
sus propios autores. Esta afirmación 
no comprende los actos que dictan las 
autoridades durante la suspensión de 
garantías; ellos, en principio, sí son 
susceptibles de ser impugnados vía el 
juicio de amparo; habría que atenerse 
sobre esta materia a lo que disponga la 
propia ley de emergencia.

La no impugnabilidad de los actos 
a que alude el art. 29 es algo grave; 
pero cuando se da uno de los supues-
tos previstos en él, en caso de dudas, 
debe terminar por prevalecer el interés 
general sobre el particular, el fondo y 
no la forma. Se debe presumir la cons-
titucionalidad del acto mientras dure 
su vigencia. No puede haber resolu-
ción judicial que impida o suspenda 
su entrada en vigor y aplicación.
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Presidente de la república

La constitución hace recaer la respon-
sabilidad política del acto de suspen-
sión de garantías en el presidente de 
la república; a él hace referencia en 
primer lugar y en él confía la facultad 
de determinar el momento y las cir-
cunstancias en que debe formularse la 
solicitud; nadie lo puede hacer en su 
lugar; todos aquellos que de confor-
midad con el art. 71 tienen el derecho 
de iniciar leyes y decretos ante el con-
greso de la unión, con excepción de él, 
tienen vedado hacerlo; eso es lo que es 
lógico inferir de la fórmula “solamente 
el presidente” que aparece en el texto 
constitucional. Es una facultad exclu-
siva que ejerce de manera privativa.

Secretario de estado y otros

El art. 29 alude a un segundo elemen-
to; su voluntad debe ser tomada en 
cuenta; no se trata de un órgano con 
personalidad, es de una parte del poder 
ejecutivo, son servidores públicos que 
éste nombra y destituye a su arbitrio; 
se trata de los secretarios de estado y 
procurador general de la república; 
ellos participan en el proceso de sus-
pensión de garantías y por su anuen-
cia asumen responsabilidades por las 
que, en teoría, pueden ser encausados. 
Esta circunstancia es la que explica su 
intervención; ante un ejecutivo casi 
irresponsable, se imponía neutralizar 
su voluntad derivando las consecuen-
cias del acto en sus subordinados.

Ha desaparecido la institución con-
sejo de ministros que existió desde 

1857; se eliminó por reforma intro-
ducida el 21 de abril de 1981. En esa 
virtud han desaparecido algunos de los 
problemas que había planteado la doc-
trina y la práctica; el quórum del con-
sejo de ministros, por tanto el criterio 
para determinar quiénes lo integraban 
y la resolución de suspender las ga-
rantías debía ser adoptada por simple 
mayoría o por unanimidad. 

La constitución precisa que se re-
quiere el acuerdo de secretarios de esta-
do y procurador general de la repúbli-
ca. Debe ser unánime: “de acuerdo con 
los Titulares de las Secretarías de Esta-
do y la Procuraduría General de la Re-
pública”. Quien no esté conforme con la 
medida debe renunciar; de no hacerlo 
procede su destitución y su sustitución 
por alguien que la consienta. El desa-
cuerdo de alguien que sea relevante 
pudiera poner en peligro la propuesta.

El congreso de la unión y la 
comisión permanente

Concluida la primera fase, la confiada 
al poder ejecutivo, la solicitud debe pa-
sar al legislativo. No existe norma que 
prescriba que deba darse un tratamien-
to especial a la iniciativa del presidente;
en principio debe estarse a lo que dis-
ponen los arts. 71, último párrafo de la 
constitución y 56 del reglamento para 
el gobierno interior: debe pasar a co-
misiones para su estudio y dictamen. 
Los miembros de cada cámara pueden 
acordar dispensar un trámite especial, 
el fundamento para que lo hagan es el 
art. 60 del mismo reglamento: 
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Ninguna proposición o proyecto podrá 
discutirse sin que primero pase a la co-
misión o comisiones correspondientes 
y éstas hayan dictaminado. Sólo podrá 
dispensarse este requisito en los asun-
tos en que por acuerdo expreso de la 
cámara se calificaren de urgente o de 
obvia resolución.

En el caso no se requiere reunir el 
voto de una mayoría especial, como 
sucede en el supuesto previsto en el 
art. 59 del reglamento: se trata de una 
mayoría simple.

El congreso de la unión tendrá que 
conocer de la solicitud observando los 
principios que regulan su actuación or-
dinaria: en cámaras separadas, suce-
sivas e independientes. No le es dable 
conocer en asamblea única, para ello 
necesitaría texto expreso que lo permi-
tiera, que para el caso no lo hay. Tam-
poco podría conocer simultáneamente, 
sería contrario a lo dispuesto por el 
art. 72 constitucional. No se requiere 
un quórum especial; cada cámara debe 
atenerse al que dispone el art. 63. La 
determinación debe ser aprobada por 
mayoría en cada cámara. Si en la ini-
ciativa se contempla la posibilidad de 
reclutar tropas, de contratar emprésti-
tos o de crear impuestos adicionales a 
los previstos en la Ley de Ingresos de la 
Federación, ella debe ser presentada en 
la de diputados, como cámara de ori-
gen (art. 72, inc. h); en todos los res-
tantes casos la presentación puede ser 
indistinta ante cualquiera de ellas. Es 
suficiente para considerar desechada la 

iniciativa el hecho de no aprobarla una 
de las cámaras.

Por una disposición constitucional 
expresa la suspensión también puede 
ser aprobada por la comisión perma-
nente; está autorizada a hacerlo desde 
1857: ha ejercido su atribución una 
vez, en 1911.

La comisión permanente se com-
pone de 37 miembros; en la práctica 
sesiona con un quórum de más de la 
mitad; son suficientes 10 votos para 
que se tenga por aprobada una inicia-
tiva en tal sentido. 

Previamente debe pasar a una de 
las tres comisiones con las que cuen-
ta para su dictamen; es factible que 
sea discutida en una sesión ordina-
ria o durante una extraordinaria a 
la que convoque su presidente (art. 
121, LOCGEUM). Debido a que el con-
greso en la actualidad se reúne du-
rante seis meses y medio al año y no 
cuatro, como lo hizo por más de 70 
años, se han reducido las posibilidades 
de que ella conozca de una solicitud de 
esa naturaleza. Sus resoluciones no 
son susceptibles de ser vetadas. La fa-
cultad que tiene el presidente de la re-
pública para hacer observaciones está 
referida a la actuación ordinaria del 
congreso (art. 72, incs. a y b), pero no 
respecto de actos de la permanente.

Principios que regulan la 
suspensión de derechos 
y garantías

Con el fin de evitar abusos por parte de 
las autoridades encargadas de aplicar 
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el decreto de suspensión de derechos 
y garantías, o excesos en el ejercicio 
del poder con pretexto de hacer frente 
a una contingencia grave, la constitu-
ción establece ciertos principios según 
los cuales debe operar la institución. 
Se trata de auténticas barreras al ejer-
cicio de una autoridad temporalmente 
magnificada; ellos operan incluso aun 
en circunstancias excepcionales, limi-
tan, encauzan y aclaran la institución. 
No pueden dejar de observarse. Pero 
cabe una pregunta, ¿son las únicas li-
mitaciones y aparte de ellas no puede 
haber otras? La respuesta parece estar 
encaminada en el sentido de que sí 
son operantes otro tipo de limitantes.

En principio, permanece actuante 
el principio de vigencia de nuestra 
constitución como documento funda-
mental; los órganos constituidos no 
pueden por vía del art. 29 derogarla 
parcial o totalmente o sustituirla por 
otra. Deben permanecer los principios 
fundamentales que ella consigna; de-
mocracia, representatividad, división 
de poderes, el sistema federal y la or-
ganización municipal.

Derechos individuales 
y derechos sociales

Cuando en 1857 fue discutido y apro-
bado el art. 29 constitucional sólo se 
reconocían como garantías o derechos 
los individuales; los derechos y las 
garantías sociales fueron reconocidos 
y elevados a nivel constitucional por 
los legisladores de 1917; obviamente, 
cuando el legislador original disponía: 

“las garantías que fuesen obstáculo 
para hacer frente”, por razones his-
tóricas sólo comprendía los derechos 
individuales; corrobora este punto de 
vista la circunstancia de que el art. 29 
estaba comprendido y cerraba el título 
de la constitución de 1857: de las ga-
rantías individuales.

El constituyente de 1917 incluyó las 
garantías sociales, pero no tuvo la 
precaución de prever si, junto con las 
individuales, aquéllas eran suscepti-
bles de ser suspendidas vía el art. 29 
constitucional. Si bien la terminolo-
gía constitucional “los derechos y las 
garantías” pudiera ser considerada 
amplia y sin restricciones, lo cierto 
es que amerita una interpretación en 
función de su contexto y no hay duda 
de que éste es limitado, se refiere sólo 
a los derechos y las garantías indivi-
duales, que en términos generales, se 
indican en el título. Pero aquí surge 
una dificultad, en el art. 27, junto con 
el derecho a la propiedad y a la pose-
sión, que son individuales, aparecen 
ciertos derechos sociales. Lo mismo 
puede decirse de otros derechos de la 
misma especie que aparecen en otros 
artículos, como en el cuarto reformado.

Si se produjera alguna de las si-
tuaciones de emergencia a que alude 
el art. 29 constitucional, no sólo sería 
recomendable sino necesario suspen-
der alguna de las garantías sociales. 
Ante una invasión extranjera es evi-
dente que uno de los derechos sociales 
que pueden ser suspendidos es el de 
huelga. 
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En tales circunstancias una huelga 
generalizada sería un acto que linda-
ría en la traición a la patria.

Como parte del concepto derechos 
y libertades, se comprende tanto los 
que reconoce la constitución como 
los que aparecen en los tratados y 
convenciones internacionales. En la 
doctrina y las convenciones interna-
cionales se han reconocido límites en 
cuanto a los derechos y las libertades 
susceptibles de ser suspendidos.

Al precepto constitucional, por lo 
que se refiere a esta materia, se le debe 
dar una interpretación amplia que fa-
cilite y no obstaculice hacer frente a la 
emergencia. En el caso se impone lo 
que se ha denominado una interpreta-
ción dinámica actual.

Los órganos que intervienen en la 
solicitud, trámite y resolución de una 
iniciativa que tiende a acceder al es-
tado de emergencia, deben cuidar que 
en la misma, llegado al caso, no se use 
la fórmula suspensión de garantías in-
dividuales, que pudiera ser circunscri-
ta, sino utilizar la amplia suspensión de 
garantías, que comprende las de ambas 
especies.

Respecto de las garantías sociales 
a suspender es aplicable el criterio ge-
neral que consigna el art. 29; sólo son 
susceptibles de serlo aquellas que sean 
obstáculo para hacer frente rápida y 
fácilmente a la situación de emergen-
cia; no lo serán las que no entren en 
ese supuesto.

La suspensión es temporal, se debe 
operar mediante prevenciones gene-

rales y no puede referirse a una sola 
persona. 

A una suspensión de garantías pue-
de seguir el otorgamiento de facultades 
extraordinarias a favor del presidente 
de la república.

El art. 29 ha sido reformado; su 
texto actual es el siguiente:

Artículo 29. En los casos de invasión, 
perturbación grave de la paz pública, 
o de cualquier otro que ponga a la 
sociedad en grave peligro o confl icto, 
solamente el Presidente de los Estados 
Unidos Mexicanos, de acuerdo con los 
titulares de las Secretarías de Estado y 
la Procuraduría General de la Repúbli-
ca y con la aprobación del Congreso de 
la Unión o de la Comisión Permanen-
te cuando aquél no estuviere reunido, 
podrá restringir o suspender en todo el 
país o en lugar determinado el ejerci-
cio de los derechos y las garantías que 
fuesen obstáculo para hacer frente, rá-
pida y fácilmente a la situación; pero 
deberá hacerlo por un tiempo limitado, 
por medio de prevenciones generales y 
sin que la restricción o suspensión se 
contraiga a determinada persona. Si la 
restricción o suspensión tuviese lugar 
hallándose el Congreso reunido, éste 
concederá las autorizaciones que es-
time necesarias para que el Ejecutivo 
haga frente a la situación; pero si se 
verifi case en tiempo de receso, se con-
vocará de inmediato al Congreso para 
que las acuerde.

En los decretos que se expidan, no 
podrá restringirse ni suspenderse el 
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ejercicio de los derechos a la no dis-
criminación, al reconocimiento de la 
personalidad jurídica, a la vida, a la in-
tegridad personal, a la protección a la 
familia, al nombre, a la nacionalidad; 
los derechos de la niñez; los derechos 
políticos; las libertades de pensamien-
to, conciencia y de profesar creencia 
religiosa alguna; el principio de legali-
dad y retroactividad; la prohibición de 
la pena de muerte; la prohibición de la 
esclavitud y la servidumbre; la prohi-
bición de la desaparición forzada y la 
tortura; ni las garantías judiciales indis-
pensables para la protección de tales 
derechos.

La restricción o suspensión del ejer-
cicio de los derechos y garantías debe 
estar fundada y motivada en los térmi-
nos establecidos por esta Constitución 
y ser proporcional al peligro a que se 
hace frente, observando en todo mo-
mento los principios de legalidad, ra-
cionalidad, proclamación, publicidad y 
no discriminación.

Cuando se ponga fi n a la restricción 
o suspensión del ejercicio de los dere-
chos y garantías, bien sea por cumplir-
se el plazo o porque así lo decrete el 
Congreso, todas las medidas legales y 
administrativas adoptadas durante su 
vigencia quedarán sin efecto de forma 
inmediata. El Ejecutivo no podrá hacer 
observaciones al decreto mediante el 
cual el Congreso revoque la restricción 
o suspensión.

Los decretos expedidos por el Eje-
cutivo durante la restricción o suspen-
sión, serán revisados de ofi cio e inme-
diatamente por la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, la que deberá pro-
nunciarse con la mayor prontitud sobre 
su constitucionalidad y validez.
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tercero interesado en las controver-
sias constitucionales. Según la Ley 
Reglamentaria de las Fracciones I y II 
del Artículo 105 Constitucional, art. 22, 
fracc. III, en las controversias consti-
tucionales puede existir la fi gura del 
“tercero interesado”. Quien la promue-
ve debe señalarlos y proporcionar sus 
domicilios. El ministro debe ordenar 
se dé vista a los terceros interesados 
para que dentro del plazo de 30 días 
manifi esten lo que a su derecho con-
venga (art. 26, LR105C). Por ser partes, 
pueden solicitar la suspensión, ofrecer 
pruebas, alegar, asistir a la audiencia, 
proporcionar informes e interponer re-
cursos.

tercero perjudicado en el juicio de 
amparo. En el juicio de amparo la 
defensa de la constitución está con-
fiada, preferentemente, a los particu-
lares. Cuando el acto reclamado de-
riva de un proceso seguido ante una 
autoridad jurisdiccional, por un acto 
de justicia, en el juicio de garantías, 
es preciso oír a las dos partes. En la 
nueva instancia, una de ellas, la que 
intenta la vía del amparo, asume el 
carácter de quejosa; la otra, la de ter-
cero perjudicado. También se recono-

ce la existencia de éste en otro tipo de 
procesos o instancias.

Tercero perjudicado es la persona, 
física o moral, de derecho público o 
privado, que en un juicio de ampa-
ro tiene un interés jurídico propio y 
válido en que subsiste el acto recla-
mado, por tal razón puede solicitar 
se declaren infundados los agravios 
formu lados por el quejoso, se niegue 
el amparo o se declare improcedente 
y, como consecuencia, se sobresea en 
el juicio. Sus intereses, frecuentemen-
te, coinciden con los de la autoridad 
responsable. Por un acto de justicia se 
le da intervención directa en el pro-
ceso; no se hizo depender su suerte y 
la de sus intereses de lo que haga o 
no haga la responsable en defensa del 
acto reclamado. A través de esa figu-
ra se incorporó un coadyuvante a la 
acción de la responsable. 

Formalmente, es tercero desde el 
momento en que se le señala así en la 
demanda y es tenido por tal en el auto 
admisorio; será perjudicado en un 
sentido material, si el acto reclamado 
le fue adverso en parte o si la senten-
cia de amparo revoca en su perjuicio 
el acto reclamado. A pesar de que se 
haga un señalamiento de tercero per-
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judicado por parte del quejoso, es la 
determinación del juez, con base en 
la ley y la existencia de un interés ju-
rídico válido, la que da ese carácter 
dentro del proceso.

Debe ser llamado a juicio con la 
debida oportunidad, es decir al mismo 
tiempo en que se emplaza a la autori-
dad responsable y al ministerio públi-
co, para los efectos de que intervenga 
durante la secuela del procedimiento; 
mientras no lo sea, no puede parar-
le perjuicio la sentencia que se dicte. 
Tampoco le puede parar si fue llama-
do en forma extemporánea. Esta regla 
es general y aplicable en los casos en 
que, a primera vista, el amparo se es-
time improcedente.

Si en la demanda se señala un terce-
ro perjudicado, durante el juicio no po-
drá dictarse sentencia mientras no sea 
emplazado. Existe el criterio de que, 
llegado el caso en que se deba dictar, 
la falta de emplazamiento no es causal 
de improcedencia. Si se dicta la sen-
tencia y ella lo beneficia, no procede 
ordenar reponer el procedimiento.

Es factible que no exista tercero 
perjudicado. Esta posibilidad puede ser 
real o ficticia. Cuando es real, el pro-
ceso se ventila con la intervención del 
quejoso y el ministerio público. Cuan-
do el acto reclamado deriva de un pro-
ceso judicial en que existió contención, 
es inadmisible suponer que no exista 
tercero perjudicado. En el supuesto de 
que exista y ello no se hace del cono-
cimiento de la autoridad judicial, si 
quien es tercero se presenta de una u 

otra forma al juicio, le para perjuicios 
la sentencia que se dicte; puede recu-
rrir las resoluciones y sentencia que se 
dicten. Si en el proceso se dicta sen-
tencia sin darle intervención, previa la 
interposición del recurso, procede su 
revocación y reponer el procedimiento.

Para los efectos de que la autori-
dad judicial que conozca del juicio 
pueda emplazar al tercero perjudi-
cado, el quejoso deberá señalar su 
domicilio. Mientras no se haga otro 
señalamiento, se tendrá por tal el que 
aparece señalado en el proceso se-
guido ante la autoridad responsable. 
Existiendo señalado en autos un do-
micilio, no puede alegar, de buena fe, 
que lo ignora. 

Los derechos del tercero perjudi-
cado sólo pueden ser defendidos por 
quien lo es. Nadie, entre ellos el au-
tor del amparo, lo puede hacer en su 
lugar. Cuando son varios los terceros, 
durante el juicio, cuando hayan sido 
emplazados todos, deberán nombrar 
un representante común.

Por tener el idéntico interés jurídi-
co, no puede ser tercero perjudicado 
el codemandado en un juicio. Los tri-
bunales han resuelto que está obliga-
do a promover un juicio de amparo 
independiente.

Por economía procesal, con el fin 
de evitar dilaciones, ya que en una ins-
tancia se ventilarán los intereses de los 
más y por no causar agravio a nadie, 
por cuanto a que no se afectan dere-
chos sustantivos o procesales, cuando 
en un juicio de amparo se tiene a tal o 
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cual persona como tercero perjudica-
do, no debe ser recurrible la resolución 
en que la autoridad jurisdiccional re-
conoce tal carácter a un tercero.

El tercero perjudicado, como parte 
del juicio, puede ofrecer pruebas, formu-
lar alegatos, promover incidentes y 
recursos. Según criterio de los tribu-
nales federales las aportaciones que 
hace al proceso no son parte esencial 
de la litis. De ello deriva que su in-
tervención sea de carácter secundario.

La comparecencia del tercero per-
judicado es procedente hasta en tanto 
no se dicte sentencia. Una vez que se 
emite y ella causó ejecutoria, es inad-
misible su comparecencia. Hacerlo se-
ría faltar al principio de definitividad.

Determinación del tercero 
perjudicado

Es el quejoso quien, en su deman-
da, debe indicar el nombre del tercero 
perjudicado y su domicilio; su señala-
miento, aunque constituye una base de 
la que se parte, no es el elemento de-
terminante. Habiéndolo tenido como 
contraparte ante la autoridad respon-
sable, no puede, bajo protesta de decir 
verdad, asentar en su demanda que no 
lo hay o que ignora su domicilio.

El juez de amparo, con vista a la 
demanda, las constancias y los infor-
mes: para evitar que alguien quede en 
estado de indefensión, impedir que in-
tervenga en el proceso quien no tiene 
interés jurídico y que la sentencia se 
dicte con referencia a todos los que in-
tervinieron en la emisión del acto re-

clamado, es quien tiene la última pala-
bra en la defi nición de quiénes deben 
tener el carácter de tercero, para los 
efectos del amparo específi co del que 
conoce.

Tercero perjudicado. Diferentes 
supuestos

Por lo que se refi ere al tercero perju-
dicado la ley de amparo, en su art. 5º, 
fracc. III, de manera enunciativa, pero 
no limitativa, establece tres supuestos:

1. Tercero perjudicado en las controver-
sias que se ventilan ante tribunales 
diversos de los penales:

a) La contraparte del agraviado cuan-
do el acto reclamado emana de un 
juicio o controversia que no sea del 
orden penal, o cualquiera de las par-
tes en el mismo juicio cuando el am-
paro sea promovido por personas 
extrañas al procedimiento;

La fórmula contenida en el precep-
to es confusa y limitada. Con ella se 
alude a las partes que fueron partes en 
las controversias que se ventilan ante 
los diversos tribunales que imparten 
justicia, sin importar que sean biins-
tanciales o uniinstanciales; por ellos 
se entienden los que conocen de ma-
terias civil, mercantil, concursal, in-
quilinaria, familiar o administrativa; 
por jurisprudencias de los tribunales 
federales, también están comprendi-
dos los procesos laborales y todos 
aquellos que se ventilen en forma de 
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juicio o controversia, sin importar la 
materia y que sean susceptibles de que 
las sentencias, resoluciones o laudos 
sean cuestionados por la vía de am-
paro y de que por ello se les dé in-
jerencia en el proceso respectivo. La 
materia penal está contemplada en el 
inciso b) del mismo precepto.

Para efectos del inciso a), será ter-
cero perjudicado, en términos genera-
les, quien teniendo un interés jurídico 
subjetivo, por las gestiones que rea-
lizó, por las defensas que hizo valer 
y excepciones que opuso, resultó be-
neficiado por el acto reclamado, sea 
como actor o demandado y que en 
una nueva instancia será diligente 
en defensa de sus intereses, a fin de 
que se reitere la constitucionalidad 
del acto reclamado y que no sea ad-
versa a sus intereses la sentencia que 
se dicte en el amparo.

En obvio de dilaciones procesales y 
con el fi n de dar fi rmeza al juicio de 
amparo, salvo prueba en contrario, se 
debe presumir que existe interés jurí-
dico y, por ello, puede intervenir como 
tercero perjudicado cuando una perso-
na ha sido parte en el proceso jurisdic-
cional del que derivó el acto reclamado.

Pese a lo limitado del precepto, por 
razón de la jurisprudencia, también lo 
pueden ser el tercerista o quien, con 
cualquier carácter, haya comparecido 
al juicio del que derivó el acto reclama-
do, como titular de un interés opuesto 
al del quejoso y que tenga interés en 
que el acto reclamado subsista y que 
no desaparezca por virtud de la sen-

tencia de amparo o que tenga intereses 
opuestos a los de las partes. Lo puede 
ser alguien sujeto a concurso mediante 
su representante legal.

No puede darse una regla general, 
habrá que distinguir; para hacerlo es 
determinante el tipo de derecho o li-
bertad que en la demanda se invoca 
como violado. Si se invoca la viola-
ción del derecho a que se imparta jus-
ticia en forma expedita, la contraparte 
no debe ser llamada como tercero per-
judicado. Los tribunales han resuelto 
que un reembargante no puede tener 
el carácter de tercero perjudicado.

Cuando alguien ajeno al proceso es 
quien recurre al amparo, quienes fue-
ron parte en él, como actor y deman-
dado, pueden concurrir como tercero 
perjudicado.

2. El ofendido o persona que tenga dere-
cho a la reparación:

b) El ofendido o las personas que, con-
forme a la Ley, tengan derecho a la 
reparación del daño o a exigir la res-
ponsabilidad civil proveniente de la 
comisión de un delito, en su caso, en 
los juicios de amparo promovidos 
contra los actos judiciales del orden 
penal, siempre que éstos afecten di-
cha reparación o responsabilidad;

Los procesos penales se ventilan en-
tre dos partes: el indiciado y el ministe-
rio público como acusador. El ofendido 
no es parte pero, ciertamente, se le da 
cierta intervención: ser informado del 
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desarrollo del proceso, coadyuvar con 
el ministerio público, ofrecer pruebas, 
interponer recursos, a que se le repare 
el daño, solicitar medidas cautelares e 
impugnar las omisiones y las resolu-
ciones de reserva que ese servidor pú-
blico emita (art. 20, C).

En los amparos relacionados con 
procesos penales, existe la posibilidad 
de que el ofendido pueda comparecer 
como tercero perjudicado. También 
lo puede hacer quien tenga derecho a 
la reparación del daño. La interven-
ción de ambos resulta limitada; sólo lo 
pue den hacer por lo que toca a esos 
dos rubros específicos. Por cuanto a 
que la reparación es una pena, visto 
lo dispuesto por el art. 20, se puede 
decir que el ofendido interviene en el 
proceso penal y como consecuencia, 
también tiene cierta intervención en 
los juicios de amparo. En esta materia 
es preciso hacer ciertas distinciones.

El ofendido no puede ampararse 
para recurrir un auto de no vincula-
ción a proceso, o de vinculación por 
un delito diferente al que desea o con 
las características del dictado por el 
juez.

No pueden tener el carácter de terce-
ros el denunciante o querellante; tam-
poco el ofendido cuando no se dicta el 
auto de vinculación a proceso o cuan-
do la sentencia que deriva del proceso 
penal es absolutoria.

Es el interés que tiene el ofendido 
o quien tenga derecho a la reparación, 
lo que les permite comparecer como 
terceros perjudicados en un juicio de 

amparo. Por no existir normatividad 
especial, debe entenderse que la com-
parecencia, aunque referida a un ob-
jeto limitado, es en las mismas con-
diciones que existen para los juicios 
previstos en el inciso a).

En las reformas a la constitución 
de fecha 18 de junio de 2008, se reco-
nocen derechos a favor de la víctima 
de un delito; existe la posibilidad de 
que pueda impugnar ante la autoridad 
judicial las omisiones del ministerio 
público en la investigación de los de-
litos, las resoluciones de reserva, no 
ejercicio, desistimiento de la acción pe-
nal, suspensión del procedimiento no 
estando satisfecha la reparación del 
daño (art. 20, C, fracc. VII).

En la ley, se reconoce la posibilidad 
de que el ofendido o la persona que 
tenga derecho a la reparación del daño 
o a exigir la responsabilidad civil, 
pueda actuar en los juicios de amparo 
como tercero perjudicado.

La limitante que existe para la víc-
tima de un delito en esta materia debe 
ser entendida en función del cuasi 
monopolio de la investigación y ejer-
cicio de la acción penal que a favor del 
ministerio público deriva del art. 21 
constitucional y que de ella, con al-
gunas salvedades, están excluidos los 
particulares.

3. Personas con interés directo en que 
subsista el acto reclamado:

c) La persona o personas que hayan 
gestionado en su favor el acto con-
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tra el que se pida amparo, cuando 
se trate de providencias dictadas por 
autoridades distintas de la judicial o 
del trabajo; o que, sin haberlo ges-
tionado, tengan interés directo en la 
subsistencia del acto reclamado.

En este apartado de la ley hay dos 
supuestos: uno, se reconoce el carác-
ter de tercero perjudicado a quien ha 
gestionado a su favor y obtenido un 
acto que le beneficia de una autori-
dad, actuando en ejercicio de funcio-
nes no judiciales.

El otro, quien habiendo sido bene-
fi ciado por un acto emanado de una 
autoridad en ejercicio de facultades no 
judiciales, incluso para el caso de que 
no lo hubiere gestionado, si tiene inte-
rés directo en que subsista, se le reco-
noce el carácter de tercero perjudicado.

Sobre este inciso cabe reconocer 
que de conformidad con los princi-
pios que regulan la división de pode-
res prevista en la constitución de la 
república y las particulares de los es-
tados, la distribución de las facultades 
entre los poderes previstos no es ta-
jante; tampoco excluyente. Aquéllas 
se han pronunciado por una atribu-
ción preferente, un sistema de cola-
boración e interconexiones.

Por atribución preferente se en-
tiende la asignación que llevan a cabo 
las constituciones de las tres funcio-
nes fundamentales: legislativa, eje-
cutiva y jurisdiccional. La función 
legislativa ha sido confiada en forma 
preferente al congreso de la unión, a 

las legislaturas de los estados y a la 
asamblea legislativa del Distrito Fe-
deral. Pero esa atribución no implica 
que los restantes poderes no gocen 
de facultades legislativas. Cuando el 
presidente y el pleno de la corte emi-
ten reglamentos ejercen un aspecto 
de la función legislativa. Lo mismo 
sucede cuando los tribunales integran 
jurisprudencia.

La función administrativa ha sido 
encomendada, preferentemente, al pre-
sidente de la república, los goberna-
dores y el jefe de gobierno del Distrito 
Federal. Ellos no gozan de un mono-
polio de la materia. También pueden 
ejercer atribuciones administrativas 
el congreso de la unión, los congre-
sos estatales, la asamblea legislativa, 
el pleno de la corte, el consejo de la 
judicatura federal y los plenos de los 
tribunales superiores locales.

De esa manera, en los términos del 
inciso c), un particular puede gestio-
nar a su favor un acto contra el que se 
pida amparo, tanto de las autoridades 
administrativas propiamente dichas 
como del congreso de la unión o el 
poder judicial de la federación; ellos, 
en ejercicio de facultades administra-
tivas, pueden emitir esos actos.

En esa virtud, la fórmula conteni-
da en el inciso es inexacta o, en el 
mejor de los casos, incompleta. Aun-
que no lo diga el precepto, también 
debe ser tenido como tercero perjudi-
cado quien gestionó ante el congreso 
o poder judicial un acto de naturaleza 
administrativa.
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Con el precepto se hace referencia a 
providencias o resoluciones dictadas, 
de manera preferente, por las autori-
dades administrativas; éstas pudieron 
haber sido emitidas a solicitud de un 
particular o bien, una vez dictadas, 
pudieran haber creado un derecho o 
una expectativa de derecho que está 
interesado en que subsista.

El precepto garantiza el derecho de 
defensa, entendido como una gene-
ralidad, como un motivo para recu-
rrir al juicio de amparo, a favor de un 
par ticular que está interesado en que 
subsista el acto.

Derechos que le asisten al tercero 
perjudicado en el juicio 
de amparo

En un juicio de amparo, los terceros 
perjudicados tienen, entre otros, los 
derechos siguientes:

• Ser llamado a juicio; lo que implica 
ser emplazado personalmente (arts. 30 
y 147, LA).

• A que ofrezca pruebas y se le reciban.
• A que se escuchen sus alegatos.
• A hacer causa común con la autori-

dad responsable.
• A interponer recursos durante el pro-

ceso y la revisión adhesiva contra la 
sentencia que conceda o niegue la pro-
tección.

Representación del tercero 
perjudicado

Cuando quien ha sido señalado como 
tercero perjudicado en una demanda 

de amparo, tenga reconocida su per-
sonalidad ante la autoridad respon-
sable, debe tenérsele por tal con la 
simple protesta de decir verdad que 
asiente en su escrito de comparecen-
cia. Sólo un exceso de formalismo lle-
va a exigir se acredite la personalidad.

Para el caso de no haber compare-
cido en la instancia de la que deriva el 
acto, deberá acompañar los documen-
tos de los que se desprenda su interés 
jurídico. De ser persona moral deberá 
acreditar la representación con que se 
ostenta. Lo mismo se debe hacer en 
los casos en que el compareciente lo 
haga en representación de un tercero 
como persona física. 

Supuestos en que un menor 
de edad es señalado como 
tercero perjudicado

Tratándose de menores de edad, su re-
presentación recae en los padres; pero, 
cuando son ellos quienes recurren al 
amparo, el art. 6º de la ley de amparo 
les permite hacerlo directamente, esta-
blece con ello una excepción al siste-
ma general de que no pueden ocurrir 
ante los tribunales en forma directa, 
sino que tienen que hacerlo por medio 
de sus padres, tutores o representantes 
legales.

En el caso de que un menor de edad 
sea señalado como tercero perjudicado 
y no se halle su legítimo representan-
te o esté impedido para intervenir, por 
existir la misma razón, debería apli-
carse el mismo principio ubi eadem es 
ratio, eadem debet ese juris dispositio 
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(donde existe la misma disposición de 
la ley debe aplicarse la misma disposi-
ción jurídica): permitirle intervenir en 
el juicio, independientemente de que el 
juez que conozca del amparo le desig-
ne un representante especial para que 
intervenga en el juicio. Por un forma-
lismo no puede ser dejado en estado de 
indefensión.

De igual manera debería hacerse 
cuando se trata de un incapacitado o 
sujeto a interdicto.

territorio municipal. Todo municipio 
cuenta con un territorio; éste puede 
ser reducido o extenso; sus dimensio-
nes estarán determinadas por el nú-
mero que de ellos exista dentro de un 
estado; son extensos, por ejemplo, en 
Sinaloa, estado en el que no obstante 
su crecido territorio, cuenta sólo con 
18 municipios. El territorio, en cambio, 
será reducido en aquellas entidades en 
las que, como en Oaxaca, se da el fe-
nómeno de la pulverización municipal.

El territorio es el ámbito de validez 
del complejo normativo que mediante 
bandos de policía y buen gobierno y 
otros instrumentos, emite un ayun-
tamiento; sus límites marcan el fin 
de la competencia de esta autoridad 
administrativa y de sus órganos y el 
inicio de otra diversa perteneciente a 
otro municipio.

El primer jefe Carranza, en el pro-
yecto de constitución que presentó, en 
su intento de suprimir la institución 
de los jefes políticos, propuso a la so-
berana asamblea de 1917 la elimina-

ción de cualquier otra división que no 
fuera la municipal: “teniendo como 
base de su división territorial y de su 
organización política, el municipio li-
bre”. En su exposición de motivos no 
razonó su iniciativa por lo que hace a 
este particular. Tampoco lo hicieron los 
miembros de la segunda comisión que 
fueron los responsables de dictaminar 
lo que actualmente es el art. 115. Pu-
diera haber una explicación: el estado 
de Coahuila, del que había sido gober-
nador Carranza y que, por lo mismo, 
es de suponerse que conocía, contaba 
sólo con cinco distritos, con cinco mu-
nicipios (art. 5º, constitución de 1869); 
asimismo, en ese estado, los distritos 
judiciales coincidían con aquéllos, Ca-
rranza y sus asesores, si bien conocían 
su entidad, desconocían la realidad na-
cional; propusieron y el constituyente 
aprobó una norma inaplicable. A con-
tinuación se exponen algunos casos:

El estado de Morelos, que es uno 
de los que en la república se caracteri-
zan por su poca extensión geográfica 
se dividía de la manera siguiente:

• En 33 municipios (art. 110, constitu-
ción local).

• En 12 distritos electorales para dipu-
tados locales (art. 24, CPEUM).

• En siete distritos judiciales (art. 9º, 
LOPJF).

• En cuatro distritos para los efectos de 
la elección de diputados federales.

Independientemente de lo anterior, 
en forma paralela, para los efectos del 
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eficaz funcionamiento de la secreta-
ría de finanzas del estado, hay dentro 
de él una división adicional: oficinas 
ejecutoras (arts. 126 a 128, ley de ha-
cienda) y oficinas receptoras (art. 286, 
ley de hacienda).

En otros estados se observa algo 
similar: Sinaloa cuenta con 23 dis-
tritos uninominales para diputados, 18 
municipios y 18 distritos judiciales; So-
nora cuenta con 18 distritos unino-
minales, 70 municipios y 16 distritos 
judiciales; Chihuahua cuenta con 14 
distritos uninominales, 67 munici-
pios y 14 distritos judiciales. En algu-
nos estados hay ciertas coincidencias 
en ciertos conceptos; no en todos.

Ciertamente se eliminaron jefatu-
ras políticas como forma de dividir el 
territorio de un estado; pero los he-
chos han demostrado que no es fac-
tible que los municipios sean la única 
base de la división territorial y de su 
organización política. Esto era viable 
en Coahuila a principios del siglo XX. 
No en muchos otros estados. De se-
guirse al pie de la letra el precepto 
constitucional en Oaxaca debería ha-
ber casi 500 diputados locales, 500 
distritos judiciales, que son el número 
aproximado de municipios.
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tesoreros municipales. En los munici-
pios existe una tesorería; se encuentra 
a cargo de ella un funcionario que de-
signa el ayuntamiento o concejo por sí 
o a propuesta del presidente municipal, 
se denomina tesorero; dura el mismo 
tiempo que permanece el órgano que lo 
nombra, puede ser removido en cual-
quier momento; está obligado a caucio-
nar su manejo; los requisitos para serlo 
son similares, detalles más detalles me-
nos, a los que se requieren para ser se-
cretario; están sujetos a la supervisión y 
vigilancia tanto de su ayuntamiento 
y presidente, así como de la legislatura 
o contaduría mayor de su estado.

Son responsables de cobrar las con-
tribuciones que corresponden al ayun-
tamiento, perciben los derechos, cuotas 
y demás ingresos; pagan los sueldos 
de los empleados del ayuntamiento; 
llevan la contabilidad; informan a la 
legislatura y al ayuntamiento de su 
manejo e intervienen en los juicios 
de carácter fi scal relacionados con el 
ayuntamiento.

título profesional. Documento expedi-
do por una institución educativa le-
galmente facultada para hacerlo a fa-
vor de una persona que ha concluido 
los estudios profesionales respectivos, 
ha cubierto los requisitos de ley y que 
le permite el ejercicio de una activi-
dad profesional.

Las leyes de las entidades y el con-
greso de la unión pueden determinar 
las profesiones que necesitan título 
para su ejercicio, las condiciones que 
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se deben satisfacer para obtenerlo y 
las autoridades que han de expedirlo 
(art. 5º).

En la actualidad ya no es factible, 
como lo fue durante casi todo el siglo 
XIX y parte del XX, que la autoridad 
ejecutiva: presidente de la república o 
gobernadores de los estados, expidan 
por sí títulos profesionales; es función 
de las universidades, públicas y pri-
vadas, de los institutos y escuelas el 
emitirlos de acuerdo con la ley.

Constitucionalmente el congreso de 
la unión carece de facultades para re-
gular esta materia en toda la repúbli-
ca; por aplicación de los arts. 5º, 73, 
fracc. XXV; 121, fracc. V y 124 los 
competentes para hacerlo son los con-
gresos locales; éstos son, asimismo, 
los únicos facultados para determinar 
qué profesiones requieren título para 
su ejercicio, sin importar lo que dis-
ponga el congreso de la unión por lo 
que toca al Distrito Federal.

Se requiere el título profesional de 
abogado para poder ser propuesto 
como ministro de la suprema corte de 
justicia (art. 95, fracc. III). Los títulos 
expedidos por las autoridades de un 
estado deben ser respetados en los 
otros e, incluso, en el Distrito Federal.

toma de posesión del presidente de 
la república. Un presidente elegido en 
comicios ordinarios debe asumir el car-
go el día primero de diciembre (art. 83); 
lo hace ante el congreso de la unión; 
en el caso las dos cámaras que lo in-
tegran sesionan en forma conjunta, en 

el recinto de los diputados y bajo la 
presidencia de éstos (art. 87, CPEUM y 
art. 5º, párr. 1, LOCGEUM). El reglamen-
to establece además un ceremonial es-
pecial para el acto (arts. 185 a 188). 
Los legisladores, independientemente 
de sus funciones inherentes, en el acto 
fungen como fedatarios del mismo.

Los presidentes interinos y sustitu-
tos toman posesión en la fecha que 
señale el congreso de la unión; el pro-
visional y el interino nombrados por 
la comisión permanente, el día que 
ella disponga (arts. 84 y 85). En estos 
casos, por tratarse de algo difícil de 
predecir, debe estarse a lo que resuel-
van dichos poder y órgano con vista a 
las circunstancias.

Un sexenio concluye a las 24 horas 
del 30 de noviembre; el presidente sa-
liente deja de serlo automáticamente 
al llegar esa hora. Dado que el entran-
te asume el cargo por costumbre reite-
rada, a las 11 horas del día primero de 
diciembre, en la práctica se da un va-
cío de poder. En la década de 1920 los 
presidentes tomaban posesión de su 
cargo la noche del 30 de noviembre, 
por lo mismo asumían el poder antes 
del vencimiento del plazo fi jado por la 
constitución, con lo que se evitaba el 
vacío de poder.

Desde 1824 se ha determinado con 
exactitud la fecha de toma de pose-
sión; el día se ha fi jado con vista a los 
factores meteorológicos; se escogieron 
fechas en que los caminos eran tran-
sitables, cuando no era temporada de 
lluvias: 1 de abril, en 1824 (art. 95); 1 
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de enero, en 1836 (art. 9º, cuarta ley); 
1 de febrero, bases orgánicas de 1843 
(art. 165); 1 de diciembre en las cons-
tituciones de 1857 y 1917 (arts. 78 y 
83). Sólo a unos legisladores románti-
cos y despistados, como lo fueron los 
autores del proyecto de constitución 
de 1857, se les ocurrió proponer como 
fecha para la realización del acto el día 
16 de septiembre (art. 8º, proyecto).

Los constituyentes mexicanos, al 
fi jar una fecha precisa y haberla con-
signado en la constitución, buscaron 
y dieron seguridad jurídica en una 
materia que pudo haberse prestado a 
abusos e irregularidades. Lo hicieron 
desde un principio; en esto superaron 
a su modelo estadounidense; en éste 
no fue sino hasta 1933, en que por 
virtud de la vigésima enmienda cons-
titucional, se dispuso que el presiden-
te y el vicepresidente salientes termi-
narían su mandato a mediodía del 20 
de enero.

tortura. Infl igir dolores o sufrimientos, 
físicos o psicológicos, a una persona. 
La que prohíbe nuestra constitución 
(art. 20, B, fracc. II) es la que, con 
motivo del ejercicio de sus atribucio-
nes, practican los servidores públicos 
sobre los particulares, con el fi n de 
obtener una confesión o informa-
ción. Para que sea sancionable se re-
quiere que el padecimiento sea grave 
según lo dispone el art. 3º de la Ley 
Federal para Prevenir y Sancionar la 
Tortura. La que practican los particu-
lares la previenen las autoridades y la 

sanciona la ley penal. Legislar en la 
materia es una facultad coincidente 
que pueden ejercer el congreso de la 
unión, las legislaturas de los estados 
y la asamblea legislativa del Distri-
to Federal. El art. 1º de la ley federal 
antes citada dispone que es de aplica-
ción en el Distrito Federal en materia 
de fuero común. Es un exceso. Si la 
asamblea legislativa está facultada 
para legislar en materia de adminis-
tración pública local y penal, debe 
entenderse que también lo está para 
sancionar a los servidores públicos 
que incurran en tortura, por lo que el 
congreso de la unión carece de facul-
tades para hacerlo.

trastorno. Producir en las instituciones 
políticas cambios al margen de la ley. 
Confl ictos que surgen entre los miem-
bros de la sociedad que alteren la paz 
social o el orden público. Todo tipo de 
acción o presión grave que se endere-
ce o se haga a las autoridades cons-
tituidas, al margen de los canales or-
dinarios. La constitución alude a dos 
tipos de trastornos, uno local (art. 122) 
y el otro generalizado (art. 136).

El primero es cualquier confl icto 
grave que se localiza exclusivamente 
dentro de los límites de una entidad, 
enderezado por sus autores o promo-
tores contra las autoridades locales o 
surgido entre los miembros o sectores 
de la población, por lo mismo es res-
ponsabilidad de los poderes estatales 
el enfrentarlo y solucionarlo, pero que 
no lo hacen por estar imposibilitados 
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a hacerlo. En este caso la constitución 
obliga a los poderes federales a auxi-
liar a las autoridades locales, siempre y 
cuando sea solicitada su intervención 
por la legislatura, si está reunida, o por 
el gobernador, en sus recesos. Se trata 
de la intervención ejecutiva (véase).

En el art. 136 el término trastorno 
público se usa en una acepción amplia; 
comprende todo tipo de acción que 
tienda a establecer un gobierno con-
trario a lo previsto en la constitución 
o a alterar ilegalmente su estructura; 
dentro de él quedan comprendidos 
asonadas, revueltas, rebeliones, revo-
luciones, cuartelazos, conjuras o, en 
general, todo tipo de movimientos que 
procuren una mutatio rerum al mar-
gen de la ley. En el art. 136 se observa 
alguna incongruencia, al principio usa 
una fórmula genérica: “trastorno pú-
blico”, pero concluye usando un térmi-
no restringido, el de rebelión.

En el art. 29 se utiliza una fórmu-
la diferente, la de “perturbación gra-
ve de la paz pública”; dentro de ella 
están comprendidos todos los tipos de 
trastornos, como resoluciones, rebelio-
nes y las demás acciones mencionadas 
anteriormente que tiendan a alterar la 
forma de gobierno; es amplia, com-
prende todo aquello que altere grave-
mente el orden público.

tratado. De tratar y éste del latín trac-
tare, manejar, manipular. La Conven-
ción de Viena de los Derechos de los 
Tratados lo define así: “Se entiende 
por ‘tratado’ un acuerdo internacional 

celebrado por escrito entre Estados y 
regido por el derecho internacional, 
ya conste en un instrumento único 
o más instrumentos conexos y cual-
quiera que sea su denominación par-
ticular” (art. 2º, inc. a).

En el sistema constitucional mexi-
cano la facultad y responsabilidad de 
celebrar tratados recae en el presiden-
te de la república (arts. 76, fracc. I; 89, 
fracc. X y 133); lo hace por medio de sus 
agentes diplomáticos (art. 89, fraccs. II 
y III); deben ser aprobados por el sena-
do (arts. 76, fracc. I y 89, fracc. X).

No se pueden celebrar tratados por 
los que se permita la extradición de 
reos políticos y de ex esclavos (art. 15); 
los tratados deben estar de acuerdo 
con la constitución para que sean 
considerados ley suprema (art. 133).

Es facultad de los jueces federales 
el conocer de las controversias del or-
den civil o criminal que se susciten 
con motivo del cumplimiento o apli-
cación de los tratados celebrados por 
el estado mexicano; cuando en dichas 
controversias sólo se afecten intereses 
particulares también podrán conocer 
de ellas los jueces del orden común de 
los estados y del Distrito Federal (art. 
104, fracc. I).

La facultad de terminar, denunciar, 
suspender, modificar, retirar reservas 
y formular declaraciones interpretati-
vas, con la aprobación del senado, de 
los tratados, corresponde al presidente 
de la república.

Un tratado para entrar en vigor en 
el territorio nacional requiere de su 
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publicación en el Diario Ofi cial de la 
Federación.

La de celebrar tratados es una fa-
cultad cuyo ejercicio no puede regla-
mentar por el congreso de la unión; 
no existe fundamento constitucional 
para ello; la actual ley de tratados es 
inconstitucional.

La corte ha conferido a los tratados 
una jerarquía superior a las leyes, fede-
rales y locales, los ha hecho inferiores 
sólo frente a la constitución. El criterio 
no encuentra fundamento en la carta 
magna, salvo en lo relativo a derechos 
humanos (art. 1º).

tribunal electoral del poder judicial 
de la federación. De acuerdo con el 
art. 99 es la máxima autoridad en ma-
teria electoral, es un órgano especiali-
zado y permanente. Se compone de una 
sala superior integrada por siete ma-
gistrados que tiene un presidente que 
dura en su encargo cuatro años. Los 
magistrados duran en su encargo nue-
ve años; los candidatos son propuestos 
por la suprema corte de justicia de la 
nación y elegidos por el senado por 
una mayoría especial de las dos terce-
ras partes de los presentes; gozan de 
la inmunidad del juicio político y de 
la declaración de procedencia; los ma-
gistrados de las salas regionales única-
mente gozan de juicio político.

En ejercicio de su función jurisdic-
cional la sala superior conoce, en for-
ma definitiva e inatacable, de las im-
pugnaciones que se presentan respecto 
de la elección de diputados, senadores 

y presidente de la república. También 
tiene facultades ejecutivas, realizan el 
cómputo final de la elección de presi-
dente de la república.

Su función jurisdiccional es limita-
da; está referida a la materia electoral; 
por lo que toca a las elecciones locales, 
únicamente puede intervenir cuando 
existan resoluciones firmes, la repara-
ción sea material y jurídicamente po-
sible dentro de los plazos electorales 
y sea factible antes de la fecha cons-
titucional o legalmente fijada para la 
instalación de los órganos o la toma 
de posesión de los funcionarios ele-
gidos. Lo anterior implica que los 
supuestos en que puede conocer son 
limitados. No obstante, el tribunal ha 
intervenido a pesar de que el proceso 
electoral no pueda ser repuesto con 
la debida oportunidad.

tribunal superior de justicia del Dis-
trito Federal. Órgano colegiado en el 
que la constitución (art. 122, C, base 
cuarta) deposita la función judicial 
del Distrito Federal en materia co-
mún; está integrado por magistrados, 
que nombra el jefe de gobierno y que 
ratifica la asamblea legislativa, duran 
en su encargo seis años, pueden ser 
ratificados, si lo son se convierten en 
inamovibles, gozan del privilegio del 
juicio político; deben reunir los mis-
mos requisitos que se exigen para ser 
ministro de la suprema corte de justi-
cia. También integran ese tribunal jue-
ces de primera instancia, quienes son 
nombrados por el consejo de la judica-
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tura del Distrito Federal y disfrutan del 
privilegio del juicio político.

Fue creado por la Ley sobre Admi-
nistración de Justicia y Orgánica de los 
Tribunales de la Nación, del Distrito y 
Territorios, expedida por el presidente 
Juan N. Álvarez el 23 de noviembre de 
1855.

Funciona en pleno, por lo que le co-
rresponden atribuciones materialmen-
te legislativas y ejecutivas, y en salas, 
que se integran por tres magistrados, 
con facultades jurisdiccionales. El 
pleno y las salas cuentan con un pre-
sidente que nombran los mismos ma-
gistrados que los componen.

Su competencia es genérica; está 
referida a conocer de todas las con-
troversias que se susciten con motivo 
de la aplicación de las leyes vigentes 
en el Distrito Federal, con excepción 
de aquellas cuyo conocimiento ha 
sido confiado a tribunales especiali-
zados, como lo son el tribunal de lo 
contencioso administrativo y la jun-
ta local de conciliación y arbitraje. 
También puede conocer de contro-
versias que se susciten con motivo de 
la aplicación de las leyes federales, 
cuando en ellas se afecten sólo inte-
reses particulares (art. 104, fracc. I) 
y de delitos federales (art. 73, fracc. 
XXI, párr. 3).

tribunales colegiados de circuito. 
El nombre de tribunales colegiados de 
circuito surge de la fusión de cierta 
terminología de las constituciones de 
Cádiz y estadounidense; de la primera 

se tomó la denominación tribunales y 
de la segunda, circuito; se les nombró 
colegiados, por estar integrados por 
varios miembros y para distinguirlos 
de los unitarios. En Estados Unidos de 
América se les denominó de circuito 
por una doble razón: como límite de 
una competencia y por virtud del re-
corrido o camino que después de ser 
andado vuelve al punto de partida; 
originalmente en ese país se previó 
la existencia de tres cortes de circuito 
integradas por dos jueces miembros 
de la corte su prema y el juez de distri-
to correspondiente al estado visitado; 
aquéllos eran itinerantes, tenían fija-
do un circuito que recorrían periódica-
mente; podían actuar sólo dentro de su 
circuito.

Integración

Los tribunales colegiados de circuito se 
integran por tres magistrados, un 
secretario de acuerdos, un secreta-
rio, actuarios y empleados (art. 33, 
LOPJF).

Competencia

La competencia de los tribunales co-
legiados de circuito es amplia y está 
referida a tres rubros principales: am-
paros directos, recursos y resolución 
de competencias, impedimentos y ex-
cusas.

Organización

Cada tribunal tiene un presidente que 
designan sus miembros, dura en ejer-
cicio un año y no puede ser reelegido 
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para el periodo inmediato (art. 40); 
adopta sus resoluciones por mayoría 
o unanimidad (art. 35).

tribunales militares. Los delitos y las 
faltas a la disciplina militar son in-
vestigados y sus autores perseguidos 
por fiscales militares. Su conocimien-
to incumbe a los tribunales militares, 
en lo que se denomina fuero de guerra 
(art. 13). Lo es por cuanto a que es 
una jurisdicción diferente a la ordina-
ria, la confiada a los jueces federales y 
locales. Sólo tienen jurisdicción para 
conocer de los delitos e infracciones 
que cometen los miembros de las fuer-
zas armadas. Carecen de competencia 
para juzgar a los civiles o paisanos 
(véase). Sus sentencias y resoluciones 
son revisables por los tribunales fe-
derales a través del juicio de amparo.

tribunales unitarios de circuito. Se 
les denomina unitarios por estar in-
tegrados por un magistrado; a éste lo 
nombra el consejo de la judicatura, 
dura en su encargo seis años y si es 
ratificado se convierte en inamovible 
(art. 97); están sujetos a los controles 
y vigilancia del mencionado consejo. 
Cuentan con secretarios actuarios y 
empleados que determine el presu-
puesto (art. 28, LOPJF).

Competencia

Conocen de las apelaciones que se 
interpongan contra las resoluciones 

emitidas por los jueces de distrito en 
materia de aplicación ordinaria de 
leyes federales y tratados, de dene-
gada apelación, califi cación de im-
pedimentos y excusas, controversias 
entre jueces de distrito (art. 29, LO-
PJF). También conocen de amparos 
indirectos en materia penal (art. 107, 
fracc. XII).

Sus sentencias y resoluciones son 
impugnables por vía de amparo direc-
to ante los tribunales colegiados de 
circuito. En contra de las sentencias 
que dictan en amparo indirecto, pro-
cede el recurso de revisión. 

triunvirato. Del latín trium, genitivo 
de tres, tres, así como de virorum, 
genitivo de viri, hombres. Gobier-
no formado por tres personas. En la 
historia constitucional de México se 
observa que al principio de su vida 
independiente se depositó la fun-
ción ejecutiva en un triunvirato; en 
1824 hubo dos, el primero integrado 
por José Mariano Michelena, Miguel 
Domínguez y Vicente Guerrero; el 
segundo lo integraron Guadalupe 
Victoria, Nicolás Bravo y Miguel Do-
mínguez. En 1855, al abandonar An-
tonio López de Santa Anna el poder, 
en uso de la facultad que le había 
sido concedida, en pliego cerrado, 
designó para sucederlo un triunvira-
to formado, entre otros, por Mariano 
Salas y Martín Carrera, que no entró 
en funciones.

triunvirato





vacatio legis. Tiempo que corre entre 
la fecha de publicación de una ley o 
un decreto y la fecha de entrada en 
vigor. De conformidad con el Código 
Civil Federal, arts. 3º y 4º, las leyes, 
reglamentos, circulares u otras dispo-
siciones de observancia general, obli-
gan y surten sus efectos tres días des-
pués de su publicación en el periódico 
oficial; esa regla es genérica y tiene 
como excepciones los casos en que el 
autor de la norma o acto disponga lo 
contrario; pero el autor de la norma 
no puede pasar por alto la vacatio le-
gis que deriva de los preceptos cita-
dos. Entrará en vigor una ley o una 
disposición en el asiento de los po-
deres federales, es decir en el Distrito 
Federal, tres días después de su publi-
cación; en los lugares que estén más 
allá de los 40 kilómetros, entrarán en 
vigor, de manera sucesiva, siempre y 
cuando transcurra un día más. De esa 
manera, si Tijuana se halla a más de 
tres mil kilómetros de distancia del 
Distrito Federal, entrarán en vigor 
cuando hayan transcurrido cuando 
menos 70 días. Cuidar esta materia 
tiene particular importancia tratándo-
se de leyes penales federales o leyes 
que establecen impuestos.

Una ley, para entrar en vigor en 
forma simultánea en todo el país, lla-
mado sistema sincrónico, requiere que 
se observe la vacatio legis, es decir, si 
el punto más lejano del Distrito Fe-
deral se halla a más de tres mil kiló-
metros, es necesario que entre la pu-
blicación y la entrada en vigor haya 
transcurrido cuando menos el término 
de 70 días.

El sistema de entrada en vigor de 
manera escalonada tuvo como expli-
cación el hecho de que durante el siglo 
XIX, las comunicaciones eran lentas y 
se estimaba que una persona, quien 
actuaba como correo para llevar los 
ejemplares del diario oficial, podía 
andar una jornada diaria de 40 ki-
lómetros. Aunque las circunstancias 
han cambiado y las comunicaciones 
modernas cubren la totalidad del te-
rritorio nacional en unos segundos, el 
precepto sigue en vigor.

veto. Del latín veto, prohibido. Es un acto 
de naturaleza política y jurídica por el 
cual el presidente de la república, como 
una forma de colaboración con el po-
der legislativo, interviene en el proceso 
legislativo y a través de formular ob-
servaciones, suspende la promulgación 
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de una ley o un decreto. Por el veto el 
presidente de la república hace llegar 
al congreso de la unión objeciones 
y cuestionamientos que pudieron no 
haberse tomado en consideración al 
estudiarse y discutirse el proyecto de 
ley correspondiente. Facultad que se 
reconoce al ejecutivo —presidente de 
la república y gobernadores de los es-
tados— para hacer observaciones a los 
proyectos de ley o decreto que para 
su promulgación le envía el órgano 
legislativo —congreso de la unión o 
legislatura.

Por ser el veto una institución que 
distorsiona la actuación del poder le-
gislativo, las normas fundamentales 
que lo establecen son de interpreta-
ción estricta. Desde luego no tiene los 
alcances casi ilimitados que los minis-
tros de la corte, ignorantes o descono-
cedores del derecho constitucional, le 
han dado en sus sentencias. Se regula 
por los principios siguientes:

El veto tiene efectos suspensivos; 
no anula el acto del legislativo; sim-
plemente suspende de manera tempo-
ral su publicación y entrada en vigor, 
al dispensar, con su interposición, al 
ejecutivo de la obligación de ordenar 
se publique. En el derecho constitucio-
nal mexicano no existe el veto absolu-
to o anulador. Puede afectar a todo el 
texto de un proyecto de ley o decreto, 
en cuyo caso se trata de un veto total; 
o solamente una porción de él; a éste 
se le denomina parcial.

En el ámbito federal la facultad de 
vetar corresponde sólo al presidente 

de la república; lo puede hacer úni-
camente por lo que se refiere a actos 
del congreso de la unión en funcio-
nes de legislador ordinario cuando ha 
concluido el proceso legislativo; así 
es como está previsto en el art 72. No 
puede hacer observaciones o vetar:

• Los actos en general que constituyen 
el proceso legislativo.

• Los actos que emiten las cámaras en 
ejercicio de facultades exclusivas (arts. 
74 y 76), como lo son el presupuesto 
anual de gastos o el acto por el que se 
aprueban los convenios amistosos por 
virtud de los cuales los estados arre-
glan entre sí sus problemas de límites.

• Los actos que realizan las cámaras del 
congreso de la unión en ejercicio de 
facultades comunes (art. 77).

• La designación de presidente interino 
o sustituto que haga el congreso de la 
unión actuando como colegio electo-
ral (arts. 84 y 85).

• Reformas a la constitución política 
de la unión hechas con fundamento 
en los arts. 73, fracc. III y 135. Cuan-
do el congreso de la unión admite un 
nuevo estado en ésta o cambia la re-
sidencia de los poderes federales (art. 
73, fraccs. I y V), por sí, sin la in-
tervención de las legislaturas de los 
estados, reforma la carta magna; en 
tal supuesto, a pesar de estar de por 
medio una reforma a la constitución, 
por tratarse de un acto del congre-
so de la unión en su actuación or-
dinaria, es de suponerse que procede 
el veto.

veto
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Existe un número crecido de casos 
en que por la naturaleza de la fun-
ción, del acto o por economía procesal 
tampoco procede el veto.

El inciso j) del art. 72 pudiera 
llevar a suponer que el veto es im-
procedente respecto de los casos ex-
presamente previstos en él. Ello no 
es cierto. Estos casos únicamente son 
un refl ejo de abusos del presidente de 
la república, reminiscencias del de-
recho norteamericano o de prevenir 
intromisiones indebidas; la regla ge-
neral es la enunciada: sólo procede 
respecto de actos del congreso en su 
actuación ordinaria. De esa manera, 
por mandamiento constitucional, el 
veto no procede: cuando el congre-
so de la unión ejerce funciones de 
cuerpo electoral o jurado, contra la 
declaración de procedencia que emite 
la cámara de diputados, la convoca-
toria a un periodo extraordinario que 
emita la comisión permanente y con-
tra la ley que regula el funcionamiento 
del congreso de la unión (art. 70). Debe 
entenderse que tampoco puede vetar 
sus reformas y el reglamento para el 
gobierno interior.

La constitución considera que el 
veto es una parte del proceso legis-
lativo: “El proyecto de ley o decre-
to desechado en todo o en parte por 
el ejecutivo será devuelto” (art. 72, 
inc. e).

No obstante haber concluido el 
procedimiento legislativo ordinario en 
ningún momento se alude a una ley o 
un decreto; lo serán cuando sean pu-

blicados, cuando se supere el veto o 
transcurra el término legal para im-
pugnarlo mediante aquél.

El presidente de la república goza 
de un término de 10 días hábiles para 
hacer valer su veto, excepto cuando 
el congreso cierra sus periodos —ordi-
narios o extraordinarios— de sesiones, 
en que deberá hacerlo el primer día 
hábil en que se reúna normalmente de 
nueva cuenta.

Las observaciones que hace el pre-
sidente de la república pueden estar 
referidas a todo tipo de materias; en 
la constitución no se establecen limi-
taciones al respecto; pueden ser de ín-
dole constitucional o política. 

Deben constar por escrito, com-
prender una ley o un decreto; es impe-
rativo identificar plenamente el do-
cumento legislativo impugnado; no 
es factible vetar en forma genérica 
la actividad del congreso; y deben 
ser presentadas en la cámara de ori-
gen.

El veto se supera por el voto fa-
vorable al proyecto de ley o decreto 
de las dos terceras partes de los legis-
ladores presentes en sus respectivas 
cámaras. Es suficiente con que en una 
de las cámaras no se reúna el núme-
ro de votos, para que se estime que ha 
operado el veto.

Los gobernadores de los estados 
tienen la facultad de hacer observa-
ciones o de vetar. También la tiene el 
jefe de gobierno del Distrito Federal 
(art. 122, C, base segunda, fracc. II, 
inc. b).

veto
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vicepresidente de la república. Per-
sona en la cual tenía que depositarse, 
temporal o definitivamente, el ejer-
cicio del supremo poder ejecutivo de 
la unión para el caso de faltar el ti-
tular por muerte, renuncia, licencia o 
destitución. No tiene existencia en la 
constitución actualmente en vigor. La 
suplencia se logra mediante la inter-
vención del congreso de la unión o 
de la comisión permanente, a través de 
las figuras de presidente interino, sus-
tituto o provisional (véase).

La vicepresidencia existió en las 
constituciones vigentes durante el si-
glo XIX; en la de 1824 era vicepre-
sidente quien hubiera obtenido el 
segundo lugar en la votación para 
presidente de la república (art. 85); fue 
un desatino; los vicepresidentes conju-
raron contra el presidente en ejer cicio. 
En 1836, la función recaía en el presi-
dente del consejo (art. 8º, cuarta ley). 
En la constitución original de 1857 las 
faltas temporales las cubría el presi-
dente de la suprema corte de justicia 
(art. 79); este sistema fue sustituido en 
1882, se hizo recaer la función en el 
presidente o vicepresidente del senado 

o de la comisión permanente; en 1896 
se produjo un cambio en la materia, 
fueron señalados como sustitutos los 
secretarios de relaciones exteriores y 
en su defecto o falta el de goberna-
ción; se previó la existencia de presi-
dente interino y sustituto nombrados 
por el congreso de la unión. 

En esa constitución se observó 
un último cambio, en 1906 se aco-
gió la figura del vicepresidente de la 
constitución estadounidense, que era 
a la vez presidente del senado y que 
podía desempeñar la función que le 
señalara el presidente; también fue-
ron designados para suplir tempo-
ralmente los secretarios de estado, 
comenzando por el de relaciones ex-
teriores.

La desastrosa experiencia ocurrida 
en 1913, con la aprehensión, renuncia 
y asesinato de Francisco I. Madero y 
José María Pino Suárez, el posterior 
ascenso al poder de Victoriano Huer-
ta, vía Pedro Lascuráin, llevaron al 
primer jefe Carranza a proponer al 
constituyente de 1917 la supresión 
de la vicepresidencia y medidas com-
plementarias a las adoptadas en 1906 
como introducir la sustitución me-
diante la intervención del congreso o 
de la comisión permanente, recurrien-
do a la figura de presidente sustituto 
e interino; el provisional fue obra 
del constituyente.

voto. Del latín votum. Medio por virtud 
del cual los miembros de un cuerpo 
colegiado emiten su opinión o eligen, 

vicepresidente de la república
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cuando son legalmente requeridos para 
ello. Por cuanto a que se alude a la 
misma función, también se denomi-
na voto a la opinión o elección que 
expresan o hacen periódicamente y 
depositan en las urnas los ciudadanos. 
Se trata de una expresión de volun-
tad, preferencia o elección formal-
mente manifestada por los miembros 
de un cuerpo deliberante.

Al acto por virtud del cual los 
miembros de una asamblea emiten su 
opinión se le denomina votación; éste 
es el corolario lógico y natural de una 
discusión. Una vez realizada es im-
procedente todo debate sobre la cues-
tión votada. No se puede interrumpir 
ni suspender.

En los órganos legislativos todos los 
miembros presentes deben votar, nadie 
se puede excusar de hacerlo; únicamen-
te lo pueden hacer los miembros; quie-
nes no lo son deben retirarse, inclui-
dos los enviados por el presidente de 
la república para ilustrar el criterio 
de la asamblea.

Los votos son de diversa especie: 
nominales, económicos, por cédula, 
por aclamación, etcétera.
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voto de calidad. El que se reconoce al 
presidente o moderador de una asam-
blea y que ejerce sólo en caso de em-
pate. Por lo común quien modera una 
asamblea no interviene en el debate ni 
en las votaciones; si desea hacer uso 
de la palabra debe declinar temporal-
mente su cargo; lo mismo debe hacer 
si pretende ejercer su derecho a votar, 
excepto en los casos de empate, en los 
que no sólo lo puede hacer, sino que 
lo debe hacer.

En el pleno, por disposición del 
art. 160 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General 
de los Estados Unidos Mexicanos, si 
bien es posible que se empate una 
votación, no es factible que se ejerza 
por parte del presidente el voto de ca-
lidad, es preciso reiterar la votación; 
si de nueva cuenta hubiera empate la 
iniciativa se discutirá y se votará en 
la sesión inmediata.

Es una institución aplicable tam-
bién a los tribunales cuando actúan 
en forma colegiada.

voto particular. Opinión discordante 
del sentir de la mayoría que se pro-
duce en un cuerpo colegiado y que se 
manifiesta generalmente por escrito. 
Opinión que disiente de la sostenida o 
adoptada por los más. Sólo se puede 
dar en los órganos colegiados en los 
que todos sus integrantes tienen idén-
tica categoría, cuando se actúe entre 
pares y no existe una relación de jerar-
quía entre ellos. Se producen y están 
regulados en los órganos legislativos 

voto particular
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y judiciales, cuando éstos funcionan 
en forma colegiada. No son suscepti-
bles de producirse en las juntas de los 
secretarios, quien disiente del presi-
dente es destituido o debe renunciar.

En el congreso de la unión los vo-
tos particulares deben ser por escrito, 
y emitirse al momento de aprobarse 
el dictamen de la mayoría y antes de 
ser presentado éste al pleno (art. 88, 
RGICGEUM); se dispone que debe ser 
firmado (art. 45, LOCGEUM); es evi-
dente que ello es necesario; la firma 
es el elemento común que la ley re-
conoce como testimonio de la mani-
festación de una voluntad. Se deben 
imprimir y hacer circular entre los le-
gisladores junto con el dictamen de la 

mayoría (art. 94, RGICGEUM); es obli-
gatorio que se lean en el pleno (art. 
95, RGICGEUM) y ponerlos a discusión 
(art. 119, RGICGEUM).

Ha habido votos particulares fa-
mosos, los de Isidoro Olvera y de José 
María Castillo Velasco en el constitu-
yente de 1856-1857.

En los tribunales que son colegia-
dos, si bien las resoluciones o sen-
tencias defi nitivas se pueden aprobar 
por unanimidad, también es posible 
que lo sean por mayoría, en estos ca-
sos son susceptibles de producirse los 
votos particulares; éstos deben agre-
garse al expediente inmediatamente 
después de la sentencia o resolución 
de la mayoría.

voto particular
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